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RESUMEN EJECUTIVO  
 
El presente trabajo de grado tiene la finalidad de sumergirse entre las reflexiones del derecho de 
daños, para lograr identificar y establecer los presupuestos necesarios para el reconocimiento de los 
perjuicios inmateriales causados por afectaciones a bienes constitucionales y convencionales en el 
marco de la responsabilidad del Estado colombiano, haciendo especial énfasis en la vocación 
transformadora como medida para consolidar un proyecto jurídico, político y ético del aparato 
estatal acorde a las demandas de la actual sociedad, logro que se alcanza a través de los postulados 
de la justicia distributiva y  la dignidad humana, sin olvidar los lineamientos otorgados por la 
compresión del enfoque diferencial.  
En el mismo sentido, reflexionar sobre la transformación de las víctimas de poblaciones vulnerables 
atribuidas al desconocimiento de los deberes y fines estatales se erige como piedra angular en una 
Nación que camina lentamente a una era de paz, reconciliación y justicia social.  
Por consiguiente, explorar los constantes avances frente al tema de la responsabilidad del Estado y 
el reconocimiento de los perjuicios, es la primera tarea para entender que dentro de la teoría del 
derecho de daños constantemente se apuesta por consolidar reparaciones con funciones 
indemnizatorias, compensatorias y preventivas. Sumado a ello, el apasionado debate doctrinal que 
llevan a cabo algunos sectores teóricos que abogan por la vocación sancionatoria por medio de la 
figura del daño punitivo, sin embargo, el centro de la discusión del presente trabajo es la vocación 
transformadora, máxime cuando se traen a colación los diversos pronunciamientos emitidos por el 
Consejo de Estado en materia de responsabilidad bajo la innovadora categoría de perjuicios 
causados a bienes constitucionales y convencionales.   
En ese orden de ideas, la función transformadora se entiende como la posibilidad de ordenar una 
reparación a ciertos individuos o comunidades que va más allá de la cuantificación del daño, 
fundamentada en el desconocimiento de los fines estatales en la materialización de los derechos 
humanos y fundamentales, por ello, los reconocimientos de estas premisas permiten construir un 
orden social justo y equilibrado, ya que a todas luces volver a la víctima del daño a una condición 
de vulnerabilidad, es decir, sin el reconocimiento de sus derechos mínimos es totalmente injusto.  
El panorama planteado, en el que las nuevas reflexiones van encaminadas hacia un derecho 
transformador, permiten exponer que las medidas de reparación integral decretadas por los jueces y 
magistrados administrativos como son la compensación, restitución, satisfacción, rehabilitación 
como las garantías de no repetición habilitan que, a través de unos criterios hermenéuticos 
constituidos por una mirada basada en los derechos humanos y el enfoque diferencial, reconozcan 
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“La injusticia en cualquier parte es una amenaza a la justicia en todas partes”  
Martin Luther King Jr. 
 
Las posturas dadas dentro de la responsabilidad del Estado y la finalidad que debe lograr la 
reparación dictada son de extenso debate tanto en el seno jurisprudencial como doctrinal1, por tal 
motivo, es necesario reflexionar constantemente las demandas sociales para equilibrarlas con las 
formas de reparar bajo la firme intención de conseguir sociedades equilibradas, bajo características 
de armonía comunitaria. Es por ello, que cuando el causante de dicho agravio es el Estado, dentro 
de sus capacidades debe optar por lograr satisfacer las necesidades vulneradas a la persona o grupo 
lesionado.  
 
La equidad y la reparación integral2 han sido el sustento para el reconocimiento de perjuicios 
direccionados a lograr una tasación adecuada y completa al momento de evaluar las consecuencias 
del daño (Sandoval Garrido, 2013), permitiendo al juez ordenar medidas conducentes no solo a 
devolver el patrimonio económico conculcado sino a restablecer los derechos afectados, 
impulsando acciones para garantizar nuevamente su estatus social o simplemente continuar con el 
desarrollo de su proyecto de vida, tales consideraciones han venido mutando las categorías 
reconocidas como perjuicios inmateriales por parte del Consejo de Estado, adaptando tipologías, 
como es el caso del daño a la vida de relación o la grave alteración a las condiciones de existencia, 
siempre guiados por la interpretación dada por las posturas humanísticas, éticas y ontológicas 
gestadas por la constante evolución del derecho  de daños.  
 
Por consiguiente, surge la necesidad de establecer tanto el plano social como jurídico, las 
consecuencias que tienen las víctimas de agravios causados por los agentes del aparato estatal pero 
que anterior a dicho evento, y por las condiciones de indiferencia como en el desconocimiento de 
sus derechos fundamentales vivían en una profunda situación de vulnerabilidad, verbigracia 
comunidades de víctimas y desplazados del conflicto armado que aunque titulares de derechos 
                                                 
1 Existe diversos autores que han dedico considerable tiempo al estudio del derecho de daños y la responsabilidad 
patrimonial del Estado, entre ellos se destaca como también se recomienda la consulta de los siguientes referentes 
bibliográficos: Henao Pérez, J. C. (1998). El daño: análisis comparativo de la responsabilidad extracontractual del 
estado en derecho colombiano y francés. Bogotá, Colombia: Universidad Externado; Escobar Gil. R. (1989). 
Responsabilidad contractual de la administración pública: estudio comparativo en el derecho español y en el 
ordenamiento colombiano (1ª ed.). Bogotá, D.C., Colombia: Editorial Temis y Gil Botero, E. (2013). Responsabilidad 
extracontractual del Estado (6ª ed.). Bogotá, D.C., Colombia: Editorial Temis. 
2 Estos principios se han definido como los parámetros fundamentales al momento de establecer las formas de 
reparación en Colombia, la (Ley 446, 1998) en su artículo 16 indica que la valoración de los daños causados a personas 
o cosas tendrá como principios rectores la equidad y la reparación integral. Tales criterios han sido adoptados 




mínimos como la seguridad, salud o vida digna jamás fue materializada por el Estado. De tal 
panorama reparar solo en términos de indemnización supone regresar a los lesionados a las 
condiciones precarias de indiferencia estatal.  
 
La vocación transformadora de la responsabilidad trata de establecer alternativas para escapar de 
dicho escenario, apostando por ordenar reparaciones que van más allá del daño causado con el 
propósito de eliminar las condiciones de vulnerabilidad padecidas por individuos o grupos 
poblaciones excluidos por el sistema político, económico y jurídico, dichas medidas de reparación 
no es más que la posibilidad de equilibrar las situaciones tan complejas que viven algunos sectores 
dentro del territorio nacional, al permitir gozar plenamente de los derechos humanos reconocidos 
en textos jurídicos fundamentales como la Convención Interamericana y la Constitución Nacional.  
 
En ese orden de ideas, frente a la reparación integral en el marco del reconocimiento de 
responsabilidad del Estado por vulneración a bienes constitucionales y convencionales, la doctrina 
ha incorporado un enfoque transformador, diversos autores como Rodrigo Uprimny y Diana Esther 
Guzmán en “En búsqueda de un concepto transformador y participativo para las reparaciones en 
contextos transicionales”, Elisa Martín Peré para la Revista de Paz y conflictos y Hobeth Martínez Carillo 
en “Los segundos ocupantes en el proceso de restitución de tierra, reto a la reparación con vocación 
transformadora”, entre otros que serán traídos a estudios a lo largo de este trabajo. 
 
También se incorpora el enfoque transformador en jurisprudencia tanto nacional como internacional, 
entre las que se destacan (Caso Campo Algodonero Vs. México, 2009)3, (Caso Gutiérrez Soler Vs. 
Colombia, 2005)4 y (Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile, 2012)5, esto quiere decir que se ha 
evidenciado la necesidad de que la reparación integral no puede limitarse a volver a la persona 
afectada al estado anterior en el que se encontraba antes de la causación del daño, cuando fue 
precisamente este estado o circunstancia lo que propició el sufrimiento del hecho dañino, por lo 
que y con observancia de los principios éticos, la reparación debe transformar esos escenarios 
discriminatorios y carentes de eficacia de los derechos.  
 
Colombia no ha sido ajena a la problemática de vulneración de derechos constitucional y 
convencionalmente protegidos, muestra de ello es la extensa jurisprudencia que se ha proferido al 
respecto, por ejemplo, (Sentencia Reparación Directa 26251, 2014)6, (Sentencia Reparación 
                                                 
3 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la falta de diligencia en las investigaciones 
relacionadas a la desaparición y muerte de Claudia Ivette Gonzáles, Esmeralda Herrera Monreal y Laura Berenice 
Ramos Monárrez (Caso Campo Algodonero vs. México, 2009). 
4 El caso se refiere a la responsabilidad militar del Estado por los actos de tortura cometidos en perjuicio de Wilson 
Gutiérrez Soler por parte de un funcionario policial, así como a la falta de investigación y sanción del responsable del 
hecho (Caso Gutiérrez Soler vs. Colombia, 2005)  
5 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por el trato discriminatorio y la interferencia arbitraria 
en la vida privada y familiar de Karen Atala Riffo, debido a su orientación sexual, en el proceso judicial que resultó 
en el retiro del cuidado y custodia de sus hijas M., V. y R. (Caso Atala Riffo y niñas vs. Chile, 2012) 
6 En el caso se encontró involucrado un menor de edad, hijo de la actora que estuvo internado en un centro de 
reeducación en Pereira, del cual se escapó desde el 7 de diciembre de 1998 hasta el 23 de abril del 2000, cuando murió 
3 
 
Directa 42921, 2018)7, entre otras y más aún si se tiene en consideración el conflicto armado interno 
y las víctimas que este ha dejado, según el (Centro Nacional de memoria histórica, 2018) alrededor 
de 8 millones, casos como (Sentencia Reparación Directa 28224, 2014)8 y (Sentencia Reparación 
Directa 40087, 2018) 9, entre otras que se estudiarán más adelante.  
 
No obstante, la implementación y aplicación práctica del enfoque transformador en las 
reparaciones a las víctimas presenta inconvenientes, ya que el operador jurídico no cuenta con las 
herramientas necesarias para distinguir las ocasiones frente a las cuales debe acudir a dicho 
enfoque, que conforme lo señala (Gutiérrez Fierro, 2020) es una herramienta ética que tiene como 
centro la protección, garantía y defensa de los derechos de los asociados, que en últimas deben ser 
el norte y fin principal de las decisiones estatales.  
 
Por un lado, el fallador tiene en la balanza que el enfoque transformador es garantista, observa y 
pugna por una reparación enfocada, en especial, a corregir las situaciones estructurales que dieron 
origen al hecho dañino, asemejándose a una garantía de no repetición “Teniendo en cuenta los 
perjuicios causados, la Corte10 no solo ordeno esta medida de reparación11 sino otras que, aunque 
                                                 
ahogado en el río Otún, configurándose falla del servicio por no prestar efectivamente seguridad y control en el 
establecimiento. Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron fueron el derecho a la vida, 
integridad personal, dignidad humana y los reconocidos en la convención sobre los derechos de los niños.   
7 En ejercicio de la acción de reparación directa contra la Nación-Rama Judicial, por considerarla responsable de los 
perjuicios sufridos como consecuencia de la demora injustificada de la administración de justicia que llevó a la 
declaratoria de la prescripción de la acción penal y, por consiguiente, de la acción civil, en el proceso en que se 
constituyeron en parte, procurando la indemnización de los daños y perjuicios por las lesiones sufridas por la niña 
Lizeth Zuleydy López Alberto, de cuatro años de edad, en un accidente de tránsito, que le dejó secuelas permanentes, 
consistentes en deformidad física y perturba funcionalmente el órgano de locomoción. Los derechos constitucionales 
y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: dignidad humana e integridad, igualdad, 
salud, acceso a la justicia y protección especial a los derechos de los niños 
8 En este caso la accionante como pretensión reconocer la responsabilidad patrimonial del Estado y condenar al Estado 
por los perjuicios causados como consecuencia del secuestro, tortura y asesinato del señor Juan Carlos Palacios Gómez, en 
hechos ocurridos en 1996, en Bogotá, Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma 
implícita o explícita fueron: derechos a la vida, integridad personal, libertad, dignidad humana y debido proceso. 
9 La cuestión resuelta trata de una ejecución extrajudicial, El 12 de febrero de 2007 se registró la desaparición de los 
señores Yesid Alvarado Sánchez y Jhon Jaider Burgos Alvarado, tío y sobrino en el municipio de Barranca de Upía, 
Meta. Días después, los familiares de los desaparecidos recibieron información sobre el hallazgo de dos occisos en 
Tauramena, Casanare, al dirigirse al comando de Policía de esa localidad, les mostraron unas fotografías de dos 
fallecidos, las cuales correspondían a los sujetos referenciados, además, les manifestaron que habían sido dados de 
baja en un combate con el Ejército Nacional, lo que motivó al, padre y abuelo de los fallecidos, a poner en conocimiento 
de la Defensoría del Pueblo dicha situación, para que investigara la actuación del Batallón de Infantería dado que ellos 
no eran delincuentes ni subversivos. Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma 
implícita o explícita fueron: dignidad e integridad humana, libertad, seguridad, acceso a la justicia, debido proceso y 
las normas del bloque de constitucionalidad sobre protección a civiles desarrolladas por los Convenios de Ginebra.   
10 Corte Interamericana de Derechos Humanos, referencia del caso Gutiérrez Soler vs Colombia, 2005.  
11 “La Corte establece y recalca la obligación jurídica del Estado parte de reparar y hacer cesar los perjuicios causados 




en ese momento no tenían una denominación propia se asemeja a la medida de satisfacción, 
garantías de no repetición” (Prieto Ayala, 2017), además posee una vocación distributiva. 
Asimismo, (Uprimny & Saffon, 2009) señalan que el enfoque restitutivo es limitado pues deja a la 
víctima en una situación vulnerable y carente de garantías, obviando los factores estructurales del 
conflicto que deben transformarse para garantizar la no repetición de los hechos victimizantes y 
para superar las injusticias estructurales.   
 
Por el otro lado de la balanza se encuentran los críticos del enfoque transformador en la reparación 
que indican que (Henao Pérez, 2015) esta implica la intromisión del juez en temas de políticas 
públicas, además significa romper el principio de igualdad de las víctimas por cuanto aquellas 
reconocidas en la Ley 1448 puede gozar de medidas de reparación con función transformadora, 
mientras que personas que hacen parte de grupos de especial protección constitucional, pero los 
daños no se produjeron en el marco del conflicto armado no podrían ser acreedoras de estas 
medidas con enfoque transformador. Finalmente, (Henao Pérez, 2015) expresa que se desbordan 
los límites, incluso, de la reparación integral, pues se ordena al deudor a responder por una 
obligación que no es directamente proporcional al daño causado.  
 
Por la contraposición expuesta a grandes rasgos en los dos párrafos anteriores, es necesario 
delimitar las situaciones frente a las cuales el juez tiene la facultad de ordenar reparaciones 
integrales con enfoque transformador, sin inmiscuirse en funciones que no son de su competencia, 
respetando la tripartición de poderes y con la finalidad de brindar una reparación integral y lo más 
garantista posible a las víctimas, con observancia de la normativa nacional e internacional que se 
ha adoptado mediante la figura del bloque de constitucionalidad 
 
Tal panorama, permite revisar las posturas adoptadas por la jurisprudencia al momento de indicar 
que las medidas que se ordenan cuando se encuentra responsable al Estado, deben buscar 
transformar la vida de los lesionados, eliminando las causas o condiciones de vulnerabilidad de 
aquellos grupos humanos. Bajo el constante y fortalecido discurso de la dignidad que aboga por el 
respeto de los derechos humanos y las novedosas teorías sobre la diversidad en la igualdad que han 
deparado en los postulados de la acción sin daño y el enfoque diferencial, estos terminan siendo 
los cimientos para la elaboración de criterios hermenéuticos y jurídicos para la aplicabilidad de la 
función transformadora en el contexto de la responsabilidad estatal.  
 
En ese orden de ideas, la presente investigación parte de la pregunta ¿cuáles son las premisas para 
la reparación transformadora en el reconocimiento de vulneración a bienes constitucionales y 
convencionales en el marco de la responsabilidad del Estado en Colombia? Para responder a esta 
pregunta se estudiará la normativa establecida en el marco jurídico colombiano e internacional en 
relación con la función transformadora, posteriormente se expondrán los fundamentos de la 
responsabilidad del Estado colombiano, incluyendo un recorrido histórico sobre el derecho de 
daños. Luego, se traerán a colación los postulados concernientes a la constitucionalización y 
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convencionalización del derecho de daños y los elementos de la responsabilidad del Estado y sus 
funciones 
 
Lo anterior se hará mediante el estudio de la normativa establecida en el marco jurídico colombiano 
e internacional, posteriormente la exposición de los fundamentos de la responsabilidad del Estado 
colombiano, incluyendo un recorrido histórico sobre el derecho de daños. Luego, se traerán a 
colación los postulados concernientes a la constitucionalización y convencionalización del derecho 
de daños y los elementos de la responsabilidad del Estado y sus funciones.  
 
Con miras a centrar el trabajo hacia su finalidad se estudiará la línea jurisprudencial del Consejo 
de Estado sobre perjuicios causados por la vulneración de bienes constitucionales y 
convencionales, la tipología de medidas ordenadas y su relación con la función transformadora 
entre otros aspectos jurisprudenciales, para concluir con la propuesta de este proyecto de grado: las 
premisas para la aplicación de la reparación transformadora por vulneración a bienes 
constitucionales y convencionales.  
 
La responsabilidad patrimonial del Estado junto con los conceptos de daño y reparación están en 
constante movimiento gracias a las nuevas consideraciones que en el plano social, ético, político y 
económico adaptan las comunidades, por ello, resulta vital establecer espacios para meditaciones 
que termine produciendo nuevos panoramas acordes con tales premisas, tal razonamiento es el que 
envuelve el presente trabajo de grado, reconociendo la importancia que tiene para los profesionales 
del derecho y los administradores de justicia, reflexionar sobre las nuevas tendencias de 
transformación social que tienen como común denominador, el sistema de orden social creado por 
el ser humano para mantener la paz, la armonía y el funcionamiento de la vida en comunidad: el 
derecho.   
 
El presente proyecto de grado es resultado de una investigación socio jurídica, descriptiva, analítica 
y documental. La información primaria se obtuvo mediante una búsqueda categorial en bases de 
datos académicas, repositorios institucionales y revistas indexadas nacionales e internacionales. La 
información se analizó mediante la técnica de análisis de contenido y mediante el uso de métodos 
y técnicas de interpretación legal y constitucional como lo es la interpretación sistemática, en el 
sentido señalado por la (Ley 84, 1873) conforme el cual, el contexto de una ley ilustra el sentido 
de cada una de sus partes, pues debe existir entre todas las normas coherencia y armonía; el 
finalismo jurídico que conforme a (López Medina, 2006) debe identificar el fin o propósito de la 
norma para poder precisar el interés protegido por la misma y por último, el conflictivismo jurídico, 
que explicado en el mismo documento (López Medina, 2006) debe supone dejar de lado la 
prevalencia de los conceptos estáticos en el derecho y optar por una interpretación pragmática que 
apunte a brindar solución a las necesidades sociales, un derecho que responda a lo actual y no a lo 















Premisas para la reparación transformadora en el reconocimiento de vulneración a bienes 
constitucionales y convencionales en el marco de la responsabilidad del Estado en Colombia. 
 
  
Planteamiento del problema 
 
Desde el momento que se superó la teoría de la irresponsabilidad del Estado y se prescindió de los 
argumentos sobre la concepción divina, teológica, absolutista, totalitaria e infalible, las teorías 
sobre la responsabilidad del Estado han tomado varias perspectivas encaminadas a lograr una mejor 
reparación frente a la víctima de la acción, omisión, hecho, operación o cualquier otra forma de 
actuar de la administración pública, (Ley 1437, 2011) sumado a lo anterior, no solo se busca una 
indemnización monetaria, sino que frente a la mirada axiológica, ética y deontológica del proceso 
de restauración integral y conforme a los principios desarrollados por la Carta Constitucional 
colombiana, se ha optado por un derecho procesal y sustancial transformador en el cual se 
consoliden los criterios de dignidad humana en toda pretensión jurídica, orientada a la reparación 
de las víctimas.  
 
De esta forma, con la llegada de la (Constitución Política, 1991) se inició un proceso de 
restructuración en el ordenamiento jurídico denominado “constitucionalización del derecho” con 
la intención de reformar los procesos y procedimientos llenos de formalismos, dando paso a la 
aplicación efectiva de los enunciados constitucionales. En este orden de ideas, la Norma de normas 
consolida aspectos tanto relevantes como revolucionarios en los procesos civiles, penales, laborales 
y administrativos, con la intención de materializar la tesis de la doctrina viviente en busca de un 
aparato estatal fortalecido tanto político como judicialmente, bajo la bandera del Estado Social de 
Derecho, conforme al artículo 1 de la Carta constitucional. Por tal motivo, a los debates jurídicos 
se sumaron diversos aspectos éticos en relación con la administración de justicia propia de la 
institucionalidad del Estado.  
 
En este sentido, el proceso de reparación no es ajeno a la integración de los mandatos de orden 
constitucional, puesto que, el artículo 90 de la (Constitución Política, 1991)  indica los presupuestos 
a tener presentes al momento de reparar, evaluando la integralidad de la víctima y sin olvidar la 
dinámica del juez de daño, en la que se une la perspectiva social con la finalidad de una sentencia 
que responda a la verdadera reparación de la víctima -postulados propios de la cláusula de 
responsabilidad estatal - dando espacio a una incorporación supremamente importante para el 




Por ello, el impacto generado con la Constitución del 1991, generó un cambio de pensamiento en 
el posicionamiento jurídico del Estado, una de estas figuras innovadoras y sobresalientes es el 
bloque de constitucionalidad, el cual tiene como propósito una aplicación uniforme y real de las 
obligaciones pactadas por los Estados miembros de la Convención Interamericana de Derechos 
Humanos12 ejecutando el fenómeno propio de la internacionalización o globalización del derecho; 
el artículo 93 de la texto constitucional preceptúa:  
 
Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos 
humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. 
Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados 
internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. El Estado Colombiano puede 
reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional en los términos previstos en el Estatuto de 
Roma adoptado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas 
y, consecuentemente, ratificar este tratado de conformidad con el procedimiento establecido en esta 
Constitución. La admisión de un tratamiento diferente en materias sustanciales por parte del Estatuto 
de Roma con respecto a las garantías contenidas en la Constitución tendrá efectos exclusivamente 
dentro del ámbito de la materia regulada en él. (Constitución Política, 1991).  
 
Desde esta perspectiva se sostiene que los jueces de la República al momento de fallar, deben 
hacerlo con estricta observancia de la normativa mencionada, realizando los diferentes controles 
jurídicos en los casos concretos: legalidad, constitucionalidad y convencionalidad, este último, 
como un soporte elemental de la integración normativa del Estado colombiano con la comunidad 
internacional, ejemplificando la importancia que ostenta las declaraciones y sentencias del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos13 como fuente de derecho reconocida por medio del bloque 
de constitucionalidad, bajo los criterios del Soft Law, derecho suave o bloque de constitucionalidad 
en sentido lato, que ha servido de parámetro hermenéutico en la aplicación del derecho por parte 
de la jurisdicción constitucional y contenciosa administrativa. De esta figura se ha sacado provecho 
en Colombia por sus diferentes ventajas y fortalezas, "la teoría del bloque es que tiende a superar 
la concepción meramente formal o documental de la Constitución, con lo cual se ensancha también 
el espectro de herramientas interpretativas al servicio de los jueces para hacer valer la norma 
fundamental” (Olano García, 2005, pág. 236).   
 
Por lo anterior, los fenómenos de la “constitucionalización” y “convencionalización” del derecho 
han tenido una estrecha relación con el proceso de reparación y la determinación de los perjuicios 
causados, donde en escenarios de tipo jurídico serán reconocidos por los jueces de daños, que 
buscan a través de las medidas dictadas llegar a un escenario en el que la víctima sienta una 
verdadera ejecución de la justicia.  
 
                                                 
12 En adelante “La Convención” o “Pacto Interamericano”.  
13 En adelante “SIDH” O “Sistema Interamericano”  
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Teniendo en cuenta lo anterior, es propicio mencionar que el Consejo de Estado es el juzgador por 
excelencia de la responsabilidad del Estado en Colombia (Ley 1437, 2011) y, por ende, fallador de 
las medidas de reparación, las cuales tienen como propósito otorgar una actuación completa, 
técnica y heurística en la materia, sin desprenderse de los objetivos descritos en el texto 
constitucional. De acuerdo con esta idea, el acercamiento del derecho a los ciudadanos y la 
inminente necesidad de evaluación crítica sobre las últimas decisiones jurisprudenciales con 
respecto al tema, permiten concebir la aplicación de un derecho procesal y sustancial transformador 
y emitir una valoración constructiva relacionada con la concepción del máximo tribunal del 
contencioso – administrativo basada en la reparación con los componentes de integralidad y 
transformación.     
 
De esta menara, la perspectiva sociocultural del derecho que estudia la administración pública, 
postula Younes Moreno (2016), frente a las nuevas tendencias normativas encaminadas a lograr un 
acercamiento real y efectivo entre los administrados y el Estado, más aún en la perspectiva del 
derecho de daños donde se tiene como responsable bajo la acción y omisión las conductas del 
aparato estatal. Por esta razón, es necesario construir verdaderos pronunciamientos que 
desencadenan en la aplicación directa del texto convencional y constitucional como orientador de 
la vida pública y jurídica de la Nación colombiana en consonancia con los fines propuestos por el 
constituyente primario en el texto fundamental, logrando permear espacios para la formación en 
paz, sin olvidar el fortalecimiento institucional, teniendo presente la tarea asumida por la 
administración de forma seria, comprometida e innovadora.  
 
Por consecuente, es necesario reflexionar sobre la situación de las víctimas, con mayor énfasis en 
las que debido a la precariedad y falta de compromiso del ente estatal se encuentran en deplorables 
condiciones, en otras palabras, las que se están en aquellos lugares del territorio nacional que no 
conocen el compromiso institucional social. Por ello, cobran fuerzas los argumentos reflexivos y 
se torna necesaria la tarea crítica de postular la función de la responsabilidad estatal bajo una 
vocación transformadora y ejecutar unos lineamientos encaminados a lograr un robustecimiento 
sobre la dignidad humana de los lesionados que esperan ser cobijados por los derechos y garantías 
establecidos en el contrato social de los colombianos.  
 
En ese sentido, los conceptos de reparación en la actualidad asumen un papel importante en las 
sociedades en procesos de reconciliación y consolidación de la paz que permitan mejorar las 
condiciones de vida de las personas, (Sandoval Garrido, 2013) refiere la relevancia teórico-práctica 
de la responsabilidad civil, como también los mecanismos de reparación que llevan a las víctimas 
a un estatus conforme a los estándares de dignidad humana, propios de los fundamentos del derecho 
como catalizador de la justicia, resultando estos presupuestos paradigmáticos en el mundo 
profesional de los abogados que deben integrar una visión que integre de forma unificadora las 




Por consiguiente, las prerrogativas en la aplicación de programas y proyectos políticos del Estado 
contemporáneo tienen sendos problemas sobre las maneras de encontrar la justicia y la aplicación 
del ordenamiento legal que obedezcan a enfoques diferenciales, integrando los postulados de las 
nuevas generaciones que visionan el compromiso del Estado como garante del pacto social, 
teniendo como obligación principal la materialización de derechos fundamentales. Por tal 
argumento, recalca (Restrepo Medina, 2002) las acciones y procesos contenciosos administrativos 
necesariamente deben ir encaminados a lograr la efectividad de las dimisiones sociales que se 
conecten con los fundamentos reales de la dignidad humana, rasgo característico de los textos 
constitucionales determinados como neoconstitucionales, dejando atrás los formalismos jurídicos 
que terminan alejando a los ciudadanos de los postulados de la doctrina viviente. 
 
Adicionalmente, el discurso histórico (Mate Rupérez, 2013) en el que prevalece la visión de los 
vencedores, es decir, la mayoría de las creencias descifradas por la narrativa del pasado, se centra 
en la construcción axiológica de los triunfadores dejando a un lado los criterios argumentativos de 
la óptica derrotada o subyugada, propuesta que termina construyendo una cultura ajena al 
sufrimiento del sector vencido o en ocasiones exterminado, dejando estéril la visión propia de tal 
colectivo humano y por esa razón, no se centra la mirada en las víctimas. En Colombia este debate 
sobre las víctimas que ha dejado el conflicto armado interno tiene otra dinámica, que aleja la 
reparación real y efectiva de los lesionados que han padecido crímenes por los diferentes actores 
del conflicto armado, la carencia de humanidad y respeto demuestran las falencias en la 
materialización del derecho, como ejemplo de lo anterior es posible identificar el debate sobre la 
reparación con factores integrales y transformadores que contribuyen a la memoria histórica como 
bien colectivo (Niño Castro, 2014),  cimentada en una  visión propia de la teoría del conflicto. La 
necesidad de plantear el debate desde la dialéctica del conflicto es de vital importancia no solo en 
lo concerniente a la reparación, sino a la necesidad de fundar una perspectiva integral y lograr una 
época de construcción de paz, sanar las diversas heridas del país a causa de la guerra interna vivida 
desde mediados del siglo XX, caminado hacia una reconciliación que abra la puerta a una era de 
criterios humanísticos, armoniosos y pacíficos duraderos.  
 
Para finalizar, la cátedra de paz social debe atender a unos requerimientos que convergen con la 
filosofía moral aplicada (Almanza Loaiza, 2013), revisando la conceptualización analítica dela 
noción de víctima no solo en una relación  directa sobre reparación, sino integrando una mirada de 
transformación que busca el anhelado progreso social, político y cultural que demanda el Estado 
colombiano en la actualidad, máxime cuando varios sectores y movimientos esbozan escenarios de 
paz como la pluralidad política, que desde la academia a la comunidad se convierta en realidad.  
En el presente trabajo de grado se orienta la búsqueda a encontrar esos postulados propios del daño, 
y en especial la dinámica de la afectación de los bienes convencional y constitucionalmente 
reconocidos como perjuicio, las medidas de reparación, y, por último, establecer el grado de 




Formulación del problema 
 
¿Cuáles son los presupuestos de la reparación transformadora en el reconocimiento de los 
perjuicios causados por la vulneración de los bienes tutelados constitucionales y 
convencionalmente derivados de la declaración de responsabilidad del Estado en Colombia?  
  
 
Sistematización del problema 
 
¿Cuáles son las nociones de la reparación transformadora desde la responsabilidad del Estado en 
Colombia?  
 
¿Cuáles son los pronunciamientos que componen la línea jurisprudencial concerniente al 
reconocimiento de perjuicios a bienes constitucionales y convencionales emanadas por la 
jurisdicción colombiana de lo contencioso administrativo?  
 
¿Cuáles son las medidas de reparación que han sido reconocidas en Colombia por la jurisprudencia 
contenciosa administrativa en el marco de la afectación de bienes constitucionales y 





En la teoría clásica de las funciones propias de la responsabilidad civil y del Estado se postulan 
como principales: el hecho de reparar los daños causados, en menor medida se aboga por una 
función preventiva y en otros sistemas el concepto de daño punitivo se relaciona con la función 
sancionatoria, de la cual existen muy pocos esquemas  - ejemplos de ellos se pueden encontrar en 
el código de comercio (Decreto 410, 1971)  al establecer un daño punitivo entorno al título valor 
del cheque, como también en las normas laborales (Decreto 2663, 1950) que determinan que el 
empleador que no cancela a la terminación del contrato laboral las remuneraciones y prestaciones 
que el trabajador tiene derecho, deberá cancelar un día de salario por cada día de retardo, según 
estipula el artículo 65 del C.S.T14 -  en el ordenamiento jurídico colombiano.  
 
Sin embargo, en los últimos años se han direccionado los conceptos de reparación a la 
funcionalidad de transformar la situación de la víctima, máxime cuando en un Estado como el 
colombiano, en el que una pluralidad de personas y poblaciones carecen de elementos básicos 
propios de la vida digna, fruto del conflicto armado interno y la incapacidad del mismo Estado por 
lograr penetrar en toda su territorialidad con su institucionalidad, dan como resultado, la injusta  y 
obsoleta idea del restablecimiento de derechos en un panorama de solo devolver a la víctima a la 
                                                 
14 C.S.T. Entendido como Código Sustantivo del Trabajo, compendio e las normas de derecho laboral en Colombia.  
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situación anterior. No obstante, en determinados casos se debe optar por lograr mejorar sus 
condiciones, siempre que se observe en déficit las herramientas para la consolidación de una vida 
acorde a los parámetros constitucionales, es decir, se habilita la posibilidad de decretar una 
reparación que va más allá del daño causado, siempre y cuando el grupo social o la persona que ha 
sufrido dicho agravio se encontrara en unas circunstancias nefastas producto de la indiferencia 
estatal, que le había negado prima facie la materialización de los derechos fundamentales.  
 
Para empezar a consolidar la tesis de la  reparación transformadora se observa en el artículo 1 de 
la (Ley 1448, 2011)  un contenido que trabaja sobre medidas judiciales, administrativas, sociales, 
y económicas; individuales y colectivas en beneficio de las víctimas en el marco del conflicto 
armado y por vulneraciones masivas de derechos humanos, logrando apartarse un poco de los 
criterios clásicos de la teoría del daño, propio de la responsabilidad  extracontractual del Estado, 
estableciendo una obligación a este de compensar el daño causado por su acción o por la omisión 
de sus deberes de protección, pero, fundamentado en el principio constitucional de solidaridad, en 
ese orden de ideas,  no tiene sólo por objeto establecer la obligación para los victimarios y para el 
Estado de compensar el daño causado por la violación de las normas internacionales de los 
derechos humanos y el derecho internacional humanitario; sino también le impone al Estado la 
obligación de transformar las condiciones de vida que tenían las víctimas, antes de los hechos 
originarios al daño, bajo criterios de restablecimiento de derechos y dignidad.  
 
Un primer acercamiento al concepto de reparación transformadora es el expresado por los 
profesores (Uprimny & Saffon, 2009) quienes establecen que esta se enfrenta a la idea de 
restitución. Por ende, explican que, mientras la restitución tiene el objetivo de devolver a las 
víctimas a las circunstancias presentadas anterioridad al daño causado y finalizar con sus acciones  
los efectos de desmejoramiento causados, por otro lado, la finalidad del contenido transformador 
es ir más allá de una mera restitución, buscando modificar las condiciones de sometimiento y 
omisión de garantías de derechos colectivos que se encuentran relacionadas con el origen del 
conflicto que busca ser "reparado” y que en todo caso parecen injusticias desde una perspectiva de 
justicia distributiva.   
 
De esta forma, en los últimos años las sentencias de reconocimiento de perjuicios emitidas por la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo han blindado el papel de las víctimas, logrando 
reconocer cada una de las dimensiones afectadas y por ende, decretar medidas que busquen 
restablecer en su totalidad dichos criterios, la afectación a bienes constitucionales y convencionales 
como una categoría de perjuicios inmateriales que acompañan al reconocido daño moral y el daño 
a la salud, aunque este último en proceso de consolidación, nutren la perspectiva integral de la 
reparación en los casos donde el desconocimiento de los derechos fundamentales son reiterativos, 
masivos y se identifica una amplia apatía del Estado en la prestación de los derechos mínimos a 
comunidades que han sufrido por su notorio abandono, a este respecto las meditaciones sobre la 
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tarea del aparato institucional de retomar su posición de garante y mejorar las condiciones de las 
víctimas, son necesarias para afianzar el régimen democrático y el modelo social de derecho.  
 
En este orden de ideas, resulta imperioso para la construcción de la doctrina viviente que se 
establezcan los lineamientos propios de la responsabilidad del Estado en su dimensión 
transformadora, evidenciando las tipologías de medidas de reparación que el Consejo de Estado, 
órgano de cierre de la jurisdicción contenciosa administrativa, ha optado en las sentencias que es 
declarado responsable el Estado por los perjuicios ocasionados derivados de la vulneración de 
bienes constitucionales y convencionales, como las diversas medidas tendientes a lograr el objetivo 
reparador trazado. 
 
Estos fenómenos son vivos ejemplos del cambio de paradigma jurídico que ponen a la víctima en 
el centro de discusión de la teoría de la responsabilidad con la pretensión de fortalecer los diferentes 
escenarios pensados para materializar la reparación integral. Aunado a lo anterior, la indemnización 
no satisfacía totalmente a la persona víctima de la lesión y sobre todo no dimensionaba los aspectos 
principales que se afectaron, fuesen de carácter social, material o moral. Bajo los postulados 
normativos y prácticos se requiere una integralidad en la forma de reparación, la cual, debe brindar 
toda garantía de protección y buscar dejar a la persona en un estado similar o mejor al que se 
encontraba antes de la consecución del daño y estableciendo que dicha óptica de reparación integral 
era equitativa al perjuicio causado. La Corte Constitucional, respecto al derecho fundamental a la 
reparación integral ha señalado que 
 
La reparación integral es una obligación del Estado, cuya finalidad es devolver a la víctima al estado 
en el que se encontraba con anterioridad al hecho que originó tal condición. Por lo tanto, el hecho 
victimizante con el cual se vulneraron los derechos humanos genera en favor de la persona que lo 
padeció el derecho fundamental a la reparación integral, lo que se hace efectivo a través de la 
restitución, la indemnización, la rehabilitación, la satisfacción y la garantía de no repetición 
consagradas en el Derecho Internacional, que se desprenden de la condición de víctimas y que deben 
ser salvaguardados por el Estado independientemente de la identificación, aprehensión, 
enjuiciamiento o condena de los victimarios. (Sentencia T-083, 2017, pág. 11).  
 
Por consiguiente, resulta pertinente determinar esta categoría de reparación novedosa en la 
jurisprudencia colombiana, desligarla de algunas críticas sobre la inmersión del juez en asuntos de 
naturaleza legislativa o políticas públicas y avanzar en las concepciones sobre el daño, 
reconocimiento de víctimas y medidas de reparación integral que apuntan a una verdadera 
transformación, máxime cuando el momento histórico que atraviesa Colombia requiere de 
verdaderos esfuerzos de paz y reconciliación para la puesta en marcha del proyecto político y 
democrático fruto de la Asamblea Constituyente de 1991. Se podrá llevar a cabo gracias a la 
evolución antropológica y sociológica que repercute en el derecho, generando que las 
consideraciones sobre las nuevas tendencias de daños, medidas de reparación integral y 
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transformadora y la extensión de las categorías de perjuicios se impregnen de un carácter ético-
moral ligado al principio pro homine.  
 
Esta invitación a la reflexión sobre las nuevas dinámicas del derecho que en los últimos años han 
tenido giros categóricos, producto de las necesidades humanas evidenciadas como las conquistas 
alcanzadas por sectores que se han integrado al debate socio jurídico, es el caso de las víctimas o 
las poblaciones altamente discriminadas por razones culturales o históricas, fruto de la violencia 
estructural y simbólica, sin olvidar, el trabajo realizado por los jueces que han optado por el 
compromiso de fortalecer figuras, dimensiones y mecanismos que tienen como principal propósito 
la defensa de los derechos fundamentales en busca de la dignidad del ser humano como la 
protección de toda forma de vida.  
 
Por tales razones, estudiar las tendencias de la reparación, reflexionar sobre el concepto de daño y 
perjuicio, postular premisas para mejorar el papel de los lesionados en el proceso y las medidas de 
reparación a las que tienen derecho, avanzar en la delimitación, construcción y especialización de 
la tipología de perjuicios inmateriales que aboguen por el reconocimiento de todas las dimensiones 
antropológicas, animan a la compresión de las temáticas abordadas en el presente trabajo de grado, 
que supone un documento necesario y sencillo sobre las más recientes posturas en el derecho, el 
cual posee una compleja, pero gratificante característica, adaptarse a los criterios sociales de la 
época, dada su estrecha relación con los componentes de justicia que deben estar presentes al 
momento de las reparaciones generadas por daños sin justificación legal.  
 
Además, para la actividad judicial puede significar un avance en el desarrollo de las formas de 
reparación, las medidas que se deben dictar y la delimitación de las situaciones fácticas y jurídicas 
en las cuales hacen parte de los presupuestos para darle aplicación a la función transformadora de 
la reparación, en especial para la superación de la lamentable situación de las víctimas del conflicto 
armado en Colombia. Finalmente, también se dirige a la sociedad en general, bajo la premisa de la 
construcción de una comunidad que logre la convivencia y reconciliación en épocas donde dichos 
compromisos deben materializarse de la mejor manera, ciudadanos competentes que aboguen por 
el respeto de sus derechos y servidores públicos capacitados para lograr condesar los postulados de 
la dignidad humana, excluyendo de su labor la negligencia, la indiferencia social. Con estas 
reflexiones se busca unir esfuerzos para pasar una página lamentable en la historia jurídica y social 
colombiana, pero del mismo modo, exhortar a la integración globalizada del siglo XXI, la cual 













Establecer los presupuestos de la reparación transformadora en el reconocimiento de los perjuicios 
causados por la vulneración de los bienes constitucional y convencionalmente tutelados, derivados 




Exponer las nociones de la reparación transformadora desde la responsabilidad del Estado en 
Colombia.  
 
Identificar la línea jurisprudencial concerniente al reconocimiento de perjuicios a bienes 
constitucionales y convencionales emanadas por la jurisdicción colombiana de lo contencioso 
administrativo.  
 
Describir las medidas de reparación que han sido reconocidas en Colombia por la 
jurisprudencia contenciosa administrativa en el marco de la afectación de bienes constitucionales 














MARCO DE REFERENCIA 
Antecedentes 
  
Evolución de la reparación transformadora en el Sistema Interamericano de Protección de los 
Derechos Humanos y su aplicabilidad en Colombia. Artículo científico producto del Diplomado 
Internacional “Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos”, realizado en las 
ciudades de San José, Costa Rica y Cúcuta, Colombia, en el período de julio a septiembre de 2017, 
realizado por los estudiantes Betsy Zulay Rondón Niño y Carlos Alberto Carillo Pacheco para optar 
el título de abogados de la Universidad Libre. El citado documento científico tuvo como objeto 
principal describir los cambios jurisprudenciales de la reparación transformadora gestada por las 
decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y cómo estas han constituidos nuevas 
posiciones en la jurisprudencia sobre daños en Colombia, en especial centrar la mirada en la víctima 
como el factor principal al momento de evaluar la gravedad de los perjuicios en relación con las 
medidas de reparación y que gracias a la intervención en últimos años de gran relevancia del 
SIDH15 debido a la influencia del control de convencionalidad, ha fortalecido la tarea del respeto 
y materialización de los derechos humanos en los países latinoamericanos. 
De esta forma, el trabajo referenciado asume un papel relevante como antecedente sobre las 
reparaciones con función de transformar, considerando la situación de los agraviados, ya que como 
ellos exponen: “En principio, la teoría clásica de la reparación integral implicó la búsqueda y 
materialización de la justicia. Hoy en día, se observa que esta teoría es insuficiente al momento de 
aplicarla en los casos de violaciones de derechos humanos” (Rondón Niño & Carrillo Pacheco, 
2018, pág. 2), centra la mirada desde el plano internacional y fruto de la teoría convencionalista a 
los lesionados de sus derechos inherentes como seres humanos, esto genera un impacto importante 
en las decisiones del Sistema Interamericano sobre la materia, como también, su injerencia en los 
fallos de la Corte Constitucional y Consejo de Estado que traten de responsabilidad estatal, bajo 
las directrices del bloque de constitucionalidad en sentido lato.  
Se convierten en un parámetro hermenéutico que ha conducido a verdaderos cambios de 
paradigmas en la forma de reparar y esto puede evidenciarse en las sentencias proferidas en los 
últimos años. En torno a dicho panorama, la propuesta presentada se encamina a una reflexión no 
solo de la reparación transformadora, sino también aboga por la determinación respecto a las 
afectaciones de bienes constitucionales y convencionales como fundamento propio de las nuevas 
tendencias sobre el derecho de daños, particularmente en la jurisprudencia de los tribunales 
contenciosos administrativos, teniendo como fin desarrollar presupuestos necesarios para la 
aplicación de casos donde se encuentran masivas vulneraciones de derechos humanos, como 
criterio ampliamente analizado por la jurisprudencia en la medida que habilita la posibilidad de 
                                                 
15 Sistema interamericano de Derechos Humanos. 
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medidas mucho más amplias para la defensa de las libertades y garantías individuales 
fundamentales.   
Derecho procesal transformador en la reparación de las nuevas víctimas del conflicto armado en 
Colombia: desafíos para el proceso de responsabilidad del Estado. Artículo propio del proyecto 
de investigación “Criterios de aplicabilidad del Procedimiento administrativo especial de extensión 
de la jurisprudencia del Consejo de Estado en Colombia: un estudio comparado a partir de la 
experiencia española” desarrollado por el Semillero de Investigación en Derecho Administrativo, 
“Louis Antoine Macarel” de la Universidad Libre, Cúcuta, Colombia. Diego Armando Yáñez Meza 
y Jessica Tatiana Jiménez Escalante. Desde un pensamiento procesal contemporáneo los autores 
meditan la finalidad de las acciones judiciales ante el juez contencioso sobre la responsabilidad del 
Estado, donde la magnitud del conflicto armado interno colombiano han generado reiteradas 
violaciones de derechos humanos, lo cual configura un alto porcentaje de víctimas con intenciones 
de materializar una tutela judicial efectiva, por ello, se detienen para analizar la novedosa 
herramienta de la extensión de los efectos jurisprudenciales a terceros, consagrada en la ley 1437 
del 2011, actual Código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo.  
En este orden de ideas y siguiendo la postura de los autores, “establecer la configuración de un 
derecho procesal transformador para la reparación de las nuevas víctimas del conflicto armado en 
Colombia, a partir de los desafíos del derecho procesal que se ha venido aplicando en el proceso 
de responsabilidad del Estado, encontrando como propuesta la aplicabilidad del procedimiento 
administrativo especial de extensión de la jurisprudencia del Consejo de Estado a terceros por parte 
de las autoridades” (Yáñez Meza & Jiménez Escalante, 2019, pág. 131), abogan por una respuesta 
desde el ámbito procesal y bajo la dinámicas de las nuevas reflexiones jurídicas, proponen la 
prevalencia de los derechos fundamentales que han adquirido las víctimas al momento de declarar 
la responsabilidad del Estado, optando por la materialización del principio de celeridad en los casos 
donde estén presentes víctimas de vulneraciones de derechos humanos. En este sentido, la presente 
reflexión académica tiende a establecer las posturas propias del derecho sustantivo, centrándose en 
la vulneración de derechos convencionales y constitucionales a la par de la responsabilidad del 
Estado que garantice la posibilidad de efectivizar una reparación transformadora. Por último, tanto 
el derecho adjetivo como sustancial deben abordar temáticas integradoras y actualizadas del 
derecho, que en los últimos años ha tomado como punto de partida la teoría de los derechos 
humanos y fundamentales. 
El juez constitucional: un actor de las políticas públicas. Artículo de investigación publicado por 
la Revista de Economía Institucional en el año 2013, escrito por el profesor Juan Carlos Henao. En 
el precitado artículo, el autor realiza una crítica sobre las potestades que tiene el juez constitucional 
de reparar u ordenar en sus sentencias de tutela, funciones que están reservadas para la 
administración pública en cabeza de la rama ejecutiva y legislativa. Ramas que tienen la labor de 
desarrollar en las normas que emiten los lineamientos de las políticas públicas para consolidar un 
proyecto que ejecute no solo los postulados y mandatos constitucionales y convencionales, sino 
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también logre la adecuación de las necesidades sociales requeridas por una sociedad cambiante 
fruto de la naturaleza humana. Por tal razonamiento, las primeras líneas del texto analizado nos 
presentan los axiomas propios de la teoría del Estado, para luego evaluar el papel de la magistratura 
como poder público, haciendo énfasis en la jurisdicción constitucional como guardiana y veedora 
del cumplimiento de lo pactado por el constituyente primario, desembocando la legitimidad del 
juez constitucional como gestor de las políticas públicas y posteriormente desarrollar el debate 
sobre los límites de los tribunales constitucionales.  
En ese sentido, realiza una oposición sobre las medidas que afectan el presupuesto y la planeación 
pública, lo que termina en el rompimiento del principio de división de poderes, generando críticas 
aplicables al debate sobre las reparaciones transformadoras y las medidas que se adoptan en su 
aplicación.  En conclusión, el trabajo presentado establece unos criterios en contra del papel de 
juez en la injerencia de políticas públicas desde el ámbito constitucional. Ahora, el presente trabajo 
de grado se centra en las directrices para el reconocimiento de la responsabilidad del Estado y las 
medidas de reparación las cuales deben ser decretadas en busca de trasformar la condición de las 
víctimas que han sufrido vulneraciones masivas de derechos fundamentales producto de la 
inestabilidad política y la debilidad institucional del aparato estatal, sumado al complejo conflicto 
armado interno que vive la nación colombiana.  
Las formas de reparación en la responsabilidad del Estado: hacia su unificación sustancial de 
todas las acciones contra el Estado. Artículo de investigación desarrollado por el doctor Juan 
Carlos Henao y publicado en la Revista de Derecho Privado de la Universidad Externado de 
Colombia, en el presente trabajo se realiza una exposición sustancial sobre cada una de las acciones 
existentes en el ordenamiento jurídico colombiano para conseguir la reparación de un daño causado 
por la administración pública, brindado un amplio campo teórico sobre los elementos, 
procedimientos y consecuencias que posee iniciar un proceso de reparación por los daños causados 
por el Estado, no solo desde la acción de reparación directa, comúnmente usada para dicha 
pretensión, sino en cada uno de los medios existentes donde el Estado es declarado responsable – 
nulidad y restablecimiento del derecho o acciones de grupo -, indicando como conclusión las 
características propias del daño antijurídico y los regímenes de responsabilidad estatal, 
desarrollados por los jueces. Posterior a dicha conceptualización, el autor inicia una reflexión sobre 
las formas de reparar y la efectividad de estas, argumentos que adquieren relevancia para el 
presente trabajo. 
Del mismo modo, es conducente relatar las diversas sentencias del Consejo de Estado referenciadas 
por el autor, debido a gran utilidad aportada en la compresión del juicio de responsabilidad del 
Estado y cada uno de los elementos que lo integran, sumado a lo anterior, constituye una meditación 
intelectual sobre las nuevas formas de reparación que rompen con los paradigmas propios del 
derecho de daños y sirven de sustento para las dinámicas del enfoque transformador y el equilibrio 
de la balanza contractual, de acuerdo con los fines pactados en la Constitución Política, generando 
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postulados necesarios para la comprensión de las necesidades sociales en un país que lucha por 
establecer una comunidad reconciliada y en paz.  
Así pues, resulta interesante el estudio mencionado, convirtiéndose en una compilación necesaria 
para el entendimiento de las premisas de la reparación estatal actualmente, sin embargo, el 
propósito planteado es demasiado general dando como resultado una crítica como estudio breve, 
es decir, sin profundidad en las temáticas abordadas, en contradicción, el presente trabajo de grado 
goza de la delimitación de los ejes temáticos para centrarse en la reparación transformadora por la 
vulneración a bienes constitucionales y convencionales en los cuales el Estado resulte responsable, 
con la voluntad de lograr unos presupuestos necesarios para que los jueces puede advertir un sujeto 
que requiere unas medidas que van más allá de la sola reparación tradicional o integral, para 
consolidar un Estado Social de Derecho efectivo para los ciudadanos, con la garantía de los 
derechos fundamentales y la consolidación de una era de paz en Colombia. 
La consolidación de la reparación integral en virtud de la aplicación del control de 
convencionalidad por el juez contencioso administrativo. Artículo publicado en la revista 
colombiana Academia y Derecho de la Universidad Libre, autoría de Daniela Camacho Vinueza y 
Omar Alfonso Cárdenas Caycedo. En el desarrollo teórico tiene como objeto de reflexión la 
aplicación por parte de los jueces colombianos de la jurisdicción contencioso administrativo los 
estándares internacionales determinados por el SIDH los lineamientos que reconocen los 
parámetros de la reparación integral, por tal motivo, es importante la tesis desarrollada por los 
autores en el sentido de la dinámica tomadas por las nuevas tendencias del derecho encaminadas a 
la integración del fenómeno de la globalización, en el que los conceptos de bloque de 
constitucionalidad y control de convencionalidad han tomado considerable fuerza normativa en los 
órdenes jurídicos internos, traducidos en subreglas de aplicación del derecho interno.  
Recientemente la reparación integral se ha nutrido ampliamente gracias al trabajo de los conceptos 
de la doctrina de la Corte Interamericana, por ello las reflexiones que se pueden realizar de dicha 
jurisprudencia es importante en la construcción del derecho contemporáneo basado en la 
consolidación de la dignidad humana, con mayor peso, en los casos de reparación a las víctimas a 
las cuales se les ha vulnerado grotescamente los derechos humanos, de ahí la necesidad de 
conceptualizar las tipologías de control de convencionalidad y la interacción que tienen los jueces 
administrativos con los postulados desarrollados en las sentencias proferidas por los órganos del 
SIDH en materia de reparación integral y las medidas adoptadas por la consolidación de la misma. 
De esta forma, el producto de investigación analizado es relevante desde las ópticas que abogan 
por una integración globalizada del derecho teniendo como base organismos supranacionales, en 
contraposición a la reflexión que busca tener como eje temático primordial las decisiones 
jurisprudenciales de la jurisdicción contenciosa administrativa, además, estableciendo la óptica de 
la reparación con enfoque transformador.  
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En búsqueda de un concepto transformador y participativo para las reparaciones en contextos 
transicionales. Artículo publicado en la revista colombiana de derecho internacional, autoría del 
profesor Rodrigo Uprimny y Diana Guzmán Rodríguez. En el citado documento se desarrollan las 
bases de un pensamiento desde la justicia transicional y en función del pensamiento distributivo de 
las nociones de justicia para optar teóricamente por los conceptos de reparación transformadora en 
el marco jurídico colombiano, por ello su tesis principal se orienta a exponer los aspectos generales 
de la evolución de las ideas de reparación integral a transformadora. Sin embargo, al ser 
considerado uno de los primeros textos sobre la materia presenta características introductorias 
sobre dicho pensamiento enlazadas con los criterios teóricos mencionados, de esta forma, el 
panorama aterriza en los últimos pronunciamientos de los jueces naturales en el país, reflexionar 
sobre el proceso de modificación de parámetros que han llevado al reconocimiento de perjuicios 
como la tendencia de la vulneración de bienes constitucionales y convencionales como a adoptar 
nuevas medidas de reparación que transgreden la simple mirada de colocar a la víctima en las 
mismas condiciones o las más próxima posible a cuando se causó el perjuicio y evoluciona la 
mirada de la reparación integral. 
Reparaciones y potencial transformador a favor de la población de lesbianas, gais, bisexuales, 
transgeneristas e intersexuales (LGBTI). Artículo publicado en la revista Análisis internacional, 
autoría de los abogados Viviana Bohórquez Monsalve y Mauricio Noguera Rojas. En este artículo 
se hace un estudio sobre el marco de los derechos de la población LGBTI en el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos, posteriormente se expone el caso Atala Riffo y niñas vs. 
Chile y finalmente, sobre lo que resultará provechoso para este trabajo, estudiará el enfoque 
transformador en el contexto de violación de derechos por discriminación en razón a la orientación 
o identidad sexual, o el sexo; es decir, el enfoque de género en las reparaciones con finalidad 
transformadora.  Lo anterior será útil al compararlo con el ordenamiento jurídico colombiano y 
precisamente con el enfoque de género que se planteó en el Acuerdo de Paz llevado a cabo entre 
el Estado colombiano y la guerrilla FARC aprobado en el año 2016, como también, reflexionar 
dichos postulados frente a los argumentos de la Corte Constitucional en los casos de comunidades 
que han sido ampliamente discriminadas, como es el caso de las mujeres o la poblaciones 
desplazadas, exhortando a la implementación de medidas de enfoque trasformador. 
El control de convencionalidad (CCV): retos y pugnas. Una explicación taxonómica. Artículo 
publicado en la revista colombiana Academia y Derecho de la Universidad Libre, autoría de los 
abogados Jaime Alfonso Cubides, Natalia Chacón & Alfonso Martínez Lazcano, el presente escrito 
realiza un recorrido desde su origen hasta la fundamentación del control de convencionalidad como 
una figura de relevancia jurídica, además que también puntualiza algunos retos como obstáculos 
que presenta para el desarrollo del derecho interno, sin embargo, es sumamente importante la 
revisión de tales consideraciones en la medida que el reconocimiento de bienes constitucional como 
convencionales como categoría autónoma del daño por parte de la jurisdicción contenciosa 
administrativa obedece a los razonamientos ofrecidos producto de las sentencias de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, por lo tanto, realizar una meditación sobre su 
21 
 
fundamentación teórica como jurídica es una tarea necesaria para la conceptualización de las 
categorías analizadas en el presente trabajo de grado, en busca de reflexionar sobre un enfoque de 
responsabilidad estatal que nace en la jurisprudencia interamericana.  
Bases teóricas 
Nociones sobre Estado, responsabilidad y daño. 
El Estado se ha erigido como una estructura sólida para lograr el pleno desarrollo de los intereses 
de los seres humanos, aunque su principal funcionalidad se le atribuye a una institución política, lo 
cierto es que permea todos los ámbitos de la humanidad, tratando de satisfacer necesidades vitales 
y en todos los niveles de la comunidad que lo construye (Naranjo Mesa, 2014). La transformación 
que ha sufrido tal figura, responde a la complejidad con la que evoluciona el pensamiento social 
de los seres humanos, por ello, aquella concepción del Estado como una institución jurídica y 
política ha mutado por los impactos que la historia recrea en el presente, no obstante, como es 
imposible esbozar una idea del poder público sin la conceptualización del sistema institucional, es 
menester recordar brevemente sobre los componentes históricos junto con la configuración de la 
triada semántica de la teoría estatal– poder, política y gobierno- que da vida al desarrollo 
investigativo del presente trabajo (Galvis Gaitán, 2005). 
En tal sentido, la constitución del aparato estatal nace con la prioridad de agrupación propia de los 
seres racionales y sociales que, en torno la unión social, optan por consolidar un bienestar común, 
las míticas “polis” o “ciudades-Estados” en la antigua Grecia, llevaron a comprender la génesis del 
Estado como un mecanismo que ordena y dispone de la sociedad, para alcanzar los objetivos que 
se han trazado como comunidad, lo que en la actualidad se conoce como “fines estatales” (Molano 
Molina, 2006).  
De este modo, no es sino hasta el desarrollo del feudalismo que la idea estatal adquiere un nuevo 
énfasis, (Vila Casado, 2012) con la formación de pequeños feudos que terminarían dando fruto en 
los grandes reinos de la Europa renacentista. Este modelo teocrático que le atribuía todas las 
competencias al monarca o rey como se designada al máximo órgano de poder de estos, es decir, 
ellos elaboraban la ley, juzgaban y administraban, en pocas palabras: ellos eran la ley (Naranjo 
Mesa, 2014). Posteriormente con el florecimiento de la ilustración y las consecuencias de la 
revolución francesa, se postula el reconocido Estado liberal o Estado de Derecho, que materializa 
la separación de poderes para asegurar los intereses populares que se regían ya no por la voluntad 
de un hombre, sino por el contrato aprobado por la mayoría de la sociedad: la Constitución 
nacional. (Rousseau, 1972). 
En este recorrido, en el cual se mencionan tres hechos trascendentales de la concepción del sistema 
estatal, deben indicarse además las situaciones que llevaron a fortalecer dicho régimen de 
separación de poderes, con fortalecimiento de las funcionalidades públicas, los órganos de control, 
la verdadera efectividad de mecanismos de defensa a la ciudadanía y la constante supervisión de 
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los actos de gobierno, que desembocaría en el levantamiento del Estado Social de Derecho, como 
antídoto a los regímenes tan lamentables que se originaron en la segunda guerra mundial 
desarrollados por Alemania e Italia, con la firme intención de no repetir tan amargo suceso en la 
historia de la humanidad. 
Por lo tanto, la necesidad de fortalecer cada uno de los sistemas estatales, democratizó la 
institucionalidad en los Estados Sociales de Derecho que se pusieron en marcha desde el final de 
la gran guerra mundial (Solano Paucay, 2016). Sin embargo, en la actualidad, dichas figuras son 
obsoletas, dejando a un lado la teleología con la que se construyeron, ya que la corrupción y el 
ansia de poder llevaron a las comunidades democráticas a terminar en manos de fuerzas 
dictatoriales que reprimen el interés popular solo por conservar sus facultades, o que demuestran 
su interés para consolidarlo. El Estado Social Constitucional de Derecho, y la adaptación de figuras 
de control son las nuevas tendencias que desde los postulados jurídicos nacen para la superación 
de la citada crisis institucional (Quinche Ramírez, 2015).  
En resumen, la construcción del Estado ha mutado desde considerarse como un simple orden 
creado para el mantenimiento del poder y la integración de la vida en sociedad, pasando por ser un 
prestador de servicios que nace con la idea del modelo estatal de bienestar, hasta llegar a convertirse 
en el vehículo propio para la consolidación de metas comunes, propias de la idea contractualista. 
De ahí el origen de conceptos como Estado social de derecho o constitucional que impone al ente 
jurídico acciones para garantizar el bienestar de los asociados, tanto en la dimensión positiva, es 
decir, desarrollando los medios para que los ciudadanos materialicen sus derechos como desde la 
esfera negativa, relativa a no sobrepasar esa intervención que puede mutar en presiones que 
configuren situaciones de regímenes totalitarios, desconocedores de los derechos humanos o 
tendencias paternalistas repudiadas.  
Esta forma de concebir el Estado en la contemporaneidad (Jessop, 2014), muestra las 
obligaciones de las cuales es responsable en cada una de las dimensiones antropológicas y 
sociológicas, ya que la reflexión del Estado como institución jurídico-política (Naranjo Meza, 
2014) tiene como fruto un tratamiento diferencial, como se explicará más adelante. Los servidores 
públicos visibilizan la administración pública y la comprometen con su actuar, por ejemplo, al 
tomar decisiones en el campo del derecho de daños y reparaciones, dichas tesis están soportadas 
en la cláusula de responsabilidad para funcionarios estatales (Artículo 6, Constitución Política, 
1991) como también la cláusula general (Artículo 90, Constitución Política, 1991).  
Un segundo concepto relevante en el estudio de la reparación transformadora son las 
meditaciones en torno a la temática de la responsabilidad en el marco de la ciencia jurídica y legal, 
los antiguos romanos que constituyeron las bases del derecho escrito, es decir, los sistemas 
descendientes del civil law o también conocidos como sistema germánico continental, fruto de los 
postulados de los jurisconsultos romanos de la época antigua se puede identificar la columna 
vertebral del ordenamiento jurídico moderno, desde ese momento se empezó a desarrollar la idea 
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de la responsabilidad como aquel deber que tiene una persona de reparar o revertir el daño causado 
a otra (Henao  Pérez, 1998). De hecho, no solo los romanos desarrollaron dicha óptica, las más 
antiguas culturas humanas como la babilónica, de la cual se tiene el registro del primer gran 
compendio de normas de carácter jurídico como el código Hammurabi, postulaba la obligación de 
propender un orden equitativo de las situaciones, del cual una persona que causaba un agravio de 
alguna forma debía responder ante la persona o el rey, como hijo de los dioses legitimado para 
resguardar el orden y la justicia, dicho ambiente determino la ley del Talión, “ojo por ojo” y “diente 
por diente” (Harari, 2015). 
La responsabilidad se ha transformado desde los primeros pensadores del derecho y es 
criterio común en los ordenamientos legales en el mundo, gracias a su inherente relación con los 
postulados de la equidad como principio rector y axiológico de la responsabilidad. Tal 
razonamiento, determinó la posibilidad de convertirse en deudor por fallar en la ejecución de un 
contrato y generó los presupuestos de la responsabilidad contractual, posteriormente, con la ley 
Aquilia se amplió el margen para que los culpables de los agravios en los que no estaba de por 
medio un contrato, también tuvieran el tratamiento de deudores, es decir, por la simple casualidad 
de convergencia de dos acciones, donde una persona X le causa un daño a un desconocido y esto 
deparó en el desarrollo de la llamada responsabilidad extracontractual, como lo postula (Sánchez 
Hernández, 2016).   
En los últimos siglos se desligó el pensamiento de la responsabilidad con el derecho penal, 
en otras palabras, se delimitaron cada uno de los ámbitos y la finalidad propuesta en los diversos 
campos del derecho — no es la misma pretensión ventilada en una proceso de responsabilidad penal 
frente a la responsabilidad fiscal — este primer gran paso desarrolló una teoría propia de las 
obligaciones acentuadas en el derecho civil dándole un gran estatus y erigiéndose como un pilar 
fundamental del mantenimiento de la sociedad en términos éticos como axiológicos, que propenden 
la equidad y el cuidado del patrimonio conseguido por las personas. Estas disposiciones, junto con 
la relevancia desarrollada por la fundamentación teórica del derecho administrativo y las grandes 
reflexiones de la jurisprudencia contenciosa, posicionó reflexiones sobre el derecho de daños 
propios de la administración pública.  
Para el maestro (Tamayo, 2007), las premisas de la responsabilidad  pueden ser sintetizadas 
como, un resultado jurídico a raíz del comportamiento que afecta un bien jurídico tutelado sin 
desarrollar un argumento jurídico y fáctico que lo exima de la obligación de reparar los perjuicios 
causados a los terceros titulares de dichos bienes legales reconocidos tanto en las normas 
convencionales como constitucionales, más adelanta también afirma: “Este comportamiento ilícito 
consiste en el incumplimiento de las obligaciones derivadas de un contrato, el incumplimiento de 
las obligaciones legales o cuasicontractuales, el delito, cuasidelito, o la violación del deber general 
de prudencia” (Tamayo, 2007, pág. 24). 
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De lo anterior, y a modo de conclusión sobre las ideas de responsabilidad se puede deducir: 
La responsabilidad es un principio rector del derecho que también se cataloga como fuente de las 
obligaciones dado que tiene su esquema de representación en el que se identifica un acreedor en la 
persona de la víctima; un deudor que sería el victimario o la persona causante del perjuicio, quien 
tiene el deber de reparar todos los daños causados. Así y como se manifestó anteriormente, se 
levanta como un criterio clave para conservar la justicia en cada uno de los estamentos que 
conforman la sociedad, piense el lector, en una situación donde un grupo de personas siguen a un 
hombre hasta su casa, al llegar, estos irrumpen en su bien inmueble llevándose todo lo que poseía 
y al final incendian el inmueble, bien se podría decir que el derecho penal es el encargado de 
equilibrar la balanza cuando imponga una sanción proporcional a los malhechores, pero ineficiente 
al estudiar la situación de la víctima, ¿Qué pasa con los bienes inmuebles y muebles que con tanto 
esfuerzo había conseguido? ¿Qué pasa con los daños psicológicos que han producido traumas 
severos en su condición humana? Preguntas que pueden quedarse sin respuesta en el ámbito del 
derecho que tiene como finalidad la imposición de penas y, aquella situación de injusticia es la que 
el derecho de daños y las ideas sobre la responsabilidad resuelven, al retraer el estado anterior a los 
hechos de agravio o a la condición más cercana posible, es decir, reintegrando los bienes que habían 
salido injustamente del patrimonio de los lesionados.  
De esta forma, es interesante observar el valor jurídico, político y ético que tiene estudiar el 
conjunto de normas destinadas a luchar por el mantenimiento de la equidad como del orden social, 
por lo tanto, la institución de la responsabilidad tiene la tarea de revisar la humanización del 
derecho. Del mismo modo, la responsabilidad no puede estudiarse sin la noción de daño, que se 
establece como el elemento principal en los procesos de responsabilidad, al respecto es necesario 
desarrollar la tesis dada dentro de los aportes de (Henao Pérez, 1998) cuando se la causa un agravio 
a una persona en razón a la falta de cuidado o el rompimiento de las cargas públicas de igualdad, 
se puede hablar de la materialización de un daño y en razón a este, nace la obligación de repararlo.  
En ese orden de ideas, otro concepto de daño de gran contenido doctrinario consagra los 
siguiente “más que un perjuicio, es decir, aminoración o alteración de una situación favorable” (De 
Cupis, 1975, pág.81), lo que en la lógica lleva a pensar que cualquier incidencia que afecte el 
patrimonio de una persona o realice una depreciación de sus bienes tanto materiales como 
inmateriales nos conducen al concepto de daño. Dentro del mismo razonamiento, se encuentra la 
postura que manifiesta que “todo detrimento, menoscabo o perjuicio que a consecuencia de un 
acontecimiento determinado experimenta una persona en sus bienes espirituales, corporales o 
patrimoniales, sin importar que la causa sea un hecho humano, inferido por la propia víctima o un 
tercero, o que la causa sea un hecho de la naturaleza” (Escobar Gil, 1989, pág. 165). 
Entre otros lineamientos, la definición de daño puede ser referencia como una “lesión del 
derecho consistente en el quebranto económico recibido, en la merma patrimonial sufrida por la 
víctima” (Hinestrosa, 2014 pág.529), dichos conceptos desarrollados son parte del artículo sobre 
la responsabilidad y su relación con el daño y el perjuicio publicado por la revista de las 
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Universidad Santo Tomas, bajo la autoría de (Sarmiento, Medina & Plazas, 2017), en torno a dicho 
análisis es posible consolidar las premisas necesarias frente a la construcción ontológica del 
concepto de daño, como elemento central de los juicios de responsabilidad civil o estatal.  
Del mismo modo, respecto a los temas de responsabilidad civil y del Estado se desarrolla la 
siguiente definición: “daño civil indemnizable es el menoscabo o pérdida patrimonial o 
extrapatrimonial, derivada de la lesión a las facultades jurídicas que tienen una persona para 
disfrutar de un bien patrimonial – económico – o extrapatrimonial (no económico). Ese daño es 
indemnizable cuando en forma ilícita es causado por alguien diferente a la víctima” (Tamayo 
Jaramillo, 2007, pág.332). Producto de las anteriores definiciones es posible concluir que, cualquier 
conducta que afecte el desarrollo normal de cada una de las dimensiones del ser humano y que no 
esté justificado normativamente, es decir, esté por fuera de la legalidad, constituye un daño a la 
víctima y genera al causante el deber de reparar.  
Por consiguiente, los nuevos teóricos del derecho de daños han situado un punto de partida 
en el concepto de daño, pues constituye la regla diferenciadora entre la posibilidad de ser 
jurídicamente responsable de un hecho y, en consecuencia, deudor de una reparación o, por el 
contrario, estar exento de la misma, por estar dentro de un daño jurídico o una de las excepciones 
de responsabilidad civil o estatal. Por esa razón, es preciso realizar una consideración sobre la 
naturaleza jurídica de la palabra daño, para confrontar dichas tesis con la idea internacional o 
globalizada que ha ganado peso en las teorías sobre los conceptos de responsabilidad y reparación. 
Es por ello, que el daño antijurídico tiene como fundamento semántico, las siguientes 
particularidades “daño es la aminoración patrimonial sufrida por la víctima” (Henao Pérez, 1998, 
pág.84), de esa manera, la amenaza que altere las situaciones propias del individuo generándole 
una situación de riesgo grave e inminente, puede ser constituida como un daño indemnizable, según 
la óptica de este autor. En síntesis, cuando una situación conlleva un esfuerzo o sacrificio para una 
persona que no debe soportar dichas circunstancias negativas para su patrimonio económico o no 
económico, se puede vislumbrar un daño antijurídico con el objetivo de ventilar acciones 
resarcitorias.   
Del mismo modo, consolidar el concepto de daño antijurídico en materia estatal,  es guiada 
por una definición del daño sobre las características de ser soportado por alguien que no tenía tal 
obligación o no se le podía exigir dicho padecimiento, es decir, daño jurídico debe ser concebido 
de la siguiente forma bajo un análisis hermenéutico: “serán daños jurídicos cuando la conducta por 
la cual se imputa el daño o el hecho dañoso este autorizado por las normas jurídicas vigentes, o el 
que acaece por el cumplimiento de un deber consagrado en el ordenamiento jurídico, en otros 
términos, cuando existe el deber legal de soportarlo” (Gil Botero, 2013, pág. 30). En ese orden de 
ideas, realizando una actividad lógica de contraposición, será daño antijurídico todo el que es 
causado en contra de las normas vigentes, es decir, que no esté autorizado ni exista un deber legal 
de soportarlo o cuando rompan las cargas públicas exigiendo injustificadamente a un individuo una 
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conducta que va en contra de las directrices normativas y el principio de igualdad, por padecer 
circunstancias desfavorables.  
Estas mismas consideraciones han sido introducidas en la jurisprudencia colombiana, por 
ejemplo, en la doctrina constitucional colombiana respecto a los fundamentos del daño antijurídico 
se tiene como eje del razonamiento la afectación al principio de las cargas públicas originando un 
deber de la administración de reparar dicho menoscabo:  
El perjuicio que es provocado a una persona que no tiene el deber jurídico de soportarlo. La Corte 
considera que esta acepción del daño antijurídico como fundamento del deber de reparación del 
Estado armoniza plenamente con los principios y valores propios del Estado Social de Derecho, pues 
al propio Estado corresponde la salvaguarda de los derechos y libertades de los particulares frente a 
la actividad de la administración. (Sentencia C-333, 1996, pág. 11). 
Para fortalecer la tesis propuesta ha manifestado el tribunal constitucional colombiano:  
La responsabilidad patrimonial del Estado, en nuestro sistema jurídico, encuentra fundamento en el 
principio de la garantía integral del patrimonio de los ciudadanos, y se configura cuando concurren 
(…) un daño antijurídico o lesión, definido como el menoscabo o perjuicio que sufre la víctima en su 
patrimonio o en sus derechos personalísimos, sin tener el deber jurídico de soportarlo. (Sentencia C-
644, 2011, pág. 39).  
 
De esta forma, el daño antijurídico ha sido el punto de convergencia como también el ingrediente 
central en las teorías sobre la responsabilidad del Estado, gracias al cambio de paradigma frente a 
esta materia logrado por el constituyente 1991, por tal razón, la Corte ha sido enfática al desarrollar 
en su reiterada jurisprudencia16, la definición de daño antijurídico:  
 
De esta manera se concibió la idea de la indemnización por los daños antijurídicos causados, incluso, 
frente a aquellos daños fundados en la actividad lícita del Estado. En efecto, ha sido reiterada la 
jurisprudencia que reconoce esta consagración de la responsabilidad patrimonial del Estado, 
como “una garantía constitucional de las personas frente a los daños antijurídicos que puedan causar 
los distintos órganos estatales en el ejercicio de los poderes de gestión e intervención”. Es más, se ha 
dicho explícitamente que la responsabilidad patrimonial del Estado en nuestro ordenamiento jurídico 
tiene como fundamento el principio de la garantía integral del patrimonio de los ciudadanos. 
(Sentencia C-286, 2017, pág. 31).  
Conforme al desarrollo lingüístico, el daño es entendido como una situación de menoscabo, un 
hecho que por la intención o imprudencia de un agente ha causado un agravio a una persona o 
simplemente una alteración al goce pacífico de las prerrogativas reconocidas por el ordenamiento 
jurídico (Henao Pérez, 1998), por lo que, haciendo una inferencia lógica, soportada en la anterior 
                                                 
16 Consultar las siguientes sentencias emitidas por la Corte Constitucional: C-965 de 2003. M.P. Rodrigo Escobar Gil; 
Sentencia C-428/2002, M.P. Rodrigo Escobar Gil y Sentencia C-619 de 2002 Ms. Ps. Jaime Córdoba Triviño y Rodrigo 
Escobar Gil. Sentencia C-043 de 2004. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
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conceptualización tanto doctrinaria como jurisprudencial, cuando el generador del daño es la 
administración pública se tendrá que declarar una responsabilidad estatal. Es importante tener 
presente las características propias de este concepto jurídico, su naturaleza que debe ser directa, 
cierta y lesionar un derecho de tipo fundamental sea patrimonial o extrapatrimonial, como 
elementos ontológicos del estudio del daño. 
Frente a este último punto,  (Ternera Barrios & Ternera Barrios, 2008) han conceptualizado 
dicha afectación y guiados por la doctrina francesa con las siguientes ideas, que merecen una 
consideración especial, por el tratamiento de las mismas, al romper los posicionamientos 
patrimonialistas de la teoría de responsabilidad al optar por un reconocimiento pleno de todas las 
garantías iusfundamentales, es decir, es muy importante saber cuándo se están en presencia de un 
daño antijurídico como cuando se está en presencia de un daño jurídico y por ende, imposible de 
exigir su resarcimiento, los autores lo desarrollan de la siguiente manera:   
Desde luego, no todos los daños que se verifican en la vida en sociedad son jurídicamente reparables. 
En nuestras sociedades encontramos diferentes perjuicios que no son objeto de reparación alguna. 
Pensemos, por ejemplo, en los perjuicios económicos y morales que pueden sufrir los profesionales, 
comerciantes, agricultores y empresarios por los diferentes actos de competencia leal, propuestos en 
el mercado o en los daños padecidos, dentro de los límites del caso, por un deportista que se expuso 
voluntariamente a una actividad riesgosa. (Ternera Barrios & Ternera Barrios, 2008, pág.103). 
Esto mismo, ha sido tratado por el profesor (Henao Pérez, 1998) al diferenciar que existen unos 
daños jurídicos que ponen a la persona en el deber de soportarlo para garantizar los fines 
establecidos tanto el texto constitucional como los adquiridos para el beneficio común, por lo tanto, 
no se puede creer que todo hecho dañino subsiste una reparación, aunque es la puerta de entrada 
para realizar un análisis en un proceso de reparación se debe ser cuidadoso en dicho juicio puesto 
pueden encontrarse daños o situación de agravación de un derecho, sin embargo, no se hace 
acreedor de una reparación por la misma naturaleza de la relación. 
En suma, los lineamientos conceptuales de Estado, responsabilidad y daño constituyen los 
presupuestos necesarios para el entendimiento de los nuevos esfuerzos en la innovación de temas 
procesales y sustanciales conformes a la necesidad de lograr reparaciones que terminen por abrazar 
a la víctima, es decir, que la víctima pueda sentir con efectividad las medidas tomadas para 
solucionar los aspectos que fueron alterados por un hecho dañino, máxime cuando es la institución 
estatal la responsable de dicho menoscabo, puesto que genera una contradicción normativa en sus 
obligaciones como ente rector de la conducta de los ciudadanos y por lo tanto, más reprochable. 
Esta transformación sobre la adjudicación de la responsabilidad al ente estatal es un tema complejo 
que en el siguiente apartado a groso modo se intentan establecer los puntos centrales para lograr 
que la administración pública sea llevada ante un juez en condición de demandado y, pueda ser 
declarada como la encargada de reparar efectivamente a las víctimas. En la actualidad este tema es 
28 
 
considerado de vital importancia para las ramas del derecho constitucional, administrativo y 
procesal que buscan verdaderos procesos de transformación socio jurídica.17 
Criterios Sobre La Responsabilidad Del Estado. 
  
La historia antigua y media sobre la política universal mostró regímenes en los cuales el soberano 
era legitimado por una fuerza superior dada desde la teocracia o aristocracia, y este tenía la facultad 
de regir en las actividades absolutas de la vida de los subiditos (Jiménez Soler, 2013), este poder 
carecía de lineamientos para endilgar algún tipo de responsabilidad, ya que al ser estas personas 
elegidas por una fuerza sobrenatural para tomar decisiones que afectaban a la totalidad de la 
sociedad, no era posible pensar en una equivocación en sus decisiones, en este sentido dicho poder 
era incuestionable, no había errores, ni fallas, su racionamiento siempre era el acertado, por lo cual, 
no podía traducirse en responsabilidad alguna, esto llevó a un pensamiento propio sobre el 
absolutismo denominado irresponsabilidad estatal, gracias a la premisa The King can do no wrong 
(el rey no puede equivocarse o hacer ilícito), es el fundamento teórico de la imposibilidad de 
endilgar algún tipo de responsabilidad sobre los administradores público, es decir, los monarcas 
(García de Enterría & Fernández, 2017).   
  
No es sino hasta la transición de un modelo de Estado absolutista al Estado Liberal que se empezó 
a manejar tesis de responsabilidad de la administración pública con serios matices a la teoría tenida 
hoy en día, es decir, el cambio fue gracias a los acontecimientos de las revoluciones burguesas del 
siglo XVIII (Ruiz Orejuela, 2007), analizado los resultados de las revoluciones que tuvieron un 
levantamiento popular en las urbes,  es donde empieza a expresarse la manifestación de la voluntad 
plena de la civilización a través del concepto de soberanía en el pueblo. Ahora en el campo de la 
reflexión sobre la responsabilidad y el daño estos mismos lineamientos tuvieron como base 
                                                 
17 Al respecto: Calvo García, M. (2009). Hacia una perspectiva socio-jurídica de la teoría positivista del 
derecho. Novum Jus: Revista Especializada en Sociología Jurídica y Política; Vol. 3, no. 1 (ene.-jun. 2009); p. 7-34. 
“La teoría jurídica positivista del siglo xix y, en particular, la de Austin se centró en el desarrollo de los presupuestos 
de una Teoría del derecho coherente con el paradigma jurídico moderno. El positivismo jurídico, por lo tanto, va a 
desarrollar su propia Teoría del derecho, construyéndola sobre la base de las transformaciones y de la ideología que 
las promueve y justifica. En ese sentido, la Teoría general del derecho desarrolla conceptos básicos orientados a 
facilitar la descripción o el análisis de la realidad jurídica que tiene como referente. Ahora bien, como ya se ha 
apuntado, el desenvolvimiento de esa propuesta teórica implicó también opciones epistemológicas y metodológicas 
específicas –empezando por su propia orientación positivista y general”.  
 
Del mismo modo, la corriente del realismo jurídico norteamericano y escandinavo propone que las prácticas sociales 
sean las orientadoras de la función legislativa como judicial con la mirada de otorgar un peso significativo al momento 
del derecho como dispositivo social de disciplina. Al respecto consultar: Campos Flores, E. P. (2013). El realismo 
jurídico norteamericano: escuela del derecho (tesis pregrado). Santiago: Universidad de Chile, de igual forma 




fundante para esta teoría los conceptos trabajados bajo la mirada de la responsabilidad por el 
derecho privado.  
 
En ese orden ideas, el Estado, paso a estar administrado por una serie de personas que la dan vida, 
bajo la tesis de la representación, sin embargo, no es propiamente la administración pública la 
cuestionada sobre su mal actuar sino los agentes de aquella, los cuales son los realizadores de las 
obligaciones de la persona ficticia y los únicos posibles en un razonamiento lógico, para ser los 
causantes de dicho daño perpetrado, otro segundo matiz es la posibilidad de endilgar 
responsabilidad estatal desde el seno legislativo cuando postula una adecuación del reconocimiento 
de daños en una determinada labor mediante una norma valida (Ruiz Orejuela, 2011).  
 
Ahora bien, bajo la teoría que tiene como sustento jurídico la responsabilidad del agente y siendo 
este el deudor de la obligación de indemnizar, resulto ser ineficiente por la constante insolvencia 
alegada por parte de los servidores del Estado, vislumbrando un problema recurrente, por ello, se 
conceptualizó el Estado de una manera diferente, no como un ente metafísico o una institución de 
vigilancia como aquel Leviatán que tenía por finalidad la seguridad comunitaria, en términos de 
un modelo de Estado policía (Hobbes, 2003). Para constituir una ideología política que delega la 
finalidad ser prestador de múltiples servicios demandados para la existencia de la comunidad 
buscando la satisfacción de las necesidades alegadas por los conciudadanos. 
 
De esta forma, se estructuró las tesis de una participación activa en las decisiones que ejecuta la 
organización estatal, siendo menester adjudicar la responsabilidad de sus actos dañinos a la gran 
persona de derecho moral público, que no puede escudarse en la sola manifestación de la 
representación soberana como lo hacían los anteriores monarcas, sino todo lo contrario, por ser la 
cabeza de la nación, corresponde respetar los criterios pactados internamente, caminado siempre a 
la consolidación de los fines estatales (García de Enterría & Fernández, 2017). 
  
La evolución del Estado en su modelo de bienestar es considerada como una “serie de disposiciones 
legales que dan derecho a los ciudadanos a percibir prestaciones de seguridad social obligatoria y 
contar con servicios estatales organizados -- en el campo de la salud y educación, por ejemplo--, 
en una amplia variedad de situaciones” (Collazos, 2007, pág. 48). Esta disposición trajo al mundo 
jurídico y a la teoría de los sistemas estatales, los conceptos de prestador de servicios para entrar 
en un proceso de intervencionismo que cambió el paradigma de irresponsabilidad a un amplio 
panorama de operaciones que los poderes públicos deben soportar, y por lo tanto, quedan 
desvirtuadas las posiciones que alegaban la imposibilidad de adjudicación de culpas por parte del 
aparato institucional (Ruiz Orejuela, 2007), el fallo blanco de la jurisprudencia francesa fue la 
puerta abierta para empezar a desarrollar  la responsabilidad eminentemente del Estado, y empezó 
a dar claridad sobre las hipótesis que se puede reconocer como responsable por los daños causados 




Las ideas manifestadas son el sustento de la responsabilidad que tiene como causante las 
actuaciones u omisiones del ente jurídico y político, reconocido como Estado, los avances logrados 
por la doctrina francesa han sido la luz que irradie la posibilidad del reconocimiento de perjuicios 
como la imputación de tales daños a una entidad pública, originando el deber de reparar, en gracia 
de discusión, las paradigmáticas decisiones del tribunal galo como son: el fallo Blanco, Cadot  o el 
caso Terrier han servido de base para la elaboración de las tesis auténticas sobre la responsabilidad 
de la administración pública (Niño Farfán, 2019).  
 
De esta manera varios doctrinantes han manifestado lo trascendental que ha sido las decisiones de 
tribunales que reconocen una competencia como una directrices propias en las juicios de 
responsabilidad estatal, “se constituye en un referente histórico el polémico Fallo Blanco de 1873, 
del Tribunal de Conflictos Francés, el cual determinó la posibilidad de declarar la responsabilidad 
del Estado independiente de que estuviera consagrada de forma expresa o de que su actividad fuera 
de poder o de gestión toda vez que, en esta decisión se tomó como base la nueva noción del servicio 
público que entró a sustituir las nociones de poder y de gestión” (Ruiz Orejuela, 2007, pág. 26).   
  
Sin embargo, al no tener cierta claridad sobre la nuevas regulaciones estatales se requería acudir a 
lo desarrollado por el sistema legal civil, dando como resultado la figura de la responsabilidad 
indirecta que se interpretaba para las personas jurídicas (Ruiz Orejuela, 2007), teniendo un juicio 
de reproche por no agotar una buena diligencia tanto en la elección de los servidores público que 
debían cumplir las finalidades propuestas (culpa in eligendo) como en los criterios de vigilancia y 
regulación se debía tener para no causar perjuicios a los administrados (culpa in vigilando), es 
decir, se miraba al Estado como un simple patrono más que debía tener precauciones y demostrarse 
diligente en todos las esferas de la prestación del servicio, para no hacerse acreedor de una serie de 
medidas obligaciones otorgadas por los jueces de daños a las potenciales víctimas por incumplir 
sus deberes correccionales, esto implicaría también una falta de desarrollo fáctico, puesto que era 
muy complejo para la víctima demostrar tanto la culpa del agente, pero sobre todo, la culpa del 
Estado, al constatar que verdaderamente se causó el daño gracias al descuido o error de la 
institución jurídico – política en sus elecciones, capacitaciones y supervisiones de su personal.  
  
Pero, la teoría de la administración pública no es una perspectiva llanamente copiada del derecho 
privado, todo lo contrario su esencia radica en tener criterios propios que hacen que las normas 
administrativas tenga una cierta ventaja o diferenciación de los procesos ordinarios que ellas 
predican, como también las demandas elevadas por los ciudadanos se fundan en otros argumentos 
que carecen de los principios de voluntad personal por los que se materializa el sistema civilista de 
los ordenamiento jurídico. Esta serie de pensamiento llevó a concebir la responsabilidad estatal 






Responsabilidad subjetiva y objetiva en el derecho de daños estatales.   
  
Desde la responsabilidad subjetiva, se planteó la denominada falta o falla en el servicio, como un 
mecanismo para ir desdibujando la necesidad de un agente representando dentro del proceso de 
afectación que debía ser reconocido e individualizado para responder por los perjuicios causados 
(González Noriega, 2009), pues bien, se entiende que la administración de la cosa pública suscite 
demasiadas cuestiones por la diversidad de temáticas que debe realizar y que, en ocasiones, no se 
puede identificar dicho causante del daño, sino que este es producto de un actuar defectuoso, 
incompleto o tardío de la administración generadora de dicho daño.  De este modo, el régimen 
subjetivo está integrado por un pensamiento que conlleva la finalidad de los servicios prestados 
por el ente estatal y que falló en su realización. Para el tratadista Michel Paillet, este tipo de 
imputación se identifica de la siguiente manera: 
  
Y si la responsabilidad por falla ha de considerarse como actuación irregular de la administración, es 
decir, reprochable no solo social sino jurídicamente, es preciso afirmar, que debemos identificarla 
con la culpabilidad, por cuanto en esta se evidencian las formas de actuación irregular de la 
administración a que se hecho referencia (Paillet, 2001, pág. 114). 
  
Empero, no solo la categoría de responsabilidad que sustraerá del análisis jurisdiccional la tarea de 
encontrar un agente o servidor responsable de dicha conducta, también, era necesario buscar una 
mirada un poco más flexible ya que personas que tenían que hacer un sacrificio mucho mayor en 
las relaciones públicas o cargas impuestas por el ordenamiento jurídico, dando nacimiento a un 
régimen objetivo de responsabilidad acorde con la cláusula de responsabilidad determinada por el 
nuevo constituyente (Articulo 90, Constitución Política de 1991), lo que generó los títulos de 
imputación objetivos desarrollados jurisprudencialmente, conocidos como la teoría del riesgo 
excepcional y el daño especial.  
 
Dentro de esta perspectiva, como anotan las autoras (Araque García & Castillo Morales) en su tesis 
sobre los títulos de imputación objetiva en la responsabilidad estatal, determinan frente a las 
nociones básicas de la objetivación de la responsabilidad lo siguiente:  
 
La responsabilidad objetiva entonces, se caracteriza por prescindir en absoluto de la conducta del 
sujeto, de su culpabilidad o de su intencionalidad, pues se presentan en los eventos en los cuales el 
Estado se compromete a responder por un daño causado, sin necesidad de que el hecho que lo provocó 
haya sido causa de una falla en su servicio o el proceder de sus funciones, ni mucho menos en que la 
conducta del sujeto responsable haya mediado la culpa o el dolo. La novedad de esta responsabilidad 
se centra, en que en ésta se focaliza exclusivamente en el daño producido, es este hecho perjudicial 





En torno a la idea de riesgo excepcional es importante manifestar que las disposiciones que lo 
regulan son fundamentadas desde las tesis originadas en el derecho civil bajo el régimen de 
actividades peligrosas, al momento de los juicios de responsabilidad cuando una persona introducía 
en la comunidad un nuevo riesgo del cual podía salir afectados, del mismo modo, es relevante 
manifestar que la actividad realizada es permitida y seguramente ajustada a los parámetros legales 
pero en el devenir de las cosas, es decir, en el plano físico producto de un desacierto del destino 
produce una calamidad donde una cosa o una persona resultaban lesionadas, en el Código Civil 
colombiano estas consideraciones están regulada en el artículo 2356.   
 
Con la hermenéutica propia de la cláusula de responsabilidad del Estado, tomó fuerza vía 
jurisprudencia del Consejo de Estado, las posturas de la responsabilidad objetiva bajo la óptica del 
riesgo excepcional, que debe entenderse como la misma creación de daños producto de la 
materialización de actividades legitimas de acuerdo con los fines estatales, pero que pueden afectar 
ya sea a una comunidad o a un individuo. Piense el lector en el siguiente caso: un grupo terrorista 
se refugia en cierto local comercial. Las fuerzas armadas y militares para no permitir la huida de 
dicha célula subversiva ingresan violentamente al inmueble produciendo una serie de agravios. En 
este caso, aunque el Estado actuó bajo los parámetros legales y bajo un fin constitucional y legal, 
el daño causado no puede quedar sin responsable, ya que afectaría directamente el patrimonio de 
la víctima, esta dimisión de responder por los daños causados en ejercicio de operaciones peligrosas 
han sido los fundamentos de la teoría del riesgo excepcional, para reparar a los lesionados. En 
términos del Consejo de Estado frente al estudio de la responsabilidad por el riesgo excepcional ha 
manifestado:  
 
Esta peligrosidad creada por estado coloca las personas ante el peligro inminente recibir lesión en su 
persona o en sus bienes, y es a partir de su concreción que puede surgir la responsabilidad para la 
administración, tiendo en cuenta que la creación de dicho riesgo debe darse en el desarrollo, de las 
actividades legítimas, ya sea en una acción u omisión. dirigida a la protección y a la seguridad de los 
administrados. (Auto Reparación Directa 229562, 2008).  
 
Por otro lado, las meditaciones sobre el daño especial han sido ampliamente desarrolladas por la 
doctrina y la jurisprudencia, las cuales tienen como eje el principio de la igualdad en las cargas 
públicas, es decir, cuando este derecho es vulnerado generando cargas excesivas en el administrado 
sin ninguna justificación legal, se habilita la posibilidad de establecer un juicio de responsabilidad. 
La fundamentación de este título de imputación puede ser comprendida de la mano del articulo 
desarrollado por (Calvo Anillo, 2016) donde postula las ideas básicas del daño especial:  
 
El factor más importante está basado en un derecho inherente a todas las personas, reconocido en el 
art 13 de la constitución colombiana, como es la IGUALDAD y por las distintas declaraciones que 
plasman un conjunto de garantías en contra del actuar dominante o barbárico de otros, ya sean Estados 




Es por ello que, las premisas sobre igualdad que han tomado fuerza gracias a las discusiones al 
interior de la jurisdicción y la academia han sido clave para la conformación del derecho moderno, 
así como para la innovación en cada una de las ramas jurídicas que tienen relación directa con los 
conceptos de constitución y derechos fundamentales. Continuando con su exposición, Calvo Anillo 
postula:  
 
Este siempre va a ser el fundamento o la base para la configuración del daño especial, en razón a la 
protección que propende el Estado de sus gobernados, este no puede ser un ultrajador de sus derechos, 
debido que la persona es el eje central en toda sociedad, la restauración de los daños causados siempre 
procederá de una actuación legítima o ilegítima, una vez se haya demostrado el daño que no esté en 
la obligación de soportar el ciudadano, por romperse el equilibrio de las cargas públicas. Los hechos, 
actos administrativos, las leyes, etc.., toda actuación concerniente a cumplir cometidos estatales 
dentro de un marco de principios y reglas, puede producir sacrificios en algunas personas en beneficio 
de una generalidad, allí es donde opera el daño especial y su respectiva indemnización. (Calvo Anillo, 
2016, pág. 34). 
  
Para este tipo de responsabilidad, por ejemplo, la ejecución de un acto administrativo puede estar 
revestido de legalidad y de conformidad con los lineamientos jurisdiccionales del sistema 
normativo; no obstante, puede romper el principio generador de la actividad estatal, como es la 
igualdad de las cargas públicas. Es por esta razón que quien sufre un daño que no tiene el deber de 
soportar, es acreedor de que el Estado lo regrese a la situación en la que se encontraba antes de 
sufrir dicho agravio o en la posición más cercana posible, es decir, realizar un esfuerzo de 
reparación donde cómo se puede observar ya no es importante hacer un control sobre la persona 
causante del acto — estudiar el elemento de culpabilidad — como en los comienzos de la 
responsabilidad administrativa y, en la actualidad, tampoco es menester hacer un juicio de reproche 
por la deficiencia del servicio dado por el sistema estatal (teoría de la falla en el servicio). 
 
En síntesis se realizó un esquema bastante sustancial del recorrido trazado sobre el concepto de 
responsabilidad del Estado, referenciando algunas premisas de los regímenes actuales sobre la 
teoría, como los son la falla en el servicio, daño especial y riesgo excepcional — actualmente 
desarrolladas por la jurisprudencia del Consejo de Estado — sumada la compresión de cambiar de 
un modelo de excepción de toda clase de comportamiento del Estado o época de irresponsabilidad 
del mismo, para pasar a una comprensión teleológica de su funcionalidad, lo que lo hace deudor de 
daños por faltar a la materialización sus fines esenciales. Es válido aclarar, que la mirada histórica 
se nutre de muchos más conceptos y espacios de aproximación tanto jurisprudencial como legal, 
pero que, dicha tarea demanda un esfuerzo titánico capaz de condensar toda la historia de la 
responsabilidad de las instituciones públicas y no daría cabida a reflexionar sobre los puntos 






El derecho de daños y la reparación 
 
La reparación es un concepto clave para entender la temática que se desarrollará a continuación, 
de esta se desprende precisamente el núcleo central de esta investigación, girando en torno a su 
función transformadora. Cuando se causa un daño a una persona mediante un comportamiento 
reprochado por el ordenamiento jurídico, para quien comete la ilicitud que culmina en el 
menoscabo del derecho ajeno, nace la obligación de reparar. Respecto a la responsabilidad de 
reparar por parte del Estado, la (Constitución política, 1991) señala en su artículo 90 que este debe 
responder patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, desarrollando 
además las formas en que él Estado puede ocasionar daños, bien sea por la acción u omisión de las 
autoridades públicas.  
 
Sobre la reparación al daño, los conceptos son múltiples y variados, pero siempre apuntando al 
mismo fin: devolver a la víctima al estado anterior, o al más cercano posible al que se encontraba 
antes de la ocurrencia del daño. Al respecto:  
 
El derecho tiene como máxima la realización de la justicia, bajo este postulado se construye el 
régimen conocido como derecho de daños o de responsabilidad, cuyo propósito es el de reconstruir 
sobre la ruina para sanar las heridas sufridas y de esta forma recomponer hasta donde le es posible 
los perjuicios causados por la actividad humana. (Villareal & Barco, 2006, pág. 318).  
 
Por su parte, la doctrina más reciente indica que la reparación es debe entenderse como la actividad 
donde el responsable cumple la obligación de reparar, asegurando al afectado buscando el retorno 
al status quo ante de producirse el daño (Henao Pérez, 2015), conforme lo señala la Corte 
Constitucional, puede ser judicial o administrativa:  
 
La reparación por vía judicial procede respecto de cualquier tipo de conducta punible. Por su parte, 
la reparación por vía administrativa es propia de contextos de justicia transicional, en los que se 
pretende asignar una compensación económica a un gran número de personas, atendiendo a criterios 
de equidad. (Sentencia C-344, 2017, pág. 25)  
 
Además, el Consejo de Estado en (Sentencia Reparación Directa 19031, 2011) con la finalidad de 
explicar y justificar las medidas de reparación integral, señala que se debe tener en cuenta la 
Resolución 60/147 del 2006 adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, la cual, 
adoptada por la Corte Interamericana de Derechos humanos, la Honorable Corte Constitucional y 
el Consejo de Estado, se considera un documento con poder vinculante en el ordenamiento jurídico 
colombiano. Dicha resolución respecto a la reparación indica:  
 
Una reparación adecuada, efectiva y rápida tiene por finalidad promover la justicia, remediando las 
violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos o las violaciones graves 
del derecho internacional humanitario. La reparación ha de ser proporcional a la gravedad de las 
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violaciones y al daño sufrido. Conforme a su derecho interno y a sus obligaciones jurídicas 
internacionales, los Estados concederán reparación a las víctimas por las acciones u omisiones que 
puedan atribuirse al Estado y constituyan violaciones manifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos o violaciones graves del derecho internacional humanitario. Cuando se determine 
que una persona física o jurídica u otra entidad está obligada a dar reparación a una víctima, la parte 
responsable deberá conceder reparación a la víctima o indemnizar al Estado si éste hubiera ya dado 
reparación a la víctima. (Resolución 60/147, 2006) 
 
Es por ello que, independiente de los autores, las corporaciones o los tribunales que intenten 
delimitar el concepto de reparación, estos siempre encuentran un punto común: la promoción de 
la justicia, la protección a la víctima y el resarcimiento de sus derechos. Existen, además, diferentes 
tipos de reparación, tanto material como inmaterial que engloban diversas formas de llevarlas a 
cabo, sea cual sea la forma, siempre con el propósito de devolver a la persona a un estado de 
bienestar en el que se encontraba antes del daño. 
 
De ahí, adquiere la importancia el derecho de daños junto con las reflexiones sobre las medidas de 
reparación porque son el sustento de la justicia como la armonía social al estar permeado por 
directrices morales y éticas que en gran medida representan las demandas sociales, pero ahora, 
bajo un mundo que constantemente se apresura a la globalización el contenido del derecho, en 
especial el de daños se alimenta de las posiciones jurídicas universales, donde el papel de las 
víctimas junto con los criterios de los derechos humanos es el enfoque por excelencia de tales 
perspectivas.  
La reparación integral como derecho fundamental. 
La jurisdicción constitucional y contenciosa administrativa determinan la importancia que tiene el 
derecho de reparación en el ámbito de los sucesos del país, esto garantiza los estándares 
internacionales para víctimas, en muchos de los casos, por ocasión del conflicto armado en 
Colombia. En este sentido, respecto de una persona que sufriere a una serie de daños, el 
ordenamiento jurídico debe establecer procedimientos idóneos que permitan la satisfacción de las 
pretensiones de aquella víctima, esto como postulado básico de un Estado Social de Derecho. 
El análisis que realizó la Corte Constitucional en (Sentencia C-753, 2013) indicó la reparación 
integral como un derecho consagrado en el marco de los derechos fundamentales. Es claro definir 
que las medidas tendientes a poner a la persona que ha sufrido una carga antijurídica en una 
situación igual o mejor de lo que estaba al momento de consumación del hecho dañino, es la idea 
clave la reparación transformadora. Esta institucionalización de convertir la reparación como un 
ámbito de dignidad humana, tiene sustento normativo en la denominada ley de atención integral 
para las víctimas:  
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Artículo 16. Valoración de daños. Dentro de cualquier proceso que se surta ante la Administración 
de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas atenderá los principios de 
reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos actuariales. (Ley 1448, 2011) 
De esta forma, la visión del juez determinador de perjuicios debe estar en consonancia con la 
precitada normativa legal y el reconocimiento jurisprudencial del derecho a la reparación, pues en 
palabras de la Corte: 
La reparación es un derecho complejo, interrelacionado con la verdad y la justicia que tiene como 
fin proteger la dignidad e integridad de las víctimas y que consiste en la implementación de medidas 
de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición. El derecho a 
la reparación se considera afectado cuando no se reconoce la condición de víctima a las personas 
que han sufrido graves violaciones de derechos humanos y de derecho internacional humanitario 
con ocasión del conflicto, cuando se continúan vulnerando los derechos de las víctimas, o cuando 
estas son re-victimizadas, cuando se desconocen, ocultan, minimizan o se justifican los crímenes 
cometidos, cuando la reparación no se ajusta al daño sufrido o es manifiestamente desproporcionada, 
o cuando se reduce o niega la posibilidad de las víctimas de sanarse de las heridas físicas y 
emocionales del conflicto. Con respecto al componente específico de la indemnización 
administrativa, este se considera afectado cuando no es reconocido, o cuando su valor no se 
corresponde absolutamente con el daño moral y material ocasionado a las víctimas, es decir cuando 
resulta desproporcionado y cuando su entrega no es oportuna. En otras palabras, la indemnización 
resulta afectada cuando no es suficiente, justa y adecuada, impidiendo a las víctimas restablecer su 
existencia en condiciones dignas y de normalidad. (Sentencia C-753, 2013, pág. 36). 
Cuando se forma esta visión no solo sustancial del derecho, sino también procesal, se reconoce 
que la reparación integral junto con todos sus componentes (las diferentes medidas que debe ser 
satisfechas) constituyen un todo que se debe advertir en la sentencia que reconozca la 
responsabilidad del Estado, en especial consonancia con los perjuicios causados por la vulneración 
a bienes constitucionales y convencionales. La reiterada jurisprudencia18 está encaminada a la 
observancia de la jurisdicción de lo contencioso administrativo frente a reflexión hermenéutica del 
derecho de daños en la actualidad, sobre todo en el reconocimiento de la reparación como derecho 
integral y las diferentes medidas establecidas para lograr tal fin.  
Por ello, desde la constitucionalización del derecho, viene siendo un factor determinante la 
inclusión de la dignidad humana y los criterios de justicia social para el entendimiento de la 
responsabilidad del Estado bajo las nuevas ideologías que se están desarrollado en los últimos 
años, acorde a innovadoras medidas que apuestan por eliminar las brechas sociales como 
simbólicas que tienen las comunidades, en otras palabras, el derecho debe ser una herramienta para 
eliminar la violencia estructural y simbólica que sufren determinados grupos sociales.   
                                                 
18 Al respecto pueden ser consultarse las sentencias de la Corte Constitucional: C-753 -2013, C-180-2014, T-130-2016, 
T-083-2017, entre otras. 
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Introducción al concepto de reparación transformadora. 
La figura jurídica de la responsabilidad comprende diferentes y variadas funciones tradicionales 
entre las cuales se puede encontrar la reparadora, la sancionadora y la preventiva (Tamayo 
Jaramillo, 2007). Sin embargo, en los últimos años se ha añadido gradualmente a este concepto el 
de la reparación transformadora, la cual tiene una vocación y fundamento diferente a las 
anteriormente mencionadas, tales fundamentos son la esencia del presente trabajo de investigación 
las cuales a lo largo del presente escrito tomarán protagonismo y se estudiarán.  
Las reparaciones transformadoras son concebidas con el objetivo de establecer medidas para 
reparar situaciones  de desigualdad, de exclusión social y de falta de materialización de derechos y 
garantías por parte del Estado, que a la larga generan ambientes estructuralmente negativos, por la 
indiferencia que viven las víctimas al no contar con la presencia y oferta institucional, estando en 
un riesgo alto frente a la ocurrencia de un daño, por no contar con las garantías mínimas de 
seguridad; es decir, las víctimas del daño que se reconocen en sentencias judiciales por la omisión 
o acción del Estado, ya se encontraban en una situación reprochable socialmente y de marcada 
inequidad, por lo cual la simple finalidad de la reparación consistente en volver a la persona al 
estado anterior o al más cercano posible antes de la ocurrencia del daño, se vuelve éticamente 
cuestionable. (Uprinmy & Saffon, 2009).  
Dicho de otro modo, las víctimas de un daño como por ejemplo, un desplazamiento forzado que 
ejerzan sus derechos mediante una demanda de reparación directa alegando por ejemplo, falla en 
el servicio de seguridad que debe brindar la fuerza pública del Estado, al momento de emitir las 
medidas de reparación, es posible inferir que regresar a la víctima a las condiciones que se 
encontraban antes del siniestro es injusto y carente de toda ética, en el sentido, que los agraviados 
no contaban con la materialización de sus derechos mínimos por la indiferencia del aparato 
institucional.    
Por tal motivo, (Gómez Montañez, 2020) se crea la necesidad de emitir medidas y acciones que 
busquen reparar integralmente a las víctimas por el daño padecido, pero también que permita al 
Estado lograr saldar la deuda institucional que tienen en tales regiones o poblaciones producto de 
un ineficiencia e indiferencia por garantizar a toda la población sus derecho fundamentales, como 
describe el texto constitucional y los tratados internacionales, por ejemplo, la Declaración de los 
Derechos Humanos que hacen parte del bloque de constitucionalidad.   
Desde aquella mirada ética y socio jurídica es que se postula la necesidad de evocar una novedosa 
función dentro de las dinámicas de la reparación en el derecho de daños en el marco de la 
responsabilidad del Estado, orientada a lograr una reparación más allá del daño con la finalidad de 
garantizar los derechos mínimos de poblaciones que se han visto privadas del goce de sus 
facultades, libertades y derechos personales a los cuales la administración pública tiene la 
obligación de materializar. Así las cosas, la reparación transformadora o la función transformadora 
de la reparación la he definido la doctrina como: 
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Se trata en esencia de mirar a las reparaciones no sólo como una forma de justicia correctiva, que 
busca enfrentar el sufrimiento ocasionado a las víctimas y a sus familiares por los hechos atroces, 
sino también como una oportunidad de impulsar una transformación democrática de las sociedades, 
a fin de superar situaciones de exclusión y desigualdad que, como en el caso colombiano, pudieron 
alimentar la crisis humanitaria y la victimización desproporcionada de los sectores más vulnerables 
y que en todo caso resultan contrarias a principios básicos de justicia. (Díaz Gómez, Sánchez & 
Uprimny, 2009, pág. 34).   
De lo anterior se puede concluir que la finalidad de este tipo de reparaciones consiste en mejorar 
la situación anterior en la que se desarrollaba la víctima del hecho dañino antes de la ocurrencia 
del miso, con la finalidad de transformar esa realidad, que finalmente fue la que propició la 
consumación del daño y además operaría entonces como garantía de no repetición, pues se 
disminuirían los factores de riesgo. 
Las reparaciones por regla general tienen una vocación correctiva, como se dijo anteriormente, por 
la finalidad que poseen; empero, la reparación transformadora tiene además una vocación 
distributiva respecto de la situación marginal que se pretende mejorar. El primer caso en el que se 
desarrolló la reparación transformadora fue “González y otras vs. México”, conocido como el caso 
de campo algodonero del año 2009, resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
En esta providencia la Corte Interamericana expresó respecto de estas ideas que: 
Las reparaciones deben tener una vocación transformadora de dicha situación, de tal forma que las 
mismas tengan un efecto no solo restitutivo sino también correctivo. En este sentido, no es admisible 
una restitución a la misma situación estructural de violencia y discriminación. (González y otras vs. 
México, 2009, pág. 114).  
Conforme a la sentencia anteriormente mencionada, se da un giro copernicano en la medida que 
las acciones dadas por el aparato institucional estén guiadas a la eliminación de entornos 
discriminatorios y conflictivos que ponen en amenaza o vulneración de derechos humanos, en el 
mismo sentido, en el plano interno Colombia, bajo las directrices del Consejo de Estado también 
ha desarrollado las reparaciones transformadoras indicando: 
Las medidas de satisfacción, rehabilitación y no repetición que se adopten frente a casos como el 
presente, deben ir más allá de buscar una reivindicación volcada hacia la pretérita época en la que 
ocurrieron las lesiones a los derechos de las víctimas, y deben propender, antes bien y además, por una 
modificación de las condiciones estructurales que dieron lugar a la victimización, de tal forma que se 
trate de una reparación verdaderamente transformadora que tienda a impedir el surgimiento de hechos 
similares en el futuro. (Sentencia Reparación Directa 49416, 2017, pág.56).  
En conclusión, la reparación transformadora busca cumplir una función de reparación integral que 
le permita a las víctimas de los hechos dañinos, no volver a la situación inicial, sino que, por el 
contrario, esta se transforme o mejore; lo anterior sin miras a causar un enriquecimiento sin causa 
por parte de la víctima, sino basado en los parámetros que el juez tenga a consideración para no 
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causarle un detrimento económico injustificado al responsable del daño. Además, es necesario 
recalcar que esta reparación puede tomar diversas formas, materializándose en oportunidades de 
educación, de generación de empleo, de oportunidad de adquirir vivienda digna, e incluso que las 
personas víctimas del daño puedan acceder a servicios de saneamiento básico, lo anterior, con base 
en las facultades que cuentan los operadores judiciales, las particularidades del caso y la situación 
inicial de discriminación estructural en la que se encontraba la víctima. 
Reconocer la importancia del papel de las víctimas es una apuesta lograda por los postulados de la 
justicia restaurativa como distributiva, por lo tanto, el contenido transformador se convierte en una 
herramienta para consolidar los objetivos propios de un modelo estatal social y democrático de 
derecho conectado con los desafíos del nuevo mundo, el cual proyecta el respeto como la garantía 
de los derechos humanos como una característica trascendental. 
Lo anterior generar, establecer criterios específicos para permitirle a los jueces identificar casos a 
los cuales es menester aplicar medidas que reconocen afectaciones a bienes jurídicos tutelados en 
busca de lograr una reparación con enfoque transformador, en el marco que no solo determine 
mandatos pertinentes para no solo restaurar, sino, además, modificar la situación de indiferencia y 
discriminación que posibilitó la ocurrencia del daño o agravó la situación generadora de la misma 
debido a la preocupante situación que viven dichas comunidades excluidas, sin posibilidad de 
exigir el cumplimiento de sus garantías tanto convencionales como constitucionales.  
De esta manera, los enfoques de derechos humanos y diferencia para comunidades discriminadas 
históricamente como los actuales procesos que han deparado en el discurso de los derechos 
humanos, la responsabilidad estatal por el desconocimiento de sus obligaciones y el protagonismo 
de las víctimas como de la justicia distributiva son los insumos para la creación de un test de 
reparación transformadora como una herramienta dirigida a los jueces en la medida que se 
encuentre con casos de vulneración de bienes de categoría constitucional como convencional, por 
lo pronto, es necesario seguir abordando las categorías necesaria para la compresión de los ejes 
temáticos propuestos en el presente trabajo de grado.  
La justicia distributiva como fundamento de las reparaciones transformadoras. 
Desde las primeras consideraciones axiológicas y por ende, jurídicas de lo justo,  (Aristóteles, 
1985) en el desarrollo de sus tesis sobre la justicia confeccionó en sus escritos una visión particular 
de la misma, denominada como óptica de la justicia distributiva, que conlleva entender lo justo o 
correcto no solo como el derecho que se le entregue a cada quien lo que le corresponde sino lograr 
una redistribución o asignación de bienes en la sociedad que permita que el proyecto de vida de los 
asociados sea posible en su ejecución. Dentro del ámbito de justicia podemos encontrar claros 
ejemplos que nos da a entender una especie de límite que va acorde a los parámetros legales para 
una reparación justa, desde un enfoque positivista, pero que no responde a los criterios socio 
jurídica requeridos por una novedosa justicia de las víctimas.  
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Como es sabido, la medida del daño está orientada por los perjuicios causados y probados dentro 
del proceso, esto supone, que las medidas adaptadas por los jueces de responsabilidad deben 
cumplir con los requisitos suficientes para que no concurra en repetición el hecho vulnerador, pero 
tal visión de la justicia peca por su rigidez y desconocimiento de la practica social; por ejemplo, 
que sucede cuando es necesario reparar más allá del daño probado, porque la asignación de bienes 
del lesionado es insuficiente, dejarlo en la condiciones de desfavorabilidad que se encontraba al 
momento de causarse el daño serían totalmente injustas, por tal argumento, la justicia distributiva 
apadrina el concepto de reparación con vocación transformadora, para eliminar tales condiciones 
de indiferencia social a sectores que han sufrido el irrespeto generalizado de sus derechos.  
Primero, se debe  tener clara la conceptualización sobre la justicia retributiva, donde esta se 
desenvuelve libremente en el campo transformador, no es una figura totalmente nueva, pues, se 
evidenció en épocas antiguas, más conocida en la Edad Media cuando se siguió la tradición del 
pensador estagirita entendiendo cómo la comunidad pone a disposición de los habitantes de la 
región los servicios públicos, aquí se habla de propiamente de la idea de distribución; más adelante 
se pudo conocer el utilitarismo ético y la relación íntima que este manejó con la justicia, por 
consiguiente, lo que le resultase mejor a la población era lo que debía hacerse sin importar que 
afectase a las minorías. En la actualidad se suele asemejar la justicia distributiva con la justicia 
social y el denominado Estado de bienestar o Estado social de derecho.  
Ahora bien, desde otra perspectiva (Marx, 2017) la justicia distributiva debe ser guiada en la 
regulación de medios de producción y salarios generando una relación entre el sistema que 
propugne por la igualdad y eliminación de estratificación social que genera la lucha de clases, como 
conquista de la humanidad. Luego entonces, sin la abolición del sistema de producción capitalista, 
cualquier distribución de ingresos resulta superficial e inconsistente, porque esta dejaría siempre a 
un sector desprotegido y sin posibilidad de satisfacer sus necesidades mínimas, generando 
comunidades excluidas.    
Entonces, desde la óptica del filósofo alemán, la transformación debería realizarse desde acciones 
políticas y económicas, pero también por analogía el sistema jurídico a la hora de reparar a una 
persona debe apostar por incluir postulados justicia distributiva destinados a la eliminación de 
dichos factores de exclusión social.  
Continuando con el desarrollo propuesto, cómo se puede encajar esta justicia dentro de unos límites 
que no permiten ir más allá, porque, claro está que los menos favorecidos son los más afectados 
por la violencia que acarrea desde hace años el país y que la justicia sólo se encarga de reparar un 
daño que se supone se consumó, pero realmente, no se está llevando a cabo un cambio total dentro 
de lo que cabe en los principios y derechos que como seres humanos poseemos.  
Así las cosas, John Rawls (2012), filósofo político y autor de postulados que han generado 
modificaciones a la hora de entender la aplicabilidad de la justicia distributiva, afirma que el 
igualitarismo estricto dentro de una comunidad debe acoplarse bajo el principio distributivo y de 
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diferencia, logrando que todos los miembros de la sociedad pueda contar con los mecanismos 
necesarios para la construcciones de sus proyectos de vida, sin obstáculos, es decir, asegurando 
que los bienes y derechos puedan llegar a todos los miembros de la sociedad.   
En Colombia, donde la reparación antes de la guerra era de por sí ya injusta y poco favorable, es 
pertinente hablar de una transformación dentro del ámbito de la reparación, por ejemplo, tomando 
medidas en las que se reconstruye una finca a un campesino que fue desplazado de forma violenta 
de su territorio, por supuesto, se está reparando un daño ocasionado, en sus mismas proporciones, 
siendo totalmente distributivo, pero ¿realmente esa es la solución a una vulneración tan grave? 
Aquí es donde con toda formalidad, se debe hablar de un completo giro en la distribución 
equitativa, donde no sólo se debe reparar ese daño sino transformarlo, entender ese enfoque de 
exclusión donde las víctimas se condicionaban, porque no sólo construyendo una casa se va a dejar 
de repetir un hecho ocasionador, siendo injusto que en este escenario se hable de una verdadera 
reparación. 
Por ello, se debe entender como un instrumento fundamental esta transformación para la no 
repetición de hecho atroces y una mejor calidad y estatus para la víctima, luego entonces, se puede 
decir que no sólo se vería como una herramienta de justicia transicional que en teoría es correctiva, 
sino también de justicia distributiva, donde se da una redistribución justa de los bienes vulnerados 
que el Estado debe amparar. 
En este panorama, no solo debe desarrollarse desde el ámbito del derecho sustancial, sino que 
también es relevante determinar cuáles son las posturas necesarias del derecho procesal, de tal 
suerte que es importante seguir algunos lineamientos propuestos por el profesor Peláez Mejía 
(2013) sobre las reglas probatorias en el proceso de reparación integral, aunque estas se limitan a 
la obtención de una sentencia de responsabilidad penal, pero donde la naturaleza del mismo cambia 
de forma radical y por ende, caracterizado por otros principios. En este orden de ideas el profesor 
Peláez manifiesta: “el incidente de reparación integral no presuponga como probado ninguna 
pretensión tan solo por el hecho de que las conductas punibles desplegadas por el sujeto activo de 
la misma ya fueron demostradas en juicio” (Peláez Mejía, 2013, pág. 30), esto permite concluir 
que en la óptica del derecho de daños y en cualquiera que fuere la jurisdicción el peso de las 
voluntades están determinadas por la posición de la víctima.  
La figura de la reparación transformadora está encaminada a evitar algunos dilemas comunes que 
se ven desarrollados por la poca restitución que se lleva a cabo en los escenarios judiciales de un 
país en el que el conflicto armado ha dejado millones de víctimas. Por lo que, en la actualidad se 
comienzan a esbozar cambios tanto en sentencias como en la misma sociedad, donde el enfoque, 
en vez de ser meramente reparador y de poner a la víctima en el mismo lugar donde estaba antes 
de la ocasión del daño, esta se vea reparada más allá de lo que era antes, la distribución debe guiarse 
bajo el principio de diferencia, desconocer esto sería atentar contra la propia dignidad de la víctima, 
puesto que no se le estaría garantizando que el factor generador del daño no vuelva a producirse. 
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El control de convencionalidad y su relación con el derecho de daños  
El control de convencionalidad como figura jurídica tiene su origen en el bloque de 
constitucionalidad, el cual es consagrado en el artículo 93 (Constitución política, 1991), este genera 
las condiciones necesarias para integrar normas internacionales, sin desconocer la soberanía del 
país, y realizar una aplicación efectiva conforme a los compromisos y obligaciones adquiridas por 
los Estados parte, equiparándolas con las normas de derecho interno, ampliando el catálogo de 
derechos, principios y reglas consagrados en la Carta Política. 
Es menester indicar que dicho estatus solamente es adquirido por aquellos Convenios y Tratados 
Internacionales que sean aprobados y ratificados por Colombia siguiendo el procedimiento 
establecido para ello. La mera suscripción de un Tratado no es suficiente y así lo señala la 
Honorable Corte Constitucional: 
El control de constitucionalidad de los tratados públicos y de sus leyes aprobatorias presenta las 
siguientes características: (i) previo al perfeccionamiento del tratado, pero posterior a la aprobación 
del Congreso y a la sanción gubernamental; (ii) automático, pues debe ser enviada directamente por 
el Presidente de la República a la Corte Constitucional dentro de los seis días siguientes a la sanción 
gubernamental; (iii) integral, en la medida en que la Corte debe analizar tanto los aspectos formales 
como los materiales de la ley y el tratado, confrontándolos con todo el texto constitucional; (iv) tiene 
fuerza de cosa juzgada; (v) es una condición sine qua non para la ratificación del correspondiente 
acuerdo; y (vi) cumple una función preventiva, pues su finalidad es garantizar tanto la supremacía 
de la Constitución como el cumplimiento de los compromisos internacionales del Estado 
colombiano. Por estas características del control de constitucionalidad de los tratados y sus leyes 
aprobatorias se excluye la revisión posterior por vía de acción pública de inconstitucionalidad, pues 
la sentencia que procede a su estudio tiene naturaleza de cosa juzgada absoluta. (Sentencia C-027, 
2011, pág. 1) 
Ha sido jurídicamente aceptado que el control de convencionalidad como figura jurídica, a pesar 
de dar luces de lo que sería, se concretó en el 2002 en el (Caso Almonacid Arellano y otros vs 
Chile, 2006). En este caso la Corte Interamericana de Derechos Humanos señala que es consciente 
de que la jurisdicción de cada país está sujeta al imperio de la ley y por ello tienen la obligación de 
dar aplicación efectiva a lo consagrado en el marco jurídico interno, no obstante, la ratificación de 
la Convención Americana les obliga, no solo a los funcionarios judiciales, sino a todo el aparato 
estatal a velar y tomar medidas para que lo consagrado en dicho tratado se cumpla y que además 
las disposiciones internas no se encuentren en contravía de lo adoptado mediante la ratificación del 
instrumento internacional, aunado a la interpretación que se le ha dado a la Convención mediante 
la jurisprudencia de la Corte Interamericana.   
En este mismo sentido y teniendo en consideración que las normas que conforman el bloque de 
constitucionalidad, adquieren un rigor de vinculatoriedad al mismo nivel que la Carta Política, así 
como lo preceptúa la Corte Constitucional en (Sentencia C-582, 1999) señalando que el control de 
constitucionalidad no solo debe referirse al texto formal de la Carta, sino que se deben tener en 
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consideración normas supralegales de relevancia constitucional y son estas las que integran el 
Bloque. En la praxis, lo anterior significa que los funcionarios administrativos y judiciales tienen 
la obligación de actuar de conformidad no solo a los preceptos de la Constitución Política, las 
normas emanadas por el Congreso de la República y en determinados casos por el poder ejecutivo, 
sino que deben considerar en todas sus actuaciones lo contemplado en el Bloque de 
Constitucionalidad y, es de esta forma que se da aplicación al control de convencionalidad. 
Lo anterior tiene fundamento además en el artículo 27 de la Convención de Viena de 1969, en el 
cual precisa sobre el derecho interno y la observancia de los tratados, que los estados no pueden 
invocar disposiciones de derecho interno como razón válida y suficiente para no cumplir con las 
obligaciones adquiridas mediante la ratificación de determinado tratado internacional, es por ello 
que, la corte interamericana de derechos humanos, ha exhortado al Estado colombiano a tomar 
medidas encaminadas a garantizar los derechos y disposiciones contenidas en los convenios y 
tratados ratificados. en armonía con los artículos 1, numeral 1 y artículo 29 de la convención 
americana de derechos humanos:  
 1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté 
sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social. (Convención Interamericana de 
Derechos Humanos, 1969)  
Sumado a lo anterior, es preciso exponer la importancia del control de convencionalidad que surge 
al mostrar la multiplicidad de casos que llegan a conocimiento de la Corte Interamericana de 
Derechos humanos, casos que culminan en la declaratoria de responsabilidad internacional del 
Estado, disponen medidas de protección de los derechos de las víctimas, exhortan a los Estados a 
tomar medidas que propugnen por la protección de estos y a consagrar un marco jurídico que sea 
compatible con las convenciones y tratados internacionales adoptados por ellos. 
Por tal motivo, entre las finalidades del control de convencionalidad se puede decir que incluyen 
evitar que el Estado sea condenado en instancias internacionales, asegurando la salvaguarda de los 
derechos constitucional y convencionalmente protegidos y la consagración de un marco jurídico 
acorde con estos derechos. Además, como lo señala (Cubides Cárdenas, 2016) este debe realizarse 
de oficio, no solamente enfocado en la normativa per sé, sino en la interpretación que a esta se le 
da, teniendo en cuenta no solo la normativa internacional, sino la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos.  
Ahora bien, es necesario exponer la relación inescindible que existe entre el control de 
convencionalidad, originado en el bloque de constitucionalidad y el derecho de daños, para ello es 




La cláusula en cuestión19, así vista, afirma de manera indiscutible los presupuestos en los que sustenta 
el Estado moderno, donde la primacía no se agota en el respeto de los derechos, bienes e intereses 
consagrados en las cartas constitucionales, sino que se desdobla de tal manera que implica, también, 
su reconocimiento, medidas y objeto de protección por parte de las normas de derecho internacional, 
de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, con lo que en el ámbito de 
indagación de la responsabilidad se ha venido ampliando de tal modo que permite sostener la 
existencia dentro del Estado social y democrático de derecho de un verdadero “garantismo 
constitucional”, de un derecho constitucional de la responsabilidad de los poderes públicos, basado 
en el respeto pleno del ordenamiento jurídico interno e internacional; sustentando en los lazos 
articuladores de la comunidad internacional y la buena fe que materializan las relaciones 
internacionales (Brewer & Santofimio, 2013, pág. 132) 
Lo anterior es una situación jurídica que ha sido confirmada por el Consejo de Estado, en (Sentencia 
Reparación directa 20507, 2015) en la cual indica que el nuevo rol que debe ocupar el juez en el 
Estado social de derecho, necesariamente debe darse con observancia y aplicación transversal de 
los dispuesto en la Convención Americana de Derechos Humanos y la ratio de los fallos de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, concluyendo así en una aplicación real y práctica del control 
de convencionalidad. Sánchez (2016) en estudio de una providencia del Consejo de Estado surgida 
en el marco de una acción de reparación directa que tenía como centro del problema jurídico la 
caducidad de la acción señaló:  
Con decisiones como la mencionada es posible notar que, con base en la doctrina convencional, la 
jurisprudencia contencioso administrativa ha adquirido dinamismo en sus fallos, favoreciendo la 
protección de los Derechos Humanos, tomando determinaciones que hasta hace unos años serían 
inconcebibles –como no confirmar la caducidad de una acción, que, desde la exegesis, en efecto 
acaeció–, llamándose a sí mismo “juez de convencionalidad” e incluso, yendo en contravía de la 
propia posición de la Corte Constitucional (Sánchez, 2016, pág. 215) 
Finalmente, el Consejo de Estado actuando como órgano decisor de la responsabilidad del Estado 
colombiano ejerce el control de convencionalidad y en armonía con lo que señala (Sánchez, 2016), 
hace especial referencia a las medidas de reparación no pecuniarias teniendo como estándar lo 
esgrimido por la CIDH respecto a reparación integral, fuente que se vuelve tan frecuente que en 
sentencias de esta Corporación se comienza a sobreentender la aplicación del control de 
convencionalidad, lo que indica una recepción profunda de esta doctrina.  
Afectaciones a bienes constitucionales y convencionales como eje de la vocación trasformadora. 
Dentro de las reflexiones sobre la tipología de perjuicios, existe en la jurisprudencia contenciosa 
administrativa colombiana una serie de controversias sobre los distintos rubros que deben ser 
cubiertos por las afectaciones a los bienes inmateriales que son afectados por la ocurrencia de un 
hecho dañino. La postura en los últimos años está encaminada al reconocimiento del daño moral, 
                                                 
19 La contenida en el artículo 93 de la Constitución Política de la República de Colombia, norma que desarrolla los 
criterios del bloque de constitucionalidad.  
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como búsqueda de compensación por el dolor interno de la víctima. Lo anterior se ha ido afianzado 
en cada una de las jurisdicciones colombianas — adoptada tanto por la Corte Suprema de Justicia 
en la Sala Civil, Laboral y Penal como por el Consejo de Estado —.  Sin embargo, existe el debate 
sobre otras denominaciones de categorías diversas de perjuicios que buscan la compensación en 
las dimensiones externas del agraviado, es decir, las relacionadas con su estilo de vida, por ello, se 
empezó a reflexionar sobre el perjuicio fisiológico extraído de la doctrina francesa20, el daño a vida 
relación de la doctrina italiana21 y por último, la alteración grave a las condiciones de existencia 
también de raigambre francés.22.  
Respecto a la anterior tipología, el maestro (Gil Botero, 2014) las denomina como megacategorías 
y estas, frente a la compensación de los perjuicios pueden generar un estadio en el que la reparación 
sea controvertida al agregar una reparación ya efectuada en órdenes en las condenas a que den 
lugar, en otras palabras, este tipo de clasificaciones extranjeras que se adaptan al ordenamiento 
jurídico propio, al ser copiadas en el sistema legal y jurisprudencial colombiano sin ningún tipo de 
reflexión, permite una doble reparación, chocando con los principios esenciales del derecho de 
daños.  
No obstante, el objeto del presente trabajo está orientado al reconocimiento de la vocación 
trasformadora cuando se afectan bienes constitucionales y convencionales, por lo que no se entrará 
detenidamente en el marco teórico de las distintas tipologías reconocidas por la jurisprudencia 
colombiana, sino a partir de los recientes pronunciamientos del Tribunal contencioso 
administrativo que ha determinado, en su esfuerzo de lograr permear de objetividad la liquidación 
de daños, el reconocimiento de categorías que gozan de características que permitan llevar a la 
realidad el principio de la responsabilidad que reza: “a igual daño, igual reparación”, es por ello, 
que se limitará a establecer el estudio teórica sobre estas nuevas categorías, el daño a la salud y las 
afectaciones a bienes constitucional y convencionalmente reconocidos.  
                                                 
20 Respecto del daño fisiológico o per agramme se recomienda consultar el articulo desarrollado en la Revista de la 
Universidad Externado: Navia Arroyo, F. 2007. Daño moral, daño fisiológico y daño a la vida de relación en 
Colombia. Revista de Derecho Privado. 12-13 (dic. 2007), 289-306. 
21 Respecto del daño a la vida de relación consultarse al respecto la tesis de especialización en derecho administrativo: 
Gordillo Aguilera, D. P. & Escobar López, Y.F. (2016). El Daño a la vida de relación en el Consejo de Estado (tesis 
postgrado). Bogotá, D.C., Colombia: Universidad La Gran Colombia. Obtenido de: 
https://repository.ugc.edu.co/bitstream/handle/11396/3763/Da%C3%B1o_vida_Consejo_Estado.pdf?sequence=1&is
Allowed=y 
22 Entorno al perjuicio derivado de las alteraciones a las condiciones de existencia pueden consultar el articulo 
desarrollado en la Revista de la Universidad Externado: Koteich Kate, M. (2006). El daño extrapatrimonial, las 
categorías y su resarcimiento. Revista de Derecho Privado. 10 (2006), 161-193. Del mismo modo a nivel 
jurisprudencial sobre la relación entre el nomen iuris de la afectación a los derechos e intereses en la dimensión 
lesionada de la victimas las sentencias del Consejo de Estado: Sentencia Reparación Directa. (15 de agosto de 2007). 
Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. C.P: Enrique Gil Botero. Bogotá D.C., 
Colombia. Radicado:2003-385.  
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El daño a la salud, según desarrollar (Gil Botero, 2014) rompe con la intención de las 
megacategorías al establecer la condena, pues con parámetros objetivos como el informe rendido 
por las juntas de calificación de invalidez, que examina  la pérdida de la capacidad laboral, son 
determinantes para establecer la cuantía reparadora, sin embargo, el derecho de daños no puede 
estar orientado por una fórmula exacta o matemática que arroje el monto de la reparación, dicha 
premisa sería tan injusta para la víctima, como las abiertas categorías son para los deudores de la 
responsabilidad. Dicho razonamiento es el fundamento para agregar un componente subjetivo 
producto del arbitrio judicial, para que en cada caso concreto se determine la justa reparación frente 
a la afectación que tiene en su salud el lesionado. Haciendo la claridad sobre el concepto de salud 
que debe entenderse de forma generalizada, logrando la inclusión de cada una de las dimensiones 
afectadas en el caso concreto. En ese orden de ideas:  
En efecto, en las provincias refería se sostuvo que la lesión al derecho a la salud, entendido como el 
estado de bienestar físico, psíquico, social y familiar de la persona, en la medida en que así sea 
establecido genera la reparación autónoma e independiente el dominado daño a la salud23, es decir, 
toda afectación temporal o permanente a la integridad psicofísica, que puede ser definida a partir de 
los criterios médico-legales.  
De modo que la ductilidad de las constituciones modernas - en términos del profesor Zagrebelsky24 
- genera una irradiación del derecho legal o jurisprudencial - entre ellos el de la responsabilidad- lo 
que evita que se atienda categorías imprecisas, abiertas o inequitativas de daños como son el daño a 
la vida de relación, la alteración grave de las condiciones de asistencia, el daño de placer o 
hedonístico, el perjuicio de agrado, etc. 
En otras palabras, la persistente interacción que se deriva de la constitucionalización del derecho de 
la responsabilidad desencadena que el juez en vez de indemnizar las consecuencias externas de un 
daño repare las afectaciones del derecho constitucional fundamental que ha sido lesionado, es decir, 
una reparación encaminada principalmente a garantizar dos principios constitucionales: i) la dignidad 
humana y ii) la igualdad en la reparación, esto es, a igual lesión debe corresponder una igual 
reparación salvo las particularidades de cada caso, matiz introducido por la denominada igualdad 
material, no simplemente formal. (Gil Botero, 2014, p. 70).        
Gracias a dichos razonamientos que tienen como base las disposiciones constitucionales, se ha 
trabajado en busca de garantizar todos los derechos reconocidos en el texto constitucional, como 
elementos característicos del patrimonio de las personas, agregando la labor del Estado como 
garante de los mismos, que ha significado romper con las tesis que abogan por reparaciones sobre 
bienes materiales, excluyendo las demás dimensiones humanas, tesis que en pleno siglo XXI no 
tiene ningún sustento jurídico, ético o axiológico. 
                                                 
23 Consultarse al respecto: Gil Botero, E. 2012. El daño a la salud en Colombia-retos frente a su delimitación, 
valoración y resarcimiento. Revista Digital de Derecho Administrativo. 8 (dic. 2012), 89-145. 
24 Concepto desarrollado por el profesor italiano en su obra: Zagrebelsky, G. (2003). El derecho dúctil (5ª ed.). Madrid, 
España: Editorial Trotta.    
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Por consiguiente, el daño a la salud como una especie de perjuicio inmaterial ha establecido la 
oportunidad al reconocimiento de los bienes afectados que estén consagrados tanto en el texto 
constitucional como convencional – sumado a la injerencia que ha tenido los fenómenos de la 
constitucionalización, convencionalización y globalización del derecho, anteriormente 
desarrollados -  es decir, no solo el derecho a la salud, va tener un reconocimiento propio, aunque 
sea el comúnmente encontrado en los casos de responsabilidad por agrupar afectaciones estéticas, 
sexuales, psicológicas, psicomotoras, entre otras, sino también debe existir un reconocimiento y 
consecuentemente una reparación cuando existen vulneraciones al buen nombre, honra, libertad, 
al tener una familia, privacidad, imagen, es decir, cada uno de los derechos entregados a la esfera 
personal, tanto por la doctrina constitucional como en las directrices de la Convención 
Interamericana y todo el SIDH.  
Siguiendo el desarrollo de la idea planteada, el profesor Gil Botero en el desarrollo de su obra sobre 
la constitucionalización del derecho de daños y frente al reconocimiento de esta categoría ha 
manifestado:  
En esa perspectiva, la jurisprudencia contenciosa administrativa colombiana ha señalado recientemente 
que la reparación integral del daño, debe estar orientada por la vulneración a bienes constitucionales 
considerados en sí mismo, como por ejemplo la familia, la libertad, el honor, etc., en vez de categorías 
abiertas como el daño la vida relación o la alteración las condiciones de existencia. (Gil Botero, 2014, 
pág. 75). 
De la misma manera, (Duran Ovallos, 2016) en el artículo desarrollado sobre la evolución en la 
jurisprudencia colombiana sobre las diversas tipologías de daños, respecto a la afectación de bienes 
constitucionales y convencionales protegidos ha establecido:  
Como resultado de este proceso de constitucionalización del derecho internacional, el Consejo de 
Estado no solamente ha reconocido las tipologías del daño que protegen los bienes y derechos 
constitucionalmente reconocidos, sino también aquellos contemplados en la CADH y las 
interpretaciones que de la misma haga la CIDH. Es el caso discutido en el fallo de radicado 25506 del 
19 de noviembre de 2012 del Consejo de Estado, donde se condena a la nación - ministerio de defensa 
- policía nacional, a cumplir medidas de reparación no pecuniarias como la publicación en periódico 
de un informe sobre los hechos materia de la sentencia y la realización de acto público de desagravio y 
rectificación de las informaciones que la institución manejó y proporcionó indebida y falsamente en 
contra de los demandantes y de su familia, situaciones estas que generaron violaciones a los bienes 
constitucional y convencionales al buen nombre y a la honra. (Duran Ovallos, 2016, págs. 204-205).  
También, sobre la conceptualización de los daños a bienes constitucionales y convencionales es 
posible agregar la siguiente: 
Esta categoría de perjuicios, como su nombre lo indica, está orientada a reparar todas aquellas 
situaciones y efectos que vulneren de manera grave bienes o intereses legítimos amparados a nivel 
convencional o constitucional, como lo son el buen nombre, la honra, la dignidad, la familia, la 
igualdad, el libre desarrollo de la personalidad, entre otros. En este sentido, es preciso advertir que esta 
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categoría propende por una protección especial a todos aquellos derechos y/o libertades que no quedan 
cubiertos o comprendidos dentro de los otras dos categorías de perjuicios inmateriales, referentes a: (i) 
el perjuicio moral: el cual busca compensar directamente el componente de dolor, aflicción y todos 
aquellos sentimientos tales como: desesperación, congoja, desasosiego, temor, zozobra, etc., que 
invaden a la víctima directa o indirecta del daño antijurídico perpetrado y del cual se derivan unas 
subclasificaciones tendientes a la indemnización por muerte, lesión y privación injusta de la libertad.; 
o (ii) el perjuicio a la salud, el cual abarca la lesión y trasgresión respecto de la integridad psicofísica 
de la persona. (Mesa Sánchez & Bustamante Uribe, 2019, pág. 17). 
Se puede indicar al respecto que la afectación a bienes constitucionales y convencionales, son parte 
fundamental de las nociones de reparación integral, actualmente actuando como la columna 
vertebral de los juicios de responsabilidad como el derecho de daños. Estos cambios se deben al 
giro copernicano en materia constitucional que tuvieron la mayoría de países latinoamericanos a 
finales del siglo pasado y comienzos de este, teniendo como característica la evolución de Estados 
sociales de derecho, que tienen como pilares los derechos fundamentales y con la dignidad humana, 
son los artífices de la revolución significativa al momento de la liquidación de perjuicios, logrando 
condensar todas las dimensiones antropológicas o sociológicas, tanto en lesiones individuales 
como colectivas, disposiciones que pueden ser extraída de las sentencias de los tribunales 
competentes para estas materias.   
Los anteriores postulados, propios del Estado como garante de las facultades humanas plenamente 
reconocidas, son los que permite tener sustento en parte de la responsabilidad con función de 
transformar, dado que no solo existió un daño sufrido por la víctima, sino que anterior a dicha 
actuación o hecho dañoso, existía un panorama de vulneración fruto de la poca disposición del 
Estado por la materialización de los derechos fundamentales, es decir, aún luego de más de 28 años 
de la expedición de la Carta Política de 1991, existen población que no tiene acceso a las garantías 
mínimas por lo que se podría señalar como debilidad estatal, quebrando el principio de igualdad y 
evidenciando serias falencias en la administración pública.  
Son estas razones las que llevan a establecer la trasformación de dichas situaciones, no solo desde 
el punto de vista económico o con medidas indemnizatorias, sino una puesta en marcha del 
principio de la reparación integral que permita permear en todos los aspectos de la reparación, las 
directrices de las dignidad humana, además, que el Estado logre conciliar con estos grupos 
vulnerados y marginados la inactividad o actitud pasiva como guardián y encargado de materializar 







Bases legales    
Constitución Política de 1991 
Artículo 90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. 
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, 
que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, 
aquél deberá repetir contra éste 
Artículo 93.   Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que 
reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, 
prevalecen en el orden interno. 
Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los 
tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. 
Incisos 3 y 4 adicionados por el artículo 1 del Acto Legislativo No. 2 de 2001. El nuevo texto 
es el siguiente: 
El Estado Colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional en los 
términos previstos en el Estatuto de Roma adoptado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia 
de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas y, consecuentemente, ratificar este tratado de 
conformidad con el procedimiento establecido en esta Constitución. 
La admisión de un tratamiento diferente en materias sustanciales por parte del Estatuto de 
Roma con respecto a las garantías contenidas en la Constitución tendrá efectos 
exclusivamente dentro del ámbito de la materia regulada en él. 
Artículo 124. La ley determinará la responsabilidad de los servidores públicos y la manera 
de hacerla efectiva. 
Artículo transitorio 18. Reparación integral en el sistema integral de verdad, justicia, 
reparación y no repetición. Artículo adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 
2017. El nuevo texto es el siguiente: En el marco del Sistema Integral de Verdad, Justicia, 
Reparación y No Repetición, el Estado garantizará el derecho a la reparación a las víctimas 
de graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario que hayan sufrido daños, individual o colectivamente con ocasión del conflicto 
armado. La reparación será garantizada por el Estado de manera integral, adecuada, 
diferenciada y efectiva, priorizando la distribución de las medidas de reparación entre las 
víctimas teniendo en cuenta el universo de víctimas del conflicto armado y buscando la 
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igualdad en el acceso y la equidad en la distribución de los recursos disponibles, y dando 
preferencia en la atención a los sujetos de especial protección constitucional. 
Parágrafo. En los casos en que se aplique amnistía, indulto o renuncia a la persecución penal, 
no procederán acciones judiciales contra los beneficiarios de tales medidas para la 
indemnización de las víctimas. En todo caso, deberán contribuir al esclarecimiento de la 
verdad, a la reparación de las víctimas y garantizar la no repetición. (Constitución Política, 
1991) 
La Constitución política en su artículo 90, determina lo relacionado con la responsabilidad del 
Estado, eje fundamental de esta investigación, la reparación transformadora en el reconocimiento 
de vulneración a bienes constitucional y convencionalmente protegidos se da en el marco de la 
responsabilidad estatal, razón por la cual lo esgrimido en la Carta política abarca todos los temas y 
subtemas que se desarrollarán a continuación. Alrededor de la responsabilidad, también el artículo 
124 indica lo concerniente a la responsabilidad de los servidores públicos.  
Los dos artículos mencionados anteriormente hacen parte del marco jurídico de esta investigación 
por cuanto todo el proceso de reconocimiento de responsabilidad estatal gira en torno a ellos, es 
decir, por estas directrices constitucionales es que hoy día puede hablarse de la responsabilidad del 
Estado y llevar a cabo un proceso jurisdiccional garantista que lo reconoce, todas las actuaciones 
alrededor están direccionadas por estos mandatos constitucionales.  
Por otro lado, el artículo 93 reconoce que “Los tratados y convenios internacionales ratificados por 
el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de 
excepción” (Constitución política, 1991) prevalecen en el orden interno, esto es la positivización 
del conocido Bloque de constitucionalidad. Es relevante para esta investigación pues los derechos 
convencionalmente protegidos, tienen esta condición de protegidos en el ámbito nacional 
precisamente por la adopción de los preceptos consagrados en instrumentos jurídicos 
internacionales.  
 
Ley 16 de 1972 
 “Por medio de la cual se aprueba la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto 
de San José de Costa Rica", firmado en San José, Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969” 
 
Artículo 1º. Obligación de respetar los Derechos. 
1. Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a 
su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza color, sexo, idioma, religión, 
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opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social. 
2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano. 
Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad. 
1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su 
familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o 
reputación. 
3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. 
(Ley 16, 1972)  
Esta ley, en armonía con el artículo 93 Superior, ratifican el reconocimiento que le da el marco 
jurídico colombiano mediante la figura del Bloque de constitucionalidad a instrumentos normativos 
internacionales, en este caso la Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San 
José de Costa Rica de 1969. En relación con la investigación y en una lectura sistemática del marco 
jurídico comprendiendo Constitución, Bloque de constitucionalidad, leyes y providencias 
judiciales, gracias a esta normativa es que se puede hablar del reconocimiento del daño a bienes 
convencionalmente protegidos, razón por la cual, es uno de los pilares sobre los cuales se edifica 
el presente estudio.   
   
Ley 446 de 1998  
Por la cual se adoptan como legislación permanente algunas normas del Decreto 2651 de 1991, 
se modifican algunas del Código de Procedimiento Civil, se derogan otras de la Ley 23 de 1991 
y del Decreto 2279 de 1989, se modifican y expiden normas del Código Contencioso 
Administrativo y se dictan otras disposiciones sobre descongestión, eficiencia y acceso a la 
justicia. 
 
Artículo 16. Valoración de daños. Dentro de cualquier proceso que se surta ante la 
Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, 
atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos 
actuariales. (Ley 446, 1998) 
La valoración de daños dentro de los procesos de responsabilidad es una herramienta para el 
operador judicial, que al momento de fallar debe considerar todos los daños y valorar los mismos 
con la finalidad de expedir un pronunciamiento que tengan como fin reparar cada uno de ellos, 
dejando a la persona en el estado más cercano posible al que se encontraba antes de la causación 
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del daño. Es por ello que la valoración de los daños debe incluirse en las bases legales, puesto que, 
la reparación transformadora que es el eje central de esta investigación va más allá de la simple 
valoración de estos y enfoca la reparación, tal como lo indica la norma, contemplando la reparación 
integral.  
Ley 288 de 1996 
Por medio de la cual se establecen instrumentos para la indemnización de perjuicio a las 
víctimas de violaciones de derechos humanos en virtud de lo dispuesto por determinados 
órganos internacionales de Derechos Humanos. 
Artículo 1. El Gobierno Nacional deberá pagar, previa realización del trámite de que trata la 
presente Ley, las indemnizaciones de perjuicios causados por violaciones de los derechos 
humanos que se hayan declarado, o llegaren a declarase (sic), en decisiones expresas de los 
órganos internacionales de derechos humanos que más adelante se señalan. (Ley 288, 1996) 
La Ley 288 de 1996 en su artículo primero consagra el deber estatal de pagar a las víctimas las 
indemnizaciones por los perjuicios que hayan surgido en el marco de violaciones a derecho 
humanos, lo particular de esta norma es que las indemnizaciones de las que trata son las que se dan 
en virtud de lo dispuesto en decisiones proferidas por determinados órganos de Derechos Humanos. 
Esto es relevante pues da vía libre para traer a colación diferentes pronunciamientos, por ejemplo, 
de la Corte Interamericana de derechos humanos y aplicarlos al contexto colombiano.  
 
Ley 975 de 2005 
Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados 
organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz 
nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios. 
 
Artículo 8. Derecho a la reparación. El derecho de las víctimas a la reparación comprende las 
acciones que propendan por la restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción; y las 
garantías de no repetición de las conductas. 
 
Restitución es la realización de las acciones que propendan por regresar a la víctima a la 
situación anterior a la comisión del delito. 
 
La indemnización consiste en compensar los perjuicios causados por el delito. 
 
La rehabilitación consiste en realizar las acciones tendientes a la recuperación de las víctimas 
que sufren traumas físicos y sicológicos como consecuencia del delito. 
 
La satisfacción o compensación moral consiste en realizar las acciones tendientes a 




Las garantías de no repetición comprenden, entre otras, la desmovilización y el 
desmantelamiento de los grupos armados al margen de la ley. 
 
Se entiende por reparación simbólica toda prestación realizada a favor de las víctimas o de 
la comunidad en general que tienda a asegurar la preservación de la memoria histórica, la no 
repetición de los hechos victimizantes, la aceptación pública de los hechos, el perdón público 
y el restablecimiento de la dignidad de las víctimas. 
 
La reparación colectiva debe orientarse a la reconstrucción sicosocial de las poblaciones 
afectadas por la violencia. Este mecanismo se prevé de manera especial para las comunidades 
afectadas por la ocurrencia de hechos de violencia sistemática. 
 
Las autoridades judiciales competentes fijarán las reparaciones individuales, colectivas o 
simbólicas que sean del caso, en los términos de esta ley. 
 
Artículo 49. Programas de reparación colectiva. El Gobierno, siguiendo las recomendaciones 
la Comisión Nacional de Reconciliación y Reparaciones, deberá implementar un programa 
institucional de reparación colectiva que comprenda acciones directamente orientadas a 
recuperar la institucionalidad propia del Estado Social de Derecho particularmente en las 
zonas más afectadas por la violencia; a recuperar y promover los derechos de los ciudadanos 
afectados por hechos de violencia, y a reconocer y dignificar a las víctimas de la violencia. 
(Ley 975, 2005) 
 
El derecho a la reparación y las reparaciones colectiva son los mecanismos jurídicos para enmendar 
los daños causados a la población, estas comprenden la restitución, indemnización, satisfacción; y 
las garantías de no repetición, además las reparaciones colectivas que están direccionadas a la 
recuperación de la institucionalidad propia del Estado social de derecho, aquel que es respetuoso 
de la dignidad humana, solidario y que propende el acatamiento y promoción de las garantías 
humanas con la finalidad de reconocer y dignificar a las víctimas. Ahora bien, la reparación 
transformadora, núcleo de esta investigación, funge sobre todo en escenarios en los que esta 
institucionalidad se ha perdido y en su gran mayoría los daños ocurren por la ausencia de Estado 




Ley 1437 de 2011 




Artículo 140. En los términos del artículo 90 de la Constitución Política, la persona interesada 
podrá demandar directamente la reparación del daño antijurídico producido por la acción u 
omisión de los agentes del Estado. 
De conformidad con el inciso anterior, el Estado responderá, entre otras, cuando la causa del 
daño sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal o 
permanente de inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa imputable 
a una entidad pública o a un particular que haya obrado siguiendo una expresa instrucción de 
la misma. 
Las entidades públicas deberán promover la misma pretensión cuando resulten perjudicadas 
por la actuación de un particular o de otra entidad pública. 
En todos los casos en los que en la causación del daño estén involucrados particulares y 
entidades públicas, en la sentencia se determinará la proporción por la cual debe responder 
cada una de ellas, teniendo en cuenta la influencia causal del hecho o la omisión en la 
ocurrencia del daño. (Ley 1437, 2011) 
La normativa expuesta consagra la acción de reparación directa, este es el mecanismo mediante el 
cual la personas que crean haber sufrido un daño causado por agentes del Estado, pueden demandar 
ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo el reconocimiento y reparación de los daños 
causados. En el escenario de este proceso es que el Estado es declarado responsable o no de un 
hecho dañino y se establece la obligación de reparar.  
Ley 1448 del 2011 
Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del 
conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones. 
 
Artículo 4. Dignidad. El fundamento axiológico de los derechos a la verdad, la justicia y la 
reparación, es el respeto a la integridad y a la honra de las víctimas. Las víctimas serán 
tratadas con consideración y respeto, participarán en las decisiones que las afecten, para lo 
cual contarán con información, asesoría y acompañamiento necesario y obtendrán la tutela 
efectiva de sus derechos en virtud del mandato constitucional, deber positivo y principio de 
la dignidad. 
 
El Estado se compromete a adelantar prioritariamente acciones encaminadas al 
fortalecimiento de la autonomía de las víctimas para que las medidas de atención, asistencia 
y reparación establecidas en la presente ley, contribuyan a recuperarlas como ciudadanos en 
ejercicio pleno de sus derechos y deberes. 
 
Artículo 13. Enfoque diferencial. El principio de enfoque diferencial reconoce que hay 
poblaciones con características particulares en razón de su edad, género, orientación sexual 
55 
 
y situación de discapacidad. Por tal razón, las medidas de ayuda humanitaria, atención, 
asistencia y reparación integral que se establecen en la presente ley, contarán con dicho 
enfoque. 
 
El Estado ofrecerá especiales garantías y medidas de protección a los grupos expuestos 
a mayor riesgo de las violaciones contempladas en el artículo 3o de la presente Ley tales 
como mujeres, jóvenes, niños y niñas, adultos mayores, personas en situación de 
discapacidad, campesinos, líderes sociales, miembros de organizaciones sindicales, 
defensores de Derechos Humanos y víctimas de desplazamiento forzado (…) 
 
Artículo 17. Progresividad. El principio de progresividad supone el compromiso de 
iniciar procesos que conlleven al goce efectivo de los Derechos Humanos, obligación que se 
suma al reconocimiento de unos contenidos mínimos o esenciales de satisfacción de esos 
derechos que el Estado debe garantizar a todas las personas, e ir acrecentándolos 
paulatinamente. 
 
Artículo 18. Gradualidad. El principio de gradualidad implica la responsabilidad 
Estatal de diseñar herramientas operativas de alcance definido en tiempo, espacio y recursos 
presupuestales que permitan la escalonada implementación de los programas, planes y 
proyectos de atención, asistencia y reparación, sin desconocer la obligación de 
implementarlos en todo el país en un lapso determinado, respetando el principio 
constitucional de igualdad. 
 
Artículo 21. Principio complementariedad. Todas las medidas de atención, asistencia 
y reparación deben establecerse de forma armónica y propender por la protección de los 
derechos de las víctimas. 
 
Tanto las reparaciones individuales, ya sean administrativas o judiciales, como las 
reparaciones colectivas o a los colectivos, deben ser complementarias para alcanzar la 
integralidad. 
 
Artículo 25. Derecho a la reparación integral. Las víctimas tienen derecho a ser 
reparadas de manera adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por el daño que han 
sufrido como consecuencia de las violaciones de que trata el artículo 3o de la presente Ley. 
La reparación comprende las medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, 
satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, 
moral y simbólica. Cada una de estas medidas será implementada a favor de la víctima 
dependiendo de la vulneración en sus derechos y las características del hecho victimizante. 




Conocida como ley de víctimas, incorpora al ordenamiento jurídico colombiano un amplio número 
de conceptos y mandatos como la definición de víctima, los tipos y definiciones de las formas de 
reparación, los principios que deben tenerse en cuenta para reparar adecuadamente a las víctimas 
del conflicto armado interno, los derechos de estas en el marco del proceso judicial, medidas de 
asistencia y atención a víctimas, ayuda humanitaria, entre otros. Todos estos preceptos deben 
tenerse en cuenta en el proceso de reparación, por ello es necesario el estudio de esta norma.  
 
Ley 1592 de 2012 
Por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005 “por la cual se dictan 
disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen 
de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan 
otras disposiciones para acuerdos humanitarios” y se dictan otras disposiciones. 
 
Artículo 3. La Ley 975 de 2005 tendrá un nuevo artículo 5A del siguiente tenor: 
 
Artículo 5A. Enfoque diferencial. El principio de enfoque diferencial reconoce que hay 
poblaciones con características particulares en razón de su edad, género, raza, etnia, 
orientación sexual y situación de discapacidad. Por tal razón, la participación de las víctimas 
en el proceso penal especial de que trata la presente ley, así como el proceso judicial y la 
investigación que se realice, deberán contar con dicho enfoque, sin perjuicio de la aplicación 
de criterios de priorización. 
 
El Estado ofrecerá especiales garantías y medidas de protección a los grupos expuestos a 
mayor riesgo de las violaciones a que se refiere el artículo 5 de la presente ley, tales como 
mujeres, jóvenes, niños y niñas, adultos mayores, personas en situación de discapacidad, 
campesinos/as, líderes/lideresas sociales, miembros de organizaciones sindicales, 
defensores/as de Derechos Humanos, víctimas de desplazamiento forzado y miembros de 
pueblos o comunidades indígenas, ROM, negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, 
cuando el riesgo se genere con ocasión de su participación en el proceso judicial especial de 
que trata la presente ley.  
 
Artículo 29. Modifíquese el artículo 44 de la Ley 975 de 2005, el cual quedará así: 
 
Artículo 44. Actos de contribución a la reparación integral. Al momento de emitir sentencia 
como consecuencia del procedimiento excepcional de que trata la presente ley, la Sala de 
Conocimiento podrá ordenar al postulado llevar a cabo cualquiera de los siguientes actos de 
contribución a la reparación integral: 
 
1. La declaración pública que restablezca la dignidad de la víctima y de las personas 




2. El reconocimiento público de responsabilidad, la declaración pública de arrepentimiento 
y el compromiso de no incurrir en conductas punibles. 
 
3. La participación en los actos simbólicos de resarcimiento y redignificación de las víctimas 
a los que haya lugar de conformidad con los programas que sean ofrecidos, para tal efecto. 
 
4. La colaboración eficaz para la localización de personas secuestradas o desaparecidas y la 
localización de los cadáveres de las víctimas, de los que tenga conocimiento. 
 
5. Llevar a cabo acciones de servicio social. 
 
PARÁGRAFO. La libertad a prueba estará sujeta a la ejecución de los actos de contribución 
a la reparación integral que hayan sido ordenados en la sentencia. (Ley 1592, 2012) 
 
Esta ley tratándose de modificaciones a la Ley 975 del 2005 que regula entre otras cosas, la 
reincorporación de miembros de grupos armados al margen de la ley y la consecución de la paz 
Nacional le da un status a la víctima desde el centro del proceso judicial penal especial y la 
reparación, indicando además que debe contar con un enfoque diferencial que atienda las 
particularidades de cada víctima en concreto y aplicar además unos criterios de priorización.  
 
Aunado a lo anterior, dispone que las medidas de reparación integral pueden estar orientadas a 
actos de reparación simbólicos que enaltezcan el valor de dignidad de las víctimas, el 
reconocimiento público de responsabilidad y de arrepentimiento, además de medidas encaminadas 
a la prestación de servicios sociales y actos simbólicos de resarcimiento y dignificación, entre otros. 
Los cuales amplían la gama de reparaciones y ejemplifica algunas de las medidas que pueden (y 
deben) tomarse en los casos de víctimas del conflicto armado interno.  
 
 
Decreto 4800 de 2011 
Por el cual se reglamenta la Ley 1448 de 2011 y se dictan otras disposiciones. 
Artículo 5°. Enfoque transformador. Las medidas de reparación contenidas en el presente 
decreto buscan contribuir a la eliminación de los esquemas de discriminación y marginación 
que contribuyeron a la victimización, bajo el entendido que transformando dichas 
condiciones se evita la repetición de los hechos y se sientan las bases para la reconciliación 
en el país. El enfoque transformador orienta las acciones y medidas contenidas en el presente 
decreto hacia la profundización de la democracia y el fortalecimiento de las capacidades de 
las personas, comunidades e instituciones para su interrelación en el marco de la recuperación 
de la confianza ciudadana en las instituciones. Asimismo, las orienta a la recuperación o 
reconstrucción de un proyecto de vida digno y estable de las víctimas. 
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Artículo 222.- Reparación colectiva. Entiéndase por reparación colectiva el conjunto de 
medidas a que tienen derecho los sujetos colectivos que hayan sufrido alguno de los eventos 
definidos en el artículo 151 de la Ley 1448 de 2011, las cuales comprenderán medidas de 
restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en los 
componentes político, material y simbólico. La reparación colectiva estará dirigida al 
reconocimiento y dignificación de los sujetos de reparación colectiva, la recuperación 
psicosocial, a la inclusión ciudadana como sujetos plenos de derecho, a la reconstrucción del 
tejido social, a la reconstrucción de confianza de la sociedad en el Estado en las zonas y 
territorios afectados por el conflicto armado, a la recuperación y/o fortalecimiento de la 
institucionalidad del Estado Social de Derecho para la consecución de la reconciliación 
nacional y la convivencia pacífica. Parágrafo. La reparación colectiva tendrá un enfoque 
transformador y diferencial en tanto propenda por eliminar los esquemas de discriminación 
y marginación de los sujetos colectivos, que pudieron contribuir a la ocurrencia de los hechos 
victimizantes. 
La reparación colectiva ofrecerá especial atención a las necesidades especiales de los 
miembros del sujeto de reparación colectiva que, en razón de su edad, género, orientación 
sexual y/o situación de discapacidad que así lo requieran, garantizando su participación 
efectiva y adecuada en la toma de decisiones. 
Artículo 224.- Creación del Programa de Reparación Colectiva. Créase el Programa de 
Reparación Colectiva el cual será implementado y coordinado por la Unidad Administrativa 
Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas a través de las fases y 
componentes establecidos en el presente capítulo de acuerdo a los siguientes criterios 
establecidos en las recomendaciones del Programa Institucional de Reparación Colectiva de 




 6. Transformación de las condiciones que pudieron generar las violaciones de derechos.  
 
El Programa de Reparación Colectiva estará conformado por medidas de restitución, 
indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición en los componentes 
político, material y simbólico (…). (Decreto 4800, 2011). 
 
El Decreto en mención reglamenta la Ley 1448 o Ley de víctimas, hace énfasis en la 
implementación de un enfoque transformador, eje central de estas tesis, el cual busca eliminar las 
situaciones de discriminación y marginación que propiciaron los escenarios necesarios para la 
ocurrencia del hecho dañino, pues al transformar estos escenarios, se contribuye a la reparación 




Por otro lado, indica sobre la reparación colectiva su definición y cómo puede llevarse a cabo 
mediante la enunciación de las medidas que comprende. La finalidad de la reparación colectiva 
está encaminada a la recuperación sicosocial, dignificación y reconocimiento de las víctimas, 
reconstrucción del tejido social y de los lazos de confianza entre ciudadanos e institucionalidad, 
para este tipo de reparación, la norma señala que debe darse mediante un enfoque transformador.  
 
 
Resolución 60 / 147 
Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las 
normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional 
humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones 
 
10. Las víctimas deben ser tratadas con humanidad y respeto de su dignidad y sus derechos 
humanos, y han de adoptarse las medidas apropiadas para garantizar su seguridad, su 
bienestar físico y psicológico y su intimidad, así como los de sus familias. El Estado debe 
velar por que, en la medida de lo posible, su derecho interno disponga que las víctimas de 
violencia o traumas gocen de una consideración y atención especiales para que los 
procedimientos jurídicos y administrativos destinados a hacer justicia y conceder una 
reparación no den lugar a un nuevo trauma. 
15. Una reparación adecuada, efectiva y rápida tiene por finalidad promover la justicia, 
remediando las violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos 
o las violaciones graves del derecho internacional humanitario. La reparación ha de ser 
proporcional a la gravedad de las violaciones y al daño sufrido. Conforme a su derecho 
interno y a sus obligaciones jurídicas internacionales, los Estados concederán reparación a 
las víctimas por las acciones u omisiones que puedan atribuirse al Estado y constituyan 
violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos o violaciones 
graves del derecho internacional humanitario. Cuando se determine que una persona física o 
jurídica u otra entidad está obligada a dar reparación a una víctima, la parte responsable 
deberá conceder reparación a la víctima o indemnizar al Estado si éste hubiera ya dado 
reparación a la víctima. 
16. Los Estados han de procurar establecer programas nacionales de reparación y otra 
asistencia a las víctimas cuando el responsable de los daños sufridos no pueda o no quiera 
cumplir sus obligaciones. 
17. Los Estados ejecutarán, con respecto a las reclamaciones de las víctimas, las sentencias 
de sus tribunales que impongan reparaciones a las personas o entidades responsables de los 
daños sufridos, y procurarán ejecutar las sentencias extranjeras válidas que impongan 
reparaciones con arreglo al derecho interno y a las obligaciones jurídicas internacionales. 
Con ese fin, los Estados deben establecer en su derecho interno mecanismos eficaces para la 
ejecución de las sentencias que obliguen a reparar daños. 
18. Conforme al derecho interno y al derecho internacional, y teniendo en cuenta las 
circunstancias de cada caso, se debería dar a las víctimas de violaciones manifiestas de las 
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normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho 
internacional humanitario, de forma apropiada y proporcional a la gravedad de la violación 
y a las circunstancias de cada caso, una reparación plena y efectiva, según se indica en los 
principios 19 a 23, en las formas siguientes: restitución, indemnización, rehabilitación, 
satisfacción y garantías de no repetición. (Resolución 60/147, 2005). 
Esta resolución consagra los “principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 
violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves 
del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones” (Resolución 
60/147, 2005), es sumamente importante para esta investigación pues revalida los derechos que 
tienen las víctimas en los procesos que se lleven a cabo frente a la institucionalidad, bien sea en 
procedimientos judiciales o administrativos. Señala también los lineamientos para una reparación 
adecuada, intentando dejar al margen de la reparación los criterios subjetivos inherentes de la 
persona humana que pudiesen salir a flote en el rol del juzgador.  
También establece una serie de obligaciones estatales como llevar a cabo programas nacionales de 
reparación y asistencia a las víctimas, ejecutar las sentencias que impongan reparaciones, incluso 
ejecutar sentencias extranjeras válidas que impongan reparaciones con observancia del derecho 
interno y las obligaciones internacionales, dándole la potestad a los Estados sobre los mecanismos 
para llevarlo a cabo. 
 
Sentencia C-161 de 2016 
M.P: LUÍS ERNESTO VARGAS SILVA 
 
Bajo la acción pública de inconstitucionalidad, un ciudadano pretende la declaratoria de 
inexequibilidad del parágrafo 1, del artículo 3 de la ley 1448 del 2011, por considerar que era 
discriminatoria con los miembros de la fuerza pública víctimas del conflicto armado colombiano, 
puesto no acceden a las medidas desarrolladas por la ley en mención sino, sus daños son reparados 
según el régimen especial al que pertenecen como servidores públicos, dejando componentes de 
reparación integral por fuera de dichos contenidos reparadores. La Corte Constitucional en el 
presente estudio advirtió:  
 
“La reparación integral, de la cual forma parte el componente indemnizatorio o de reparación 
económica, debe realizarse de manera adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva. Las 
medidas orientadas a la reparación integral están regidas por los principios de progresividad, 
que implica el reconocimiento de unos contenidos mínimos o esenciales de satisfacción de 
este derecho que el Estado debe garantizar a todas las personas, e ir acrecentándolos 
paulatinamente. La gradualidad, implica la responsabilidad del Estado de diseñar 
herramientas operativas de alcance definido en materia presupuestal y que permitan la 
implementación escalonada de los programas de reparación, respetando el principio de 
igualdad. La reparación debe cumplirse además en un marco de sostenibilidad fiscal con el 
fin de garantizar, en su conjunto, la continuidad, progresividad, viabilidad y su efectivo 
cumplimiento” del mismo modo, expresó: “La norma legal acusada efectivamente establece 
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un trato diferente entre las víctimas civiles y militares, en lo que atañe a la reparación del 
daño. Las primeras tienen derecho a ser reparadas de manera adecuada, diferenciada, 
transformadora y efectiva por el daño que han sufrido como consecuencia de las violaciones 
de que trata el artículo 3 de la presente Ley (Art. 25 de la Ley 1448 de 2011). Su reparación 
comprende, así: medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y 
garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y 
simbólica. En cuanto a la indemnización, la Ley 1448 de 2011 prevé el reconocimiento y 
pago de una de carácter administrativo (Capítulo VII), tasada de conformidad con la 
reglamentación expedida por el Gobierno Nacional. Las víctimas pertenecientes a la Fuerza 
Pública, aunque son titulares del derecho a la reparación integral, recibirán como reparación 
económica por todo concepto aquella “a la que tengan derecho de acuerdo al régimen 
especial que les sea aplicable. De la misma forma, tendrán derecho a las medidas de 
satisfacción y garantías de no repetición señaladas en la presente ley”. (Sentencia C 161, 
2016).  
 
Como resultado del juicio constitucional se obtuvo declarar exequible el apartado legal demando 
ya que se justifica el trato dado por la ley de víctimas al excluir de algunos contenidos a las fuerzas 
militares, ya que existe una clara diferencia en las situaciones que tienen estos frente a los demás 
civiles que el Estado debe ser garante de sus derechos, por consiguiente, a este último grupo de 
personas el contenido de sus reparaciones debe ser diferenciado y transformador.  
 
 
Sentencia T-054 de 2017 
M.P: GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO 
 
El accionante es una víctima del conflicto armando que dirige su tutela contra la Unidad para la 
Atención y Reparación Integral a las Victimas (UARIV), alega que le fueron vulnerados sus 
derechos fundamentales a la reparación integral de las víctimas del conflicto, debido al no pago de 
las sentencias que liquidaban los perjuicios por la muerte de su hijo, es importante advertir que los 
fallos a los que hace mención fueros proferidos por unos la justicia penal ordinaria y otros por los 
jueces dentro del proceso de justicia y paz en el marco de la justicia transicional, con regulación en 
la ley 975 del 2005.   La Corte Constitucional determinó: 
 
 La Ley 1448, comúnmente reconocida como “Ley de Víctimas y de Restitución de Tierras”, 
busca restablecer el proyecto de vida de cada víctima del conflicto armado interno, así como 
garantizar el goce efectivo de sus derechos de manera sostenible y transformadora” y además 
sostuvo: “De trascendental importancia para el contexto colombiano, es la consagración del 
principio denominado “enfoque transformador” en el marco del Decreto 4800 de 2011 (Art. 
5º). Este busca eliminar los esquemas de discriminación y marginación de las víctimas del 
conflicto armado, evitando la repetición de los hechos. Es decir, en Colombia no solo se 
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pretende reparar a las víctimas de manera integral con las cinco medidas ya mencionadas, 
sino también evitar que aquellas vuelvan a su situación previa de precariedad material y de 
discriminación. El enfoque transformador busca, precisamente, transformar esas 
circunstancias, pues la exclusión es un factor generador del conflicto armado.” (Sentencia T 
054, 2017) 
 
Bajo estos argumentos, ordenó la protección de los derechos fundamentales del accionante, 
indicándole a la UARIV que debe iniciar con el trámite para el reconocimiento de la reparación 
integral a que tiene derecho, fruto de las decisiones proferidas por los jueces de justicia y paz.   
 
Sentencia T-718 de 2017 
M.P: ALEJANDRO LINARES CANTILLO 
 
Cuatro mujeres víctimas del conflicto armado colombiano y de la violencia sexual acuden a la 
acción de tutela contra la UARIV en busca de la defensa de sus derechos fundamentales  a la 
igualdad y a la no discriminación, el derecho al acceso a la justicia y el derecho a la reparación 
integral por desconocer una reparación colectiva para las víctimas de la violencia sexual de la 
masacre de El Salado, al no tener en cuenta un enfoque diferencial para ellas ni hacerlas partícipes 
en la elaboración del Programa de Reparación Integral Colectivo que se adelantó con la comunidad. 
Dentro de las reflexiones el tribunal constitucional manifestó:  
 
La reparación tiene como fines el reconocimiento y dignificación de los sujetos colectivos, 
la reconstrucción del proyecto de vida, la recuperación psicofísica de los grupos afectados, a 
la inclusión ciudadana y a la reconstrucción del tejido social. En adición a estos propósitos, la 
reparación colectiva debe estar orientada siempre con un enfoque transformador 
y diferencial que excluya cualquier forma de discriminación, como aquel que, por ejemplo, 
surge de la violencia sexual”, además sostuvo: “La reparación colectiva con un enfoque 
diferencial, transformador y de género exige tener en cuenta la voz de las mujeres, como las 
víctimas de violencia sexual en el contexto armando, quienes tienen obstáculos para 
participar en los procesos de reparación. La participación de las víctimas de violencia sexual 
no solo es necesaria para llevar a cabo el proceso de reparación integral, sino que su no-
participación puede implicar una vulneración a sus derechos fundamentales a la reparación 
colectiva y a la participación de su formulación, si: (i) no fueron informadas oportuna y 
adecuadamente sin exponerlas a una revictimización; (ii) no se crearon espacios seguros y 
confidenciales para que pudieran ejercer su participación en condiciones de seguridad y de 
no revictimización; (iii) no se reconoce que la violencia sexual es una violencia de género no 
solo por estar dirigida principal o, incluso, exclusivamente a las mujeres, sino también porque 
tiene lugar en contextos de acentuada discriminación contra la mujer y (iv) las formas de 
participación no se flexibilizaron en función de las víctimas de violencia sexual. (Sentencia 




La síntesis de la decisión de la Corte es la siguiente: “el Estado debe garantizar la participación 
efectiva de las víctimas, lo que se traduce en que ellas intervengan en la identificación del daño y 
de las medidas de reparación colectiva que se busquen implementar” (Sentencia T 718, 2017) por 
tal motivo, deben iniciar medidas que estén ligadas al enfoque diferencial y trasformador 
conducentes a lograr una reparación real y efectiva.  
 
Sentencia SU – 599 de 2019 
M.P: CRISTINA PARDO SCHLESINGER 
 
La acción de tutela fue interpuesta por las abogadas de una víctima del conflicto armado, que fruto 
del reclutamiento forzado cuando era menor de edad, estuvo en las filas del grupo guerrillero 
FARC-EP donde fue abusada sexualmente y posteriormente, fue obligada a abortar y sufrir daños 
en sus derechos sexuales y reproductivos, demanda a las entidades Unidad de Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas – UARIV y Capital Salud E.P.S. a la primera por no considerarla 
como víctima del conflicto armado al no ser incluida en el Registro Único de Victimas – RUV- y 
a la segunda por no garantizarle todos los servicios asistenciales que tiene derecho como víctima 
de la violencia sexual. 
 
En el presente análisis la Corte Constitucional, frente a la reparación de las víctimas indicó:  
 
“Todo esto, la Ley de Víctimas fue creada con el objetivo de “establecer un conjunto 
de medidas judiciales, administrativas, sociales y económicas, individuales y 
colectivas, en beneficio de las víctimas de las violaciones contempladas en el artículo 
3º de la presente ley, dentro de un marco de justicia transicional, que posibiliten hacer 
efectivo el goce efectivo de sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación con 
garantía de no repetición, de modo que se reconozca su condición de víctimas y se 
dignifique a través de la materialización de sus derechos constitucionales”. 
Específicamente, la referida ley contempla los siguientes tipos de medidas: 
  
(i)  Reparación: Este grupo comprende, a su turno, cinco tipos de medidas las cuales 
son las de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantía de no 
repetición. Las víctimas tienen derecho a acceder a una o varias de estas, dependiendo 
del tipo de hecho victimizante y del daño sufrido, y pueden ser individuales, 
colectivas, materiales, morales o simbólicas.  
a)     Restitución: Busca el restablecimiento de las víctimas a la situación en que se 
encontraban antes de que ocurriera el hecho victimizante. Además de la restitución de 
tierras, se prevén medidas de restitución de vivienda y se promueven capacitaciones 
y planes de empleo urbano y rural para lograrlo. 
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b)    Indemnización: Las víctimas del conflicto armado interno tienen derecho a 
recibir una compensación económica, a título de indemnización administrativa, que 
se dará dependiendo del hecho victimizante y del daño sufrido.  
c)     Rehabilitación: Consiste en una atención de carácter jurídico, médico, 
psicológico y social, que busca el restablecimiento de las condiciones físicas y 
psicológicas de las víctimas.  
d)    Satisfacción: Se encuentra encaminada a proporcionar bienestar y a contribuir en 
la mitigación del dolor de la víctima, mediante el restablecimiento de su dignidad y la 
difusión de la verdad sobre lo sucedido.  
e)     Garantía de no repetición: Son las medidas que el Estado debe implementar con 
la finalidad de garantizar que no se volverán a repetir las violaciones a derechos 




(iii)           Asistencia y atención: La Ley de Víctimas definió el concepto de asistencia 
como “el conjunto integrado de medidas, programas y recursos de orden político, 
económico, social, fiscal, entre otros, a cargo del Estado, orientado a restablecer la 
vigencia efectiva de los derechos de las víctimas, brindarles condiciones para llevar 
una vida digna y garantizar su incorporación a la vida social, económica y política”. 
Asimismo, definió el concepto de atención como “la acción de dar información, 
orientación y acompañamiento jurídico y psicosocial a la víctima, con miras a facilitar 
el acceso y cualificar el ejercicio de los derechos a la verdad, justicia y reparación]. 
De este grupo de medidas se destacan las siguientes:  
 
a)     Salud: Es aquella asistencia dirigida a satisfacer las necesidades en salud de las 
víctimas del conflicto armado interno, por medio de las Instituciones Prestadoras de 
Servicios de Salud (I.P.S.), las Empresas Promotoras de Salud (E.P.S.) y las Entidades 
Territoriales de Salud. Dentro de este grupo, deben entenderse incluidas todas las 
actividades, intervenciones y procedimientos en los componentes de promoción, 
prevención, tratamiento y rehabilitación, tendientes a permitir la recuperación de la 
integridad física, emocional y psicológica de las víctimas. La cobertura de la 
asistencia en salud debe ser garantizada por el Sistema General de Seguridad Social 
en Salud. La Ley de Víctimas también estableció que toda persona que sea incluida 
en el RUV, sólo por este hecho, podrá acceder a la afiliación contemplada en el 
artículo 32.2 de la Ley 1438 de 2011 y será considerado elegible para el subsidio de 
salud, salvo que se llegue a demostrar la existencia de capacidad de pago por parte de 
la víctima. Además, se estableció la obligación de todas las instituciones hospitalarias, 
públicas o privadas, de todo el territorio nacional, de prestar una atención de 
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emergencia de manera inmediata a las víctimas que lo requieran, independientemente 
de la capacidad socioeconómica y sin exigir condición previa para su admisión. 
b)    Educación: La referida ley determinó que las autoridades tienen la 
responsabilidad de asegurar que la población víctima de conflicto armado interno 
tengan acceso a una educación gratuita y obligatoria, en los niveles prescolar, básico 
y media, teniendo en cuenta su identidad cultura, idioma y religión. Estas medidas 
deberán asegurar una plena e igual participación de mujeres y niñas en programas de 
educación. En efecto, las autoridades deberán asegurar la exención de todo tipo de 
costos académicos en los establecimientos educativos, siempre y cuando los 
beneficiarios no cuenten con capacidad de pago. 
c)     Entre otras, como la asistencia de alimentación, la materialización de la 
reunificación familiar y la orientación ocupacional. (Sentencia SU – 599 de 2019) 
 
La síntesis de la decisión fue el amparo de sus derechos fundamentales, la inclusión el RUV que 
es la puerta para ser beneficiario de los contenidos de verdad, justicia y reparación integral para las 
víctimas del conflicto armado como la exhortación a la entidad de salud para la no amenaza de sus 





















Variable X: Vulneración a bienes constitucional y convencionalmente protegidos 
Variable Y: Reparación transformadora 
Variable Z: Responsabilidad del Estado 




La función transformadora implica que, en el escenario de 
reconocimiento de perjuicios, la reparación no se enfoca 
meramente en devolver a la persona al estado anterior del 
acontecimiento dañino, sino que va más allá y mejora las 
condiciones precarias, excluyentes, y desiguales que generaron el 
ambiente propicio para generar perjuicios. Es decir, la víctima 
como reparación termina estando en una situación mejor y más 
garantista de derechos, que si solo se restituyera a la situación 
anterior al acaecimiento del daño. 





El daño o perjuicio causado a derechos que se encuentran 
reconocidos en la Constitución política de Colombia de 1991 o en 
la Convención americana de derechos humanos, implica la 
disminución de una situación favorable de observancia y respeto 
que tenían las personas a sus derechos reconocidos en estos dos 
instrumentos jurídicos y que se han visto desmejorados por la 
ocurrencia un hecho dañino. 
Responsabilidad del 
Estado 
La (Constitución Política, 1991) señala que: “El Estado responderá 
patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades 
públicas”. El ordenamiento jurídico desarrolla ampliamente la 
responsabilidad del Estado, básicamente este se trata de la carga 
que tiene de responder frente a los daños que pueda causar con su 
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actuar, bien sea por su acción, omisión, operación, hecho u 
operación. 
Fuente: Hernández, Paula & Reyes, Jesús. Febrero, 2020. 
  
Operacionalización de variables 




-          Rehabilitación 
-          Satisfacción 
-          Indemnización 
-          No repetición 
-          Compensación 
-          Restitución 
-          Restablecimiento de derechos 
-          Transformación 
Componentes de la 
reparación. 
-          Económico 
-          Simbólico 
-          Integral 
Fuente: Hernández, Paula & Reyes, Jesús. Febrero, 2020. 
 
Cuadro 3. Variable vulneración a bienes constitucional y convencionalmente protegidos. 
Dimensiones Indicadores 
Tipo de perjuicios. 
-          Moral 
-          A la salud 
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-          A bienes constitucional y convencionalmente 
protegidos 
-          A la vida de relación 
-          A bienes constitucionalmente relevantes 
 
 
Bienes protegidos -          Reconocidos en la Constitución 
-          Reconocidos en la convención americana de 
Derechos humanos 
Fuente: Hernández, Paula & Reyes, Jesús. Febrero, 2020. 
  
Cuadro 4. Variable responsabilidad del Estado.  
Dimensiones Indicadores 
Origen de la 
responsabilidad 
-          Contractual 
-          Extracontractual 
Título de imputación -          Objetivo 
-          Subjetivo 












Tipo y método de investigación 
El presente trabajo de investigación es de naturaleza jurídica, descriptiva, analítica y documental. 
En el desarrollo de esta investigación se identificarán las sentencias del Consejo de Estado en las 
que se ha reconocido la responsabilidad del Estado por vulnerar los bienes constitucionales y 
convencionales, así como las diferentes medidas de reparación decretadas para lograr una función 
transformadora derivadas de la reparación integral. En cuanto al método a emplear para el análisis 
jurídico se aplicará la hermenéutica jurídica (Dueñas Ruiz, 2006). 
La hermenéutica jurídica constituye el proceso por excelencia para lograr la interpretación de la 
norma acorde al sistema judicial analizado, en ese orden de ideas, a lo largo de la historia se han 
planteado diversidad de métodos hermenéuticos para la solución de problemas de argumentación 
del derecho. En el presente trabajo de grado, se optó por seguir la tendencia surgida en los últimos 
años por la teoría jurídica destinada a la reflexión de los principios fundamentales contenidos en 
normas superiores como son los textos constitucionales, reconociendo el constante roce entre tales 
disposiciones, ocasionado casos difíciles de resolver cuando se encuentran en contradicción varios 
derechos fundamentales, tal método se enmarca dentro de los postulados del conflictivismo jurídico 
(Cianciardo, 2003).   
De igual modo, se apeló al método de interpretación finalista o teleológico (Gómez Serrano, 2008), 
que tiene como características que el intérprete logre identificar el objetivo o finalidad por la cual 
la norma es materializada de forma positiva en el ordenamiento jurídico, y sin olvidar los 
importantes aportes dados desde la corriente de interpretación sistemática, entre sus apreciaciones 
puede indicarse: “consiste en la identificación de una o varias normas, fines, valores o principios 
constitucionales que tienen mayor abstracción u en los que se plasman objetivos morales o políticos 
de signo más universal y consensado” (López Medina, 2006, pág. 39). 
La investigación jurídica, tiene como objetivo analizar una problemática social en derecho, para lo 
cual utiliza elementos que permiten al investigador obtener o hallar lo buscado (el conocimiento 
jurídico) y poder determinar qué partes de la normatividad están acordes a la realidad social que 
experimenta una sociedad en particular, dichos criterios son las pautas necesarias para tener un 
sistema jurídico justo y armónico, dentro de dichos preceptos encontramos normas legales o 
subreglas emitidas en la sentencias por los jueces, en el presente trabajo de grado se identificó los 
criterios jurisprudenciales de la función transformadora en la responsabilidad del Estado por el 
reconocimiento de perjuicios a bienes constitucionales y convencionales, con la intención de 
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revisar los postulados tanto en la Carta Política de 1991, como en la ley, jurisprudencia y doctrina 
sobre la temática referenciada.   
Como método principal se desarrollarán los criterios de la hermenéutica jurídica, debido a los 
constantes referentes interpretativos del sistema jurídico colombiano debe integrarse en un todo 
coherente, además de las posturas doctrinales que han venido surgiendo y hacen énfasis en los 
teóricos modernos de la responsabilidad civil. El presente proyecto se sumergirá en las tendencias 
contemporáneas de la integración de las diversas funciones de la reparación integral.  La naturaleza 
de la problemática requiere un enfoque cualitativo debido a que la estadística no será un insumo 
base del análisis documental del mismo, en este orden de ideas, emerge un tipo de investigación 
de carácter descriptivo y documental, basada en la recopilación, análisis y sistematización de la 
información sobre los aspectos a tratar, en especial las sentencias del Consejo de Estado. 
Conforme a la naturaleza de la problemática se resalta un enfoque cualitativo debido a que la 
estadística no será un insumo base del análisis documental del mismo, en este orden de ideas 
emerge un tipo de carácter descriptivo y documental, basada en la recopilación, análisis y 
sistematización de la información sobre las diferentes tesis de la reparación del Estado en función 
de la vulneración de bienes constitucionales y convencionales, en especial se remitirá a la doctrina 
contenciosa administrativa y constitucional. Las conclusiones arrojadas respetarán los criterios de 
una sana crítica hermenéutica que tendrá necesariamente análisis y reflexión de las diversas tesis 
de instituciones como autores propios del tópico. 
Población y muestra 
Debido a que los lineamientos de la investigación obedecen a un estudio normativo, este se basa 
precisamente en la reflexión de normas de tipo jurídico, es decir, análisis de fuentes del derecho 
como: líneas constitucionales, leyes, jurisprudencia y doctrina propios de la ciencia del derecho, 
generando un análisis descriptivo, que tiene como fundamento los resultados desde la hermenéutica 
jurídica (Niño, 2012). 
Según el anterior panorama, el desarrollo del estudio jurisprudencial y normativo que tiene el 
presente trabajo no se puede ligar a una población específica, sino que se condensara en las 
directrices propias del ordenamiento jurídico colombiano, en especial, los pronunciamientos del 
máximo tribunal de lo contencioso administrativo.   
Instrumentos para la recolección de información 
Para el presente estudio se apela a la utilización instrumentos de recolección de información que 
permita la síntesis de datos, depuración y clasificación de las temáticas como también constituir un 
orden en la dinámica de interpretación jurídica, propia de los métodos desarrollados por la 
hermenéutica. Para tales presupuestos, es necesario contar con el empleo de fichas de análisis 
normativo constitucional, análisis normativo, jurisprudencial y doctrinal, debido que en ellas se 
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encuentra la mayor fuente de información sobre la temática propuesta, sin olvidar la realización de 
tablas y gráficos que permitan evidenciar los datos como las diferentes posiciones teóricas sobre la 
materia. 
Por ello, para recolectar dicha información se manejarán fichas de análisis documental, normativo 
y constitucional. (Ver anexo A), las cuales sintetizarán las tesis que se encuentren tanto implícitas 
como explicitas al largo de la Carta política, como la posibilidad de redirigir las cláusulas de 
responsabilidad y reparación que integran el texto constitucional. 
Fichas de análisis normativo (Ver anexo B), este instrumento es desarrollado para estudiar las 
características propias de cada una de las normas que integran el sistema de responsabilidad del 
Estado y las que enuncian los componentes de las reparaciones en cada uno de los ámbitos 
característicos del derecho de daños, la utilidad de la ficha es poder sintetizar los lineamientos 
trascendentales para su correspondiente interpretación y análisis.  
Fichas de análisis jurisprudencial (Ver anexo C), son relevantes para el presente trabajo de grado, 
ello, teniendo en cuenta que esta investigación, entre otros aspectos, centra su esfuerzo en el análisis 
de las decisiones tomadas en el seno de la jurisdicción contenciosa administrativa como también 
las sentencias proferidas por la Corte Constitucional en lo referente al tema objeto de estudio. En 
ese orden de ideas y a partir de la utilización de la ficha de análisis jurisprudencial desarrollada por 
el profesor Yañez Meza, para el análisis de sentencias de revisión de tutela (Ver anexo D), en su 
texto Método, metodología, y técnicas de la investigación aplicadas al derecho, que resulta de una 
utilidad práctica debido a la simplicidad, estructura y capacidad de condensación en estudios 
jurídicos como construcción de líneas jurisprudenciales (Yáñez Meza, 2014). 
De igual manera, se emplearán fichas de análisis doctrinal (Ver anexo E). En los últimos años el 
mundo del derecho se ha valido de las posturas, trabajos de investigación y teorías desarrolladas 
por los catedráticos del derecho, por tal razón, es necesario la actualización y elaboración de fichas 
propias de la reflexión de esta fuente del derecho que es de vital importancia para la aplicación de 
las nuevas tesis que manejan un sistema globalizado e integral. Al respecto y teniendo como base 
las guías de la investigación jurídica y sociojurídica (Niño Ochoa, 2012) se procedió a la confección 
de una ficha propia del mundo de la literatura jurídica.   
Por último, a medida que los datos seleccionados por su utilidad requerían de esquemas didácticos 
se manejaron tablas y gráficos que permitieran de forma didáctica la lectura de información 






Técnicas de análisis de información 
Respetando los criterios propios de la presente investigación se remitirá a los aspectos centrales de 
la hermenéutica y argumentación jurídica siempre desde una mirada sistemática como lógica del 
contenido constitucional y legal colombiano (Pabón Giraldo, 2017) y sobre el conjunto de normas 
aplicativas de la responsabilidad y reparación del Estado; de ahí la importancia de recolectar datos 
sencillos que reflejen las miradas de las premisas de reparación integral que puedan evolucionar a 
un enfoque transformador. Las fichas luego de ser cuidadosamente diligenciadas pasarán a un 
proceso de análisis documental que nos llevará a la construcción de tesis valorativas de los grados 
de efectividad de los mecanismos aplicados en nuestro ordenamiento jurídico sobre los temas 
propuestos, de igual manera, con la ayuda de tablas o matrices se reunirán, ordenarán y ejecutarán 
las ideas pertinentes de la investigación. 
En ese sentido, los datos encontrados pasaron por un proceso de reflexión investigativa que 
permitió no solo encontrar el panorama jurídico de la responsabilidad del Estado, la tipología de 
perjuicios en función de la vulneración de bienes reconocidos por el texto constitucional y 
convencional, sumando la reparación con un enfoque transformador, de ahí se infiere el primer 
ejercicio concerniente a la selección y agrupación de datos teóricos provenientes de las fuentes de 
información primaria y secundaria, para los cuales las fichas de análisis tienen una utilidad central 
en la ejecución de dicha labor.   
 La conducencia de una triangulación hermenéutica es relevante para poder distinguir cada una de 
las etapas analizadas (mandatos constitucionales, normas legales como reglamentarias, 
jurisprudencia y doctrina) que deberá ser afín con los criterios de facilidad normativa y teórica, 
estando en curso la verificación de premisas constantemente con la autoridad que emana dicho 
enunciando, queriendo no penetrar información defectuosa o irrelevante, creando obstáculos a 
nuestro propósito central. Por consiguiente, en esta etapa fue necesario centrarse en las tesis 
manejadas durante todo el trabajo y llevar la mirada a la construcción de los planteamientos como 
los objetivos de esta. Para su desarrolló la investigación se apoyó en el siguiente cuadro de 
orientaciones. 
Cuadro 5. Factibilidad normativa y teórica. 
  Postulado normativo. 









        
Reparación.         
Reparación integral.         
Mecanismos de 
reparación.  
        
Reparación 
transformadora.  





        
 Fuente: Hernández, Paula & Reyes, Jesús. Febrero, 2020. 
En este orden de ideas, acompañado de las manifestaciones en los casos de vulneración de bienes 
constitucionales y convencionales se ligará para desarrollar la correspondiente mirada de la 
reparación con un enfoque reparador, revisando el trabajo realizado hasta el momento con la 
coherencia de la integración de nuevas propuestas para el fortalecimiento del papel de la reparación 
de las víctimas en un Estado Social de Derecho y en busca de la paz, desde la interpretación 
sistemática se fundamenta esta etapa.     
Bajo esa serie de premisas, resulta necesario el tratamiento de la realización de una línea 
jurisprudencial (López Medina, 2008) que encamine los pronunciamientos acerca de las medidas 
de reparación tendientes a encontrar un enfoque transformador, que sirva de columna vertebral para 
la consolidación de tesis sobre el tema de derecho estudiado, esto nos permite lograr una mayor 
compresión no solo jurídica sino también desde el campo fáctico que permita al estudiante de 
derecho situarse en un contexto específico propio del campo de estudio. 
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 De este modo, con una visión teleológica se impondrá una fase de factibilidad sociohumanística, 
la cual se conectará con las doctrinas vivientes de la sociedad colombiana en busca de una 
efectividad correlacionada de las medidas y la posibilidad de evidenciar reparaciones propias del 
enfoque reparador, todo esto basado en un el método hermenéutico propios de la descripción, 
documentación y explicación de las investigaciones jurídica. 
Por consiguiente, para establecer los presupuestos de la reparación con enfoque transformador por 
la vulneración de bienes constitucional y convencionalmente protegidos por parte del Estado 
colombiano se deben integrar las decisiones que han sido estructuradas bajo esta materia e 
identificar las medidas de reparación ordenadas, para tal tarea se trabajó el siguiente cuadro 
Cuadro 6. Medidas de reparación integral (enfoque transformador). 




      
 Fuente: Hernández, Paula & Reyes, Jesús. Febrero, 2020. 
Por último, la información suministrada en cada una de las etapas de análisis de datos, permite 
establecer las premisas de reparación con enfoque transformador en el marco de la responsabilidad 
del Estado colombiano por las vulneraciones a los derechos constitucionales y convencionales, que 
en los últimos años han tomado gran relevancia al momento de repensar los fines estatales en un 
modelo de Estado Social de Derecho, sumando a los deseos de un sociedad que propugna la 
terminación de un conflicto armado de más de medio siglo, es decir, procesos en los que las 
víctimas, el aparato estatal y la sociedad en general busca una era de paz, para lo cual el derecho 
debe apostar por convertirse en un centro e incitador para que las buenas practicas morales, 
axiológicas y éticas puedan innovar como reinventarse para el bien comunitario, donde los 
conceptos de responsabilidad, daño y reparación son importantes para la consolidación de la 
justicia como la paz en las sociedades modernas.  
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FUNDAMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO COLOMBIANO 
 
El estudio del derecho de daños producto de la responsabilidad del Estado ha tenido una gran 
evolución fruto de los debates dados en el seno de la jurisprudencia y la doctrina, los cuales han 
permitido la adopción de figuras innovadoras al momento de los juicios de responsabilidad y han 
fortalecido teorías propias concernientes a las formas de reparación con contenido integral, estas 
nuevas tendencias han colocado a las víctimas en el punto central del discurso reparador, más 
cuando existen grupos sociales que han sufrido cargas de contenido discriminatorio a lo largo de 
la historia y que aún están presentes en la sociedad, como es el caso de las víctimas del conflicto 
armado, especialmente las que han sufrido agresiones a sus derechos sexuales como reproductivos 
o las poblaciones de desplazados por la violencia del conflicto interno, sin embargo, existen 
también otras comunidades que ha tenido que padecer dichos agravios generalizados como es el 
caso de las mujeres, las poblaciones afros, pueblos ROM y/o la comunidad LGTBI.   
 
Estas disposiciones han deparado fundamentos novedosos al momento de dictar las reparaciones y 
han fortalecido la tipología de perjuicios reconocidos jurisprudencialmente, abogando por posturas 
objetivas que permitan resarcir integralmente al agraviado en cada uno de sus componentes 
antropológicos como sociológicos lesionados por un lado, pero sin romper con los principios 
rectores de la teoría de la responsabilidad estatal como son la sostenibilidad social, la prohibición 
de reparar dos veces el mismo perjuicio y la consolidación de la premisa  de la creación de 
estándares más o menos objetivos que permitan materializar la idea de “a igual lesión debe 
corresponder una equivalente indemnización”. (Gil Botero, 2014, pág. 42).  
 
En ese orden de ideas, la propuesta en este primer espacio es presentar y determinar las 
disposiciones que se han suscitado en torno al tema de la responsabilidad del Estado en Colombia, 
para lo cual, a través de un ejercicio retrospectivo y crítico sobre la materia, se comentará cada una 
de las etapas que han tenido lugar en nuestro sistema legal y jurisprudencial, para concluir dicho 
aportado respondiendo la pregunta sobre los lineamientos del futuro de la responsabilidad estatal 
en Colombia. Posteriormente, se abordará de forma breve los elementos necesarios para indicar la 
responsabilidad patrimonial del Estado en Colombia, realizando una conceptualización del daño y 
el nexo causal o imputación.  
A continuación, se describen cada una de las diferentes funciones atribuidas a la reparación fruto 
de la declaratoria de responsabilidad, haciendo énfasis en el enfoque transformador como una 
novedosa mirada para lograr el reconocimiento de la dignidad humana y los derechos 
fundamentales de población discriminada o en situación de vulnerabilidad. De esta forma, se 
realiza la categorización del reconocimiento de perjuicios por las afectaciones a bienes 
constitucionales como convencionales, elaborando la respectiva línea jurisprudencial, además de 
realizar reflexiones sobre las diversas medidas conducentes a reparar tal perjuicio inmaterial como  
son las acciones de indemnización, restitución, satisfacción, rehabilitación, garantías de no 
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repetición y reparaciones de tipo colectivo, terminando con una meditación frente al interrogantes 
de reconocer tales acciones como parte del enfoque transformador de la reparación.  
En el presente esquema de resolución, termina presentando la propuesta producto de la 
investigación realizada identificando las tesis necesarias para que los operadores judiciales puedan 
identificar fácilmente los casos donde es necesario y viable aplicar una función de la reparación 
con vocación transformadora que elimine las condiciones de vulnerabilidad de derechos 
fundamentales, reconociendo el papel del Estado como su garante. Por ello, se condensan tales 
premisas en la propuesta del test para la aplicación de la reparación transformadora.  
Para finalizar, se establecen algunas reflexiones sobre la complementariedad del poder de los jueces 
con las demás competencias del poder público para la elaboración de políticas públicas fuertes y 
acordes con la problemática estudiada que pueda garantizar la prosperidad general de los habitantes 
del territorio colombiano, para fundamentar las conclusiones obtenidas en el presente trabajo de 
grado.  
 
Breve recorrido histórico sobre la responsabilidad estatal en Colombia.  
Frente al desarrollo histórico de la responsabilidad del Estado en nuestro país25, es importante 
delimitar cuatro grandes etapas que han marcado la manera en que los juicios de la administración 
pública se han gestado, por eso es importante identificar un primer momento, en el cual la Corte 
Suprema de Justicia desde aplicación analógica adaptó las figuras y teorías de la responsabilidad 
civil a los juicios de responsabilidad estatal, periodo conocido como etapa civilista; un segundo 
espacio originado al momento en el que el Consejo de Estado toma la competencia de los juicios 
de responsabilidad, cuando la imputación recae ante una entidad pública, tiempo que hemos 
denominado especialización del derecho administrativo.  
Continuando con el hilo lógico planteado, un tercer momento aparece en la lectura realizada por la 
Constitución de 1991, que desde una premisa hermenéutica logró una revolución en las ramas del 
derecho, tiempo conocido como constitucionalización del derecho, por último, a raíz del control de 
convencionalidad y el fortalecimiento que ha tenido el SIDH, más aun en la declaración y 
reconocimiento de la responsabilidad por los Estados posibilitaron una cuarta etapa, conocida como 
convencionalización del derecho (Ruiz Orejuela, 2007). Del anterior panorama, para concluir el 
presente acápite es posible hacer una reflexión final sobre el futuro de la responsabilidad del 
Estado. 
                                                 
25 La historia de la responsabilidad patrimonial del Estado puede consultarse con autores como: Ruiz Orejuela. W. 
(2007). Responsabilidad del Estado (1ª ed.). Bogotá: Consejo Superior de la Judicatura & Escuela Judicial Rodrigo Lara 
Bonilla; Tamayo Jaramillo, J. (2007). Tratado de responsabilidad civil. (Segunda ed.). Bogotá D.C., Colombia: Legis y 




Etapa civilista  
 
Aunque la idea de los juicios hacia la administración pública fue gracias a la eliminación de los 
modelos de Estados absolutistas que se fundaban en postulados teocráticos, aristocráticos y en 
algunos espacios autoritarios como totalitarios, para dar paso a los Estados de toque liberal donde 
el poder popular era el soberano, generando la posibilidad de que los actos de los administradores 
sean objeto de control, revisión, confrontación y análisis de los cuales dieron paso a los 
paradigmáticos fallos Blanco (1872), Cadot (1889) o Terrier (1903), a finales del siglo XIX y 
comienzos del XX dados en la jurisprudencia francesa, es que se puede hablar de una teoría de la 
responsabilidad del Estado propiamente dicha, en otras palabras, las tesis sobre la responsabilidad 
en materia jurídica que ha tenido un bagaje extenso, tanto como manifiesta Juan Carlos Henao “Es 
regla natural de toda sociedad, corroborada históricamente, que la reacción frente a los daños 
sufridos sea garantizada por el ordenamiento jurídico, que se proceda a su reparación como 
alternativa para la conveniencia social” (Henao Pérez, 1998, pág. 27), no es aplicable al estudio de 
los daños causado por el Estado que relativamente es novedosa, fruto de los análisis generados por 
las ideas políticas y jurídicas de los últimos años.  
 
Esos mismos argumentos pueden ser trasportados a la reflexión sobre la responsabilidad del aparato 
estatal en Colombia, gracias a las disposiciones del Código Civil, norma que tuvo su nacimiento 
en el año de 1886 fruto del legado de la obra de Don Andrés Bello, quien ha sido el artífice de las 
grandes instituciones de derecho civil en Latinoamérica (Diez Schwerter, 2016) y que este se 
enriqueció de las posturas dadas en el código de Napoleón de 1804, es que se puede poner un punto 
de partida los fundamentos de responsabilidad civil como es conocida actualmente. Pero, por otro 
lado, la responsabilidad endilgada al Estado tardó mucho en su configuración, al respecto, 
siguiendo al profesor Ruiz Orejuela se puede determinar:  
Sólo hasta finales del siglo XIX, se desarrolló jurisprudencialmente por la Corte Suprema de Justicia 
la consagración de la responsabilidad estatal en los siguientes términos: “todas las naciones deben 
protección a sus habitantes nacionales y extranjeros, y si bien es cierto que en un Estado como persona 
jurídica no es susceptible de responsabilidad penal, sí está obligado a las reparaciones civiles por los 
daños que resulten de un delito imputable a sus funcionarios públicos cuando no es posible que esto 
lo resarzan con sus bienes26” (Ruiz Orejuela, 2007, pág.27).  
Por consiguiente, fue la Corte Suprema de Justicia la encargada de direccionar los elementos, 
figuras, teorías e instituciones aplicables a los juicios de responsabilidad del Estado, de hecho, 
aunque con cierta temeridad o respeto por la actividad de la administración pública, en las 
sentencias de este órgano judicial están las bases del derecho de daños propios del Estado que han 
sido el sustento de los cambios mencionados a lo largo de este trabajo. Por ejemplo, el 
reconocimiento del daño moral como una tipología autónoma en la liquidación de perjuicios o la 
                                                 
26 La jurisprudencia a la cual hace mención el autor es la sentencia de la Corte Suprema de Justicia, Sala 
de Casación Civil, emitida el 22 de octubre de 1896. 
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teoría organicista para las personas jurídicas son dos casos puntales del avance realizado por los 
estudios del máximo órgano de la jurisdicción ordinaria (Gil Botero, 2013). 
Siguiendo las premisas esbozadas y de la mano del profesor Maximiliano Aramburo, el cual hace 
una reflexión sobre el origen del reconocimiento de los perjuicios morales producto del caso 
Rosazza, que tuvo lugar en la sentencia de la Corte Suprema de Justicia del 22 de ocurre de 1886, 
en las meditaciones realizadas en el artículo, se encuentra el siguiente razonamiento:  
El fallo “fundacional” de la responsabilidad del Estado en Colombia es, además, la primera 
indemnización de este perjuicio en el país y merece desplazar de los libros de historia al precioso caso 
Villaveces. Se trata del pleito que enfrentó a los familiares del “súbdito italiano” Ángel Rosazza con 
el Estado colombiano por hechos ocurridos en 1881 en la isla de Naos, que hoy forma parte 
del causeway de Amador, frente a ciudad de Panamá.  
 
Rosazza, propietario del hotel Garibaldi en Panamá, protagonizó un altercado con policías en el que 
murió apuñalado el uniformado Juan Rebolledo. La reyerta terminó con el hotel saqueado y el italiano 
huido y refugiado en la isla, en una tienda de campaña junto a Luis Meslin, francés. Como la captura 
no pudo practicarse regularmente por la fuga, el gobernador de Panamá conformó un comando de 
policías para la búsqueda, a cuyo frente puso a un civil, hermano del uniformado muerto. En el refugio 
se enfrentaron a tiros el prófugo italiano y el comando policial, de tal suerte que el primero terminó 
muerto y su acompañante francés, apresado. Los familiares de Rosazza reclamaron 20.000 pesos 
“como indemnización por la muerte violenta dada a su causante y por los daños y perjuicios 
ocasionados al mismo y a sus herederos por el saqueo y por la destrucción del mencionado Hotel 
Garibaldi”. A la Corte Suprema, en aplicación de un protocolo de 1886, correspondió decidir la 
disputa en calidad de árbitro. (Aramburo Calle, 2018, Párrafo 2).   
 
La anterior, es la narración de los hechos que posibilitaron por primera vez, como lo manifiesta el 
autor, aplicar la actividad de analítica judicial a un juicio de responsabilidad estatal en Colombia, 
al respecto, indica el profesor:  
 
Las pretensiones tomaron como punto de referencia la compensación concedida a Luis Meslin: el 
francés, sin demandar a nadie, se benefició de un convenio específico suscrito entre los Estados 
Unidos de Colombia y Francia, aprobado por la Ley 41 de 1884, en virtud del cual se le otorgaron 
4.000 pesos, por la mera privación temporal de su libertad. Los herederos de Rosazza, por su parte, 
consideraron que, si a Meslin le habían dado 4.000 pesos por apenas unas horas de privación de 
libertad, la muerte de su pariente debía suponer una indemnización de al menos 20.000 pesos, de los 
cuales 8.000 pesos correspondían a los daños causados al hotel. Al decidir la controversia, la Corte 
consideró que la ley aprobatoria del convenio que benefició a Meslin no constituía precedente para 
el caso, pues así lo disponía expresamente el texto del acuerdo internacional; pero dado que los daños 
al Hotel Garibaldi no estaban probados, no concedió suma alguna por tal rubro. Restada dicha suma, 
la indemnización a los herederos de Rosazza fue fijada en 12.000 pesos “por la muerte violenta de su 
causante”, y debió pagarse en billetes del Banco Nacional de Colombia, sin más consideraciones. 




Fruto del anterior razonamiento, genera la posibilidad de entender que dicha disposición abre el 
debate sobre el reconocimiento del daño moral dentro de la responsabilidad patrimonial estatal en 
la jurisprudencia colombiana, estableciendo como conclusión que la afectación interna, es decir, 
subjetiva que comprende sus emociones y sentimientos son valorados como daños autónomos y, 
por lo tanto, requieren de medidas para su reparación.  
 
Ahora bien, si el caso Rosazza no clasifica para ser determinado como la primera vez que se ordena 
la reparación del perjuicio moral, el caso Villaveces es considerado por la gran mayoría de la 
doctrina colombiana como la sentencia hito, la cual abre la puerta a los daños extrapatrimoniales o 
inmateriales, gracias a los debates realizados en la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Civil, teniendo como ponente al magistrado Tancredo Nannetii. Los hechos constituidos del mismo 
son expuestos de forma didáctica por el profesor Navia Arroyo de la siguiente manera:  
 
El caso fue el siguiente, don León Villaveces representado por el ilustre jurisconsulto y notable 
internacionalista Julián Restrepo Hernández, entabla demanda contra el municipio de Bogotá, para 
que se le condenara a devolver los restos de su esposa, doña Emilia Santamaría, el ataúd donde 
reposaba y la bóveda, y se le indemnizaran todos los perjuicios que le causaron como consecuencia 
de la negligencia de los empleados del municipio, consistente en que, sin autorización, estos restos se 
exhumaron y depositaron en la fosa común. (Navia Arroyo, 2000, pág. 27). 
 
Estos argumentos dieron paso a los crecientes debates sobre la tipología del daño inmaterial o de 
los perjuicios extrapatrimoniales como postulados para lograr una reparación integral, pero no se 
puede pasar por alto que dichas discusiones tienen origen en las reflexiones jurisprudenciales de la 
corte suprema de justicia que enriquecieron las teorías de la responsabilidad civil y del estado. 
 
Del mismo modo, uno de los aportes dados por este tribunal fue el periodo en que se aplicó la teoría 
organicista para los daños causados por las personas jurídicas, tanto de orden privado como público 
(López Morales, 2007), la importancia de tales postulados radica en poner fin a las tendencias del 
debate sobre la responsabilidad directa o indirecta que eran predicables para estos sujetos de 
derechos, por eso, tal teoría significó la posibilidad lograr una postura uniforme cuando en el 
ejercicio de imputación arrojaba como causante una persona de derecho moral (Tamayo Jaramillo, 
2007). Según la motivación brindada por la Corte Suprema se tiene las siguientes apreciaciones:  
 
Bien, las personas jurídicas obran también miente órganos en general, pues el órgano es la persona 
conjunta de personas encargadas del cumplimiento de una función colectiva propio la organización y 
fines a que se dedica la persona jurídica y por ser ese órgano propio y necesaria para el cumplimiento 
de las fines colectivos de la persona jurídica, por ser parte integrante de su existencia y constitución, 
se miran los actos de semejante órganos como actos propios y directos de la persona jurídica. 




Del anterior pronunciamiento jurídico, el profesor Wilson Ruiz, realiza las siguientes apreciaciones 
dignas de complementar el estudio de la tesis organicista y su diferenciación con el régimen de la 
responsabilidad indirecta o por el hecho ajeno, postura que había sido aplicable primordialmente 
para declarar la responsabilidad estatal:  
 
En una posición más concreta, al citado pronunciamiento jurisprudencial reza: resumiendo esta 
noción de los humanos podemos decir que ellos son una parte integrante de la misma persona 
jurídica de los cuales le sirve para sus propias actividades de la misma manera que la persona física 
se sirve su cerebro, de su boca, de sus manos, etc., Se miran como hechos propios de una persona 
jurídica lo realizado por algunos órganos en cumplimiento de alguna función colectiva propia de la 
persona jurídica. Cuando la persona jurídica realiza sus funciones sirviéndose uno de sus órganos 
tenemos responsabilidad directa o por el hecho propio en razón de los daños causados a terceros y 
cuando los órganos se sirven de personas auxiliares mediante una relación de subordinación que dé 
a la persona jurídica la calidad de patrón o patrona y al trabajador o trabajadora a la calidad 
dependiente, los daños que este o esta causa terceros en el cumplimiento de sus órdenes, generan 
responsabilidad directa o por hecho ajeno a la persona jurídica. (Ruiz Orejuela, 2007, págs. 29-30).  
 
Sumado a lo anterior, las misma Corte determina en el año 1962 esta teoría como eje principal al 
momento de estar presente una persona jurídica en los juicios de responsabilidad, por ejemplo, en 
un apartado de sus fallos se puede extraer:  
 
La persona natural obra por sí y en razón de sí misma; goza no solo de entendimiento y voluntad, 
sino también de los medios u órganos físicos para ejecutar sus decisiones. La persona moral, no; su 
personalidad no decide actuar por sí misma, sino a través del vehículo forzoso de sus agentes sin 
los cuales no pasaría de ser una abstracción. Por eso se ha dicho que su voluntad es la voluntad de 
sus agentes. (Sentencia Casación, 343889, 1962).   
 
De las anteriores consideraciones, es posible determinar que la teoría organicista sustentó el 
desarrollo de la responsabilidad del Estado por el hecho de sus agentes o servidores, lo que afianzó 
las tesis de la responsabilidad directa y coadyuvo a determinar los elementos que deben 
configurarse en los juicios de responsabilidad, los cuales son en la actualidad la columna vertebral 
de los debates en torno al derecho de daños (Ruiz Orejuela, 2007).   
 
Para finalizar, las conclusiones que pueden extraerse de la etapa de aplicación del derecho privado 
o civilista en la responsabilidad de la administración pública son las siguientes: i) los fundamentos, 
instituciones, teorías e interpretaciones analógicas del derecho privado fueron el sustento de la 
responsabilidad del Estado, ii) las sentencias de la Corte Suprema de Justicia, son el pilar para el 
reconocimiento de la responsabilidad directa del Estado por el hecho de sus agentes o servidores 
públicos, gracias a la teoría organicista que fundamento las ideas de la responsabilidad directa, iii) 
el origen del debate sobre los perjuicios inmateriales tiene lugar en las sentencia de la jurisdicción 
ordinaria ya sea el caso Rosazza o Villaveces, debate que actualmente no se ha terminado y no ha 
sido pacifico frente a la determinación de nuevos daños que pueden integrar la categoría de los 
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perjuicios extrapatrimoniales, sostenidas tales aseveraciones podemos iniciar la reflexión sobre la 
siguiente etapa de especialización de las directrices de esta materia que van a estar a cargo de otro 
órgano judicial, más especializado en la administración del Estado.   
 
Etapa de especialización en el derecho administrativo.  
El paradigma del derecho de daños causados por el Estado sufrió un cambio exponencial con la 
expedición del decreto 528 de 1964, en este se reconoció a la jurisdicción contenciosa 
administrativa bajo la cabeza del Consejo de Estado como máxima autoridad para fallar los casos 
donde la administración pública sea parte de un proceso judicial, lo que llevó a establecer la 
competencia para la resolución de demandas que pretenden declarar responsable patrimonialmente 
al Estado (Decreto 528, 1964), desde ese momento, las instituciones, teorías y figuras que son 
aplicables a la responsabilidad estatal se han venido especializado bajo la óptica del derecho 
administrativo.   
De esta manera, la especialización que trajo el derecho de daños ha sido de vital importancia: “Para 
ese entonces la jurisprudencia del Consejo de Estado ya mostraba una clara inclinación para 
fundamentar la obligación de reparar del Estado en normas de derecho público” (Arenas Uribe & 
Jiménez Uzcátegui, 2001, pág. 18), esta nueva etapa logró consolidar postulados como es el título 
de imputación de la falla en el servicio, siendo exclusivamente aplicable a las autoridades 
administrativas con algunas precisiones particulares, aunque aún en el plano de la subjetividad, el 
régimen mencionado configuró grandes avances en el reconocimiento de daños y 
consecuentemente en la tasación de los perjuicios.  
Por consiguiente, si la teoría de la organicista fungió un papel importante en la atribución de la 
responsabilidad estatal, la teoría de la falla en el servicio consolidó las disposiciones aplicables a 
este régimen que han identificado los elementos que deben estar presentes, como lo expone 
Guillermo Jiménez, al considerar que las características del título de imputación mencionado son:  
a) Es un tipo de responsabilidad directa. Se considera que el hecho fue cometido por la 
Administración o por una persona jurídica de Derecho público, así el daño haya sido producido por 
un funcionario; entonces, la Administración es la primera responsable. Las tesis de la doble 
personalidad estatal o de la separación de responsabilidades no son aplicables en los casos de falla 
del servicio.  
 
b) Se produce con ocasión del servicio. En todo caso, se requiere que el daño generado por el 
funcionario haya ocurrido en ejercicio de sus funciones y con ocasión de la prestación del servicio 
público. Perjuicios ocasionados por fuera del servicio generan una responsabilidad particular y 
exclusiva en cabeza de la persona natural, que en tal condición no actuó en calidad de funcionario, 
así esté vinculado al servicio público.  
 
c) El factor de imputación es especial: el anormal o defectuoso funcionamiento del aparato público 
estatal. No interesa entonces la buena o mala disposición del funcionario que cometió la falta, es 
decir, su conducta (dolo o culpa), pues de lo que se trata es de demostrar que ocurrió una falla o error 
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funcional en la prestación del servicio, lo cual ocasionó el daño sufrido por la víctima o usuario. 
(Jiménez Soler, 2013, pág. 73) 
 
De la misma manera, la profesora Olga González Noriega sobre las consideraciones de la falla en 
el servicio y sus fundamentos indica:   
 
El de la falla del servicio: El fundamento de esta teoría radica en el hecho de que es función esencial 
del Estado prestar a la comunidad los servicios públicos que requiere para satisfacer sus 
necesidades, por lo que cualquier daño que ocasione por prestar el servicio en forma deficiente o 
irregular, debe ser reparado. En esta teoría no importa si hubo o no culpa del agente; basta la falla 
en la prestación del servicio a cargo del Estado. El Estado es responsable en razón de su deber de 
prestar un servicio público, función en la cual radica su existencia. Es la irregularidad del servicio 
el que compromete directamente al Estado. (González Noriega, 2009, pág. 79).  
De esta forma, el papel que tuvo la jurisdicción contenciosa bajo la normativa de la constitución 
fue fundamental para entender los cambios innovadores de los últimos años, producto del discurso 
de los derechos humanos, derechos fundamentales y la dignidad humana, como lo expone en su 
tesis de grado, Bernal Rico, sobre las actuaciones realizadas por cada uno de los órganos 
encargados de establecer el daño y la reparación del Estado, el siguiente pronunciamiento es vital, 
para el entendimiento de las ideas trazadas:  
Se debe comprender el papel importante en un inicio de la Corte Suprema Federal, luego la Corte 
Suprema de Justicia, y con mayor aporte el Consejo de Estado colombiano en el desarrollo de la 
responsabilidad extracontractual del Estado; pues como se observó, y como se verá más adelante, 
pese a que no había norma directa, en la Constitución de 1886, estos colegiados se valieron de 
instituciones del derecho civil, del desarrollo doctrinal de la época, y de interpretaciones de algunos 
preceptos constitucionales para declarar la responsabilidad estatal. (Bernal Rico, 2016, pág. 14).  
Las conjeturas realizadas por el derecho administrativo han mejorado de forma notable el papel de 
las víctimas junto con su reconocimiento, de igual manera, han planteado la necesidad de proteger 
el principio de sostenibilidad fiscal, siendo este un gran paso en los juicios de responsabilidad del 
Estado, en relación con el deber de reparar.  
A modo de síntesis, las conclusiones propias de esta etapa que depura las tendencias del derecho 
privado para especializar las ideas aplicables a la administración pública se pueden resumir: i) la 
jurisdicción contenciosa administrativa se ha convertido en la especialista de los juicios de 
responsabilidad estatal, ii) la aplicación de normas públicas ha generado cambios notables al 
momento de configurar la responsabilidad de la administración como es la teoría de la falla en el 
servicio, propia del régimen subjetivo y iii) desde la hermenéutica contenciosa se ha dado 
preponderancia al deber de reparar, sumado al reconocimiento de víctimas de las actuaciones del 
Estado, pero también se han formulado tesis bajo la sostenibilidad de los recursos como las 




El fenómeno de la constitucionalización del derecho de daños.  
El mundo jurídico luego de los horrores de la gran guerra mundial y la nefasta legalidad que 
aplicaron los regímenes totalitarios como la Alemania Nazi o la Italia Fascista instaron a desarrollar 
posturas importantes respecto a la protección de los ciudadanos, la defensa de sus derecho y la 
posibilidad de reparaciones reales como efectivas de los daños causados, las impactantes imágenes 
de los campos de concentración relacionadas con la deshumanización son criterios para dotar a los 
ordenamientos jurídicos de posturas fuertes que logren permear de justicias las directrices en todos 
los asuntos legales (Barrero Berardinelli, 2018). El neoconstitucionalismo como postura de gran 
relevancia practica en la construcción de derechos luego de la segunda mitad del siglo anterior y 
afianzado en Suramérica a finales del siglo pasado, ha sido enfático al establecer los principios 
como orientadores de la practica material como formal de los ordenamientos normativos, en 
especial, garantizado medidas que tengan base propia desde la concepción de normas 
constitucionales de vital importancia, esto no es otra cosa que establecer jerarquización para que el 
juez pueda mediar los principios y dictar una respuesta acorde con la justicia.  
 
La Constitución como norma superior, sobre sus características de irradiación y determinación de 
los demás postulados normativos ha significado una gran revolución en los sistemas de derecho 
continental que han adoptado las premisas del Estado Social de Derecho como eje clave para la 
administración popular y la dignidad humana como norma rectora en cada una de las actuaciones 
jurídicas, la formulación kantiana que orienta la interpretación de la acción moral, revestida de 
legalidad permite entender a los seres humanos como fines en sí mismo, lo que obliga un trato de 
respeto como garantía a sus dimensiones y dejando establecida la prohibición de convertir 
cualquier vida humana en objeto o medio para alcanzar una meta establecida (Arango, 2004). Estas 
premisas constituyen los parámetros hermenéuticos que el derecho constitucional ha generado para 
cada una de las ramas de la ciencia jurídica.   
 
En Colombia, la llegada de la Constitución Política de 1991 que consiguió establecer un texto 
participativo, democrático, contencioso, pluralista y cercano al ciudadano (Quinche Ramírez, 
2015) fue el punto clave para el fortalecimiento del derecho público como la adecuación de tesis 
constitucionales al derecho de daños, que como ha quedado demostrado bebían de las disposiciones 
civiles y/o legales para ahora tener el texto constitucional como rector de la aplicación de las teorías 
desarrolladas, como lo determina el doctrinante Konrad Hesse en su obra de derecho constitucional 
y derecho privado, donde expone el privilegio del derecho que regula las relaciones entre 
particulares frente a la constitución:   
 
Así llego el derecho privado a ser el derecho constitutivo de la sociedad burguesa, junto al cual el 
derecho constitucional tenía una importancia secundaria. Le correspondía incluso una primacía 
material frente al derecho constitucional como sistema de las esferas y de los límites de la libertad 
asumió parcialmente el papel de los derechos fundamentales, que ellos mismos, como se ha expuesto, 
solo con reservan podían desempeñar… más allá de esta conexión no se produjo en aquel tiempo una 
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influencia del derecho constitucional sobre el derecho privado en el sentido que caracteriza las 
actuales relaciones entre ambos, sino una notable influencia del derecho privado sobre el derecho 
constitucional (Hesse, 1995, págs. 39-40).  
 
De acuerdo con lo reseñado, el papel del constitucionalismo fue fundamental para las innovaciones 
en todos los campos del derecho, en especial la reflexión sobre la responsabilidad civil y del Estado, 
de esta manera, explica el maestro Enrique Gil Botero, el papel principal que ha tenido la Carta 
política:  
 
Hoy nadie puede desconocer que la Constitución ha desplazado a los códigos en esa tarea de brindar 
las herramientas hermenéuticas para determinar la adecuada aplicación del derecho sin importar 
cuál sea su naturaleza, pública o privada. En otros términos, el principio de legalidad fue desplazado 
por lo que podríamos denominar el principio de constitucionalidad, entendido como la necesidad de 
que el derecho sea aplicado bajo el postulado de la “interpretación conforme”, esto es, la necesidad 
de que cualquier norma jurídica no pueda contrariar o desconocer el orden superior. (Gil Botero, 
2014, págs. 9-10).  
 
Esta nuevas transformaciones, junto con los paradigmas jurídicos que trajo el papel de la 
Constitución como norma fundamental de la sociedad, también se deben al cambio de modelo de 
Estado que ha dotado al ciudadano de una serie de garantías y al mismo tiempo ha legitimado el 
respeto por cada uno de los bienes económicos como los no económicos que integran su 
patrimonio, siendo deber del Estado garantizarlos, no solo en el plano de la prestación del servicio, 
sino en la lectura sistemática, la cual lleve a realización tanto positiva como negativamente a la 
consolidación de los derecho fundamentales, este ha sido sin lugar a dudas, el discurso por el cual 
cada una de las ramas del derecho ha cimentado sus innovadores teorías respecto a la aplicación 
del derecho actual, que tiene como brújula el respeto por la dignidad de los seres humanos, 
argumentos que soportan con mayor fuerza, el deber de reparación del Estado.27   
 
En efecto, la jurisprudencia de la Corte Constitucional lo ha manifestado, de tal manera que, cuando 
se habla de la configuración del aparato institucional con la llegada de las dimensiones propias del 
modelo social de derecho, ha realizado las siguientes observaciones:  
 
Con el término social se señala que la acción del Estado debe dirigirse a garantizarle a los asociados 
condiciones de vida dignas. Es decir, con este concepto se resalta que la voluntad del Constituyente 
                                                 
27 Estas tendencias como lo exponen (Yáñez Mendoza & Jiménez Escalante, 2019) han revolucionado la forma de 
entender el derecho integrando una dinámica de respeto por todas las dimensiones del ser humano, es decir, el 
formalismo ha dado paso a la efectividad de los derechos fundamentales apoyado por los postulados de la dignidad 
humana. De esta forma, (Ovalles Rodríguez, 2015) expone las transformaciones sufridas desde la óptica de la teoría 
estatal como constitucional.  
En ese orden de ideas, las tendencias contemporáneas soportadas en métodos sistemáticos y finalistas del derecho 
como la ponderación de principios han dado paso a fenómenos como la vocación trasformadora dentro del derecho 
de daños causados por el Estado, generando tendencias innovadoras donde las concepciones sociológicas, éticas, 
antropológicas se ligan a la visión jurídica.  
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en torno al Estado no se reduce a exigir de éste que no interfiera o recorte las libertades de las 
personas, sino que también exige que el mismo se ponga en movimiento para contrarrestar las 
desigualdades sociales existentes y para ofrecerle a todas las oportunidades necesarias para 
desarrollar sus aptitudes y para superar los apremios materiales. (Sentencia SU-747, 1998, pág. 10). 
 
Del mismo modo, también en su jurisprudencia es posible encontrar, como filosofía política del 
término en mención, lo siguiente: 
 
La realización y la eficacia sustantiva del Estado Social de Derecho se mide por la capacidad de 
éste para satisfacer, a través de la prestación de los servicios públicos, las necesidades vitales de la 
población, mediante el suministro de concretas prestaciones que tiendan a ello y, consecuentemente, 
de lograr por esta vía la igualación de las condiciones materiales de existencia de las personas. La 
prestación del servicio tiene como destinatario a los usuarios, esto es, a quienes son titulares de 
dichas necesidades y demandan por consiguiente su satisfacción. (Sentencia C-636, 2000, pág. 13).  
 
Para consolidar esta idea, la posición de la Corte frente a la disposición jurídica que trae el Estado 
Social de derecho ha generado la posibilidad de establecer reparaciones de contenido trasformador, 
tesis que será desarrollada más adelante, empero, tiene sustento en la siguiente manifestación sobre 
el tópico analizado en este momento:  
 
Como lo ha destacado la jurisprudencia de esta Corte, “la interpretación sistemática del principio 
fundamental del Estado Social de Derecho y de los preceptos constitucionales que lo concretan, 
permite concluir que dicho principio abarca, sin caer en el paternalismo o en el asistencialismo, 
contenidos tanto de participación en la prosperidad general, de seguridad frente a los riesgos de la 
vida en sociedad, de equiparación de oportunidades como de compensación o distribución de cargas. 
Por la concepción material de la igualdad, el grado y tipo de protección requerido varía entre 
situaciones diferentes, cuando se trata de distribuir y asignar recursos escasos en un contexto en el 
que existen objetivamente necesidades insatisfechas que el Estado debe prioritariamente atender. 
De manera más puntual se podría decir, por ejemplo, que la concepción de igualdad material que 
inspira el Estado Social de Derecho se manifiesta plenamente en el mandato de protección especial 
a los más débiles, en términos comparativos, en el manejo y el reparto de recursos escasos. 
(Sentencia C-161, 2016, pág. 58).  
 
Son estas la razones que determinan un giro transcendental en la aplicación del derecho por 
autoridades administrativas y judiciales, máxime cuando el punto del debate tiene que ver con los 
contenidos de la reparación de los daños causado; ahora, como si fuera poco, las nuevas 
instrucciones jurídicas frente a la consolidación de la teoría de la responsabilidad más cercana a las 
víctimas, el mismo texto constitucional, agrega un contenido normativo dirigido a la 
responsabilidad del Estado.  
 
El artículo 90 del texto constitucional, también conocido como la cláusula de la responsabilidad 
estatal ha determinado del mismo modo, en una revolución creciente frente al papel de la 
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administración pública como causante de perjuicios, con esta nueva tendencia se ha permitido 
grandes cambios tanto en las tesis de la concepción del daño, la imputación y sobre todo, las 
medidas de reparación que deben optar por resarcir integralmente el daño causado, además aporta 
un contenido interesante frente al acción de repetición28, pero este último, no es tema que interese 
a las reflexiones esbozadas en el presente escrito.  
 
Antes de entrar a las disposiciones de la cláusula de responsabilidad propuesta en el artículo 90 
superior, es importante indicar como lo de indica Gil Botero la injerencia que tiene el principio de 
la dignidad humana en la constitucionalización del derecho de daños: 
 
El principio de la dignidad humana reformula el derecho de la responsabilidad para orientarlo no 
como un mecanismo sancionatorio o de represión sino, por el contrario, como instrumento de 
reparación a favor de la víctima con el objetivo de dejarla indemne, es decir, buscar la restitutio in 
integrum de la lesión sufridas.  (Gil Botero, 2014, pág. 20). 
 
Estas nuevas características, generan la tendencia a la concreción de un daño antijurídico, como el 
resultado importante para el derecho y elemento clave para generar una reparación a cargo del 
Estado, ya que, si existe una vulneración a la vida digna de las personas, se habilita de entrada la 
exigencia del ciudadano o ciudadana para lograr materializar los mínimos derechos conciliados en 
el pacto social, idea determinante para entender el principio de igualdad de las cargas públicas 
como orientador del concepto de daño antijurídico, tesis la cual retomaremos más adelante.  
 
Del mismo modo, la precitada norma (Articulo 90, Constitución Política de 1991) generó la 
posibilidad de aplicación de régimen objetivos, que se han fortalecido en cada uno de los regímenes 
de responsabilidad aplicables. Las posturas del riesgo excepcional y del daño especial – expuestas 
anteriormente – han despojado del factor subjetivo o de la culpabilidad de los agentes para poner 
en el centro del debate la tarea como garante de los derechos al aparato político e institucional, 
dando espacio a configurar los daños por el desconocimiento de los derechos a individuos o 
colectivos, apreciación bastante interesante que habilitaría la tarea de transformar las condiciones 
de las víctimas que, en un primer momento les fueron desconocidos sus derechos fundamentales, 
siendo el Estado, entonces, el primer agresor (Gil Botero, 2013). Esta idea será de vital importancia 
al momento de la construcción de las premisas para la reparación transformadora, por lo que 
volveremos a ella más adelante.    
 
Continuado con el razonamiento planteado, y siguiendo el pensamiento del ex consejero del 
máximo órgano de lo contencioso administrativo se puede concluir: “En consecuencia, el daño y 
su connotación de antijuridicidad se convierten en el pilar estructural sobre el cual se edifica la 
responsabilidad patrimonial de la administración pública” (Gil Botero, 2014, pág. 13).  Esta nueva 
                                                 
28 Frente a la acción de repetición consultar al respecto: Ley 678, 2001 y/o Arenas Mendoza, H.A. (2018). La acción 
de repetición.  
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tendencia ha marcado la posibilidad para que el daño junto con los modelos de reparación sean una 
cuestión apasionante en los debates jurídicos y filosóficos en torno a la ontología del daño, 
sumando, contenidos tanto éticos como axiológicos que son necesarios en la medida que se busque 
la paz y la reconciliación en sociedades donde se han vulnerado masivamente los DD. HH 
(Uprimny & Saffon, 2009).   
 
Además, la anterior reflexión también ha tenido lugar en la doctrina constitucional colombiana, la 
cual expresa:  
  
Hasta la Constitución de 1991, no existía en la Constitución ni en la ley una cláusula general expresa 
sobre la responsabilidad patrimonial del Estado. Sin embargo, la jurisprudencia de la Corte Suprema 
de Justicia y, en especial, del Consejo de Estado encontraron en diversas normas de la constitución 
derogada -en especial en el artículo 16- los fundamentos constitucionales de esa responsabilidad 
estatal y plantearon, en particular en el campo extracontractual, la existencia de diversos regímenes 
de responsabilidad, como la falla en el servicio, el régimen de riesgo o el de daño especial. Por el 
contrario, la actual Constitución reconoce expresamente la responsabilidad patrimonial del Estado, 
pues el artículo 90 señala con claridad que el Estado "responderá patrimonialmente por los daños 
antijurídicos que le sean imputables causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. 
(Sentencia C-333, 1996, pág. 8). 
 
De este modo, continua el tribunal constitucional, al señalar: 
 
Ahora bien, como se ve, el actual mandato constitucional es no sólo imperativo -ya que ordena al 
Estado responder- sino que no establece distinciones según los ámbitos de actuación de las 
autoridades públicas. En efecto, la norma simplemente establece dos requisitos para que opere la 
responsabilidad, a saber, que haya un daño antijurídico y que éste sea imputable a una acción u 
omisión de una autoridad pública. Pero el artículo 90 no restringe esta responsabilidad patrimonial al 
campo extracontractual, sino que consagra un régimen general, por lo cual la Corte no considera de 
recibo el argumento de uno de los intervinientes, según el cual la noción de daño antijurídico no es 
aplicable en el ámbito contractual. Por el contrario, para esta Corporación el inciso primero del 
artículo 90 consagra la cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado y comprende por 
ende no sólo la responsabilidad extracontractual sino también el sistema de responsabilidad 
precontractual (derivado de la ruptura de la relación jurídico-administrativa precontractual) así como 
también la responsabilidad patrimonial del Estado de carácter contractual. (Sentencia C-333, 1996), 
pág. 9).  
 
Por tal razón, la constitucionalización del derecho ha sido un punto demasiado relevante en la forma 
como el Estado ha de convertirse en responsable por el daño causado en razón de su acción u 
omisión, producto de los actos, hechos, operación, contratos u cualquier otra actividad que sea 
desplazada por sus órganos (Ley 1437, 2011), estas nuevas posturas han dotado al ciudadano de 
herramientas de control, junto la posibilidad de reparaciones justas y acordes con la realidad que 
viene acompañada de principios rectores del Estado Social del derecho, como también permeados 
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por la óptica de un derecho procesal transformador (Yáñez Meza & Jiménez Escalante, 2017) 
colocando las acciones cercanas a los ciudadanos, a la víctima y el daño en el centro del debate de 
la responsabilidad, para dilucidar, liquidaciones y medidas de reparación integral que logren los 
fines planteados por el constituyente, como la satisfacción de la justicia por parte de los lesionados.  
 
En suma, de la referida etapa, es posible traer como conclusiones las siguientes proposiciones: i) 
el neoconstitucionalismo, la dignidad humana y el discurso de los derechos fundamentales generan 
una verdadera revolución en la teoría como en la práctica de los preceptos de la responsabilidad 
civil y del Estado; ii) ninguna rama del derecho quedó por fuera de los lineamientos del derecho 
constitucional, por eso el cambio de paradigma ha configurado un derecho privado que debe estar 
acorte con los lineamientos de la Carta Política; iii) fruto de la irradiación del texto constitucional 
se ha producido un derecho procesal y sustancia transformador que pone a las víctimas en un papel 
protagónico al momento de la consecución de un perjuicio; iv) el daño en su concepción de 
antijurídico ha fortalecido los regímenes objetivos de la responsabilidad del Estado, como lo son, 
el riesgo excepcional y el daño especial; v) el principio de la igualdad de las cargas públicas es la 
tesis central de la antijuridicidad del daño; y, vi) el no reconocimiento de los derechos mínimos 
fundamentales a un individuo o colectivo, es cuestión suficiente para imputarle al Estado la 
responsabilidad por no efectuar las garantías de dichos derechos que deben obrar en el patrimonio 
de todos las personas, siendo pieza clave para el entendimiento de la vocación transformadora en 
la responsabilidad. Éste último aspecto que se ampliará posteriormente en el presente trabajo.  
 
La convencionalización del derecho de daños.  
La segunda mitad del siglo XX dejó un mundo conmocionado por la capacidad de destrucción que 
puede tener el ser humano cuando es sesgado por el poder sin control y la manipulación de 
ideologías. La segunda guerra mundial dejó como resultado no solo una cifra escandalosa de 
muerte humanas o el número de ciudades destruidas, sino la forma en que se vulnerado hasta el 
punto máximo la dignidad humana, como los fueron las atrocidades cometidas por los grupos 
militares y la crueldad en los campos de concentración de los regímenes fascistas y nazis en la 
Europa de la segunda guerra mundial (Quinche Ramírez, 2014). Dicha tragedia generó 
preocupación e hizo que el mundo político y jurídico trabajara en el desarrollo de un discurso que 
garantizara por lo menos, las libertades fundamentales de la humanidad, gracias a ellos hoy se 
cuenta con un amplio recorrido en torno al discurso de los derechos fundamentales y las acciones 
de amparo o tutela que hacen efectivo tanto el reconocimiento como la aplicación de los postulados 
bajo la influencia de la doctrina neoconstitucional.  
 
Poco después de la organización del nuevo mundo y con la creación de un órgano internacional 
que fuera el garante de la seguridad, la paz, armonía y el desarrollo de los pueblos como lo es la 
Organización de Naciones Unidas, se originaron instituciones en el seno de la precitada 
organización con el propósito de promocionar algunos temas básicos que el mundo demandaba, es 
así que el 10 de diciembre de 1948, bajo el liderazgo de Eleonor Roosevelt se profirió la 
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Declaración de los Derechos Humanos e inició una arquitectura jurídica entorno a dicha 
declaración (Glendon, 2011) que tuviera a los Estados como destinarios en la obligación de su 
reconocimiento.  
 
En ese sentido, es importante consignar que a la luz de dicho razonamiento de protección de las 
libertades propias de la especie humana se construyeron unos subsistemas regionalizados para 
lograr una tutela judicial efectiva a las personas que acuden a las instituciones públicas con el deseo 
de satisfacer sus necesidades de justicia. (Cucarella Galiana, 2016) El viejo continente, luego de la 
consolidación de la Unión Europea, de forma paralela pero autónoma e independiente, suscribió la 
Convención Europea de Derechos Humanos que fue la piedra angular para la construcción del 
reconocido Tribunal Europeo de Derechos Humanos — TEDH —con jurisdicción en la mayoría 
de los países europeos y que también ha sido modelo a seguir por los ordenamientos 
intercontinentales de los demás Estados.  
 
El continente americano no participó directamente de los enfrentamientos bélicos mundiales, sin 
embargo, sus relaciones socioculturales, políticas, económicas como ideológicas fueron motor 
generador de conflictos internos que desestabilizaron la visión progresista propia del desarrollo 
occidental (Vigo, 2015). Sin embargo, es menester constatar que los inicios de un sistema 
interamericano se pensaron como un espacio de integración y cooperación entre naciones más que 
un organismo de control judicial o ese era el ánimo con que se llevó a cabo la reunión de Bogotá 
de 1948, deducciones que pueden ser extraídas de sus actas (Sánchez-Bayón, García de Quevedo 
& Fuente Lafuente, 2019).  
 
Solo hasta 1969, en la ciudad de San José de Costa Rica se redactó la Convención Interamericana 
de Derechos Humanos fundantes del SIDH, que proyectó un mecanismo de protección y 
prevención de los mismos con la finalidad de visibilizar la importancia que han adquirido en el 
mundo el discurso de los derechos fundamentales y los mecanismos para hacerlos efectivos, con 
dicho origen y, a lo largo de los años el pensamiento americano sobre la protección de los bienes 
jurídicos tutelados adquirió mayor relevancia practica y no existe otra explicación que la injerencia 
de las institución del Sistema en el derecho interno de los Estados Miembros, con el llamado control 
de convencionalidad y su respeto inminente a los documentos emanados de los mismos, fenómenos 
propios de la internacionalización y globalización del derecho.  
 
Para la Doctora Guarnizo Peralta, sobre su documento denominado como: cajas de herramientas 
para activistas y profesionales de salud relacionado con los conceptos de protección del derecho 
fundamental de la salud, expresa una función semántica sobre el SIDH, en donde realiza las 
siguientes consideraciones sobre los avances como funciones de la protección de derecho en el 
continente americano.  
 
El sistema interamericano de derechos humanos es el sistema regional para la protección de los derechos 
humanos en la Américas y funciona dentro del marco institucional de la Organización de Estados 
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Americanos (OEA). El sistema interamericano tuvo su origen en la aprobación de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en la Novena Conferencia Internacional Americana 
llevada a cabo en Bogotá en 1948. La Declaración reconoce el derecho de todo ser humano a la dignidad 
humana, a la vida, a la igualdad y a la libertad de religión y opinión, así como también a la salud, la 
educación, el trabajo y la cultura. (Guarnizo Peralta, 2016, pág. 14).  
 
Siguiendo ese hilo lógico planteado, se tiene las consideraciones propuestas por el profesor Héctor 
Faúndez Ledesma:  
 
En principio, la Convención surte efecto inmediato en el Derecho interno de los Estados, generando 
directamente derechos para los individuos, y debiendo ser aplicada por los tribunales respectivos 
sin necesidad de trámites ulteriores; desde luego, esta solución de principio no implica desconocer 
algunos problemas prácticos que se puedan presentar internamente, con motivo de la aplicación de 
la Convención. En nuestra opinión, si algunos de los derechos consagrados en la Convención no 
estuvieren previamente garantizados por el Derecho interno de esos Estados, o si lo estuvieren en 
una medida menor que la reconocida por la Convención, independientemente de la forma como ésta 
se haya incorporado en el Derecho interno, los órganos del Estado aún estarían en la obligación de 
aplicar la Convención; es posible que, en aquellos Estados en que se requiere una transformación 
previa del Derecho Internacional en disposiciones del Derecho interno, los individuos no puedan 
invocar directamente la Convención, pero los órganos estatales tienen la obligación de aplicarla. 
(Faúndez Ledesma, 2004, pág. 55).  
 
Los ordenamientos jurídicos americanos han reconocido un serio respeto por el SIDH y, en los 
últimos años han tomado bastante fuerza, afianzándose dentro de la terminología jurídicas la 
categoría conceptual denominada “control de convencionalidad”, como un ejercicio que deben 
hacer los aplicadores del derecho en función directa del texto convencional, realizando una 
actividad hermenéutica desde la ley, Constitución y Convención, tal panorama ha sido sintetizado 
de la siguiente forma: “tal proceso opera en dos sentidos: normativo y jurisprudencial. En el 
primero se han traído elementos normativos de la Convención Interamericana y sus disposiciones 
complementarias a las sentencias de la Corte Constitucional, y en el segundo se han incorporado 
elementos jurisprudenciales de la Corte Interamericana en las decisiones de la Corte 
Constitucional” (Quinche Ramírez, 2014, pág. 25).  
 
En ese orden de ideas, el concepto de daño internacional tiene una función de faro iluminador para 
referenciar los conceptos en función de la responsabilidad del Estado. Como fue indicado en líneas 
anteriores, la integración normativa propia del siglo XXI ha llevado a que estos conceptos se 
armonicen en una teoría de tinte geopolítica uniformadora, pero que obviamente por la especialidad 
cultural y la diversidad ideológica, se va moldeando de acuerdo con cada sistema. Uno de los 
primeros factores para reflexionar es que, tanto en el derecho interno como internacional, la tesis 




Es provechoso realizar una pequeña reflexión retrospectiva cuando la soberanía del Estado recaía 
en una persona o en un grupo cerrado donde era imposible siquiera pensar que por sus acciones 
pudiera causar un incidente lamentable  a algunos de los ciudadanos o subiditos, dicho sistema 
tenía como característica la irresponsabilidad estatal (Gil Botero, 2014), idea que ha tenido bastante 
injerencia en el presente trabajo, posteriormente, mientras la teoría de derechos fundamentales 
adquirió relevancia hasta llegar al posicionamiento actual, se reconoció al Estado como responsable 
por los perjuicios causados a un asociado (Artículo 6, Constitución política de 1991), dejando a un 
lado un paradigma de irresponsabilidad a todas luces injusto.   
 
Teniendo claras las obligaciones que contraen la institucionalidad pública, uno de los elementos 
que configuran estos presupuestos en la luz internacional son las consideraciones del llamado 
elemento objetivo, lo cual se enmarca desde la interpretación jurídica con una conducta indebida 
del Estado al faltar en el compromiso contraído de forma internacional, este es el sustento del 
derecho internacional y el cual ante los países que integran dicha vecindad de relaciones jurídicas 
y políticas deben actuar con los medios hasta el momento desarrollados, con mayor valor cuando 
están inmersos en una comunidad internacional defensora de los derechos humanos, es decir, ante 
verdaderos sujetos del derecho internacional, lo anterior el supuesto de la globalización de las 
relaciones normativas (Carvajal Paipa, 2012). Es por ello, que cuando una afectación sobe una 
voluntad dada por el ordenamiento estatal no es llevada a cabo, pone en entredicho la confianza y 
compromiso trazado por toda la comunidad internacional, como punto de partida para el 
entendimiento del concepto.  
 
Del mismo modo, el texto proferido como bandera de estudio por parte de la comisión de derecho 
internacional de Naciones Unidas bajo la resolución 56/83, regula de manera precisa los 
presupuestos básicos de la reparación de un perjuicio de tipo internacional, teniendo como carta de 
navegación las distintas jurisdicciones para hacer una reflexión acorde con lo expuesto en sus 
artículos. Por tal motivo, el profesor Julio Barboza realiza un esfuerzo doctrinario sobre la aparición 
del daño como eje revitalizador de esta temática:  
 
Como vimos, sólo dos elementos se mencionan explícitamente en el fundamental Artículo 1: el hecho 
ilícito de un Estado y su responsabilidad como consecuencia necesaria. En el tratamiento clásico del 
tema eran tres, sin embargo, los pilares de la responsabilidad del Estado, a saber: el hecho ilícito, el 
daño y la relación causal entre uno y otro. Esta última era un simple puente entre los dos primeros, 
que quedaban como elementos sustantivos de la responsabilidad. El primer Relator Especial, profesor 
Roberto Ago, daba como anexo necesario a la violación la producción de un daño material o moral y 
en ello coincidía la Comisión, aunque introduciendo una variante decisiva “toda violación de una 
obligación hacia otro Estado implica alguna forma de daño a ese Estado” (bastardillas nuestras). No 
ya, entonces, un daño necesariamente material o moral, sino alguna forma de daño. Se abría así la 
puerta para el ingreso de la noción de daño jurídico. Pero la versión actual es diferente, pues parece 




Si bien, la responsabilidad internacional pone énfasis en la construcción de un agravio sobre un 
bien jurídico tutelado, es posible determinar que esto se hacía con las diversas medidas de 
reparación que pueden ser decretadas como forma de lograr una compensación integral por las 
ofensas causadas por el ilícito. Basta señalar la injerencia que han tenido estos criterios del derecho 
internacional en las sentencias de los jueces americanos que va de la mano con un catálogo de 
nuevos derechos que han considerado como categoría de fundamental tanto a población con graves 
problemas culturales, pues históricamente han sido producto de la discriminación y vulneración de 
prerrogativas no solo por la sociedad, sino por el mismo aparato legal.  
 
Es así que, en este primer momento el concepto de daño se entrelaza con la típica y rutinaria 
definición que este ha tenido en la doctrina jurídica, pero haciendo la salvedad de los valores 
consignados en el texto del órgano multinacional que sin lugar a dudas agrega unos insumos del 
derecho internacional, como lo es la falta de buena fe cuando un Estado no cumple o no intenta 
cumplir las obligaciones que ha contraído con la comunidad internacional (Agudelo Ibáñez & 
Calderón Ortega, 2016). Ahora bien, múltiples ha sido los casos donde la CIDH ha tenido que 
entrar a consagrar postulados mínimos para la construcción de un concepto de daño que mediante 
sus sentencias se ha venido afianzado dentro de la teoría de la responsabilidad (Acosta-López & 
Amaya Villareal, 2011).  Como centro del asunto, se tiene que el primer estudio que debe hacerse 
el juzgador es observar las obligaciones que la convención le ha entregado a los Estados miembros, 
en especial dichos mandatos de respetar y hacer efectivo el cumplimiento de algunos derechos que 
son completamente inherentes a la dignidad humana (Barrero Berardinelli, 2018).  
 
Una de las sentencias donde desarrolla este deber general de cumplir con los fines tanto en el 
ámbito constitucional interno como regional jurídico, es el denominado (Caso Barrios Altos Vs 
Perú, 2001), en este caso se presenta la situación fáctica descrita a continuación: un grupo de 
hombres con carros de tinte militar y accionado sirenas policial llegaron a una reunión en barrios 
altos que tenía como finalidad recoger unos fondos comunitarios, sin embargo, dichos hombres 
que se bajaron de sus automóviles con pasamontañas, realizaron disparos por un tiempo de dos 
minutos causando la muerte de 15 personas, 5 quedaron gravemente heridas y uno con una 
discapacidad en su movilidad de forma permanente. Sobre dicho acontecimiento se señaló como 
responsables a la milicia peruana, por llevar a cabo planes antisubversivos pero que tienen un tinte 
político, ya que se vieron implicados varios miembros del congreso de la república. En ese sentido 
la CIDH declaró responsable internacionalmente al país sudamericano por el desconocimiento de 
las obligaciones emanadas de la convención.  
 
Otro caso en que se desarrolló esta teoría del desconocimiento de las obligaciones convencionales 
como móvil necesario para reconocer el daño internacional, es la sentencia del (Caso Velásquez 
Rodríguez vs Honduras, 1990) donde el universitario Ángel Manfredo Velásquez, fue arrestado y 
torturado arbitrariamente por la fuerza policial de dicho país bajo estrictos y crueles interrogatorios, 
situación en la que se desconoció el respeto por el derecho a la vida, integridad personal, debido 
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proceso y garantías judiciales alegadas por el actor y que derivó en condena del Estado hondureño 
en el año 1998.  
 
En ese orden de ideas, en el contexto Colombiano se tienen dos sentencias hito sobre la 
responsabilidad del Estado de manera internacional: (Caso de la Masacre de Mapiripan vs. 
Colombia, 2005) y (Caso Masacre Ituango vs. Colombia, 2006) donde los grupos de autodefensas 
colombianas, también llamados paramilitares se valieron de instrumentos facilitados por los 
militares colombianos como aviones y helicópteros para causar la muerte de un centenar de 
campesinos indefensos, torturar, violar a las mujeres y desplazar forzadamente a un considerable 
grupo de familias en los sectores más olivados por el Estado colombiano. En ambos casos se 
declaró responsable al Estado colombiano por el desconocimiento de los derechos fundamentales 
reconocidos a esta población, hecho sumado a la nefasta ayuda de instituciones como dirigentes 
estatales, para la consolidación de estos perjuicios al grupo social referenciado.  
 
Es importante resaltar que estas sentencias fueron recogidas bajo un análisis por la Corte Suprema 
de Justicia, para reconocer que dichos crimines son catalogados como de lesa humanidad donde se 
declaró que no prescribían y, por consiguiente, en cualquier tiempo se pueden adelantar 
investigaciones sobre los actores y circunstancias que dieron origen a tales hechos, lo anterior, en 
aras de consolidar la reparación integral efectiva de las víctimas (Sentencia Casación 34180, 2012).   
 
Sumado a esta baraja teórica sobre el daño internacional, fruto del análisis del artículo primero de 
la convención, también se puede referenciar el (Caso Suarez Romero vs Ecuador, 1997), en este 
caso, el hecho que dio origen a la demanda consistió en una detención ilegal arbitraria por agentes 
del servicio de inteligencia ecuatoriano, que ocasionó unos perjuicios para tanto a la persona 
arbitrariamente detenida como a la familia de la víctima por la falta de cuidado en el cumplimiento 
de deberes básicos reconocidos a las personas, debido proceso, libertad personal, integridad 
personal y garantías judiciales efectivas propias de un sistema respetuoso de los derechos humanos, 
por lo cual, se reconoció internacionalmente responsable a la nación ecuatoriana.  
 
Sin embargo, esta tesis del desconocimiento social de los compromisos adquiridos por parte de los 
Estados y consignados en convenciones, también fue materializado por el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, por ejemplo, en el (Caso de Adali vs. Turquía, 2005) el cual reconoció como 
responsable al Estado por el incumplimiento del artículo segundo de la convención, al no respetar 
el debido proceso y no llevar una investigación adecuada y efectiva de los hechos que ocasionaron 
la muerte del periodista chipriota, pues el Estado como garante de los derechos de la ciudadanía 
tenía el deber de ser la cabeza de una recta y eficaz administración de justicia.  También es oportuno 
señalar el (Caso Makarazis vs. Grecia, 2004). En este caso bajo la fuerza letal de la milicia se abrió 
fuego de manera desproporcionada causando la muerte en un operativo de seguridad, 
desconociendo los postulados de la vida, integridad y garantías judiciales efectivas por parte de las 
entidades estatales. Estos criterios han servido de fundamento para la valoración del daño, en 
especial en las sentencias donde se observa una falta de integración política en la promoción de los 
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derechos inalienables de las personas, dejando a un lado los fines esenciales consagrados dentro de 
su ordenamiento jurídico.   
       
Sobre estas premisas se puede concluir que el daño internacional en la orientación de la 
responsabilidad del Estado (Agudelo Ibáñez & Calderón Ortega, 2016), está determinado por la 
inobservancia práctica de cumplir con los mandatos a los cuales se ha comprometido cuando 
suscribe dichas convenciones, en especial la defensa y puesta en el escenario de la realidad el goce 
efectivo de los derechos fundamentales, no solo por no entrometerse en los cuestionamientos de la 
esfera interna sino también la omisión en configurar medidas de protección cuando estos entran a 
un nivel de riesgo aceptable -tanto que en ocasiones a través de medidas cautelares y provisionales 
el SIDH ordena el cuidado de los mismos – es por ello que las posiciones doctrinarias como 
jurisprudenciales en los últimos años se han caracterizado por la prevalencia de los derechos 
humanos y la defensa de los derechos fundamentales con la función de lograr su reparación al 
momento de encontrarse una seria afectación o lesión intensa que pone la integridad de la persona 
en vulneración manifiesta, es así que, ya sea en al ámbito nacional o interno como a nivel 
internacional, se ha optado por el discurso caracterizado por las tesis neoconstitucionales 
enmarcadas por del principio de la dignidad humana como la responsabilidad por los daños 
injustificados perpetrados a los individuos.    
 
Un punto que vale la pena revisar, es el daño internacional por la poca efectividad de las garantías 
judiciales como la tutela judicial propia de la administración de justicia, ya que desde el artículo 8 
del texto convencional (Convención Interamericana de Derechos Humanos, 1969)  se debe 
proponer por rutas rápidas cuando las personas accionan las entidades de control que tienen el 
deber de respetar los lineamientos jurisdiccionales, en especial, porque dichos agravios están 
siempre en una órbita de conexidad con demás libertades de la misma categoría. Presupuestos 
desprendidos de tanto de las posturas proferidas por la ONU y los sistemas regionales tanto europeo 
como americano en busca de reparaciones integrales para las víctimas que han sido fruto del mal 
actuar del Estado.  
 
En síntesis, se puede traer como conclusiones frente a la convencionalización del daño las 
siguientes premisas, i) el discurso de los derechos humanos fue la piedra angular para la 
construcción de los sistemas internacionales como regionales de protección de dichas garantías, 
además, han posibilitado la creación de órganos jurisdiccionales para la aplicación de las normas 
pactadas por los Estados; ii) dichos tratados normativos son de vital importancia en los 
ordenamientos internos y, han conducido a la aparición del concepto del bloque de 
constitucionalidad; iii) La Convención se ha convertido en un texto vinculante al punto que las 
autoridades administrativas como judiciales deben darle aplicación inmediata, iv) el 
desconocimiento de las obligaciones contraídas por los Estados, determinan una vulneración al 
principio pacta sum servanda, tesis esencial para la configuración del daño internacional, v) el 
daño internacional es un concepto novedoso que responsabiliza al Estado por no cumplir con los 
lineamientos pactados, generalmente el desconocimiento de los derechos, esta tesis reviste vital 
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importancia al momento de configurar la vocación transformadora de las reparaciones, ya que 
aduce que a las víctimas deben garantizarle la superación de las condiciones de vulneración de sus 
derechos que tienen relación directa con la dignidad humana y vi) la tendencia de la 
internacionalización del derecho ha consolidado una postura uniforme frente a los juicios de 
responsabilidad y los elementos del daño que pueden llevar a teorías uniformes como globalizadas 
en el derecho de daños, siendo tendencia el reconocimiento de medidas de reparación integral no 
pecuniarias.  
 
¿Cuál es el futuro de la responsabilidad del Estado?  
La configuración de globalizar los criterios para reparar integralmente ha permeado en las 
legislaciones internas al momento de entender que el control de convencionalidad se instituyó 
como una bandera de entendimiento en la forma como se llevan y ejecutan las actuaciones 
administrativas como judiciales, lo que se ha traducido en una cultura de respeto como también de 
importancia al momento de inferir sobre la promoción y protección de los derechos fundamentales 
de las personas. En ese orden de ideas, no se puede ser indiferente a las formas como 
internacionalmente se han abordado los criterios de solidaridad como responsabilidad en especial 
en los continentes que han configurado sistemas de protección de derechos, en especial el europeo 
como el interamericano, que han sido la batuta en el entendimiento de nuevas formas de reparación 
a la luz de las ideas de la justicia distributiva como restaurativa, además que han ejercido una 
relevante labor en los países americanos, los cuales han soportado procesos políticos marcados por 
regímenes totalitarios o largas guerras civiles internas (Torrado Verjel & Sanguino Cuellar, 2018).   
 
En gracia de discusión, la Corte Constitucional ha entendido e integrado los conceptos de 
reparación integral que se deben tener presentes al momento de fallar, esto se puede observar en 
las sentencias de tutela que buscan la verificación de las ordenes emitidas por la CIDH, también en 
la jurisprudencia contenciosa administrativa que ha revolucionado la tipología de perjuicios al 
consagrar la teoría de los bienes constitucional como convencionalmente tutelados para emitir 
ordenes de reparación integral en sintonía con lo esbozado en las líneas anteriores. En ese sentido, 
el ejemplo del concepto del daño, consagrado en la jurisdicción contenciosa administrativa tiene 
una relación estrecha con la responsabilidad integral, por ello, cuando se hace una lectura del texto 
constitucional se puede deducir que la titularidad de los derechos fundamentales deben ser 
protegidas por la institucionalidad jurídica y si causan un agravio fuerte e injustificado,  ligado a la 
característica de antijuridicidad, da paso para que se configure un daño a un bien constitucional 
como también es posible inferirlos de los reconocidos por el bloque de constitucional bajo la lectura 
de la Convención Interamericana a la luz del control de convencionalidad, bienes que el 
constituyente a dotado de fuerza y que, entran a ser parte de la esfera personal y patrimonial en 
cierto modo del sujeto.  
 
Por consiguiente, la incidencia de lo establecido por los tribunales de cierre de toque internacional 
es importante para adaptar las nuevas medidas de reparación que en Colombia se han venido 
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fortaleciendo en los últimos años, además por la fuerza que los estudios éticos de las víctimas han 
trabajado en torno al tema de la reparación, esto solo es el comienzo de la integración de la visión 
interna con la postura externa, pero que es un fenómeno al que no se puede ser indiferentes, sino 
tomarlo con la mejor disposición posible para mejorar las condiciones de la víctima y el 
entendimiento conceptual que se tiene de los elementos de la responsabilidad; además, es posible 
también inferir la tendencia al fortalecimiento de regímenes objetivos, ya que estos tienen como 
finalidad lograr el respeto de los derechos reconocidos en los sistemas normativos. ello no quiere 
decir que ahora toda acción debe ser reparada, sino que, desde una regulación clara es posible 
consolidar una teoría de reparación acordes con la realidad, sumadas a componentes de 
trasformación institucional que conllevan a la materialización y el respeto de los derechos y el 
fortalecimiento democrático de los ciudadanos.  
 
Estas medidas, tienen una relación directa con las funciones que deben tener los sistemas de 
responsabilidad tanto en el ámbito civil como en el Estado, porque han venido gestándose 
novedosas hipótesis sobre la posibilidad de reconocer una reparación que vaya mucho más allá del 
daño causado, haciendo énfasis en el desconocimiento o afectación a los bienes constitucionales y 
convencionales, es decir, los componentes de la reparación para lograr una integralidad deben estar 
soportados en acciones complejas que permitan a la víctima ser beneficiario de los derechos que 
han sido reconocidos en los textos superiores pero, por la incapacidad del Estado se han 
desconocidos o no han permitido la satisfacción del mismo, esas manifestaciones que abogan por 
nuevas posturas en las teorías de la justicia como en el derecho de daño, son las que como quedó 
demostrado, han tomado como fundamento teórico los órganos judiciales autorizados en la materia.   
 
Lo cierto es que existe una invitación para la reflexión de las normas que deben integrar el conjunto 
normativo para la actualización en términos de uniformidad, estudiantes de derecho y juristas 
estamos habilitados para realizar dicho proceso deliberativo, siguiendo las indicaciones dadas en 
los recientes postulados de la filosofía que opta por estas motivaciones de corrección de justica 
como orientador social (Habermas, 1984).  
 
Para terminar, las reflexiones sobre la responsabilidad estatal, son una importante puerta para que 
los ordenamientos jurídicos de los Estados puedan revisar los procesos de responsabilidad y la 
forma como se repara a las víctimas de diferentes hechos gravosos, por eso, los sistemas 
jurisdiccionales han adoptado las visiones de la dignidad humana, los derechos humanos y las 
interpretaciones uniformes, producto de los análisis jurídicos realizados en los controles 
constitucionales y convencionales. Por ello, es gracias a la unificación de criterios que, a la luz de 
una autoridad de alto renombre como es la Corte Interamericana de Derechos Humanos y todos el 
SIDH (Agudelo Ibáñez & Calderón Ortega, 2016), es importante garantizar con vehemencia las 
obligaciones tanto internas como externas de los derechos conquistados por la ciudadanía, que van 
sumando esfuerzos a la regionalización o globalización del derecho, sin olvidar que estos han 
aportado a lograr reparaciones en cada uno de los beneficios económicos o no económicos que 
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pudieren resultar afectados, es decir, también se debe realizar esfuerzos para consolidar una 
tipología de daños patrimoniales y extrapatrimoniales que garanticen la integralidad de las acciones 
resarcitorias, ya que a la luz de las consideraciones ético – morales permiten satisfacer otros 
ámbitos que antes no se tenían ni siquiera como lesionados por parte de las víctimas. Estas 
reflexiones, sin duda, han generado que los apasionados por esta rama del derecho dediquen 
espacio y tiempo para la consolidación de dichos objetivos.  
 
ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD EN EL ESTADO COLOMBIANO 
 
La responsabilidad tanto civil como del Estado cuenta con unos elementos comunes de los cuales 
se debe hacer análisis y valoración por parte del juzgador para declarar que efectivamente el 
causante del daño está en la obligación de reparar los perjuicios causados, de ahí radica la 
importancia de destinar algunas precisiones con la intención de determinarlos, estudiarlos y 
explicarlos de forma didacta para mejorar la compresión del presente trabajo. La magnitud 
epistemológica de estos elementos recae en que el juicio o el debate en los procesos de 
responsabilidad está destinado sobre estos preceptos, por ello, son pensados como requisitos sine 
qua non para la configuración y declaratoria de responsabilidad en cada uno de los ámbitos y 
especialidades normativas. En síntesis, la importancia en todo estudio sobre la responsabilidad civil 
causada por particulares o agentes es verificar si dichos elementos están presentes siendo el campo 
de análisis en los diferentes test de juridicidad.  
 
De esta forma, tanto la jurisprudencia del Consejo de Estado como la doctrina colombiana han 
diseñado un sistema en el que el daño antijurídico y la imputación son los elementos necesarios en 
el debate jurídico y probatorio para ordenar la reparación de un lesionado. Por ello, se procederá a 
conceptualizar tales categorías normativas.  
 
Como se explicó, en especial los planteamientos expuestos en las bases teóricas, el daño es el 
elemento central de los juicios de responsabilidad y representa el análisis primordial al momento 
de establecer las dinámicas del derecho de daños como de reparación; por lo tanto, ha tenido una 
evolución conceptual de acuerdo con las posturas sociales que exigen las actuaciones humanas. En 
ese orden de ideas, cuando se ocasiona una lesión a una persona, se está ante la presencia de un 
daño; sin embargo, para determinar si dicho menoscabo habilita el reproche civil como fuente de 
obligaciones y que al causante de los perjuicios le asista el deber de reparar, es uno de los debates 
apropiados y actualizados en la materia.  
 
En ese orden de ideas, en Colombia, con la expedición del texto constitucional de 1991, se 
materializó la cláusula de la responsabilidad del Estado sobre el supuesto de daño antijurídico. Con 
fundamento en el principio de las cargas públicas, se reconoce, por un lado, la existencia de los 
daños que los habitantes tienen el deber de soportar, por ejemplo: las cargas tributarias y, en 
contraposición, existen daños que no tienen peso normativo o justificación y por lo tanto, al no 
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existir deber de afrontarlos, este tipo de daño se considera como un daño antijurídico, por ejemplo: 
negligencia médica o afectación a derechos fundamentales.  
 
Continuando con la lógica planteada y con la finalidad de lograr una mejor compresión 
epistemológica, seguiremos los aportes de Ruiz Orejuela sobre las trasformaciones conceptuales 
traídas por la postulación de la antijuridicidad del daño en materia estatal, exigiendo adecuarse a 
las demandas sociales propias de la evolución natural del hombre y de la sociedad.  
 
La noción tradicional del concepto del daño estuvo determinada por el elemento culpa, pero con el 
surgimiento de la Constitución de 1991, se introdujo el concepto de daño antijurídico, lo cual 
determina que la prioridad no consiste en buscar un o una culpable para sancionarlo o sancionarla, 
sino en comprender y reparar a la víctima del mal injustamente sufrido, con ello se avanza en la 
necesidad que existe de atemperar la teoría del derecho administrativo con los cambios suscitados en 
la praxis del mismo. (Ruiz Orejuela, 2007, pág. 38).  
 
Frente al desarrollo jurisprudencial, el Consejo de Estado empezó a desarrollar el concepto de daño 
antijurídico desde sus inicios como una manifestación necesaria para el reconocimiento de la 
responsabilidad estatal apostando por la mirada del daño especial y el riesgo excepcional como una 
mirada de garantía de los derechos de las personas. En sus primeras sentencias sobre la temática el 
Consejo de Estado definió:  
 
Siempre que se produzca un daño o un perjuicio en el patrimonio de un particular, sin que este venga 
obligado por una disposición legal o un vínculo jurídico a soportarlo, encontrando su causa 
desencadenante precisa en el mencionado funcionamiento, mediante un nexo de efecto a causa, ha de 
entenderse que se origina automáticamente en la administración la obligación de su directo y principal 
resarcimiento.  
 
La ratio legis verdadera consiste en que cualquier particular, por el solo hecho de haber entrado en la 
obligada esfera de la actuación administrativa que el principio de soberanía comporta, quedando 
subordinada a ella sin deber expreso de sacrificio siempre que haya sufrido un daño o sacrificio que 
reúna las condiciones de injusto, efectivo, económicamente evaluable y susceptible de 
individualización personal o grupal, ha de tener la garantía por parte de la administración de su 
resarcimiento, adoptándole de acción procesal directa contra la misma, sin que sea por ello preciso 
identificar sin el mencionado actuar lesionante hubo comportamiento voluntario, doloso o culposo, 
de la persona encarnan el órgano administrativo que lo produjo, máxime cuando el daño o perjuicio 
hubiese sido originado en un comportamiento institucional. (Sentencia Reparación Directa 6515, 
1991).  
 
Conforme a la posición de la naciente jurisprudencia sobre la temática se pueden identificar como 
tesis principales que los elementos subjetivos que antes se tenían como posición dominante en estos 
juicios, pasan a un segundo plano para centrarse en el estudio del daño, entendido éste como las 
repercusiones dadas tanto en el plano físico como jurídico, es decir, las consecuencias que 
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menoscaban el patrimonio de la víctima que requieren de una atención en términos de justicia y 
equidad, para lograr que su patrimonio no resulte en una situación de desventaja. Por lo tanto, el 
sistema judicial debe esforzarse en lograr acciones o mecanismos procesales que apunten a este fin 
propio de las sociedades modernas.  
 
En recientes pronunciamientos el Consejo de Estado ha mantenido dicha lectura hermenéutica, al 
considerar el daño antijurídico como sustento para la declaración de la responsabilidad patrimonial 
del Estado, en la medida que, al afectar el principio de igualdad y de vulneración a los bienes 
garantizados a los ciudadanos como criterios claves en los modelos de Estado Social de Derecho 
conforme al texto constitucional, de esta forma el máximo tribunal de lo contencioso administrativo 
ha mantenido el siguiente criterio interpretativo frente a la identificación de sus elementos:  
 
De acuerdo con lo establecido por el artículo 90 de la Constitución Política, el Estado debe responder 
patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la 
omisión de las autoridades públicas. Del mencionado precepto constitucional la jurisprudencia de esta 
Sala ha concluido, en cuanto tiene que ver con los elementos cuya acreditación resulta necesaria en 
el proceso para que proceda declarar la responsabilidad del Estado con base en un título jurídico 
subjetivo u objetivo de imputación, que deben concurrir en el plenario los elementos demostrativos 
de la existencia de: (i) un daño o lesión de naturaleza patrimonial o extrapatrimonial, cierto y 
determinado o determinable, que se inflige a uno o a varios individuos; (ii) que resulte jurídicamente 
imputable a una autoridad pública, y (iii) cuando hubiere lugar a ella, una relación o nexo de 
causalidad entre ésta y aquél, vale decir, que el daño se produzca como consecuencia directa de la 
acción o la omisión atribuible a la entidad accionada. (Sentencia Reparación Directa 43916, 2018, 
pág. 19). 
 
Aunado a lo anterior, la Corte Constitucional como órgano legitimado para la interpretación de los 
preceptos constitucionales, frente al daño antijurídico ha preceptuado:  
 
La noción de daño antijurídico a la que se refiere el artículo 90 Superior, es un concepto 
normativo parcialmente indeterminado, que no tiene una definición explícita en la Constitución ni en 
la ley. No obstante, la jurisprudencia constitucional ha dado un contenido normativo particular a tal 
noción, mediante una interpretación sistemática e histórica. Así, se ha entendido que el daño 
antijurídico es aquel perjuicio que le es generado a una persona y que ésta no tiene el deber jurídico 
de soportar, razón por la cual, le corresponde una indemnización, como resultado de un 
reconocimiento dirigido a lograr la adecuada reparación de la víctima, y nunca bajo una óptica 
sancionatoria impuesta en contra del Estado o sus agentes. Esta Corporación ha sostenido que para 
que se configure la responsabilidad patrimonial del Estado, el daño: (i) ser cierto y personal 
y (ii) debe ser antijurídico. Se denomina daño antijurídico, no sólo porque la conducta del autor de la 
lesión sea contraria al Derecho, sino también porque el sujeto que sufre el daño, -esto es, el asociado, 
la persona o la víctima del Estado-, “no tiene el deber jurídico de soportar el perjuicio que se le ha 





Conforme a lo anterior, el daño es la disminución de una situación favorable frente al patrimonio, 
por ello, (Henao Pérez, 1998) señala que es el primer elemento de la responsabilidad y a partir de 
él, se estructuran los demás, pues no puede existir responsabilidad sin daño. No obstante, este tiene 
la característica de ser un elemento indispensable, pero no suficiente. Es decir, existen daños de 
tipo jurídico que postulan la obligación de ser soportados por la víctima, otra circunstancia es 
aquella en la que no hay un título de imputación que permita atribuir jurídicamente al causante del 
daño el deber de reparar, también se encuentra la falla en el servicio, el riesgo excepcional y el 
daño especial. Por último, puede presentarse que, aunque exista un daño, la persona causante del 
mismo se encuentra inmersa en una causal de exoneración de responsabilidad y, por lo tanto, no 
debe responder por el perjuicio causado. 
 
A su vez, el daño debe cumplir determinados requisitos o contar con ciertos elementos, de esta 
suerte, la doctrina varía al respecto frente a las subreglas en su aplicación y reconocimiento, pero 
comulgan en los siguientes aspectos – a raíz de los razonamientos jurisprudenciales –: el daño debe 
ser personal, cierto y directo. Lo personal del daño se refiere a que debe existir correspondencia 
entre la persona que solicitó la reparación del daño y quien lo sufrió, este punto puede entenderse 
o asimilarse con los postulados de la legitimación en la causa. Además, el carácter cierto del daño 
hace referencia a que el hecho dañino ya haya ocurrido o que en el transcurrir ordinario de las 
situaciones muy probablemente sucedería, por último, la característica directa del daño indica que 
este debe ser la consecuencia de la conducta del deudor de la obligación de reparar, es decir, quien 
causó el daño (Henao Pérez, 1998) 
 
Es de resaltar que el daño puede recaer en bienes patrimoniales o bienes no patrimoniales, estos 
últimos integran el patrimonio incorpóreo de los seres humanos gracias a las facultades que 
entregan los textos constitucionales contemporáneos, estos bienes pueden ser lesionados en 
cualquier ámbito y dimensión, tanto en una causa física como jurídica, por ejemplo, frente al 
presunto incumplimiento de un contrato con la administración, por regla general, se generarían 
daños a bienes patrimoniales, pues normalmente se estipula en sus cláusulas  intereses 
patrimoniales de las partes, aun así, no se excluye la posibilidad de que pudiesen esporádicamente 
surgir daños a bienes no patrimoniales por el incumplimiento del contrato por parte de las 
autoridades públicas, como una afectación a su buen nombre, honor o cualquier otro derecho 
constitucional que se haya visto lesionado por la negligencia, mala actuación o cualquier conducta 
reprochable generadora de un daño con las cualidades de indemnizable e imputable a un ente 
jurídico determinado (Tamayo Jaramillo, 2017) 
 
Para terminar, en la actualidad existe un debate en la doctrina colombiana frente a la ontología y 
denominación del daño y del perjuicio – que siempre ha acompañado estas reflexiones, pero en los 
últimos años ha recobrado relevancia – por un lado, un sector liderado por el profesor  Tamayo 
Jaramillo (2017) que determina que las denominaciones usadas en el estudio de la responsabilidad 
tiene como daño y perjuicio mismidad, es decir, serían palabras con condición de sinónimos y en 
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contraposición a un sector conservador y tradicional que apoya la consideración que daño es la 
afectación en el plano físico generada por la conducta del responsable y el perjuicio son las 
afectaciones patrimoniales, el menoscabo o la aminoración de las ventajas económicas generadas 
dentro de sus eje patrimonial (Tamayo Jaramillo, 2017). 
 
En ese orden de ideas, el maestro Tamayo aboga por modificar el léxico jurídico al postular la 
diferenciación entre daño físico, entendido como la ocurrencia fenomenológica y sensible de la 
afectación, y por otro lado, daño jurídico a las lesiones tanto patrimoniales como no patrimoniales 
causadas y por ende, susceptibles de vínculo judicial exigible y las cuales les importan al derecho. 
Esta manifestación de ideas es realizada al constatar que pueden existir daños jurídicos o perjuicios 
– como lo denomina el sector conservador – sin una afectación física o daño propiamente dicho, 
en palabras del reconocido maestro: 
Ahora, el daño o perjuicio en sentido jurídico no siempre requiere un daño en sentido físico. Si como 
consecuencia de la inseguridad generada por la afectación del orden público una finca pierde todo su 
valor económico, sin que se deteriore físicamente en lo más mínimo, habrá un daño en sentido 
jurídico, equivalente a la desvalorización del inmueble. Y si se lesiona la dignidad de una persona, 
habrá un daño jurídico, sin daño físico. En ambos ejemplos, hay daño o perjuicio en sentido jurídico, 
pero no hay daño en sentido físico. En conclusión, es imposible que puedan coexistir estos dos 
conceptos jurídicos: daño en sentido jurídico y perjuicio en sentido jurídico. El concepto de daño 
físico es indiferente al Derecho. (Tamayo Jaramillo, 2015, Párrafo 10).   
Las anteriores posturas son relevantes para no confundir el debate ontológico sobre la 
denominación jurídica del daño, que somete la esfera del reconocimiento de la tipología de 
perjuicios con los postulados de la antijuridicidad del daño, fundamento elemental para el 
reconocimiento de la responsabilidad patrimonial del Estado.  
La imputación o nexo causal. 
También conocida como el deber de responder, la imputación es el fundamento por el cual se 
determina a una persona natural o jurídica, de derecho público o privado, como responsable o no 
de un daño, es decir, el deber jurídico de reparar (Henao Pérez, 2015). La imputación ha de 
entenderse como el elemento epistemológico en el proceso de responsabilidad que habilita la 
posibilidad de indicar a tal individuo como responsable del hecho, sin embargo, en los últimos años 
bajo criterios jurídicos, se ha avanzado en este elemento para entender las razones de la obligación 
a imponer, por ello, en las siguientes líneas se propone identificar algunos criterios desarrollados 
por la Corte Suprema de Justicia29 al optar por la imputación normativa y el Consejo de Estado30 
bajo su premisa llamada imputación jurídica, ya que las reflexiones en el plano físico y filosófico 
han sido reemplazadas para darle prevalencia al debate hermenéutico, funcional y jurídico.  
                                                 
29 Al respecto se puede consultar la Sentencia Sala de Casación Civil 13925, 2016.  
30 Al respecto se puede consultar la jurisprudencia del Consejo de Estado, específicamente: Sentencia Reparación 
Directa, 36343, 2016.  
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El derecho de daños es un análisis permeado por el trabajo lógico de establecer los elementos que 
lo integran. La imputación es la tarea de establecer e individualizar al responsable que debe reparar 
los daños causados. La forma como es declarada la responsabilidad civil y patrimonial adquiere 
relevancia en este punto, de modo tal que, después de superado el contexto del daño se debe 
determinar al responsable que, desde las formas de reparación, debe responder por los menoscabos 
y agravios causados. Sobre los anteriores supuestos la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia 
ha implementado la teoría de imputación normativa para determinar la responsabilidad desde las 
posiciones jurídicas que los ordenamientos legales crean y que atienden a las manifestaciones de 
los principios.  
 
La imputación, por tanto, parte de un objeto del mundo material o de una situación dada en el plano 
físico o fenoménico, pero no se agota en tales hechos o directrices, sino que se configura al 
momento de juzgar. En otras palabras, el hecho jurídico que da origen a la responsabilidad 
extracontractual sólo adquiere tal estatus en el momento de hacer la atribución con fundamentos 
legales, de ahí la importancia en determinar desde la interpretación los fundamentos normativos, 
los cuales indican el grado de responsabilidad que el presunto autor está llamado a reparar, logrando 
establecer verdaderos criterios o estándares razonables para entender cuándo a una persona le asiste 
la configuración de convertirse en deudor de una obligación para atender el deber de reparar.  
 
El hecho determinado tanto en el plano físico como jurídico parte desde la imputación o causalidad, 
en términos generales, es mediante la imputación del hecho donde tiene lugar la elaboración de un 
juicio que permite considerar a alguien como artífice de una acción -u omisión- que causa un daño 
antijurídico. Por tanto, entender los principios que regulan la actividad y la exigencia del 
comportamiento, es el trazo argumentativo que tiene que hacer el juez de daños, arrojando una 
crítica cuando el objeto de debate se centra en la conducta del ser humano que está marcada por la 
incertidumbre de sus estímulos y reacciones, pero que se encuentra en mayor medida regulada por 
las fuentes de derecho constituidas en los ordenamientos jurídicos.  
 
Lo anterior también exige al juez tomar en consideración las causas físicas y hacer una clasificación 
a los hechos jurídicamente relevantes para imputar de forma eficiente cuál de ellos es el punto 
determinante de su tesis, es decir, no solo valorar la actuación en el plano tangible, sino inmiscuirse 
en las exigencias normativas en cada caso particular, a lo cual algunos juristas consideran se ha 
implementado un mero sistema de responsabilidad objetiva. En ese sentido el máximo tribunal de 
la jurisdicción ordinaria y legitimado para temas de responsabilidad civil entre particulares expresa:  
 
Tal valoración no corresponde a un proceso de subsunción del hecho en la ley, toda vez que las pautas 
jurídicas de conducta son preconcepciones hermenéuticas que permiten apreciar un dato como hecho 
jurídico atribuible a un agente. Estas pautas establecidas por el ordenamiento jurídico impiden que la 
imputación sea un proceso arbitrario, pues a ellas se ajustan tanto la valoración que hace el juez de 
un evento, como la conducta del autor. La imputación jurídica del hecho, en suma, es el razonamiento 
que abre la vía para imponer consecuencias jurídicas al artífice por sus actos, mas no es la subsunción 
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lógica que impone la sanción prevista en la ley al caso concreto. (Sentencia Sala de Casación Civil 
13925, 2016, pág. 30).  
 
De este modo, frente a la imputación es importante diferenciar cuáles son los puntos de debate 
necesarios para obtener decisiones justas y acordes en derecho. Al respecto, el jurista Karl Larenz 
expresa:  
 
La imputación a la que aquí se alude es el juicio sobre la cuestión de cómo atribuir un hecho a un 
sujeto (imputatio facti o de primer nivel), tal como se ha concebido en la dogmática civil con 
profundo arraigo en la tradición privatista, que la entiende como una operación constitutiva de la 
relación jurídica entre un agente y un resultado. La imputatio facti permite afirmar que un sujeto es 
el artífice de una acción (apreciación de sentido de un hecho), pero nada dice acerca de la corrección 
o incorrección de dicha acción según se adecue o no a un deber objetivo de cuidado o prudencia. 
(Larenz, 2020, pág.201). 
 
En conclusión, la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia ha establecido unos criterios que 
superan el plano fáctico, pero que dejan serios cuestionamientos sobre cómo se determina la 
responsabilidad en los casos complejos cuando la causalidad material difiere con las disposiciones 
normativas en el mundo de los hechos, es decir, con criterios como la posición de garante o la 
exigencia de otro comportamiento.   
 
Siguiendo el mismo panorama planteado, la jurisprudencia contenciosa administrativa tiene los 
siguientes puntos importantes establecidos. Dentro de los elementos claves para entender cómo se 
configura la responsabilidad, al superar rápidamente el debate sobre la causalidad material -en 
realidad ha esquivado o no entrado de fondo sobre este presupuesto de la responsabilidad - dándole 
mayor fuerza a la imputación como punto de convergencia o  entendida como nexo causal entre el 
autor del daño, el perjuicio causado y el deber de responder, esto siguiendo las premisas generales 
de la teoría pura del derecho que indica que las leyes de causa y efecto están por fuera del plano 
legal y dan prevalencia al principio de imputación como orientador de las obligaciones en el mundo 
legal.    
 
Desde la imputación jurídica han construido los criterios determinantes para que, de cierto hecho 
dañino se desprenda la responsabilidad de reparar, bajo el entendimiento dado por la Sección 
Tercera del Consejo de Estado logrando superar algunas barreras subjetivas en dichos juicios, han 
mecanizado teorías de imputación que apelan a una interpretación de los deberes normativos -
minimizando los juicios subjetivos o de causalidad fáctica por considerarlos innecesarios en cierto 
grado-, en últimas, fortaleciendo estándares netamente jurídicos y, alejándose del controvertido 
debate filosófico, ontológico y físico.     
 
El Consejo de Estado ha manifestado: “la imputación exige analizar dos esferas: a) el ámbito 
fáctico, y; b) la imputación jurídica, en la que se debe determinar la atribución conforme a un deber 
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jurídico que opera conforme a los distintos títulos de imputación consolidados” (Sentencia 
Reparación Directa, 36343, 2016). Sobre los anteriores supuestos, es importante revisar cuáles son 
los factores que se desprenden del hecho causante del perjuicio, poniendo énfasis en los 
razonamientos derivados de la lectura de los deberes y obligaciones del sistema legal.  En ese 
sentido, radica una especial necesidad de revisar las tareas o funciones que tiene el implicado en 
los hechos que constituyen el litigio, más aún cuando se está juzgado a autoridades públicas que 
tienen unas funciones y competencias definidas y regladas. Por último, la verificación del juicio de 
responsabilidad está basada en manifestar en una relación denominada:  
 
1. Deberes de salvamento cuando la creación de riesgos y consumación de los mismos es producto 
del ciudadano, siendo negativos   
 
2. Competencias institucionales de tipo positivo de asistencia que fruto de las relaciones sociales 
merecen responder a la defensa de los mismos en situaciones determinadas. (Sentencia Reparación 
Directa, 36343, 2016).  
 
En se orden de ideas, la imputación objetiva debe encaminarse a lograr una responsabilidad fuerte 
en la unión entre los deberes consagrados en la constitución y la ley, como la forma de hacerse 
efectivos por lo que no responde a un solo título de imputación en la responsabilidad del Estado, 
sino que puede atribuirse a cualquiera, como el caso analizado en el que fue declarado responsable 
el Estado por el concepto de daño especial (Sentencia Reparación Directa, 36343, 2016). Del 
mismo modo, la institución de la imputación ha adquirido énfasis los últimos años porque en ella 
radican los postulados para que se logre inferir la persona autora del daño y, por tal razonamiento, 
el encargo de reparar de la forma más acorde posible a la víctima, erigiéndose como un elemento 
de la responsabilidad el cual adquiere el peso necesario a la hora de realizar dicha adjudicación en 
los juicios.  
 
El problema de antaño sobre la causalidad material, sobre todo en la manifestación de la teoría de 
la equivalencia, fue superado para entrar en el debate de imputación normativa o jurídica que a la 
luz del pensamiento kelseniano se debe optar por interpretaciones normativas que generen deberes 
y obligaciones conforme a lo propuesto a la luz de las leyes (Sentencia Reparación Directa, 36343, 
2016).  
 
Para terminar, frente a la estandarización de la imputación es posible realizar las siguientes 
precisiones: una de las críticas desarrolladas por un sector de la doctrina frente a las 
consideraciones de la imputación normativa es la objetivación del nexo causal, puesto que los 
elementos subjetivos quedan relegados a un ámbito aparte, pasando de un debate fenomenológico 
o físico a un análisis interpretativo y de posiciones contenidas en una norma, dejando entender que 
lo fundamental es solo analizar el acatamiento de dichos postulados, en otras palabras, se dejaría a 




Por otro lado, se han diseñado estándares que permiten superar el viejo debate sobre la causalidad 
jurídica o material. Por ello, se hace necesario la implementación de criterios uniformes que ayuden 
a los juristas a posicionar un lenguaje común en torno a la determinación de la imputación, sin 
inmiscuirse en la responsabilidad objetiva o, por lo menos, lograr una distancia marcada sobre la 
intervención de los elementos de culpa o dolo, como también la relevancia del acatamiento a la 
norma que el jurisconsulto debe revisar, para en ese sentido, sentar unas bases generales que no 
eliminen el daño físico, pero que mantengan la relevancia del debate jurídico.  
 
Es por ello, que en los últimos años ha tomado fuerza el criterio de las condiciones Necesarias y 
Suficientes (NESS)31 (Honeré, 2013) siendo un primer intento para lograr la consolidación de un 
estándar de cumplimiento, que a la luz del contrato de mandato como obligación de medios puede 
ser tenido presente al momento de efectuar la graduación de su interferencia en común 
denominador con el juicio de responsabilidad, que para este tipo de contratos presenta como 
problemática el momento en que una parte incurre en incumplimiento por desconocer sus deberes 
o por la presencia del elemento culpa, no sin antes pasar por el análisis de causalidad — imputación 
—. Esto permite tener panoramas claros sobre si es posible establecer un nexo tanto en el plano de 
lo fáctico como lo jurídico, algo que ha desconocido la jurisprudencia colombiana al pasar por alto 
factores determinantes para declarar responsable a una entidad o persona natural, pero que en las 
demandas de la globalización del derecho merece empezar a reflexionar sobre dichos elementos 
esenciales.  
 
Es menester tener presente que las ideas de las condiciones NESS nacen desde la óptica de la 
responsabilidad extracontractual, pero nada supone que también en alguna tipología de contratos 
puedan estar presentes, debido a obligaciones destinadas a mantener la diligencia por parte del 
contratista estableciendo su inobservancia como condición para la existencia del daño, por ejemplo,  
las disposiciones axiológicas y prácticas para el seguimiento de un procedimiento quirúrgico o los 
lineamientos mínimos que debe tener la preparación de un abogado en un proceso de tipo penal; el 
primero puede  desencadenar en una lesión grave e incluso la muerte del paciente y el segundo en 
la condena de un inocente, ambas consecuencias por no seguir los estándares de calidad y eficiencia 
que sus profesiones requieren, es por tal razón que estas teorías que limitan la subjetividad del 
juzgador se han implementado con una moderada aceptación en los países europeos, como los que 
pertenecen a la familia del common law, logrando apostar por el debate técnico y normativo e 
integrando la causalidad en el plano de lo material. 
 
“Por otra parte, solo el derecho determina cuándo una conexión causal debe ser probada y en qué 
contextos legales se puede prescindir de ella. Cuando una conexión causal debe ser acreditada, el 
derecho también determina que se debe probar qué ha causado lo que se ha causado. Esto es 
especialmente importante en el ámbito de la responsabilidad extracontractual. El sistema de 
responsabilidad extracontractual generalmente imputa responsabilidad por culpa a quienes por su 
                                                 
31 En adelante para referirse a condiciones necesarias y suficientes.  
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conducta ilícita causan daño a otros; pero en algunas ocasiones el sistema impone responsabilidad 
estricta a personas que realizan actividades que, aunque no son ilícitas, causan daño a otros” (Honoré, 
2013, pág.1073).  
 
De lo anterior se infiere que las posiciones normativas son las que trabajan las implicaciones 
rectoras para lograr que las condiciones NESS, no solo en la responsabilidad aducida por la Ley 
Aquilia, sino también la naturaleza de las condiciones propuestas en una obligación de hacer o 
prestar un servicio como es la que se desprende del contrato de mandato. Es decir, la función social 
que recae en el abogado que le insta a analizar cabalmente sus actuaciones tanto en el marco de la 
ética, pero sobre todo en los estatutos legales que dimensionan sus intervenciones, en especial 
cuando litiga.   
 
En ese sentido, el autor propugna por un entendimiento sobre el trabajo discriminativo de la causa 
que desencadena el hecho de agravio, no siendo confundida por la teoría de la equivalencia, sino 
todo lo contrario, todos los criterios de estos estándares están consolidados así: 
   
Algunos asuntos son, o debieran ser, un fundamento común para las teorías NESS y but-for. Primero, 
cada una de estas teorías pretende elucidar el significado de ‘condición causalmente relevante’, e 
identificar un test que permita determinar si una condición es causalmente relevante. En otras 
palabras, ambas teorías son en algunas ocasiones semánticas, y en otras heurísticas. La importancia 
de esta distinción radica en que podemos creer que una condición fue la causa de un acontecimiento 
específico por el hecho de formar parte de un grupo de condiciones conjuntamente suficientes para 
producirlo, pero al mismo tiempo podemos ser incapaces de determinar exactamente cuáles fueron 
esas condiciones. De tal manera que podemos denominar a una condición de este tipo como causa, e 
incluso podemos considerar que fue una causa en una situación particular sobre la base Toepel. de las 
uniformidades simples observadas en la vida diaria, las cuales nos conducen a pensar que la presencia 
de esta condición produce una diferencia en el resultado. Podemos hacer esto a pesar de ser incapaces 
de especificar las condiciones INUS que se encuentran en el caso particular. Nadie puede negar que 
el test but-for tiene en muchas ocasiones un valor heurístico, proporcionando un método rápido para 
determinar la existencia de una conexión causal. Pero ello una cuestión distinta es sostener que el test 
forma parte del significado de ‘condición causalmente relevante’ o ‘causa’. (Honoré, 2013, pág. 
1078). 
 
En síntesis, la creación de estándares compatibles con las necesidades y obligaciones que se 
adquieren en los contratos de mandato, en especial para la profesión del abogado requieren tener 
como eje central la conjugación de la causalidad y la adjudicación del nexo causal que también 
debe apelar a la misma esencia de la norma como un criterio diferenciador que puede dar las 
posiciones al mismo juicio de reproche, como lo postulan las ideas de las condiciones necesarias 
que parten tanto del plano teórico jurídico como material o real,  teniendo a su vez presente la 
necesidad de configurar una ética respetada en la comunidad jurídica que permita que el trabajo 




Como se mencionó anteriormente, los profesionales olvidan o desconocen os deberes y facultades 
que deben respetar al momento de convertirse en parte en un proceso judicial, el mandante entonces 
debe actuar con toda la pericia, diligencia y cuidado que se le puede exigir y, al mismo tiempo, el 
juez debe verificar cabalmente las actuaciones encontrando el punto que desencadena la alegación 
de perjuicios con el propósito de declarar responsable a la parte mencionada.  
 
FUNCIONES DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO 
 
Otro de los grandes temas respecto al derecho de la responsabilidad, es el que tiene relación con la 
funcionalidad que cumplen en la sociedad,  de esta forma, reflexionar sobre las vocaciones y 
finalidades del derecho de daños es relevante, en la medida que “una sociedad que tuviera como 
principio la no reparación del daño sufrido: ello implicaría la ruptura del orden social y la 
aceptación de la posibilidad ilimitada de causar daño” (Henao, 1998, pág.27), es por ello, que el 
pensamiento de los juristas sobre esta rama del derecho se ha centrado en parte en buscar la 
fundamentación sobre la que asiste el deber de reparar, En consecuencia, si un daño se produce a 
una cosa o persona, se genera inequidad social, puesto que el patrimonio de la víctima ha mermado, 
el Estado como institución reguladora de las acciones humanas debe justificar la relación donde el 
causante se convierta en deudor del perjuicio causado.  
 
De esta forma, se habilita la motivación sobre hasta qué punto dicho deudor debe reparar el agravio 
causado o cuál es la forma como debe hacerlo, estas disposiciones adquieren importancia en las 
tesis de responsabilidad del Estado, en el sentido que los ciudadanos deben justificar las acciones 
iniciadas con el objetivo de una reparación tendiente a satisfacer su deseo de justicia, en 
consonancia de devolver el equilibrio social afectado.   
 
Las funciones de la responsabilidad del Estado, son muy distantes en cada ordenamiento jurídico 
producto de las raíces culturales e históricas con que la administración pública ha formado su 
injerencia en la vida de las personas, luego de los postulados del Estado Social de Derecho ha 
existido un auge en el intervencionismo estatal con miras a asegurar la prestación de servicios 
encaminados a la materialización de los derechos, lo que ha generado la posibilidad de una amplia 
variación democrática al momento de motivar las acciones de las autoridades que integran el poder 
público, sin olvidar, los fuertes argumentos de toque ético y axiológico que moldean el futuro del 
derecho de daños que como todas las ramas del derecho, buscan una alineación con las tesis de la 
dignidad humana.  
 
En las anteriores precisiones, es donde radica la importancia de dedicar un espacio para reflexionar 
sobre la funcionalidad en que se enmarca el reconocimiento de daños causados por el Estado, sobre 
todo cuando se prevé desarrollar una tesis nueva, como es la función transformadora que aboga por 
una nueva forma de pensar el reconocimiento de los daños causados por el aparato institucional. 
En ese sentido, la propuesta del presente apartado es reflexionar desde la función principal con la 
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que ha surgido la teoría de la responsabilidad, para luego orientar las nuevas tendencias sobre la 
temática, algunas se han afianzado tanto a nivel jurisprudencial como doctrinal, pero otras aún 




La tesis con que la responsabilidad ha nacido es simple, el causante del daño injustificado o ilícito 
debe poner a la víctima en la situación en la que se encontraba antes de la causación del daño o en 
una situación lo más cercana posible, esta es la base tanto jurídica como ética de la cual ha bebido 
tanto la responsabilidad en el ámbito civil como estatal. Solo basta con pensar en los principios que 
han dado nacimiento a la organización social para concluir, que al mínimo irrespeto de los bienes 
de una persona por otra, se entregue la facultad para solicitar que las cosas regresen al estado 
anterior, de no ser así, se estaría siempre en un completo caos donde los seres humanos buscarían 
causar daños con el pretexto del mejoramiento de las condiciones (Hobbes, 2003), pensar un mundo 
como el anterior, sería condenar a los hombres y mujeres a vivir constantemente inseguros con la 
expectativa de soportar acciones injustas, por esa razón, es que se ha constituido un pacto social 
(Rousseau, 1972), donde se entrega la facultad a instituciones o autoridades legitimadas para que 
sean veedores de los bienes de los asociados, gestándose el famoso Estado policía o de seguridad. 
De esta manera, el contractualismo ha servido de fundamento para entender el origen del Estado y 
al mismo tiempo es la base axiológica, ética y jurídica de la utilidad de las normas, las cuales rigen 
a la sociedad y bajo esos argumentos por analogía, son el punto central para comprender los 
postulados de la reparación en términos indemnizatorios, teniendo como finalidad la convivencia 
pacífica y armoniosa de la sociedad, donde todos los seres humanos sean merecedores de la 
protección de sus proyectos de vida. En ese sentido, el daño, referenciado como las condiciones 
que han hecho posible una disminución del patrimonio de la persona, debe ser el eje central, al 
momento de decidir un caso de responsabilidad.  
Este razonamiento es producto del derecho romano, donde se gestaron las primeras disposiciones 
sobre la responsabilidad contractual, y extracontractual, esta última, producto de la célebre Ley 
Aquilia o aquiliana, sin embargo, el fundamento generalizado de esta tendencia normativa proviene 
de aquella definición de justicia de Ulpiano, que es brindada en el trabajo de (Petit, 1998) la cual 
determina: “vivir honestamente no dañar a otro, dar a cada quien lo suyo” (pág. 19). 
Para ser más claros, se tomará la conceptualización que hace el profesor Henao sobre la importancia 
que tiene el daño al momento de traducir en la función indemnizatoria, utilizando las siguientes 
palabras:  
La enunciación de la presente regla es simple: la reparación del daño debe dejar indemne a la persona, 
esto, como si el daño no hubiere ocurrido, o, al menos en la situación más próxima a la que existía 
antes de su suceso.  (Henao Pérez, 1998, pág.45).  
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Entonces, el daño es la medida de la reparación, siendo este la posibilidad de entender que la 
función de los juicios de responsabilidad debe ser el pago de los perjuicios causados. Cabe anotar 
las siguientes apreciaciones: esta vocación es la tesis principal del derecho de daños y por 
excelencia es la primera medida en la cual se va justificar la liquidación de perjuicios, romper con 
esta premisa es quitarles todo el sustento teórico a los juicios de responsabilidad de forma general, 
es por ello, que en primera medida, la víctima acude para que en derecho pueda regresar a la 
situación anterior a la causante de sus lesiones y como segundo punto, el deudor tiene la plena 
confianza que solo el daño será el medidor del quantum a pagar por los perjuicios causados.  
Además, la totalidad de los juristas ha adaptado en sus definiciones sobre el derecho de la 
responsabilidad la idea que su tesis central es determinar las indemnizaciones a que hubiere lugar 
por la presencia de un daño que debe ser reparado, en otras palabras, la función mencionada ha 
permeado toda la epistemología de la materia que ha sido centro de definiciones cuando sobre la 
ciencia jurídica de los daños se trata, para fundamentar tal argumento, se presenta la siguiente 
apreciación del profesor Tamayo:  
La responsabilidad es la noción en la cual se “engloban todos los comportamientos ilícitos que por 
generar daño a terceros hacen recaer en cabeza de quien lo causó, la obligación de indemnizar. Se 
puede decir entonces que la responsabilidad civil es la consecuencia jurídica en virtud de la cual, 
quien se ha comportado de forma ilícita debe indemnizar los daños, producidos a terceros. (Tamayo 
Jaramillo, 2007, pág. 8).   
 
Del mismo modo, el artículo del código civil que fundamenta las tesis sobre la responsabilidad 
determina lo siguiente:  
 
Artículo 2341:  El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la 
indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o el delito 
cometido. (Ley 57, 1887).  
 
En ese sentido, la indemnización funge como la principal vocación que tiene la responsabilidad 
tanto civil y del Estado, por lo tanto, no se dedicará mayor trascendencia a la que se ha manifestado 
hasta el momento, solo resta decir lo siguiente, la evolución que ha tenido la sociedad, en diferentes 
dimensiones y el avance sobre las teorías de la justicia han hecho que la principal función, que es 
entendida en la manera de indemnizar, es insuficiente frente al papel de la víctima y de la misma 
forma, al papel que cumple la sociedad como garante y receptora de las disposiciones que trabajan 
en consolidar la convivencia pacífica. Es por ello, que se han adelantado nuevas formas de entender 
la relevancia que tienen los jueces de daños al momento de ostentar el poder resarcitorio. 
 
Gracias a dichas apreciaciones, se han podido formular conceptos como los perjuicios inmateriales 
o extrapatrimoniales, ya que, si el derecho de daños tiene como parámetro el agravio causado, sería 
imposible reconocer liquidaciones en torno a las categorías del daño moral, psicológico o daño de 
vida de relación debido a la imposibilidad de la tasación, si la indemnización tiene como objeto 
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verificar el precio o la cuantía de la prestación solo sería predicable de daños patrimoniales o 
materiales, de los cuales se puede llegar a una conclusión objetiva por el valor o precio que tienen 
estos en el mercado (Mancipe González, 2005). 
 
De tal panorama y con fundamentos muy mercantilistas, se aprecia la reparación de la 
responsabilidad solo en términos gananciales, lo que no logra cubrir toda la dimensión humana 
ultrajada, de tales razones, es posible concluir: i) la indemnización es el centro de la responsabilidad 
tanto en materia civil como del Estado, ii) el daño es la medida de las indemnización: iii) limitar a 
términos económicos, es decir, bienes apreciables en el mercado como fundamento de la reparación 
es optar por una tesis injusta, además, superada, puesto que si fuese de esa forma solo se permitiría 
la reparación de daños materiales, y iv) el sustento ético y axiológico de las sociedades modernas 
han permitido la expansión a otros niveles de la funcionalidad de la reparación, tesis que serán 
desarrolladas, a continuación.            
 
Función compensatoria  
Gracias a la reflexión ética y el papel que han logrado las víctimas en el escenario de las teorías de 
la responsabilidad, se inició una intensa tarea para justificar la función compensatoria en la medida 
que lograba una reparación integral e inclusiva, permitiendo que tanto la indemnización como la 
compensación lograra poner todas las dimensiones del ser humano en el mismo escenario antes del 
hecho dañoso o en la situación más cercana posible (Henao Pérez, 1998), este nuevo espacio, fue 
producto de las primeras ideas desarrolladas para el entendimiento de la reparación con contenido 
integral. 
El problema era el siguiente, los científicos del derecho que abogaban por incluir un contenido 
compensatorio se encontraban con el argumento de la imposibilidad de lograr medir las 
afectaciones internas del individuo, nadie puede lograr desarrollar un medidor sobre la tristeza, 
impotencia, desesperación o cada uno de los sentimientos que puede provocar un perjuicio en la 
dimensión más propia de la humanidad, optar por esta vía era considerar colocarle un precio al 
dolor, además, que generaría una condición desfavorable en la posición del causante del daño, ya 
que no podía determinar en juicio o apelar dicha cuantificación, por su condición subjetiva. (Gil 
Botero, 2012) 
Empero, la reflexión planteada sería mucho más injusta al considerar que existe un daño que 
produce cambios internos al ser de la persona afectada y no determinar una medida que permita 
espacios de reparación, de esta forma, los daños morales como los perjuicios inmateriales o 
extrapatrimoniales se comenzaron a reconocer en los procesos de responsabilidad (Henao Pérez, 
2015). Además, no se puede deducir que es parte de la función indemnizatoria, en la medida que 
dichos precios o valores no pueden ser obtenidos de procesos económicos o contables, nadie tiene 
la capacidad para determinar el precio del amor de una persona o el dolor causado por la muerte de 
otro, e incluso, nadie puede determinar  el valor interno que puede tener la muerte de un animal o 
la pérdida de un objeto, que si bien puede tener valor comercial, no logran abarcar totalmente los 
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sentimientos, intereses o deseos que dicha persona profesa hacia tal bien inmueble, mueble o ser 
sintiente.  
De la tal argumentación axiológica y ética, es que se ha fundamentado la vocación compensatoria, 
al proponer que las dimensiones humanas afectadas deben entrar en el monto prestacional del cual 
el deudor o responsable debe proporcionar. En este momento, esta función también ha tomado 
asidero en el nuevo derecho de daños y aunque el problema epistemológico todavía vigente es el 
quantum del daño moral, lo cierto es que casi todos los procesos de responsabilidad en Colombia, 
ordenan medidas tendientes la indemnización de los perjuicios materiales, lo que pueden ser 
comparados en el mercado y de la misma manera, opten por medidas compensatoria con el objetivo 
de lograr un alivio en las dimensiones internas del afectado (Gil Botero, 2012).  
Para complementar el presente razonamiento, es necesario insertar las siguientes premisas 
desarrolladas por (Escobar Torres, 2016) sobre las funciones del derecho de daños y su impacto en 
el ordenamiento colombiano, en relación con la compensación, determina:  
La responsabilidad civil se ha erigido como un mecanismo indemnizatorio a lo largo de su historia y 
los esfuerzos teóricos sobre esta materia se han encaminado a buscar convertirla, ya no en un 
mecanismo de sanción o retaliación o en un sistema de delitos privados, sino en un esquema de 
compensación o reparación. Evidencia de ello es que, como corolario de esa   evolución, al menos en 
nuestro ordenamiento jurídico la regla básica y fundante de la responsabilidad extracontractual 
contenida en el artículo 2341 del Código Civil alude de manera clara a que, con un tinte diáfanamente 
reparatorio, quien ha inferido daño a otro es obligado a la indemnización, lo que nos lleva a enlazar 
de manera indefectible el concepto de responsabilidad civil con el criterio de reparación. (Escobar 
Torres, 2016, pág. 12).  
 
Del anterior comentario, es importante resaltar la idea sobre la reparación en sus componentes de 
integralidad, puesto que ha permitido la coexistencia de nuevas formas o medidas tendientes al 
mejoramiento de las condiciones de las víctimas y fundamentó la compatibilidad entre función 
indemnizatoria y compensatoria. Desde las apreciaciones de la doctrina civil sobre responsabilidad 
se ha estudiado las acciones tendientes a la reparación, por ello, cada vez que se determina la 
existencia del daño, como primer elemento a estudiar, la pregunta versa sobre la forma de 
resarcimiento. 
 
Por ello, es importante cuestionar cuáles son esos pasos para lograr dicha proeza, teniendo como 
criterios por un lado la función tendiente al reconocimiento de los perjuicios materiales – daños a 
bienes económicos- y, por otro lado, perjuicios inmateriales – daños a bienes no económicas – tales 
conceptos hacen parte de las primeras ideas gestadas en el derecho de daños, manifestadas sobre 
la reparación global o integral, en otras palabras la unión entre la vocación indemnizatoria y 
compensatoria. 
 
Bajo este panorama, (Sandoval, 2013) propone que dentro de las meditaciones de la reparación de 
forma integral debe tenerse presente la posibilidad del juez tasador de los perjuicios, además de 
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permitirle tener libertad discrecional para ordenar medidas que correspondan con la finalidad de 
equilibrar de nuevo la balanza, por lo que este sostiene:  
 
La expresión reparación integral en el contexto jurídico goza de una fuerza de cohesión realmente 
innegable. El legislador, los jueces y la doctrina, aun reconociendo la indeterminación y vaguedad que 
implica su adaptación a los casos concretos, recurren a ella para dar solidez a sus argumentos y para 
expresar, las más de las veces, la búsqueda de la justicia a través del derecho. Todo este fenómeno es 
más enérgico en la responsabilidad civil, donde, como se explicaba antes, se está ante un hecho que 
exige una reacción jurídica respecto de la afectación de intereses privados fundamentales. (Sandoval, 
2013, pág. 242).    
 
Uniendo dichas ideas junto con el discurso protagónico de los derechos humanos – que han sido 
criterio de corrección del derecho y ha posibilitado tales reconocimientos-, se ha optado no sólo 
por reconocer perjuicios en el ámbito patrimonial, la cual fue por mucho tiempo la única respuesta 
válida de los sistemas legales frente a este problema, sino que se ha ampliado la posibilidad de 
proteger y reparar con innovadoras medidas, en ese sentido, se ha ampliado los postulados de los 
perjuicios inmateriales, donde entra a gozar de manera directa las formas de compensación, que 
gracias a los jueces de los ordenamientos normativos internos y en especial, los internacionales – 
como la CIDH - han venido ejecutando en sus providencias (Uprimny Yepes & Guzmán 
Rodríguez, 2010).  
 
De esta forma, también aporta a la consolidación de la idea trabajada el profesor Barrientos, que, 
frente al propósito de la indemnización de daños extrapatrimoniales, que deben entenderse bajo la 
vocación de las tesis de la compensación o satisfacción, atribuye:  
 
“El propósito de la indemnización de perjuicios frente al daño extrapatrimonial opera más a la manera 
de una satisfacción o compensación que el ordenamiento brinda al perjudicado por las afecciones 
padecidas, que, de una verdadera reparación o resarcimiento del daño efectivamente sufrido, dado el 
reconocimiento que se ha hecho a la imposibilidad de lograr este primigenio propósito del derecho 
de daños en este tipo particular de perjuicios. (Barrientos Zamorano, 2007, pág. 41).    
 
También, dichas premisas compensatorias han ampliado el concepto o el reconocimiento de daños 
extrapatrimoniales desarrolladas por la jurisprudencia contenciosa administrativa, donde categorías 
como el daño de vida de relación, daño a graves alteraciones a las condiciones de existencia, o los 
recientes pronunciamientos del Consejo de Estado reconociendo las categorías de daño a la salud 
y la afectación a bienes constitucionales y convencionales, temáticas que se abordarán más 
adelante. De este modo, la función compensatoria permitió consolidar un amplio debate sobre las 
formas de reparación, que abarca elementos complejos como es lograr un estándar sobre la 
cuantificación del daño moral, determinar la afectación de la vida personal, privada y social del 
lesionado para proferir un quantum compensatorio o identificar la relación entre lesión y afectación 




De esta forma, es posible realizar el siguiente ejercicio lógico para determinar estas conclusiones: 
i) la compensación gracias al debate ético del derecho de daños ha permitido reparar cada una de 
las dimensiones afectadas, ii) las teorías de la justicia y los derechos fundamentales como criterio 
de corrección tienen un papel importante al reconocimiento de la compensación como figura clave 
para la reparación integral; iii) se inaugura la idea de la reparación integral al combinar los 
componentes de indemnización, para bienes económicos y compensación, para bienes no 
económicos, iv) el reconocimiento de la compensación también abrió el debate sobre la 
cuantificación del daño moral y subsiguientemente, las categorías que integran esta tipología como 
el daño de vida de relación, alteración a condiciones de existencia, a la salud y demás afectación a 
bienes constitucionales y convencionales y v) los tribunales nacionales como internacionales, como 
la CIDH, han determinado que la compensación es un factor clave, primordial y general de la 
globalidad o integralidad de las reparaciones porque busca colocar al lesionado en el 
restablecimiento de todas sus dimensiones.   
 
Función preventiva  
Si bien la función de indemnización y compensación han ganado terreno en el campo de la 
responsabilidad, existen otras vocaciones donde no existe consenso si deben ser aplicables a la 
medida de establecer las órdenes emitidas fruto de un proceso de responsabilidad. Existen 
corrientes que abogan por otras características inherentes al derecho de daños, una de esas primeras 
tendencias es la que aduce a una función preventiva, es decir, uno de los objetivos que tiene el 
derecho de la responsabilidad civil tanto a particulares como la que se le puede imputar a la 
administración pública debe tener un contenido capaz de llevar un mensaje destinado a la 
eliminación de la causación de daños (Escobar Torres, 2016), bajo estas premisas existe una gran 
discusión en el sentido que afirmar que con los reproches realizados a los victimarios se estaría 
llevando la idea de las actuación diligentes y en derecho para garantizar la no afectación al 
patrimonio de las personas (Leiva, 2020).  
Desde que se empezaron a idear los sistemas de responsabilidad, por ejemplo, en el derecho 
romano, se ha tenido como base la construcción de ciudadanos capaces de prever los riesgos que 
se presentan en un acontecer determinado para prevenirlo o hacer todo lo posible para que la 
amenaza no se vea materializada.  De esta manera, una conclusión parcial es que la prevención está 
por fuera del derecho de daños en el sentido que trabaja en el plano ético y moral en la medida que 
exhorta a los individuos a accionar con suma preocupación y rectitud, sin embargo, esta postura es 
solo el comienzo de un intenso debate sobre la posibilidad de acceder a la prevención como un 
postulado general del derecho que busca la reparación de los daños, el autor Torres (2015), en el 
artículo que dedica al estudio de esta función en el ordenamiento jurídico colombiano, introduce:  
La discusión que sobre las funciones de la responsabilidad civil aquí se esbozará, y que se 
concentrará, dada su relevancia, en la revisión de la prevención, se antoja como una de las más 
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polémicas y antagónicas que sobre esta disciplina actualmente tiene lugar y en la que participan, en 
un apasionante y noble enfrentamiento, quienes aún con apego a la tradición y con válidos y vigentes 
argumentos, sostienen la idea de que la responsabilidad civil tiene un fin preponderantemente 
resarcitorio o reparatorio en esta disciplina, frente a quienes exigen un derecho de daños más 
expansivo, que urgentemente presente novedosas funciones que amplíen su espectro de actuación y 
aplicación. (Escobar Torres, 2015, pág. 38) 
 
Como bien anota el autor citado, esta discusión ha tenido amplia injerencia en los temas de 
responsabilidad, ya que por un lado están los que abogan por la implementación como el 
reconocimiento de tales postulados, y por el otro encontramos los que se oponen de manera 
profunda por considerarla ajena a los intereses de los lesionados y optar por esta vía es 
desnaturalizar las tesis centrales de la responsabilidad que tienen su parámetro tanto en el daño 
causado -la cuantificación del perjuicio- como el papel de las víctimas, condesando en la intención 
de retraerlas al lugar donde se encontraban antes del menoscabo ocasionado.  
 
Una de las posturas a favor de la inclusión de la prevención como vocación central de la 
responsabilidad, es la realizada por el profesor (Ramos Martínez, 2017) apuntando que, en la 
materia sobre la concreción de los daños, siempre tiene tenerse como bandera central la posibilidad 
de ser evitados, sin importar el origen o la fuente causante de los mismo, de esta forma le 
corresponde al derecho como instrumento de regulación social que debe permear todos los 
escenarios, por eso, debe haber un contenido normativo antes de la ocurrencia del hecho que pueda 
mejorar las condiciones de los asociados y vivir plenamente en la comunidad, pues lo que sucede 
es la interés de regular las situaciones posteriores a la presencia del daño.  
 
De la misma manera se presenta el ideario del profesor colombiano (Fabra Zamora, 2015) donde 
explica que la relación de estas funciones tiene que ver con los contenidos económicos en los que 
se fundan las sociedades, pues es mucho más gravoso en términos financieros, la aportación de 
todos en cada uno de los riesgos con el objetivo de minimizarlos, por ello, resulta más eficiente 
determinar un responsable que tenga como parámetro el daño causado. Pero, estas dimensiones 
han debido ser mutadas con la entrada en vigencia de la Constitución de 1991, porque propenden 
por los principios de solidaridad como responsabilidad como rectores en las actuaciones estatales, 
es por ello, que dentro de la jurisprudencia constitucional podemos encontrar esta orientación que 
comulga con las tesis del Estado Social del Derecho para el mejoramiento de las condiciones de 
todos, y dentro de estos mejoramiento por llamarlos de algún modo, está la capacidad de minimizar 
los riesgos posibilitando la concreción de los proyectos de vida sin ninguna interferencia.  
 
El carácter de la Constitución, que implica que los preceptos  contenidos en ella  han de ser entendidos 
y analizados de manera sistemática, como partes  de un conjunto que se dirige a un objetivo 
específico, que no es otro que la realización del Estado Social de Derecho, permite afirmar, además, 
que el legislador con el propósito de afianzar el régimen de responsabilidad de quienes cumplen 
funciones públicas y de garantizar los principios de moralidad y eficiencia, así como los fines 
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retributivo y preventivo inherentes a la acción regulada, bien podía establecer  sanciones accesorias 
derivadas de la obligación de repetir contra el servidor o el particular por cuya culpa grave o dolo 
hubiere resultado condenado el Estado. (Sentencia C- 233, 2002. Pág. 28).  
 
La tarea del Congreso y en cada uno de los ámbitos donde se ventilan los temas de responsabilidad, 
es decir, no solo desde la óptica civilista o del resarcimiento del daño causado por el aparato 
institucional, sino interviniendo en las funciones de la responsabilidad penal, fiscal o disciplinaria, 
deben condensar preceptos de la prevención de los daños, por eso se justifica la funcionalidad de 
la prevención en los espacios jurídicos con incidencia social.  En ese mismo sentido, (Rincón 
Angarita, 2015) expone que las nuevas dinámicas de la vocación de la responsabilidad y prevención 
deben tener un contenido propio de la prevención para que el concepto de persona, tanto en sus 
derechos individuales como en la dimensión colectiva de los mismos, tenga un mayor respeto en 
cada una de las facultades concedidas, en eso se caracteriza la tutela del reconocimiento o 
positivización de los mismos. 
 
De esta forma el papel de un grupo como son las víctimas de desplazamiento otorga insumos para 
establecer mecanismos de defensa y garantías de no repetición que sean ejemplo para que otras 
comunidades o regiones no se vean expuestas a padecer dicho sufrimiento o siniestro repudiable, 
en eso consiste una tarea importante del Estado frente a sus deberes.   
 
Pero, no solo ha sido en las reflexiones foráneas que se ha optado abiertamente por el 
reconocimiento de la prevención que ataca la teoría clase de la responsabilidad, el debate en el país 
cuenta con varios expositores que trabajan la materia, como lo sostiene (Escobar Torres, 2015) 
algunos autores colombianos, como Carlos Ignacio Jaramillo, Nicolás Polanía, Jesús Alberto 
Buitrago y Sergio Rojas, han aceptado abiertamente una función preventiva de la responsabilidad 
(pág. 42).  También resulta relevante, el desarrollo legal y jurisprudencial que ha tenido esta 
función en el ámbito ambiental gracias a la aplicación de instituciones como la acción popular y, 
por ejemplo, el principio de precaución, el cual consagrado en el numeral 6 del artículo primero de 
la Ley 99 de 1993 consagra que  
 
La formulación de las políticas ambientales tendrá en cuenta el resultado del proceso de investigación 
científica. No obstante, las autoridades ambientales y los particulares darán aplicación al principio 
de precaución conforme al cual, cuando exista peligro de daño grave e irreversible, la falta de certeza 
científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces 
para impedir la degradación del medio ambiente. (Ley 99, 1993) 
 
Lo anterior quiere decir, que el principio de precaución consiste en la toma de medidas necesarias 
para que no se lleve a cabo una actividad medioambiental sobre la cual no se tiene certeza o no se 
puede prever de forma acertada si causará o no daño alguno, bien sea a corto, mediano o largo 





Tratándose de éste el riesgo o la magnitud del daño producido o que puede sobrevenir no son 
conocidos con anticipación, toda vez que no se dispone de la posibilidad fáctica real de establecer, a 
mediano o largo plazo, los efectos de una acción, circunstancia que obedece a la falta de evolución 
al respecto en el conocimiento científico, desde el cual puede no resultar posible alcanzar la certeza 
en punto de las precisas consecuencias que acarrearía alguna situación o actividad, así se conozca 
que tales efectos serán nocivos. (Sentencia Nulidad y restablecimiento del derecho 37603, 2015). 
 
Por otro lado, el principio de prevención, según lo esgrimido en (Sentencia Nulidad y 
restablecimiento del derecho 37603, 2015) “propugna por la utilización de mecanismos, por el 
diseño de instrumentos y por la implementación de políticas encaminadas a evitar la ocurrencia de 
daños al medio ambiente y/o a la salud de las personas”, con una diferencia destacable con el 
principio de precaución y es que el primero parte de la certeza de poder conocer el daño que será 
causado de implementarse determinada actividad, no existe incertidumbre, no hay duda, con la 
finalidad de, como su nombre lo indica, prevenir el daño, en este mismo sentido lo expone el 
Consejo de Estado en la precitada sentencia 
 
El principio de prevención es el que debe aplicarse tratándose de la posible producción de daños o 
de la constatación de la existencia de riesgos respecto de los cuales resulta posible conocer las 
consecuencias que podría tener sobre el ambiente el desarrollo de determinado proyecto, obra o 
actividad, de manera que la autoridad competente cuenta con la posibilidad fáctica real de adoptar 
decisiones con antelación a la concreción del riesgo o a la causación del daño, con el fin de reducir 
sus repercusiones o de evitarlas; para ello, según se indicó, el principio de prevención subyace a 
institutos jurídicos como la evaluación del impacto ambiental o el trámite y expedición de 
autorizaciones previas, instrumentos cuya operatividad precisa de la posibilidad de conocer los 
hechos y reaccionar frente a ellos con antelación al daño ambiental. (Sentencia Nulidad y 
restablecimiento del derecho 37603, 2015). 
 
No obstante, también existen reiteradas voces que no aceptan la posibilidad la prevención como 
vocación de la responsabilidad, en ese sentido: “la función indemnizatoria es la función normativa 
de la responsabilidad extracontractual; y la prevención, un deseable, aunque poco frecuente en la 
realidad, subproducto fáctico de la compensación. Y así debe sensatamente seguir siendo”. 
(Escobar Torres, 2014, pág. 42). Bajo estas premisas es que se obtiene un modelo solo con miradas 
resarcitorias como sustento de las normas del derecho de daños, lo importante en este desarrollo es 
delimitar hasta qué punto tiene cabida se está en presencia de contenidos de responsabilidad y 
cuando se desdibuja para pasar a otras dimensiones como los seguros que se manejan en los 
diversos niveles o, sobre todo, los sistemas de seguridad social los cuales, si tienen un contenido 
verdaderamente de prevención y reconocimientos de riesgos, pero, si lugar a dudas estas 
fundamentaciones son distintas a la responsabilidad.  
 
Esta dimensión como lo sostiene (Tamayo Jaramillo,2007) debe manejarse bajo políticas públicas, 
fiscales y que no solo estén dimensionadas al ámbito laboral, sino que permeen la capacidad de 
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afrontar agravios los asociados, esto no puede confundirse con las ayudas sociales o planes de 
subsidio que manejan algunos gobiernos, sino el proyecto de una seguridad social fortalecida 
requiere la asistencia estatal al momento de configurarse un hecho perjudicial como lo son los 
accidentes, las lesiones o incluso la muerte de una persona.  
 
Y, es que este pensamiento está en relación constante con la argumentación dada por (Henao Pérez, 
1998) respecto a que un axioma del progreso es la incidencia en tomar aventuras o asumir riesgo 
que pueden terminar en aspectos negativos o positivos, si tuviéramos una sociedad cohibida, 
estaríamos en un punto medio sin la capacidad de moverse, en otras palabras, la posibilidad de 
viajar en menos de 12 horas de Bogotá a Miami, de construir túneles que acorten las distintas o 
simplemente emprender un negocio son solo algunas situaciones donde el riesgo está presente y 
tener como norma rectora la prevención, sumado a que esta sea labor de la responsabilidad, termina 
de este modo eliminando la esencia con la que ha nacido y se ha forjado esta materia del derecho. 
De esta forma, Escobar Torres, concluye:  
 
Este iter académico que ha marcado el desarrollo del interesante debate sobre la prevención como 
una función del derecho de daños, que como señalamos, ha tenido una notoria consideración 
jerárquica y se ha enfocado en entender cuál es la función preponderante de la responsabilidad, si 
bien merece todo nuestro respeto académico, toda vez que no encontramos necesario ni útil, al 
menos en esta somera tarea, efectuar un recuento académico sobre la prevención, para al final y sin 
más, inscribirnos en una u otra corriente y con ello entender culminada esta tarea. Por el contrario, 
y armados de los valientes postulados que sobre esta cuestión ha encontrado la doctrina, 
disentiremos en su enfoque y nos encaminaremos no a debatir cuál es la función preponderante de 
la responsabilidad, sino a entender el verdadero papel de la prevención en la responsabilidad civil 
sin importar su ubicación geográfica en el mapa de esta disciplina. (Escobar Torres, 2015, pág. 49).  
 
En ese orden de ideas, las vocaciones de la responsabilidad encaminadas a lograr la indemnización 
y compensación de la víctima como eje central para tener presente la cuantificación del daño, está 
siendo superada en la medida que sectores de la doctrina como en la jurisprudencia, reconocen la 
importancia que tiene la prevención como vocación del derecho de daños, esa es la tendencia 
fundamentada en materias de derecho ambiental, laboral y de seguridad social.  
 
Actualmente, sobre las medidas de reparación integral y fruto de las ideas generadas por el 
desarrollo de las víctimas se ha concedido un tipo de acciones con el objetivo de garantizar la no 
repetición de los actos que han afectado algún derecho o interés legítimo, dada estas características 
para garantizar la convivencia pacífica como fin primordial de la sociedad contemporánea tratando 
de identificar los posibles hechos de riesgos para prevenirlos y capacitar a los agentes con la 
intención de comprender sus funciones en la medida que la excepción sea la aparición de un daño 
por parte de la institucionalidad y no como nos demuestra el panorama actual, donde pareciere que 
la regla general es desconocer el deber legal y funcional que tienen los funcionarios públicos lo 
que traduce en daños antijurídicos que despiertan el deber de reparación con grandes 
118 
 
indemnizaciones a cargo del Estado. De ahí, se puede deducir componentes inherentes a la noción 
de prevención, las cuales envuelven las medidas tendientes a la no repetición del hecho, dando 
como resultado que en materia de responsabilidad esta función gana terreno, posicionándose como 
un principio logrado por las tesis de reparación integral y defensa de los derechos humanos.  
 
Para cerrar, es posible identificar las siguientes conclusiones: i) el debate sobre la función 
preventiva del daño es apasionante y extenso, lo que anima a la comunidad académica y jurídica 
seguir sumándose al mismo, ii) en los últimos años han venido tomando fuerza las tesis de la 
prevención del daño, como fue reseñado anteriormente, iii) dicho sector de la doctrina ha 
influenciado en nuevos sistemas de responsabilidad como las instituciones o figuras desarrolladas 
en la acción popular en materia ambiental que tiene el carácter meramente preventivo, iv) los 
postulados desarrollados en sectores jurídicos como son los seguros o sistemas como riesgos 
laborales o fondo de pensiones que hacen parte del sistema de seguridad social tienen una visión 
meramente preventiva, pero no son parte de los elementos propios de la responsabilidad civil y del 
Estado, empero, deben ser fortalecidos para lograr ciudadanos con pleno acceso a sus derechos; v) 
los riesgos siempre estarán presenten en el acontecer humano porque están unidos a los conceptos 
de progreso y vi) las medidas de no repetición que integran el concepto de reparación integral han 
logrado un espacio para establecer la función preventiva de la responsabilidad. En ese orden ideas, 
queda aún abierta la discusión sobre la prevención, ya que para la reflexión investigativa tiene 
como objetivo lograr otros panoramas.  
 
Función sancionatoria  
Pensar la función sancionatoria en ordenamientos jurídicos de la familia continental europea como 
es el colombiano, es una tarea compleja, y la conclusión arrojada respecto de la función preventiva 
es que están inmersa en un amplio debate, aunque que con las medidas de reparación integral 
tendientes a garantizar la no repetición de las circunstancias que causaron el daño, no existe 
tranquilidad al interior de la magistratura como en la academia respeto de su vocación en el derecho 
de daños, en este orden de ideas las premisas sobre la función sancionatoria parece ni siquiera haber 
terminado de realizar sus primeras delimitaciones generando un debate mucho más candente y 
caracterizado por el rigor jurídico científico de sus apreciaciones, en especial las orientadas al 
campo del derecho comparado e integración de sistemas, esta última tesis, propia de la 
globalización de los sistemas judiciales en determinadas materias (García Matamoros & Herrera 
Lozano, 2003).  
Las posturas sobre esta vocación están arraigas por el sistema anglosajón del derecho y su 
conceptualización de los dalos punitivos, generando una visión diferente de los procesos de 
responsabilidad los cuales hemos desagregado en las páginas anteriores, esto se debe a que el 
causante del daño no se limita a tener como parámetro de reparación las afectaciones al patrimonio 
material, producto de las sumas generadas por el daño emergente o el lucro cesante, ni tampoco se 
limita al reconocimiento de sumas destinadas a la compensación de los agravios causados a su ser 
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interno o externo reconocida en los perjuicios morales o las categorías destinadas para establecer 
una satisfacción económica a la perdida de los placeres de la vida como lo son la vida de relación 
o la alteración a las condiciones de existencia o como en los últimos años lo ha reconocido la 
Sección Tercera del Consejo de Estado, que ha ordenado el pago por afectaciones a derechos 
fundamentales como es el daño a la salud o el reciente pronunciamiento de los bienes 
constitucionales o convencionales, ninguno de estos  criterios están inmersos en el momento de 
optar por la reparación en forma de sanción, ni siquiera las medidas de no repetición que tienen 
una función preventiva se acercan a la fundamentación con la que se reconocen este tipo de rubros.   
Por tal motivo, los daños punitivos propios de esta vocación, fundamentan su existencia bajo los 
siguientes razonamientos: cuando a una persona es víctima de un daño se afecta el equilibro social 
de toda la comunidad, esta idea fue analizada cuando se postuló la creación de un orden social 
pactado para garantizar la seguridad tanto personal como de los bienes privados adquiridos, este 
sustento genera el leviatán o el contrato social, por eso, es necesario garantizar a la comunidad que 
los daños son una excepción y si llegan a presentarse deben imponerse un castigo a manera de 
ejemplo por la negligencia o falta de cuidado en el actuar humano. Frente a la definición de daños 
punitivos se indica:  
Téngase en cuenta que por daños punitivos se entiende el mecanismo por el cual se condena a pagar 
una indemnización, que busca reparar la violación a los derechos constitucionales de los ciudadanos, 
ocasionados ya sea por funcionarios del gobierno o por los particulares. Son las sumas de dinero que 
los tribunales exigen pagar con el fin no de indemnización compensatoria, sino como una sanción 
con fines ejemplarizantes. (García Matamoros & Herrera Lozano, 2003, pág. 215).  
De ahí, que el criterio en el cual nace esta característica de reparación es lograr consolidar la 
protección de los derechos de los ciudadanos, que se sustenta bajo las disposiciones de la justicia 
retributiva o correctiva, lo que se aleja de la construcción propia de una sociedad equitativa 
apoyadas los últimos años por autores que abogan por la justicia distributiva, estas contraposiciones 
hacen que esta tendencia sea propia del desarrollo jurídico en países del sistema de common law, 
generalmente en los Estados Unidos, por ejemplo, a voz de Anthony J. Sebok, en un documento 
sobre esta figura en el país americano postula:  
Los daños punitivos en la mayoría de los estados han sido sustentados a partir de una función 
compensatoria, así, se imponen este tipo de daños cuando la compensación que recibe la víctima, 
no alcanza a repararla de forma integral, por lo vil y antisocial de la conducta del demandado, es 
decir, cuando queda un sinsabor luego de que la víctima ha recibido una suma a título de daños 
compensatorios. (Sebok, 2007, pág. 960). 
Cabe hacer la siguiente aclaración pedagógica respecto al indicar la función compensatoria, porque 
no se dirige a reconocer el pago de bienes inmateriales que no susceptibles de valoración 
económica, base del perjuicio moral, pues en esta lectura debe hacerse bajo el pensamiento de la 
compensación como una suma de dinero origina por la negligencia del causante del daño, en otras 
palabras, el daño compensatorio tiene la idea de lograr un valor ejemplarizante que tenga tanto una 
dimensión preventiva como sancionatoria, por eso continuando la lectura del articulo denominado 
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el concepto de daños punitivos o punitive damages, postulan como finalidades de esta vocación en 
la reparación las enunciadas a continuación:   
Punir graves inconductas: como se anotó, se busca sancionar al trasgresor. Con la pena se quiere 
mostrar un reproche social a lo ilícito. Es un mecanismo indirecto de salvaguardar la paz pública.   
Prevención: se busca disuadir a otros posibles transgresores con la generación de un temor a la 
sanción, pues de esa forma se mantiene el orden en la sociedad.  
Restablecer el equilibrio emocional de la víctima: se quiere calmar los sentimientos heridos de la 
víctima. (García Matamoros & Herrera Lozano, 2003, pág. 215).  
  
En ese orden de ideas, la sanción se convierte en el sustento de los procesos de reparación para 
determinar a un culpable el deber de reparar y castigar en la misma cuantificación del daño, 
logrando generar un mensaje disuasorio al momento de actuar en la defensa de las normas y el 
cuidado por el respeto del patrimonio tangible e intangible de los asociados, de ahí que grandes 
pensadores de la ciencia jurídica32 opten por la implementación de dicha función en el derecho de 
daños por considerarla que agrupa el contenido resarcitorio, compensatorio, preventivo y en 
especial, sancionatorio con finalidad pedagógica, de tales premisas, las abogadas Flórez Guzmán 
& Valencia Rodríguez en su trabajo de grado para optar por el título de abogadas al analizar estos 
conceptos han manifestado:   
 
Por ello, el sistema debe dirigirse a la protección no solo de intereses individuales, sino también 
públicos, que maximicen el bienestar en la sociedad, en aras de que la función de la responsabilidad 
no se limite a una perspectiva individualista, sino colectiva, que abogue por el interés social. (Flórez 
Guzmán & Valencia Rodríguez, 2016, pág. 188).  
Empero, es menester recalcar la posición de debate sobre estas funcionalidades en el campo del 
derecho analizado que adquiere mayor rigor cuando se trata de la implementación de figuras 
extranjeras, por lo tanto, las precitadas autoras han recalcado:    
Lo anterior ha conducido a la doctrina tradicional a considerar que la función de la Responsabilidad 
Civil es exclusivamente indemnizatoria o reparatoria. No obstante, autores como Jesús Alberto 
Buitrago y Sergio Rojas, han estudiado varias de las normas específicas que integran el 
ordenamiento colombiano y han encontrado vestigios de una función sancionatoria o punitiva en el 
derecho civil, lo que los ha llevado a cuestionar la postura mayoritaria en relación con el principio 
de reparación integral y en especial, frente a los daños punitivo. Con esto termina la exposición de 
manifestaciones de una función sancionatoria o hasta de daño punitivo para algunos autores, en el 
ordenamiento colombiano. (Flórez Guzmán & Valencia Rodríguez, 2016, pág. 193). 
                                                 
32 Al respeto pueden consultar las obras de: Aristizábal Velásquez, D. (2010). Apuntes sobre el daño punitivo en la 
responsabilidad patrimonial colombiana. Revista Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, 40(112), 175-201; Murillo 
Torres, J. P., & Vanegas Cortes, M. L. (2018). La sanción social una alternativa para la disminución de índices de 
contaminación del aire en el municipio de Medellín y Torres, J. A. T. (2011). Los daños punitivos y las oportunidades 
de aplicación en Colombia. Revista Republicana, (11). 155-167. 
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De acuerdo con lo anterior, existen partículas en nuestro ordenamiento legal que exponen la mirada 
de la responsabilidad como función sancionatoria33 que abogan por tal mirada jurídica, sin 
embargo, entrar a identificar, razonar y justificar tales apartados requerirían de un trabajo y 
musculo mayor, desnaturalizando las finalidades y objetivos del presente trabajo de grado, lo cierto 
es que debatir sobre el futuro de la vocación con que los jueces deben dictar sus sentencias en el 
derecho de daños como la integración de figuras extranjeras siempre son temas de interés 
académico (Yáñez Meza, 2018). En ese orden de ideas, la reparación de daño es el fundamento 
clave en el ordenamiento colombiano y bajo tales criterios las medidas de reparación deben ser 
conducentes a tal finalidad pero cuando el legislador establezca clausulas destinadas a sancionar al 
causante del daño está plenamente facultado y en consideración a la misma se debe propiciar dichos 
diálogos, pues abrir la puerta para que toda acción de reparación tenga como sustento grandes 
sumas en función de pena desnaturalizaría nuestro sistemas y estaría en presencia de un afectación 
al principio de enriquecimiento sin justa causa, pilar de los criterios auxiliares de interpretación 
hermenéutica.  
Para concluir frente la vocación sancionatoria se puede inferir lo siguiente: i) es una figura 
originada, aplicada y fundamentada en el sistema anglosajón, especialmente desarrollada en el país 
de Estados Unidos; ii) la síntesis de la obligación no es la reparación sino la implementación de 
una sanción; iii) dicha sanción tiene un contenido preventivo y disuasorio en la sociedad para que 
no se comentan acciones dañosas e invita a la actuación con diligencia y cuidado, iv) existe una 
clara vulneración al principio de enriquecimiento sin justa causa, pero el contenido sancionatorio 
justifica tal medida y v) existen algunas figuras en el ordenamiento jurídico que establece los daños 
punitivos pero existe un creciente debate sobre su plena reconocimiento, puesto vulnera la función 
indemnizatoria criterio principal en el derecho de daños del ordenamiento colombiano.    
 
Función trasformadora  
Las reflexiones jurídicas tienen una cualidad sobre la necesidad de adecuarse a las demandas 
sociales cambiantes fruto de la naturaleza humana, y no existe rama del derecho que sufra más tales 
cambios como la encargada de decidir sobre la reparación de los daños injustamente causados34 
(Henao Pérez, 2015), por ello, los criterios encargados de indicar la forma en que se debe resarcir 
a las víctimas vienen descritos por las interpretaciones políticas, culturales y éticas que una 
determinada sociedad impone, “La verdad de ayer no es más la de hoy, la que, a su turno, deberá 
ceder su lugar a la de mañana” (Josserand, 2009, pág.29).  
                                                 
33 Al respecto se recomienda consultar las obras de: Rojas Quiñones, S. (2012). Apología del potencial preventivo de 
la responsabilidad: desmitificación de la sanción en sede indemnizatoria. Revista Ciencia Jurídica Vniversitas, No. 
125, Pontificia Universidad Javeriana & Buitrago Duque, J A. (2007) El daño punitivo en la Responsabilidad Civil. 




Por ello, la premisa sobre la adecuación del derecho al petito social resulta relevante en el raciocinio 
en el siguiente sentido: si el derecho avanza, fruto de los cambios socioculturales, la reparación de 
los daños, es decir, la forma en que deben los jueces emitir las medidas conducentes a lograr el 
equilibrio social, también deben avanzar conforme a tales directrices que abogan por la justicia y 
la equidad, habilitando en el plano académico y judicial encontrar medios donde ya no solo se 
abogue por un reconocimiento indemnizatorio sino que se materialicen las cláusulas propias de un 
Estado Social de Derecho que busca la justicia social, por ello, en este plano es válida la aclaración 
sobre la trasformación, pues esta solo es aplicable al reconocimiento y condena de la 
responsabilidad estatal.  
En ese orden de ideas, la función trasformadora en el derecho de daños es vista como una conquista 
de los últimos años que ponen a las víctimas en centro del debate, no es que se olvide el daño como 
cuantificador, sino que a tales rubros por condiciones especiales del sujeto que recibió el agravio 
se permita una reparación capaz de englobar todas las dimensiones afectadas que comulguen con 
los principios pactados en las modernas democracias, antes de conceptualizar los postulación de la 
vocación de trasformación en la responsabilidad (Uprimny Yepes & Guzmán Rodríguez, 2010). 
De esta manera,  es útil establecer los cambios que ha traído en el mundo el reconocimiento del 
papel de las víctimas por actos cometidos por regímenes o gobiernos legitimados pero 
desconocedores de los derechos humanos, la acogida de la memoria histórica y la fuerte respuesta 
de rechazar los sucedido en sectores del mundo ejemplarizados por las acciones de la Alemania 
Nazi o Italia fascista en el marco de la segunda guerra mundial o el desconocimiento de garantías 
en dictaduras americanas como la de Argentina o Chile han generado la posibilidad de establecer 
acciones legales de reconocimiento de responsabilidad patrimonial, medidas de reparación integral 
tendientes a transformar las condiciones de vulnerabilidad de grupos sociales discriminados, 
ultrajados y a los cuales se les ha desconocido sus derechos (Quinche Ramírez, 2015).  
Por ello, los ordenamientos políticos y jurídicos han creado concepciones que tienen como 
finalidad mitigar los horrores sufridos por el padecimiento de las víctimas y con la mirada puesta 
en una justicia distributiva y reparadora, atienden a las necesidades de construir mecanismos o 
instituciones que materialicen unos criterios de paz capaces de lograr progreso social y cultural, 
tanto en la percepción social como individual. 
 
Las discusiones en los últimos años han concluido que establecer medidas de reparación integral 
es un derecho fundamental, es decir, no solo basta con el reconocimiento de un daño patrimonial o 
la compensación del dolor o afectación interna del individuo como lo establece el perjuicio moral, 
sino que las medidas deben ser de carácter humanitario e integral, es decir, abarcar cada espacio o 
dimensión del ser humano afectada y por lo tanto, se establece la obligación de adoptar medidas 
para conseguir el pleno resarcimiento, la Corte Constitucional sobre la presente temática ha 




La reparación integral es una obligación del Estado, cuya finalidad es devolver a la víctima al estado 
en el que se encontraba con anterioridad al hecho que originó tal condición. Por lo tanto, el hecho 
victimizante con el cual se vulneraron los derechos humanos genera en favor de la persona que lo 
padeció el derecho fundamental a la reparación integral, lo que se hace efectivo “a través de la 
restitución, la indemnización, la rehabilitación, la satisfacción y la garantía de no repetición 
consagradas en el Derecho Internacional, que se desprenden de la condición de víctimas y que deben 
ser salvaguardados por el Estado independientemente de la identificación, aprehensión, 
enjuiciamiento o condena de los victimarios”. (Sentencia T-083, 2017, pág. 11).  
 
De la misma manera, el Consejo de Estado a determinado siguiendo las líneas hermenéuticas 
posicionadas por la Corte Interamericana de Derechos Humano la importancia que las medidas 
conduzcan a ejercer una reparación total e integral a los perjudicados, dimensiones que han venido 
adaptado en varios pronunciamientos como por ejemplo el siguiente el cual sintetiza el principio 
de reparación integral:   
 
En numerosos pronunciamientos la Sala ha delimitado el contenido del principio de reparación 
integral, en los siguientes términos: En cuanto a las modalidades de reparación en el sistema 
interamericano, como se mencionó antes, las mismas pueden ser pecuniarias y no pecuniarias e 
incluyen: a. La restitución o restitutio in integrum, es el restablecimiento de las cosas a su estado 
normal o anterior a la violación, producto del ilícito internacional, es la forma perfecta de 
reparación, y que sólo en la medida en que dicha restitución no resulte accesible procede acordar 
otras medidas reparatorias. b. La indemnización por los perjuicios materiales sufridos por las 
víctimas de un caso en particular, comprende el daño material (daño emergente, lucro cesante) y el 
daño inmaterial c. Rehabilitación, comprende la financiación de la atención médica y psicológica o 
psiquiátrica o de los servicios sociales, jurídicos o de otra índole. d. Satisfacción, son medidas 
morales de carácter simbólico y colectivo, que comprende los perjuicios no materiales, como, por 
ejemplo, el reconocimiento público del Estado de su responsabilidad, actos conmemorativos, 
bautizos de vías públicas, monumentos, etc. e. Garantías de no repetición, son aquellas medidas 
idóneas, de carácter administrativo legislativo o judicial, tendientes a que las víctimas no vuelvan a 
ser objeto de violaciones a su dignidad, entre las cuales cabe mencionar aquellas encaminadas a 
disolver los grupos armados al margen de la ley, y la derogación de leyes, entre otras (Sentencia 
Reparación Directa 32988, 2014, págs. 12-13).  
 
De ahí, el concepto de reparación integral ha tomado gran influencia frente a postulados de defensa 
propia de justicia material y los lineamientos para tener una doctrina viviente acorde 
sistemáticamente a lo establecido en la Convención Interamericana y el ordenamiento interno. Por 
tal motivo, a juicio del Tribunal Interamericano y considerando tales premisas, reconoce dentro de 
su competencia que, encontrar responsable internacionalmente a un Estado miembro no puede 
limitarse a imponer una sanción moral que lo pone en circunstancias éticas desestabilizantes ante 
los intereses geopolíticos de la región, o  la exhortación a dejar en condiciones de aislamiento  a 
dicho país vulnerador de garantías fundamentales, porque sería un sistema inocuo frente a las 
pretensiones de las víctimas que solicitan un trato eficaz y real sobre las diversas situaciones de 
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agravio, por lo que se habilitan medidas que pongan eficazmente a la víctima dentro del plano de 
la transformación social en términos legítimos, posibles y equitativos.  
 
Es importante tener en cuenta que los lineamientos expuestos en el párrafo anterior sobre las 
víctimas en el Sistema Interamericano y en la jurisprudencia nacional, han servido de sustento para 
superar algunos contextos en donde el desconocimiento de perjuicios o algunas cargas procesales 
dejan en una condición de vulnerable a los agraviados,  gracias a ello varias de las sentencias que 
se han emitido teniendo a Colombia como parte demandada dentro del SIDH, han sido puntos clave 
para la evolución jurisprudencial, por ejemplo: el desarrollo de medidas simbólicas o propias de la 
integralidad de la reparación en consonancia con las nuevas formas de reparación más dinámicas 
y complejas, porque traducen la superación del pensamiento económico o mercantilista con que se 
objetivar a los procesos de responsabilidad y son llevadas a dimensiones sociales, culturales y hasta 
espirituales entendidas como caracteres antropológicos en su totalidad (Camacho Vinueza & 
Cárdenas Caycedo, 2019) 
 
En ese sentido, es vital fundamentar los criterios emitidos en el Sistema Interamericano junto con 
la concreción de sus medidas integrales, ya que estas han sido la génesis de los lineamientos 
transformadores en la reparación integral cuando se ha declarado responsable al Estado como 
consecuencia de la ocurrencia de un daño imputable. De la misma forma, cabe recalcar los 
conceptos de daño y reparación integral trabajados a la luz de la resolución 60/147 de las Naciones 
Unidas -teniendo como objetivo lograr un sistema globalizado – ya que, gracias a tales parámetros, 
las medidas que están adoptando los jueces permiten lograr una mejor calidad de vida de los 
lesionados con relación directa a los presupuestos de la dignidad humana.  
 
Ahora, teniendo presente la fundamentación de la reparación en términos de integralidad y la base 
teórica para el reconocimiento de la transformación social producto de un daño, resta indicar los 
fundamentos epistemológicos por los cuales el Estado debe pagar o hacer determinadas acciones 
que puedan ser consideradas como una cuantificación más allá del daño producido, esta 
justificación radica en la propia idea del Estado Social de Derecho y los principios con que las 
modernas constituciones se han erigido al imponer los deberes a cargo del aparato estatal de 
garantizar los derechos reconocidos en sus cartas constitucionales, en últimas no se está 
condenando al pago de un daño más allá del sufrido, sino que en términos de justicia social se 
impone la carga al ente jurídico de restablecer los derechos y garantías que debían disfrutar tal 
grupo social y que por su negligencia, falta de capacidad o indiferencia no lo había cumplido, más 
aún cuando se está en presencia de grupos sociales reiterativamente afectados por la violencia 
estructural y simbólica (Vargas Peña, 2016) 
 
Lo dicho anteriormente sugiere la importancia de la trasformación en sectores donde el 
desconocimiento o amplias vulneraciones de derechos humanos han sido un factor importante en 
las afectaciones de sus garantías constitucionales, que no solo deben agotar una perspectiva dada 
por la reparación integral sino determinar escenarios que lleven a una reconciliación, el 
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fortalecimiento de la democracia y la posibilidad de que los derechos fundamentales sean una 
realidad palpable, estas premisas han permitido hablar de una vocación transformadora como la 
que sostiene la abogada Elisa Martín Peré sobre los procesos de restitución de tierras habilitando 
espacios para el mejoramiento en términos de vida digna de los campesinos que han sido 
desplazados, en ese sentido escribió:   
 
La tesis principal es que, para lograr la transición del conflicto armado a la paz en países con altos 
niveles de desigualdad y exclusión social, es necesario adoptar medidas transformadoras que otorguen 
derechos a las víctimas pobres que carecían y carecen de ellos, en lugar de devolverlos a la situación 
de negación de derechos previa al desplazamiento o vulneración de los derechos humanos o el 
derecho internacional humanitario. (Martín Peré, 2018, pág. 214).  
 
En otro términos, frente a escenarios donde existe una desigualdad social y una amplia apatía por 
parte del régimen institucional en la defensa y materialización de los derechos de los asociados, 
sumados a espacios de conflictos armados o dictaduras, se habilita la posibilidad que en relación 
con los daños causados en el marco de tales situaciones, las víctimas tengan plena facultad para 
solicitarle al juez que ordene medidas que mejoren sus condiciones, ello, dado que, devolverlos al 
lugar donde se encontraban antes del ilícito es un desconocimiento a las premisas de la justicia y 
la equidad fundadas en los nuevos cánones de la justicia (Rondón Niño & Carrillo Pacheco, 2018). 
De ahí que, voces autorizadas en el debate jurídico como constitucional han optado que las medidas 
que se adopten para colectivos discriminados identificados tiendan a buscar tales logros, por 
ejemplo, frente al desarrollo teórico de esta vocación de la responsabilidad lo siguiente:     
 
El primer fundamento de la idea de reparaciones transformadoras es que el propósito de la 
reparación de violaciones masivas de derechos humanos en sociedades desiguales no debería ser 
restaurar a las víctimas pobres a su situación previa de precariedad material y de discriminación, 
sino “transformar” esas circunstancias, que pudieron ser una de las causas del conflicto y que, en 
todo caso, son injustas. En ese sentido, las reparaciones en estos contextos transicionales deberían 
ser comprendidas no solo como un instrumento para saldar cuentas con una injusticia que ocurrió 
en el pasado, sino como una oportunidad de impulsar un mejor futuro. Deberíamos verlas como una 
oportunidad, modesta pero no despreciable, de avanzar a una sociedad más justa y de superar 
situaciones de exclusión y desigualdad que resultan contrarias a los principios básicos de la justicia 
distributiva. (Uprimny, 2010, pág. 253). 
 
Como puede inferirse de la crítica realizada por los precitados autores, el derecho como mecanismo 
regulador de la sociedad e impregnado de las disposiciones de justicia, no puede quedarse en la 
sencilla indemnización o compensación cuando se está ante una víctima o un grupo social que ha 
sufrido un daño antijurídico pero al mismo tiempo se han desconocido sus garantías mínimas que 
a la luz del texto constitucional deben ser derechos garantizados para todas las personas dentro del 




Basta solo pensar en un campesino quien sufre un desplazamiento forzado y se ve obligado a dejar 
su finca por las fuertes amenazas de agentes militares, efectivamente el campesino sufre un daño 
antijurídico e imputable al Estado. Pero sería limitada la justicia si solo se ordenará la restitución 
del bien inmueble desconociendo que la ubicación de la finca no tiene acceso a servicios públicos 
como electricidad, agua potable, no tiene vías públicas, ni mucho menos la oportunidad de 
prestación de servicios elementales como salud y educación, en ese orden de ideas, la reparación 
debe ir encaminada a lograr como oportunidad que el Estado le cumpla a tales individuos los 
mínimos derecho a los que todas las personas tenemos derecho pleno (Uprimny & Saffon, 2012), 
solo de esta manera se pueden dar pasos seguros en una construcción social democrática y una 
política dirigida a la reconciliación de las víctimas con todos sus componentes dados en la 
integralidad, es decir, sobre los principios de verdad, reparación justa y garantías de no repetición.  
De esta forma, cabe resaltar:  
 
En ese orden de ideas, con la noción de “reparaciones transformadoras” no estamos proponiendo 
una visión totalmente novedosa de las reparaciones; solo hemos querido reconstruir las 
preocupaciones que ya estaban presentes, pero en forma implícita, en las mejores decisiones 
tomadas en ciertos programas de reparación o en las mejores reflexiones teóricas en torno a esas 
prácticas. Hemos querido únicamente reconstruir, en una forma un poco más explícita y elaborada, 
los vínculos entre la justicia correctiva y la justicia distributiva, con el fin de proponer un marco 
teórico a las reparaciones, que al mismo tiempo que se preocupa por el pasado mire también el 
presente y el futuro y sea entonces capaz de enfrentar en mejor forma los dilemas y las paradojas de 
la reparación de violaciones masivas y graves a los derechos humanos. (Uprimny, 2010, pág. 259). 
 
Por consiguiente, habilitar estas disposiciones en democracias como la colombiana y dentro del 
proceso de paz que opta por una mirada de justicia transicional son útiles y vitales para consolidar 
el proyecto de nación que le apuesta a la memoria histórica, crea condiciones para que las causas 
que dieron origen al conflicto sean eliminadas y propugne por una reconciliación social en todo el 
territorio con mayor énfasis en sectores donde la presencia institucional es defectuosa o nula y por 
lo tanto, genera un escenario de desconocimiento de los derechos que suponen deben hacer parte 
del patrimonio de todo colombiano, obviamente esto levanta una serie de imperativos éticos como 
jurídicos que, desde la reparación integral, aboguen por la trasformación aducida en estas líneas, 
es decir, este panorama no es más que indicar la razón y la oportunidad ideal para que el derecho 
de daños se ajuste a la realidad espacial y temporal expuesta, consolidando escenarios axiológicos 
determinantes y rompiendo algunas premisas conservadoras que solo logra poner a la víctimas en 
un plano inferior, irrisoria y, en ocasiones obstaculiza la verdadera reparación total de los daños 
causados.  
 
Sin embargo, es válido indicar que como todas las funciones diferentes a la indemnización y 
compensación se encuentra en un amplio debate con serios detractores, pero en el ámbito de la 
función transformadora uno de los argumentos en contra de tales medidas es que al emitir medidas 
de transformación a comunidades se rompe el principio de enriquecimiento sin justa causa, ya que 
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se estaría beneficiando el lesionado más allá del daño causado y que tal mejoramiento de sus 
condiciones deben consolidarse a través de políticas públicas diseñadas de forma coordinada por 
los poderes públicos, en especial el ejecutivo como legislativo, negando la posibilidad de los jueces 
a disponer del gasto afectando los lineamientos presupuestales. 
 
Frente a tales disposiciones se puede responder con la mayor brevedad las siguientes posiciones: 
primero, no existe lesión al postulado del enriquecimiento sin justa causa porque lo que permite la 
transformación del lesionado es saldar una cuenta anterior, es decir, los derechos fueron afectados 
por el desconocimiento de obligaciones propias del Estado en modelos de Estado como el que la 
Constitución política de 1991 indica que tiene Colombia, por tal motivo, la pretensión de 
mejoramiento de las condiciones de los afectados está a la luz del texto tanto convencional como 
constitucional, legitimada y soportada en leyes como la ley 1448 del 2011 que manifiesta esta 
vocación al momento de reparar a las víctimas del conflicto armado. Segundo, si bien el debate 
sobre la incidencia  de la rama judicial en las políticas públicas es amplio, lo cierto es que de las 
premisas emitidas por la Corte Constitucional y los máximos tribunales jurisdiccionales se infiere 
la posibilidad de ordenar la materialización de derechos en casos donde existe una plena 
manifestación de contravía del ordenamiento jurídico como desconocimiento del dignidad humana, 
sumado a que tales fallos deben estar eficientemente motivados para lograr tal consideración  
(Uprimny & Saffon, 2009).  
 
Por último, si bien las políticas públicas tienen como finalidad la prosperidad y el progreso de los 
proyectos de vida de los ciudadanos, cuando estas son ineficientes, cortas o no conducen a sus 
verdaderos fines, porque el Estado no logra permear todo el territorio, o estas iniciativas de la 
institucionalidad gubernamental no se efectúan por problemas arraigados a la corrupción y el 
clientelismo, debe entonces, habilitarse acciones, mecanismos y medios para que sectores en 
debilidad manifiesta y ampliamente vulnerados puedan acceder a tales programas, por lo que tal 
decisión dentro de un proceso de responsabilidad no excluye, sino que integra y posibilita un 
trabajo uniforme como también en conjunto para focalizar a tales grupos y establecer las medidas 
necesarias tanto cuando la identificación del caso sea individual como grupal, de esta manera:  
 
Por último, pero no por ello menos importante, un enfoque transformador es útil para lograr los 
vínculos necesarios entre la política social, las estrategias de desarrollo y los programas de 
reparación (obviamente, sin disolver sus especificidades), por cuanto ese enfoque enfatiza la 
necesidad de que haya coherencias entre los esfuerzos de reparación a las víctimas y las políticas 
para reducir la desigualdad y la pobreza. la razón es clara: es obvio que un programa de reparación 
no puede tener un propósito transformador, si su lógica es contraria a las estrategias globales de 
desarrollo del Estado o a sus políticas de reducción de la pobreza. (Uprimny & Guzmán 2010, pág. 
261). 
 
En gracia de discusión, los procesos de restitución de tierras han emitido serios pronunciamientos 
sobre cómo debe optarse por la vocación transformadora incluyendo premisas de la acción sin daño 
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como de la propia reparación integral, por estos pronunciamientos, las implicaciones de tal proceso 
en el marco de la reconciliación y la paz frente a las víctimas de desplazamiento forzado y los 
segundos ocupantes, ante los criterios tenidos presentes al momento del proceso de reparación tanto 
en sede administrativa como judicial, de ahí que surja la idea de una política judicial distributiva 
en lugar de la corrección como se ha llevado a cabo en el derecho de daños, superando la plena 
mirada al pasado para tener una cuantificación del daño sino integrar la mirada del presente y con 
plena disposición hacia el futuro dirigida a que “condiciones de exclusión, marginalidad, inequidad 
y desequilibrio de poder fueran contrarrestados con la restitución de modo que se trasformaran esas 
condiciones” (Martínez Carrillo, 2019, pág.20). Del mismo modo, tales premisas cuentan con una 
disposición legal que también fortalecen dichas apreciaciones, por ejemplo:  
 
“El enfoque expresamente adoptado por la ley 1448 de 2011, que en su artículo 25 consagró las 
características del derecho a la reparación de las victimas el que tuviera una vocación transformadora, 
con eso, la orientación general de la política de víctimas en Colombia se trazó unos horizontes de 
redistribución” (Martínez Carrillo, 2019, pág. 21).  
 
En resumidas cuentas, la función transformadora orienta las nuevas prácticas del derecho de daños 
a rescatar a las víctimas como elemento principal al momento de establecer los juicios de 
responsabilidad y, resolviendo con vehemencia la materialización de las conquistas logradas y 
escritas en las cartas constitucionales modernas. Por ello, la función transformadora es el camino 
ideal para consolidar proyectos políticos de reconciliación como para el fortalecimiento de la 
democracia al entregar en los patrimonios de los individuos la posibilidad de contar con cada uno 
de los derechos fundamentales (Jiménez Ramírez, & Arboleda Ramírez, 2015)., permitiéndole a 
los jueces una vía loable y encaminada a las nuevas disposiciones de la justicia, más aún en el 
panorama colombiano que está en medio de un proceso de reparación.  
 
Para concluir este apartado y dar por finalizada cada una de las funciones que se pueden atribuir 
en los juicios de responsabilidad tanto civil como del Estado, es posible frente a la función 
transformadora indicar las siguientes premisas: i) es sin duda una de las vocaciones innovadoras y 
novedosas en la órbita jurídica, por lo tanto adquiere un estatus interesante su desarrollo al punto 
que existen muy pocos textos como autores que defienden, fundamentan y explican tal fenómeno 
propios del derecho de daños, pero que sin lugar a dudas, responde a las necesidades del presente 
siglo cuando el problema de la materialización de los derechos en todo el territorio estatal debe 
superarse sin mayores contratiempos, y por lo tanto, Colombia debe atender con entereza tal asunto 
en busca de una Nación forjada en las premisas de la dignidad humana, los postulados de las 
democracias modernas como también del garantismo contemporáneo fruto del discurso de los 
derechos fundamentales desarrollo por la lupa neoconstitucionalista; ii) al mismo tiempo de su 
novedad y en encontrándose en un terreno donde varios juristas apelan por la conservación de las 
figuras presentes en el ordenamiento jurídico se encuentra en un rico y emblemático debate, sin 
embargo, el desarrollo de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado se orienta al 
reconocimiento de los daños a bienes constitucionales y convencionales generando espacios de 
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trasformación cuando estos derechos son lesionados en el patrimonio de las víctimas, iii) su 
sustento epistemológico toma de los criterios de la reparación integral, en especial de entender que 
no solo debe privilegiarse medidas pecuniarias sino restablecer demás dimensiones humanas que 
se logran con medidas de satisfacción, rehabilitación, garantías de no repetición, entre otras; iv) 
tiene sustento en la justicia distributiva, determinado de nuevas teorías axiológicas que también 
comulgan con la centralización de las víctimas.  
 
Aunado a lo anterior, v) no obstante, tales justificaciones deben tener un panorama establecido que 
es predecible solo para la reparaciones a cargo del Estado e identificar escenarios propios de 
aplicabilidad, de hecho el sustento del presente trabajo es identificar premisas que orienten a los 
jueces a tomar el reconocimiento de las mismas, vi) de igual manera, sus fundamentos están en la 
misma órbita que fortalece los fines estatales, en especial, la efectividad de los derechos 
fundamentales en Estados Sociales de Derecho, democráticos y en busca de la dignidad humana 
que debe ser fortalecida por programas de política social, vii) tiene sustento normativo y cada uno 
de los niveles: convención, constitución y legalidad; por último, viii) requiere estandarización, es 
decir, una serie de observaciones que ayuden a la orientación hermenéutica de los operadores 
judiciales, los abogados y los profesionales de derecho en la aplicabilidad de tales premisas.   
 
RECONOCIMIENTO DE PERJUICIOS CAUSADOS POR VULNERACIÓN A BIENES 
CONSTITUCIONALES Y CONVENCIONALES.  
 
La esencia del derecho de daños es lograr reparaciones justas y equitativas que restablezcan a la 
víctima al estado en que se encontraba antes de padecer el hecho dañoso y ante la imposibilidad de 
tal premisa, debe acercarlo a la situación más cercana posible (Tamayo, 2019). En tal sentido, 
lograr criterios, reglas o premisas que aboguen por reparaciones de orden integral es la dinámica 
que ha marcado el derecho de daños en los últimos años, en gracia de discusión el SIDH a través 
del control de convencionalidad, exhorta a los jueces y magistrados a anexar dichos lineamientos 
en los casos en los cuales adquieren competencia para decidir, sobre tales lineamientos es que el 
Consejo de Estado modificó la manera en que reconoce, tasa y ordena las reparaciones de las 
víctimas con un enfoque humanista, sin desconocer ninguna de las esferas lesionadas.  
 
Esta tendencia junto con las innovaciones del derecho procesal ha mejorado el estatus de la víctima 
como los conceptos de reparación integral que han tenido plana evolución jurisprudencial desde 
una percepción histórica como sistemática:  
 
i) El principio iura novit curia —el juez conoce el derecho — y que obliga a que el juzgador adecue 
los títulos de imputación sin que los fundamentos jurídicos contenidos en la demanda sean 
necesariamente vinculantes, sin que ello suponga una modificación de la causa petendi del proceso 
o de los hechos en que se fundamenta la acción o pretensión, y ii) el principio del “derecho viviente” 
teoría aplicada por la Corte Constitucional italiana desde el año 1956 y que ha sido consistente en 
relación con la posibilidad que tienen los jueces para imprimir la hermenéutica de determinados 
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textos legales y, por lo tanto, establecer su contenido y alcance siempre que la  jurisprudencia sea 
consistente. (Gil Botero, 2014, pág. 35).   
 
De lo anteriormente expuesto, la labor del profesional del derecho es reconocer las demandas 
sociales para integrarlas a la visión jurídica donde el derecho de daños adquiere relevancia por su 
relación directa con los postulados de justicia, dignidad humana y equidad. Así las cosas, la 
reformulación dada en Colombia gracias al nuevo texto constitucional, las subreglas 
convencionales, la teoría de la reparación integral y la tendencia del derecho viviente ha formado 
un fuerte sistema de responsabilidad patrimonial del Estado con el objetivo de consolidar los fines 
estatales, la democracia y la convivencia pacífica que solo pueden ser alcanzados con la óptica de 
transformar las condiciones de los grupos sociales golpeados por la violencia, la indiferencia estatal 
y el desconocimiento en la aplicación de sus derechos, características propias emanadas en las 
recientes decisiones del Consejo de Estado sobre la materia. (Camacho Vinueza & Cárdenas 
Caycedo, 2019).  
 
El cambio de paradigma: las sentencias gemelas de unificación del 14 de septiembre del 2011 
del Consejo de Estado.  
 
Enfocándose ahora en el campo jurisprudencial de lo contencioso administrativo, en materia del 
reconocimiento del perjuicio a los bienes constitucionales y convencionales que hacen parte del 
derecho fundamental de reparación, en forma integral y esbozado una trasformación de la misma, 
adquiere relevancia las providencias hitos (Sentencias Reparación Directa 19031 y 38222, 2011) 
proferidas el 14 de septiembre del 2011, en sala plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado, 
teniendo como Consejero Ponente a Enrique Gil Botero, también conocidas como sentencias 
gemelas de unificación en materia de responsabilidad del Estado y tipología de perjuicios 
reconocidos por esta jurisdicción, sin duda es determinante en el análisis crítico emprendido.  
 
Por eso, significó un nuevo y grandioso sistema en la manera de comprender las clases de perjuicios 
inmateriales como el daño a la salud establecido en contraposición a las megacategorías de daño a 
la vida de relación o alteración grave a las condiciones de existencia, empero, las consideraciones 
sobre las medidas de reparación integral en la óptica de las afectaciones de derechos 
constitucionales como convencionales, trazaron como meta lograr la trasformación de las víctimas 
acercándolas a una materialización de los fines constitucionales y además,  estableciendo subreglas 
de juicio en el área de reparación, bastión fundamental para lograr los objetivos propuestos en los 
ámbitos político, moral, ético  y axiológico — pero ante todo jurídico—, de las nuevas dinámicas 
del derecho de daños.   
 
Los hechos jurídicamente relevantes de la primera sentencia citada anteriormente son los 
siguientes: mediante un recurso de apelación al medio de control de acción de reparación directa, 
en ejercicio de su derecho de acción los ciudadanos ANTONIO JOSÉ VIGOYA GIRALDO Y 
OTROS, pretenden que se declararé patrimonialmente a la NACIÓN, MINISTERIO DE 
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DEFENSA Y EJÉRCITO NACIONAL, por los hechos ocurridos cuando prestaba el servicio 
militar en la base de Marconio, repetidora de Yumural, en el cual fue afectado por una mina 
antipersonas, la que ocasionó heridas de gravedad, perdiendo la pierna derecha y afectando su 
capacidad laboral considerablemente.  (Sentencias Reparación Directa 19031, 2011).  
 
De acuerdo con el segundo expediente, la situación fáctica presentada puede sintetizarse de la 
siguiente forma: mediante recurso de apelación al medio de control de reparación directa sobre la 
sentencia dictada el 03 de agosto del 2009 por el Tribunal Administrativo de Antioquia, la Sección 
Tercera decide sobre la declaración y condenada de responsabilidad patrimonial del Estado 
(NACIÓN, MINISTERIO DE DEFENSA Y EJÉRCITO NACIONAL por la presunta vulneración 
de los derechos de los ciudadanos JOSÉ DARIO MEJIA HERRERA Y OTROS por las lesiones 
causada a FABIAN ANDRÉS MEJÍA ARIAS, cuando servía como soldado reguladas en el 
municipio de Remedios, jurisdicción de Antioquia. (Sentencias Reparación Directa 38222, 2011). 
 
En relación con lo anterior, en cada uno de los casos descritos anteriormente se solicitaba una 
reparación por los perjuicios materiales en modalidad de lucro cesante y daño emergente, y por los 
daños no patrimoniales en la modalidad de perjuicio moral y fisiológicos o afectaciones a la vida 
de relación. Por consiguiente, en un análisis detallado a la integración constitucional y 
convencional el juez de daños, sentó una base sólida de unificación que hasta la actualidad define 
las categorías de perjuicios reconocidos por este órgano judicial.  
 
Por ello, luego del recorrido reflexivo de los casos presentes y teniendo como referente los 
postulados de la responsabilidad patrimonial del Estado, se continuó con la liquidación de 
perjuicios que sin dudas es innovadora y compresiva de la realidad que vive la nación colombiana. 
En ese orden de ideas, respecto a los daños materiales —daño emergente como lucro cesante — y 
el daño inmaterial denominado perjuicio moral, el reconocimiento de los mismos continuó con su 
línea lógica que se propia del derecho globalizado y de precedentes que consagra la dogmática y 
tradición jurídica, generadora de seguridad jurídica del plexo normativo, por estas razones no se 
abordarán estos temas, por el contrario, se concentrará la mirada en las consideraciones presentadas 
en el reconocimiento de los nuevos daños: daño a la salud y a la vulneración a los bienes 
constitucionales, tomando como referente este último, como verdadera características propia de la 
justicia restaurativa, innovadora y desarrollada en el marco de la reparación integral en escrito 
sentido.  
 
Los perjuicios inmateriales por el concepto de daños fisiológicos se reconocen en jurisprudencia 
del Consejo de Estado desde 1993, momento en el cual se rompió con los estereotipos de la 
concepción de reparación y se inició un recorrido beneplácito para la liquidación y reconocimiento 
de las víctimas, y a medida en que el desarrollo jurisprudencial ha evolucionado, se han integrado 
elementos de la doctrina extrajera para fundamentar perjuicios como los daños a la vida relación o 
la alteración de las condiciones de existencia, dependientes de las teorías originadas en Francia e 
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Italia, de esta manera se demuestra cómo se ha interactuado con las diversas teorías o instituciones 
claves en el reconocimiento de daños, acotación clave propia de la denominación de estos 
conceptos, puesto que apuntan a consolidar reparaciones de diferentes lesiones que se causaren a 
la integridad psicofísica sino cualquier lesión de bienes, derechos o intereses legítimos diversos a 
la unidad corporal del sujeto, como la honra, el buen nombre, el daño al proyecto de vida, etc.35 
 
En este sentido, aplicando la valoración acorde a  una sana interpretación, luego de caracterizar por 
más de una década el reconocimiento de estas infracciones jurídicas, se da un cambio de paradigma 
para tecnificar como mayor beneplácito las medidas de reparación que se muestran acordes con las 
proposiciones dadas en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en 
ejercicio del control convencional y bajo los parámetros de la Corte Constitucional, dados en el 
control de constitucionalidad.  
 
De ahí, (Gil Botero, 2014) expone que, las nuevas dimensiones del derecho de daño que apunta a 
lograr una consolidación de la Constitución como norma fundamental y evidenciando el propósito 
de lograr una unificación en torno a dichas temáticas sobre los perjuicios que deben ser reconocidos 
por daño no patrimoniales como es la afectación al derecho a la salud – concepto que debe 
entendido en su dimensión amplia- y la afectación a cualquier otro derecho reconocido, de ahí que 
por ejemplo la Corte de Casación Italiana36, referencia una serie de ideas sobre el daño biológico 
y el daño existencial tienen una morfología homogénea, entrañan internamente una lesión de 
carácter constitucional, la primera referida a la salud, y la segunda constituida por valores/intereses 
constitucionalmente protegidos, sin embargo, no es que el derecho a la salud este por encima de 
los demás bienes consagrados en el texto constitucional y/o convencional sino que en esta 
denominación que logra limitar las posiciones un poco arbitrarias como subjetivas que presentaban 
las megacategorías anteriormente precitadas, y además se busca la estandarización que apoye a una 
objetivación del mismo logrando criterios netamente jurídicos.  
 
De esta forma como lo ha reconocido el órgano judicial frente a los perjuicios causados en la esfera 
no patrimonial, determinando las siguientes tipologías logrando una sistematización de las mismas 
y dotando al juez de daños de un horizonte claro sobre que debe ser indemnizado, por ello,  la 
afectación de los bienes dados en tanto en el texto constitucional como convencional, se convierte 
un en escenario vital para la adecuación de la realidad de cada una de las dimensiones que pueden 
resultar lesionadas y estableciendo un catálogo de medidas de reparación integral que en verdad 
cobijen todas las dimensiones humanadas vulneradas en casa caso concreto, de ahí se expone:  
 
                                                 
35 Al respecto se puede consultar la providencia del Consejo de Estado del 19 de julio del 2000. Sentencia de 
unificación Sección Tercera, C.P: Hernández Enríquez, donde se determina el concepto de perjuicio al daño vida de 
relación como sustituyente del daño a perjuicios fisiológicos.   
36 Para un mayor estudio de esta figura jurídica puede consultarse en la Corte de Casación Italiana, sentencia del 19 de 
diciembre de 2007, No. 4712. 
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La tipología del perjuicio inmaterial se puede sistematizar de la siguiente manera: i) perjuicio moral; 
ii) daño a la salud (perjuicio fisiológico o biológico); iii) cualquier otro bien, derecho o interés 
legítimo constitucional, jurídicamente tutelado que no esté comprendido dentro del concepto de “daño 
corporal o afectación a la integridad psicofísica” y que merezca una valoración e indemnización a 
través de las tipologías tradicionales como el daño a la vida de relación o la alteración grave a las 
condiciones de existencia o mediante el reconocimiento individual o autónomo del daño (v.gr. el 
derecho al buen nombre, al honor o a la honra; el derecho a tener una familia, entre otros), siempre 
que esté acreditada en el proceso su concreción y sea preciso su resarcimiento, de conformidad con 
los lineamientos que fije en su momento esta Corporación. (Sentencia Reparación Directa 19031, 
2014, págs.53-54) 
 
En síntesis, estos aspectos relevantes permiten que se genere una nueva perspectiva de reparación 
transformadora en la que se identifican y tecnifican las medidas de reparación, que en cada 
tipología presenta sus características, las cuales van de la mano con las solicitudes de las víctimas 
y tienen el fin de lograr un pleno reconocimiento y alivio en derecho de su situación. Establecer 
una amplia visión sobre la afectación de los derechos contenidos en la Constitución política o la 
Convención, blinda la reparación integral como derecho fundamental, con miras a lograr el pleno 
cumplimiento de los fines del Estado. Lograr tales efectos permite una compresión mejor del 
derecho, como lo expresa el maestro Gil Botero, al determinar los aspectos claves que permiten la 
introducción, consolidación y aplicación de los criterios de estandarización:  
 
La sistematización de una tipología de daños requiere la verificación previa de los siguientes aspectos: 
i) la existencia de una norma abierta o cerrada tipos de daños, ii) la validación de un sistema 
mononormativo o plurinormativo en relación con la naturaleza, contenido y alcance los perjuicios 
reconocidos, iii) la jerarquía normativa de las disposiciones que regulan la materia (v.gr. 
constitucionales, legales o reglamentarios) iv) la existencia de sistemas de baremos o tablas para 
liquidar perjuicios y iv) la posibilidad con que cuenta el juez -libertad de configuración con 
fundamento en arbitrio judicial - de fijar estándares indemnizatorios que, de un lado, satisfagan el 
principio de reparación integral y de otro permitan introducir también más o menos objetivos que 
posibiliten la liquidación del daño de manera que se respeta el principio de igualdad del daño. (Gil 
Botero, 2014, págs. 41-42).  
 
Sin embargo, el reconocimiento de la afectación a los bienes reconocidos en la Constitución 
política se gestó desde tiempo atrás, por ejemplo, (Yáñez  Meza, 2015) sobre la responsabilidad 
del juez de tutela en el reconocimiento de daños, permite concluir sobre la importancia que ha 
traído esta herramienta al ordenamiento legal colombiano y cómo la afectación o lesión a los 
derechos, intereses o proyectos no queden en la impunidad, sino que la tarea de los jueces y las 
autoridades administrativas es reconocer, declarar la responsabilidad y condenar al resarcimiento 
de los perjuicios. De tal forma que la condena en abstracto en sede de tutela ha sido un fundamento 
adicional para el reconocimiento de los daños causados por el incumplimiento, desconocimiento, 
afectación  o vulneración de los derechos fundamentales, entendidos estos últimos, no solo los 
consagrados en el catálogo constitucional – articulo 11 al 41 – sino que, de acuerdo con la doctrina 
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constitucional, incluye todo derecho que tenga relación directa con la dignidad humana, de esta 
forma el doctrinante manifestó:  
 
Los hechos que por acción u omisión han motivado la amenaza o vulneración de los derechos 
fundamentales, como se refirió ampliamente, y que han impulsado la orden de condena en abstracto 
se deben concebir desde el ámbito de la reparación. Bajo este contexto lo que realmente ocurre es la 
reparación de esa afectación a los derechos fundamentales. De los casos expuestos se puede 
identificar un conjunto de derechos: dignidad humana, intimidad, habeas data, imagen, buen nombre, 
libre desarrollo de la personalidad, trabajo, subsistencia, mínimo vital, igualdad de oportunidades y 
trato favorable a los débiles, derecho a la seguridad social para ancianos, sustitución pensional, a 
obtener una pronta resolución en torno a la sustitución pensional, petición, al pago oportuno y al 
reajuste periódico de las pensiones legales, protección y asistencia de personas de la tercera edad, 
protección de la diversidad étnica y cultural, vida, rectificación, actualización de la información de 
inteligencia, honra, intimidad personal y familiar, derechos fundamentales de los niños, a la 
protección y formación integral, vida privada, asociación sindical, derecho a la recolección, 
tratamiento y circulación de datos, rectificación en condiciones de equidad, igualdad, salud y 
seguridad social, a la maternidad en el ámbito laboral, a la estabilidad laboral reforzada, participar en 
el culto, trato digno, maternidad en el ámbito de las relaciones laborales, al disfrute del más alto nivel 
posible de salud, integridad personal, autodeterminación informática, derecho fundamental a la 
reparación por los daños causados. (Yáñez Meza. 2015, pág. 1135).  
 
De la anterior posición, es posible deducir la gama de derechos reconocidos en el texto 
constitucional que, a través de la acción de tutela por la vulneración de estos, terminan en el 
reconocimiento del daño, en consecuencia, ordenando la reparación de los mismos en abstracto. 
De la misma forma, el Consejo de Estado en su jurisprudencia, también optó por el reconocimiento 
de los perjuicios causados a las cláusulas constitucionales y convencionales, estableciendo la 
importancia de consolidar un sistema de responsabilidad estatal acorde a las demandas sociales y 
políticas de la actualidad que tienen como sustento la Norma de normas, por tal razón, se identifican 
algunas sentencias donde se indica la reparación de un perjuicio de rango superior, por ejemplo:  
 
En esta línea de pensamiento ya se ha pronunciado la Corporación, de manera reiterada. En efecto, 
en sentencia de 18 de marzo del 2010 (exp. 32651), se reconoció la afectación de derechos de 
raigambre constitucional de un menor de edad, aspecto que en primera instancia se había hecho como 
daño a la vida de relación, lo cual se consideró inapropiado y por ello se centró la afectación en el 
orden constitucional, esto es, el derecho a la familia contenido en el artículo 42 de la Carta Política.  
En efecto, en la citada decisión se condenó por “concepto de perjuicio por la vulneración de bienes 
jurídicos constitucionales a favor de Víctor Manuel Berceló Hernández” (Gil Botero, 2014, pág. 75).  
 
Por consiguiente, el desarrollo de esta tipología de daños a bienes convencionales o de nivel 
constitucional,  permite determinar una mirada no solo en el ámbito jurídico – constitucional, sino 
que también permea el desarrollo ético y axiológico mediante el cual la sociedad, con sus 
autoridades, se integran en la medida que el respeto por las garantías establecidas y conquistas sean 
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materializadas, no ultrajadas, dando pasos para lograr los fines de convivencia social armoniosa 
indicados en el pacto social, además que toma partido por la integración del derecho de daños que 
propugna llevar a efecto el principio de reparación integral de forma totalizada, es decir, 
entendiendo la naturaleza humana en cada una de sus dimensiones, dejando a un lado el 
mercantilismo del dolor o los componentes meramente económicos. Estas líneas abogan por la 
puesta en marcha de los postulados de la justicia restaurativa, paradigma de los últimos años que, 
en naciones como Colombia, adquieren relevancia para los procesos de reconciliación, paz y 
desarrollo democrático (Gil Botero, 2014) 
 
Para terminar, la reparación por la vulneración a bienes constitucionales y convencionales 
reconocidos hacen que la reparación con vocación trasformadora sea una realidad en la medida que 
cada una de las garantías establecidas en el ordenamiento jurídico deban ser reconocidas y 
concretadas a todas las personas, emitiendo como conclusión general que el patrimonio de un 
posible lesionado no solo debe ser reparado bajo términos económicos, pues le asiste la obligación 
al Estado de otorgar una reparación integral a cada una de las afectaciones causadas, posibilitando 
no solo que se lleve a la persona a la situación anterior en que se encontraba antes del hecho dañino, 
sino reconociendo una reparación mucho más allá, es decir, ordenando el cumplimiento de sus 
fines y deberes esenciales reconocidos tanto en el texto Constitucional como en el Pacto 
Interamericano o Convencional.    
 
La línea jurisprudencial de perjuicios causados por la vulneración de bienes constitucionales 
y convencionales del Consejo de Estado.  
 
Desde el 2014 hasta el 31 de diciembre del 2019, el Consejo de Estado ha proferido 35 sentencias 
relevantes donde cualifica, reitera y tecnifica el perjuicio por la vulneración a bienes 
constitucionales y convencionales, aunado a su calidad como máximo órgano de lo contencioso 
administrativo, el Consejo de Estado37 para el reconocimiento de esta tipología es vital  concretar 
las subreglas de procedencia y la exigencia del reconocimiento de este tipo de daño, sumando a 
identificar medidas ha dictados para solventar el hecho dañino.   
 
Los bienes constitucionales y convencionales han sido el sustento para ejecutar las ideas de la 
responsabilidad transformadora en el sentido que, argumentan las acciones tendientes a poner a la 
víctima de un daño en una situación mejor a la que se encontraba antes. Desde el análisis propuesto 
                                                 
37 Para mayor información consultar las sentencias de unificación (Sentencia Reparación Directa 
19031,2011) y (Sentencia Reparación Directa 38222,2011) conocidas como gemelas de unificación en el 
reconocimiento del perjuicio inmaterial denominada vulneración a bienes constitucionales y 
convencionales, también es importante revisar sentencias como: (Sentencia Reparación Directa 36274, 
2014), (Sentencia Reparación Directa 30026, 2014) y (Sentencia Reparación Directa 45207, 2017) que 
establecen criterios para el reconocimiento como la declaración de la responsabilidad patrimonial del Estado 
por la afectación a los derechos convencionales y fundamentales.   
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en el Consejo de Estado con las sentencias hitos, denominadas gemelas de unificación (Sentencia 
Reparación Directa 19031,2011) y (Sentencia Reparación Directa 38222,2011) se ha venido 
buscando la posibilidad de manejar tanta visión de emitir reparaciones integrales que se salen del 
ámbito meramente patrimonial. 
 
De la anterior perspectiva se han tomado los siguientes casos revisados por la jurisprudencia 
contenciosa administrativa, a continuación, se ilustra la línea jurisprudencial al respecto.   
 
Cuadro 7. Vulneración a bienes constitucionales y convencionales.  
 
¿Cuáles sentencias del Consejo de Estado realizan un análisis para el reconocimiento de 
perjuicios por vulneración a bienes constitucionales y convencionales? 
 
 





Sentencia Hito (C.P. Gil Botero) 
(Sentencia Reparación Directa 
19031,2011) ** 
Sentencia Hito (C.P. Gil Botero) 
(Sentencia Reparación Directa 
38222,2011) ** 
 
** (C.P. Andrade Rincón) (Sentencia 
Reparación Directa 28224, 2014).   
 
** (C.P. Pazos Guerrero) (Sentencia 
Reparación Directa 24078, 2014). 
 
(C.P. Pazos Guerrero) (Sentencia Reparación 
Directa 36274, 2014) ** 
(C.P. Santofimio Gamboa) (Sentencia 
Reparación Directa 30026, 2014) ** 
  
** (C.P. Santofimio Gamboa) (Sentencia 
Unificación Reparación Directa 26251, 
2014). 
** (C.P. Díaz del Castillo) (Sentencia 
Unificación Reparación Directa 28804, 
2014).  
** (C.P. Pazos Guerrero) (Sentencia 










** (C.P. Pazos Guerrero) (Sentencia 
Reparación Directa 29033, 2014).  
** (C.P. Santofimio Gamboa) (Sentencia 
Reparación Directa 31250, 20/10/2014).  
** (C.P. Santofimio Gamboa) (Sentencia 
Reparación Directa 29181, 2015).  
** (C.P. Santofimio Gamboa) (Sentencia 
Reparación Directa 28666, 2015).  
** (C.P. Andrade Rincón) (Sentencia 
Reparación Directa 30860, 2015).  
** (C.P. Santofimio Gamboa) (Sentencia 
Reparación Directa 30385, 2015).  
** (C.P. Santofimio Gamboa) (Sentencia 
Reparación Directa 47671, 2015). 
** (C.P. Santofimio Gamboa) (Sentencia 
Reparación Directa 51388, 2015).  
** (C.P. Santofimio Gamboa) (Sentencia 
Reparación Directa 52892, 2015).  
** (C.P. Pazos Guerrero) (Sentencia 
Reparación Directa 34507, 2015).  
** (C.P. Santofimio Gamboa) (Sentencia 
Reparación Directa 48842, 2016).  
** (C.P. Santofimio Gamboa) (Sentencia 
Reparación Directa 34791, 2016).  
** (C.P. Pazos Guerrero) (Sentencia 
Reparación Directa 37893, 2016).  
** (C.P. Santofimio Gamboa) (Sentencia 
Reparación Directa 55079, 2016).  
** (C.P Andrade Rincón) (Sentencia 
Reparación Directa 50231, 2016).  
** (C.P Velásquez Rico) (Sentencia 
Reparación Directa 39898, 2016).  
** (C.P. Santofimio Gamboa) (Sentencia 
Reparación Directa 53704A, 2017).  
 
(C.P. Velásquez Rico) (Sentencia Reparación 
Directa 45207, 2017) ** 
(C.P. Pazos Guerrero) (Sentencia Reparación 
Directa 43182, 2018) ** 
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(C.P. Rodríguez Navas) (Sentencia 
Reparación Directa 39439, 2018) ** 
(C.P. Marín) (Sentencia Reparación Directa 
40087, 2018) ** 
(C.P. Díaz del Castillo) (Sentencia 
Reparación Directa 42921, 2018) ** 
(C.P. Pazos Guerrero) (Sentencia Reparación 
Directa 45902, 2018) ** 
(C.P. Marín) (Sentencia Reparación Directa 
48110, 2019) **   
** (C.P. Rodríguez Navas) (Sentencia 
Reparación Directa 47600, 2019)  
(C.P. Rodríguez Navas) (Sentencia 
Reparación Directa 47362, 2019) ** 
Fuente: Hernández Pedrozo, P. & Reyes Granados, J.D.  Octubre, 2020. 
 
Por lo tanto, se han referenciado 45 decisiones de la jurisdicción contenciosa que tratan sobre la 
vulneración de bienes de raigambre constitucional y convencional, permitiendo afirmar que la 
evolución del reconocimiento se ha aplicado y se ha concretado como una verdadera herramienta 
del juez para la reparación integral, en el marco de recuperar la dignidad humana, además que la 
motivación de estos fallos se basa en determinados hechos heterogéneos y la vulneración distintas 
situaciones fácticas y normativas, que permiten caracterizar no solo la aplicación de esta categoría 
a la afectación de hechos con ocasión del conflicto armado, derechos humanos o derecho 
internacionalmente, sino que, en determinados casos en los que el Estado se declare responsable 
puede dar vía libre a la imposición de estas medidas.   
 
Los hechos de la vulneración bienes constitucionales y convencionales en los casos concretos: 
jurisprudencia del Consejo de Estado.  
 
La descripción se realizará de manera cronológica, como se ha expuesto en la anterior tabla. Es 
pertinente agregar que el medio de control por el cual todos los actores acudieron a la jurisdicción 
contenciosa administrativa fue el de reparación directa.  
 
En el caso de CLARA INÉS GÓMEZ Y OTRA, tenían como pretensión reconocer la 
responsabilidad patrimonial del Estado y condenar a la Nación, Ministerio de Defensa – Policía 
Nacional, por los perjuicios causados como consecuencia del secuestro, tortura y asesinato del señor 
Juan Carlos Palacios Gómez, en hechos ocurridos los días 5 y 6 de septiembre de 1996, en la ciudad 
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de Bogotá D.C. Donde la sentencia de primera instancia denegó las suplicas de la parte demanda. 
(Sentencia Reparación Directa 28224, 2014).38   
 
En el caso de ENRIQUE MANCERA Y OTROS, se imputaba la responsabilidad del Estado, 
pretendiendo condenar a la Nación, Ministerio de Justicia y otros, por las negligentes actuaciones del 
antiguo Departamento Administrativo de Seguridad –DAS y la Fiscalía General de la Nación, 
publicando en varios periódicos regionales y nacionales de gran reconocimiento, donde se indicaba al 
actor como delincuente y vinculado con carteles de narcotráfico, lo que se tradujo en nefastas 
consecuencias personales, sociales y económicas. La sentencia de primera instancia accedió 
parcialmente a las pretensiones presentadas. (Sentencia Reparación Directa 24078, 2014)39   
 
El caso de ALVEIRO VASQUEZ VELASQUEZ Y OTROS, en el cual el actor fue capturado por 
la Policía Nacional por encontrarse, según los agentes, en situación de flagrancia del delito de 
extorsión. La Fiscalía Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Barranquilla le impuso 
medida de aseguramiento consistente en detención preventiva. Luego, se calificó el mérito del 
sumario con resolución de acusación contra el señor Vásquez, por el mencionado delito y, el 
Juzgado Penal del Circuito Especializado de Barranquilla absolvió al procesado luego de 
considerar que no había cometido el delito por el que se le acusó y por ello, consideró que existía 
una privación injusta de libertad. La sentencia de primera instancia reconoció la responsabilidad el 
Estado y accedió parciamente a las pretensiones propuestas en la demanda. (Sentencia Reparación 
Directa 36274, 2014)40. 
 
En el caso de GERARDO ERNESTO MEJIA ALFARO Y OTROS, pretenden la declaratoria de 
la responsabilidad estatal y en consecuencia el pago de perjuicios, debido al daño causado por la 
muerte de la señora GEORGINA ALFARO DE MEJÍA en medio de una tormenta en la ciudad de 
Ibagué que desbordó el canal y ella, al caer, fue arrastrada por la corriente hasta un colector de 
agua lluvia, ubicado aproximadamente a 150 metros del lugar donde cayó, causándole lesiones 
fatales. La sentencia de primera instancia accedió a las pretensiones de la parte demandante. 
(Sentencia Reparación Directa 30026, 2014)41  
 
En el caso de ANA RITA ALARCÓN Y OTROS, el menor de edad Iván Ramiro Londoño 
Gutiérrez, hijo de la actora, estuvo internado en el centro de reeducación “Marcelino Ossa” de la 
ciudad de Pereira, desde el día 7 de diciembre de 1998 hasta el 23 de abril de 2000, cuando murió 
                                                 
38 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: derechos a 
la vida, integridad personal, libertad, dignidad humana y debido proceso.  
39 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: Derecho a 
intimidad, buen nombre y honra. Implícitamente el debido proceso. 
40 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: Libertad, 
honra y honor, buen nombre, debido proceso, dignidad humana.   
41 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: la vida e 
integridad personal, libertad de locomoción, seguridad, dignidad humana.  
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ahogado en las aguas del río Otún, después de haberse escapado del centro de reeducación, en el 
cual se encontraba internado, configurándose la falla en el servicio por no prestar la verdadera 
seguridad y control al establecimiento mencionado.  La sentencia proferida por el tribunal en 
primera instancia negó las suplicas de la actora. (Sentencia Reparación Directa 26251, 2014)42.  
 
En el caso de AMPARO DE JESUS RAMÍREZ, el día 14 de julio de 1999, a las 9 am, la actora se 
presentó al Hospital San Vicente de Paúl, en estado de embarazo habiendo iniciado trabajo de parto. 
Hacia las 10:15 fue atendida inicialmente en el departamento de obstetricia, donde se la valoró y 
se dejó en espera, a pesar del progreso evidente del trabajo. Finalmente, a las 6 pm fue valorada 
por el ginecólogo quien ordenó cesárea. Dicha operación se realizó entre las 6:45 y las 7:05 pm y 
en ella se extrajo a la criatura sin vida. En providencia de primera instancia se declaró la 
responsabilidad del Estado. (Sentencia Reparación Directa 28804, 2014)43  
 
En el caso de FÉLIX ANTONIO ZAPATA Y OTROS, en el cual El 27 de marzo de 1997, “jueves 
santo”, aproximadamente hacia las 9:00 de la mañana, los jóvenes Heliodoro Zapata Montoya y 
Félix Antonio Valle Ramírez salieron de su casa ubicada en la vereda Las Nieves, municipio de 
Apartadó (Antioquia) a una finca de su propiedad a buscar unos cocos para preparar una natilla; 
llegada la tarde y en vista de que aún no regresaban, los señores Alberto Antonio Valle y José Elías 
Zapata Montoya salieron en su búsqueda, pero tampoco ellos retornaron. Al día siguiente, varios 
familiares fueron a buscarlos a la referida finca y encontraron por el camino a varios miembros del 
Ejército Nacional, quienes les advirtieron sobre la peligrosa situación de orden público por 
enfrentamientos con la guerrilla. El sábado siguiente, los familiares de los ausentes madrugaron al 
lugar donde supuestamente se produjo el enfrentamiento armado con la guerrilla y encontraron 
restos de documentos y ropa de Heliodoro Zapata Montoya y de Alberto Antonio Valle.  Luego se 
encontraron los cuerpos de las dos primeras víctimas y se presume el desaparecimiento forzado de 
las otras dos. En providencia de primera instancia de denegaron las pretensiones de la demanda. 
(Sentencia Reparación Directa 32988, 2014).44 
 
En el caso de una joven que se encontraba con dos compañeros en la plazoleta “Lanceros” del 
municipio de Tame, Arauca, cuando fue abordada por dos personas que se movilizaban en una 
motocicleta y que, luego de amenazar a los jóvenes con un arma de fuego, obligaron a la joven en 
cuestión, a subir al vehículo, en el cual partieron con rumbo desconocido. Al llegar al sitio conocido 
como “Villa Olímpica”, luego de sufrir un accidente en el vehículo, los captores arrastraron a la 
joven a un lado de la vía, la despojaron de sus ropas y la violentaron sexualmente. La Policía 
Nacional logró determinar que los agresores eran militares en servicio activo, asignados al Batallón 
                                                 
42 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: derecho a 
la vida, integridad personal, dignidad humana y los reconocidos en la convención sobre los derechos de los niños.   
43 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: derecho a 
la vida, integridad personal, dignidad de la mujer, igualdad.  
44 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: familia, la 
verdad, el recurso judicial efectivo y el desplazamiento forzado de algunos actores. 
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de Ingenieros N° 18 “General Rafael Navas Pardo” del Ejército Nacional. En sentencia de primera 
instancia se negaron las pretensiones de la demanda. (Sentencia Reparación Directa 29033, 
2014).45  
 
En el caso de CARLOS HIDALGO VARGAS Y OTROS, se pretendía una reparación 
administrativa, por motivo de las muertes violentas del Señor Sub-Teniente del Ejército 
MAURICIO GEOVANNY HIDALGO BENAVIDES y de los soldados del Ejército Nacional: 
EDWIN ANDRÉS CAICEDO CÓRDOBA y CARLOS EDUARDO BERMÚDEZ ZAMBRANO, 
respectivamente, todos pertenecientes para el día de su muerte al Batallón del Ejército Nacional 
“Batalla de Boyacá”, acantonado en la ciudad de San Juan de Pasto, debido a gravísimas faltas o 
fallas del servicio. En primera instancia se denegaron las pretensiones. (Sentencia Reparación 
Directa 31250, 2014).46 
 
El caso de IMELDA BECERRA Y OTROS: Mediante un proceso negligente por parte del antiguo 
departamento de seguridad –DAS- y la Fiscalía General de la Nación, esta impone medida de 
aseguramiento y acusación sin sustentos probatorios, lo cual consolidó una afectación al núcleo de 
sus derechos fundamentales, extendiéndose sus hijos la afectación grave a los mismos, debido a las 
consecuencias del señalamiento de su madre como presunta delincuente. En sentencia de primera 
instancia se resolvió negar las pretensiones (Sentencia Reparación Directa 29181, 2015).47   
 
En el caso de EDITH FORERO DURAN Y OTROS, por la muerte y lesiones causadas como 
consecuencia de hechos ocurridos entre el 2 de Diciembre de 2000 y el 19 de Enero de 2001; en 
inmediaciones de la carretera que conduce de la Vereda de Veracruz al Municipio de Anzoátegui; 
entre el alto de Juntas y Totarito concretamente frente a la finca del señor SIGIFREDO ALBA, del 
Municipio de Alvarado, departamento del Tolima; por miembros del Ejército Nacional, en ejercicio 
de sus funciones, portando sus uniformes, con sus armas de dotación y por las granadas de fusil 
PRB 434 disparadas y abandonadas por ellos en el lugar de los hechos pese a que estas no se 
detonaron. En la providencia se declaró probada la falta de legitimación en la causa por activa de 
dos de los demandantes y se negaron las pretensiones de la demanda. (Sentencia Reparación 
Directa 28666, 2015).48 
 
                                                 
45 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: Dignidad 
humana, integridad personal. Libertad, libertad sexual. 
46 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: la vida, 
integridad personal, igualdad y los contenidos en la Convención Interamericana de Derechos Humanos.  
47Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: libertad, 
buen nombre y la honra, debido proceso, intimidad, familia, libre desarrollo de la personalidad, no discriminación, 
convención de los derechos de los niños.  
48 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: la vida, 




En el caso de RICARDO VERA GARCIA Y OTROS, en cual los campesinos GERMAN y 
WILLIAM VERA PEREZ el 21 de noviembre de 1993 se dispusieron a trasladarse de su finca 
al caserío Filogringo; en uno de esos locales se presentaron algunas diferencias entre ellos y 
miembros del Ejército Nacional pertenecientes a la tropa de la brigada móvil No. 2 y esto dio 
como resultado la muerte inmediata de un Suboficial del Ejército y uno de los agricultores y 
heridos un soldado y el otro agricultor. Al darse cuenta el Ejército que el otro campesino se 
encontraba herido, asesinaron a sangre fría al otro joven. Una vez muertos los campesinos, los 
mismos miembros del Ejército que les dieron muerte procedieron a trasladar sus cadáveres 
cerca de la carretera e informar que las bajas eran producto de un enfrentamiento con la 
guerrilla del ELN. En primera instancia se accedió parcialmente las pretensiones presentadas 
(Sentencia Reparación Directa, 2015).49 
 
En el caso de ROSALBA TAQUES Y OTROS, con la pretensión de que la NACIÓN, 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, EJÉRCITO NACIONAL DE COLOMBIA, se 
declararan responsable civil y administrativamente de todos los daños y perjuicios, tanto morales 
como materiales causados la muerte violenta de SERVIO TULIO CEBALLOS PALMA, fallecido 
en hechos ocurridos el 15 de abril de 1996 en Jurisdicción del Municipio de Puerres – Nariño, 
cuando prestaba Servicio Militar como Soldado Regular del Ejército Colombiano, en el GRUPO 
CABAL MECANIZADO No. 3, acantonado en Ipiales – Nariño, siendo enviado en forma irregular 
a cumplir una misión riesgosa y resultando víctima de una emboscada guerrillera que terminaría 
en  una masacre. En sentencia de primera instancia se accedió a las pretensiones (Sentencia 
Reparación Directa 30385, 2015).50 
 
El caso de CRUZ HELENA TABORDA Y OTROS, en el cual pretenden una reparación por el 
desaparecimiento forzado y muerte de su hijo por parte de miembros del Ejército Nacional, el 
Tribunal administrativo en primera instancia accedió parcialmente a las pretensiones. (Sentencia 
Reparación Directa 47671, 2015).51 
 
El caso de FANNY LOZANO MORENO Y OTROS tiene como supuesto fáctico que un 
enfrentamiento entre el Ejército Nacional y un grupo armado trajo como resultado la desaparición 
y muerte del hijo de la actora, como presunto guerrillero y sepultado como N.N. Por lo cual en 
primera instancia se declaró responsable al Estado y se accedió a las pretensiones. (Sentencia 
Reparación Directa 51388, 2015).52 
                                                 
49 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: derechos a 
la vida, integridad personal, libertad, dignidad humana y debido proceso. 
50 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: vida, 
dignidad humana, tener una familia, igualdad, y al trabajo.  
51 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: a la vida, 
integridad personal, libertad y seguridad, presunción de inocencia, derecho a la asociación, trabajo y tranquilidad  
52 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: dignidad 




En el caso de YESSICA TATIANA LOPEZ Y OTROS, el día 18 de agosto de 2007 el señor Adrián 
Vélez Londoño se encontraba departiendo con sus vecinos, cuando fue contactado por sujetos que 
se lo llevaron en una camioneta blanca. Posteriormente se conoció que el señor Adrián Vélez 
Londoño fue dado de baja por miembros del Ejército Nacional en la vereda Chuscal, Caldas, al 
propinarle siete balazos en la espalda, la acción fue perpetrada por el grupo Esparta del batallón 
contraguerrilla No. 57 de Popayán. En primera instancia se declaró responsable al Estado y se 
accedió a las pretensiones. (Sentencia Reparación Directa 52892, 2015).53 
 
En el caso de MARIA EVELYN VALBUENA Y OTROS, el periodista Efraín Alberto Varela 
Noriega, fue asesinado por integrantes de un grupo de autodefensas en el municipio de Arauca el 
28 de junio de 2002, en zona cercana a la sede de la Décimo Octava Brigada del Ejército Nacional.  
Consideran los demandantes que su deceso es imputable a las demandadas quienes se abstuvieron 
de brindarle las medidas de seguridad que sus condiciones personales imponían.  Se probó que 
integrantes del Ejército facilitaron la acción de los grupos ilegales. En primera instancia se dictó 
fallo adverso a las pretensiones de la demanda (Sentencia Reparación Directa 34507, 2015).54 
 
En el caso de JULIO HERIBERTO TORRES ROCAY OTROS, la situación fáctica indica que 
para el día 11 de mayo de 2006, el actor se encontraba en su residencia y sobre las 21:30 horas 
llegaron unos funcionarios de la Policía, solicitando la entrega de un arma de fuego tipo pistola, 
proveedores, munición y silenciador que se encontraban dentro de un bolso tipo canguro que se 
hallaba encima de un bife, fue conducido a las instalaciones del DAS donde le manifestaron que 
debía permanecer mientras verificaban lo expuesto por él. Posteriormente, fue remitido a un 
calabozo de la Cárcel Distrital de Barranquilla hasta el 15 de mayo de 2006, cuando rindió 
indagatoria ante la Fiscalía Quinta Delegada ante los Jueces Penales del Circuito y fue puesto en 
libertad en consideración a las explicaciones que dio, en el sentido de indicar que el arma 
encontrada no era de su propiedad y que, sin su conocimiento, había sido dejada allí por el señor 
Muriel Medina quien le colaboraba en oficios varios en una finca que él tenía. Manifestó que debió 
soportar el escarnio público el tiempo que estuvo vinculado a la investigación. En la sentencia de 
primera instancia se reconocieron parcialmente las pretensiones. (Sentencia Reparación Directa 
43182, 2018).55 
 
En el caso de EDER ANTONIO DIAZ JULIO Y OTROS, El menor Luis Antonio Díaz Cárdenas 
de ocho años, sufrió un accidente ofídico, al ser mordido en su miembro superior derecho por una 
víbora mapaná. Luego, fue conducido por su padre al Centro de Salud de Guachaca, donde se le 
                                                 
53 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: dignidad 
humana, libre desarrollo de la personalidad, familia, igualdad, buen nombre y honra.   
54 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: Libertad 
de expresión, dignidad humana, integridad personal, vida, trabajo, igualdad.  
55 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: dignidad 
humana e integridad, buen nombre, honra, intimidad y libertad.    
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aplicó una dosis de suero antiofídico y se remitió hacia el Hospital Julio Méndez Barreneche, por 
no contar con más unidades de este. En el hospital se le brindó atención médica, pero, al no contar 
con unidades de suero, el padre del menor decidió retirarlo voluntariamente del centro médico; sin 
embargo, regresaron al cabo de cuatro días ya que, el brazo del menor se encontraba gravemente 
lesionado y se hizo necesaria su amputación, por lo que se demanda la responsabilidad 
administrativa de las entidades involucradas. El fallo de primera instancia reconoció parcialmente 
las pretensiones formuladas. (Sentencia Reparación Directa 39439, 2018).56  
 
El caso de MARÍA NEHOMA VALLEJO URREGO se trata de una ejecución extrajudicial 
conocida como “falso positivo”, se indica que el 12 de febrero de 2007, los señores Yesid Alvarado 
Sánchez y Jhon Jaider Burgos Alvarado, tío y sobrino, respectivamente, se dirigieron a observar 
un partido de fútbol, en el municipio de Barranca de Upía, Meta. A partir de esa fecha se registró 
su desaparición, días después, los familiares de los desaparecidos recibieron información sobre el 
hallazgo de dos occisos en el municipio de Tauramena, Casanare, al dirigirse al comando de Policía 
de esa localidad, les mostraron unas fotografías de dos fallecidos, las cuales correspondían a los 
sujetos referenciados,  en el Comando de Policía de Tauramena les manifestaron que habían sido 
dados de baja en un combate con el Ejército Nacional, lo que motivó al, padre y abuelo de los 
fallecidos, a poner en conocimiento de la Defensoría del Pueblo dicha situación, para que 
investigara la actuación del Batallón de Infantería dado que ellos no eran delincuentes ni 
subversivos. Mediante sentencia de primera instancia se accedió a las peticiones de la demanda 
(Sentencia Reparación Directa 40087, 2018).57  
 
En el caso de MARIO JULIO LOPEZ CAMACHO Y OTROS, se presentó demanda en ejercicio 
de la acción de reparación directa contra la Nación-Rama Judicial, por considerarla responsable de 
los perjuicios sufridos como consecuencia de la demora injustificada de la administración de 
justicia que llevó a la declaratoria de la prescripción de la acción penal y, por consiguiente, de la 
acción civil, en el proceso en que se constituyeron en parte, procurando la indemnización de los 
daños y perjuicios por las lesiones sufridas por la niña LIZETH ZULEYDY LÓPEZ ALBERTO, 
de cuatro años de edad, en un accidente de tránsito, que le dejó secuelas permanentes, consistentes 
en deformidad física -asimetría de 1,5 centímetros en miembros inferiores- y perturba 
funcionalmente el órgano de locomoción. El Tribunal Administrativo en primera instancia accedió 
parcialmente a las pretensiones. (Sentencia Reparación Directa 42921, 2018).58 
 
                                                 
56 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: dignidad 
humana e integridad, salud, y protección especial a los derechos de los niños.   
57 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: dignidad e 
integridad humana, libertad, seguridad, acceso a la justicia, debido proceso y las normas del bloque de 
constitucionalidad sobre protección a civiles desarrolladas por los Convenios de Ginebra.   
58 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: dignidad 
humana e integridad, igualdad, salud, acceso a la justicia y protección especial a los derechos de los niños.  
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En el caso estudiado en sentencia de Reparación 45902 se tiene como sustento fáctico que el 1 de 
mayo de 2007, un grupo de personas conformado, entre otros, por el señor XX, a quien el Consejo 
de Estado ordenó protegerle su identidad, se encontraba departiendo en el parque principal del 
Municipio de Santa Bárbara, Antioquia. Aproximadamente a las 4:00 A.M., un agente de policía 
de nombre agredió verbalmente al grupo de amigos por razón de su orientación sexual hacia 
personas del mismo sexo, ante lo cual el señor XX exigió respeto. Sin embargo, el mencionado 
agente que conducía la patrulla de la Policía Nacional, a pesar de no estar de servicio y no portar 
su uniforme, agredió físicamente al actor y lo golpeó con su fusil, acto al que contribuyeron otros 
dos policías, de ahí, señor XX acudió a la Estación de Policía de Santa Bárbara para denunciar lo 
ocurrido, pero hasta ese sitio llegaron los agresores a continuar con el ataque, el 2 de mayo de 
2007, la víctima tuvo que ser hospitalizado puesto que a raíz de la agresión reaparecieron los 
ataques epilépticos. Por esa razón, el joven perdió una beca de estudios que le habían otorgado 
para cursar el programa de contaduría sistematizada. Un año después, el joven debió acudir al 
Otorrinolaringólogo, le diagnosticó “epistaxis e hipoacusia izquierda”. El fallo de primera 
instancia negó las pretensiones de la demanda. (Sentencia Reparación Directa 45902, 2018).59  
En el caso de CARLOS ALBERTO CABRERA MORELOS Y OTROS, se narró el señor Gustavo 
Vargas Morelo se encontraba cumpliendo condena de once años de pena privativa de la libertad, 
por el delito de homicidio, en el establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario 
de Cartagena y que mediante resolución 762 de 19 de febrero de 1992, la Dirección del INPEC, 
ordenó el traslado del señor Vargas Morelo, al Establecimiento Penitenciario de Mediana 
Seguridad y Carcelario de Bucaramanga. El 3 de marzo de 1992, en el registro N° 41524, suscrito 
en el establecimiento penitenciario de la ciudad de Bucaramanga, se hizo constar el ingreso, el 
nombre de los padres, así como el último domicilio ubicado en la ciudad de Cartagena. A pesar de 
la difícil situación económica de la familia fue visitado en la ciudad de Bucaramanga, no obstante, 
cuando fue imposible conseguir más recursos para los desplazamientos desde la ciudad de 
Cartagena, la familia mantuvo contacto a través de medios de telecomunicaciones durante los 
primeros meses de reclusión. Transcurridos los años, la familia inició la búsqueda del señor Vargas 
Morelo, por considerar que ya había cumplido su condena. No obstante, no fue posible saber de su 
paradero, la señora EDITH MORELO, en calidad de madre, mediante derecho de petición, solicitó 
al INPEC, información relacionada con el cumplimiento de la condena de su hijo, la cual no se dio 
respuesta de fondo, por lo tanto, presentó acción de tutela a efectos de garantizar una respuesta 
satisfactoria. La decisión de tutela, ordenó al Establecimiento Carcelario de Bucaramanga 
proporcionar respuesta de fondo, así se respondió que el señor GUSTAVO VARGAS MORELO, 
sí estuvo recluido en el centro carcelario de Bucaramanga, proveniente de la cárcel de Cartagena y 
que el 22 de junio de 1993, fue dado de baja por defunción, situación que fue conocida solo hasta 
ese momento por la familia, a pesar de que el instituto carcelario contaba con la información de 
contacto, sumado, que a fecha de la demanda de reparación no han sido identificado e integrado 
                                                 
59 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: dignidad e 




los restos del familiar. La sentencia de primera instancia negó las pretensiones. (Sentencia 
Reparación Directa 48110, 2019).60 
 
El caso de QUINTILIANO RAMOS VARGAS Y OTROS, tiene como sustento lo siguiente: El 
CTI de la Unidad Local de Melgar inició labores investigativas por un homicidio, y en curso de la 
investigación recibieron las denuncias de unos ciudadanos que señalaban al actor Quintiliano 
Ramos Vargas de obligarlos a participar en un paro armado o entregarles la suma de $50.000. Con 
base en esas manifestaciones, los miembros del CTI elaboraron un informe de inteligencia 
solicitando iniciar un proceso penal al actor por los delitos de extorsión y rebelión. Con este 
material la Fiscalía dispuso la apertura de la investigación previa y posteriormente la apertura de 
instrucción penal. Pasados cinco meses sin lograr comunicarle a Quintiliano Ramos Vargas la 
existencia del proceso penal, se le declaró persona ausente. Después, en el curso de un retén de 
control, el actor fue capturado por la Policía Nacional y puesto a disposición del Juez Penal 
competente. Posteriormente, en la audiencia preparatoria, los denunciantes se retractaron de los 
señalamientos y denuncias efectuadas ante los miembros del CTI, finalmente el Juez Penal del 
Circuito de Ibagué absolvió al actor. La sentencia de primera instancia negó las pretensiones 
formuladas. (Sentencia Reparación Directa 47600, 2019).61 
 
En el caso de CESAR AUGUSTO RINCON SABOGAL Y OTROS, el demandante laboró varios 
años en la Fiscalía General de la Nación como fiscal delegado ante los jueces penales del circuito 
especializado de Bogotá. El fiscal general de la Nación lo declaró insubsistente el 9 de mayo de 
2002. En ese momento, aquel y su familia tenían un esquema de seguridad para proteger sus vidas 
ante amenazas que las AUC profirieron en su contra por el cargo que ostentaba. La Fiscalía 
mantuvo el esquema de seguridad luego de la desvinculación, pero lo modificó a un escolta con 
funciones de conductor desde el 11 de junio de 2002. Tal situación ocasionó que aquel tramitara 
su refugio en otro país, acompañado de su cónyuge e hijo, afectando gravemente su proyecto de 
vida. La sentencia en primera instancia accedió a las pretensiones. (Sentencia Reparación Directa 
47362, 2019).62 
 
En los demás casos como los anteriores, se presenta una serie de vulneraciones a derechos 
fundamentales y convencionales que hacen reprochables las actuaciones que están en cabeza del 
Estado. En síntesis, se puede afirmar que en los diferentes casos presentados se generan 
vulneraciones a derechos como: vida, integridad personal, dignidad humana, igualdad, libertad 
personal, trabajo, familia, paz o derechos consagrados en la Convención interamericana de 
                                                 
60 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: dignidad e 
integridad humana, igualdad, petición, información.   
61 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: dignidad 
humana e integridad, buen nombre, honra, intimidad y libertad 
62 Los derechos constitucionales y convencionales que se vulneraron de forma implícita o explícita fueron: dignidad 




derechos humanos, Convenio de Ginebra o Convención internacional sobre los derechos de los 
niños, por estas razones, se infiere que los casos son múltiples y los reconocimiento de las 
reparaciones puede sustentarse en diversas normas.  
 
Tipología de las medidas de reparación para la vulneración a bienes constitucionales - 
convencionales y su relación con la función transformadora. 
 
El cambio de paradigma dado en el reconocimiento del perjuicio denominado vulneración a bienes 
constitucionales y convencionales, ha dado giros interpretativos en favor de la 
constitucionalización y convencionalización en las sentencias en las cuales se decide sobre la 
responsabilidad del Estado y cómo este debe responder por los daños causados. Es por ello, 
importante determinar cuáles son las medidas que los jueces de lo Contencioso Administrativo 
imponen atendiendo al derecho de reparación por estos agravios causados.   
 
Analizando la trilogía de las sentencias de unificación proferidas el 28 de agosto del 2014, se logra 
comprender cuál es la relación privilegiada que da impulso a las propuestas de reparación, en 
general, es necesario hacer una distinción de dos grandes grupos de medidas de reparación dictadas: 
medidas no pecuniarias y pecuniarias, apreciación realizada por la jurisprudencia del Consejo de 
Estado, frente a las subreglas para la tasación de perjuicios como las diferentes medidas 
conducentes a conseguir una reparación integral (Sentencia de Reparación Directa 26251, 2014) 
de lo anterior se extrae:   
 
Cuadro 8. Criterios medidas no pecuniarias.   
REPARACIÓN NO PECUNIARIA 
AFECTACIÓN O VULNERACIÓN RELEVANTE DE BIENES O DERECHOS 
CONVENCIONAL Y CONSTITUCIONALMENTE AMPARADOS 
Criterio 
Tipo de 
Medida Modulación  
En caso de 
violaciones 









De acuerdo con los hechos probados, la oportunidad y 
pertinencia de estos, se ordenarán medidas reparatorias no 
pecuniarias a favor de la víctima directa y a su núcleo 
familiar más cercano. 







Cuadro 9. Criterios medidas pecuniarias.  
INDEMNIZACIÓN EXCEPCIONAL  
EXCLUSIVA PARA LA VÍCTIMA DIRECTA  
Criterio Cuantía  Modulación de la cuantía  
En caso de violaciones relevantes a 
bienes o derechos convencional y 
constitucionalmente amparados, cuya 
reparación integral, a consideración 
del juez, no sea suficiente, pertinente, 
oportuna o posible con medidas de 




En casos excepcionales se indemnizará 
hasta el monto señalado en este ítem, si fuere 
el caso, siempre y cuando la indemnización 
no se hubiere reconocido con fundamento en 
el daño a la salud. Este quantum deberá 
motivarse por el juez y ser proporcional a la 
intensidad del daño y la naturaleza del bien 
o derecho afectado.  
Fuente: Consejo de Estado, Sentencia de Reparación Directa 26251, 2014.  
 
 
AFECTACIÓN O VULNERACIÓN RELEVANTE DE BIENES O DERECHOS 
CONVENCIONAL Y CONSTITUCIONALMENTE AMPARADOS 
 
Es importante anotar que, por los perjuicios causados a bienes o derechos convencional y 
constitucionalmente amparados, la indemnización pecuniaria solo es exclusiva para la víctima 
directa, sin limitación de ser declarada a favor en el correspondiente proceso de sucesión de la 
víctima.  De esta manera, se logra clasificar la primera tipología que tiene como reparación la 
afectación a estos postulados normativos. Sin embargo, es necesario profundizar en la reparación 
integral que genera una serie de propuestas innovadoras en el resarcimiento, no solo bajo una 
mirada mercantilista por el hecho dañino, sino con medidas humanistas, éticas y dentro de una 
justicia más conforme a los nuevos lineamientos dados por las reflexiones axiológicas 
contemporáneas, con medidas no pecuniarias, apostando lograr un pleno disfrute de sus facultades 
y prerrogativas conculcadas, entendiendo que existen ciertos derechos fundamentales que no son 
reparados con una suma de dinero sino con acciones que transformen las condiciones de 
vulnerabilidad.   
 
Por tal motivo, como componente didáctico situar al lector en la serie de acciones y medidas 
abordadas de la reparación integral y transformadora cuando se han visto afectados bienes de 
carácter constitucional como convencional, con el objetivo de identificar tales premisas en el 
horizonte del enfoque transformador como móvil para lograr la reconciliación, el pleno acceso de 
derechos fundamentales, la prosperidad general y la consecución de garantías para borrar las 
situaciones de exclusión, indiferencia y vulnerabilidad que ciertos sectores como grupos 




Finalmente, es menester adjudicar el esfuerzo realizado por los sectores de la doctrina jurídica que 
apuestan por un cambio de paradigma en el derecho de daños donde es condenado el Estado, con 
el firme propósito de trabajar porque el pacto social sea una realidad para todos los miembros de 
la nación colombiana y no solo una carta política con la mención de derechos fundamentales pero 
que en la práctica sólo acceden a ellos unos pocos privilegiados, en tal razonamiento consiente la 
oportunidad de aplicar la reparación trasformadora.  
 
Es así como, en un Estado Constitucional y Social de Derecho, no basta con que la Constitución 
pregone el reconocimiento de unos derechos fundamentales. El Estado debe propender por su 
cumplimiento y garantía. En ese orden, cuando el Estado ocasiona daños a sus asociados, su deber 
de reparación no debe limitarse al simple restablecimiento de las condiciones al estado anterior en 
que se encontraban antes de la ocurrencia de los hechos generadores del daño, por el contrario, la 
acción del Estado debe ir más allá y está encaminada, teniendo en cuenta sus deberes 
constitucionales y convencionales, a subsanar las condiciones que pusieron en posición de 
vulnerabilidad a las víctimas y que se convirtieron en un factor propiciador de los hechos dañinos. 
La reparación con función transformadora es el camino para la no repetición. Esta es una condición 
fundamental para que las victimas puedan acceder plenamente al ejercicio de sus derechos y no, 
simplemente, volver al estado original que propició su vulnerabilidad. Esta es también la única 
manera en que la justicia e igualdad sea alcanzable en una sociedad tan dispar como la de muchos 
Estados Latinoamericanos. El deber de los Estados en todo caso, es garantizar los derechos de los 
asociados y eliminar gradualmente las barreras que impiden el pleno ejercicio de los derechos y 
libertades.  
 
MEDIDAS DE REPARACIÓN  
La necesidad de ampliar el concepto de reparación integral ha llevado a un estudio de la 
jurisprudencia contenciosa administrativa frente a esta temática, pues principalmente se entendía 
que la reparación sólo se enfocaba en el daño cuantificable a través de la indemnización, en donde 
las medidas de resarcimiento representaban acciones pecuniarias, dejando a un lado a la víctima 
como el principal sujeto en temas de responsabilidad y sobre todo en determinar los derechos 
vulnerados, olvidando restablecer la totalidad de dimensiones antropológicas y sociales63 (Gil 
Botero, 2014). 
 
                                                 
63 El proceso de constitucionalización de derecho y la injerencia que han tenido la teorías éticas de respeto por 
los derechos humanos como lograr que toda acción pública este consagrada bajo los lineamientos de la dignidad 
humana han concluido en escenarios de reparación con tendencia integral y transformadora, para no solo observar el 
daño como una obligación en términos económicos, sino establecer restablecimiento en las demás dimensiones que no 
se han tenido presente al momento de dictar medidas, al respecto consultar: López Cárdenas, C. M. (2009). 
Aproximación a un estándar de reparación integral en procesos colectivos de violación a los derechos humanos. Revista 




Gracias a la evolución del derecho, la víctima empezó a adquirir importancia en el plano de la 
responsabilidad, puesto que la indemnización no satisfacía totalmente a la persona lesionada y 
sobre todo no dimensionaba los aspectos de carácter social, material, cultural o moral que fueron 
afectados, sino que se requería una integralidad en la reparación que brindase más garantías de 
protección y buscase dejar a la persona en un estado similar o mucho mejor al que se encontraba 
antes de la ocurrencia del daño y estableciendo que la reparación integral debe ser equitativa al 
perjuicio causado. Cabe resaltar que la configuración de las medidas han sido un trabajo conjunto 
de órganos judiciales como la Corte Interamericana del SIDH, la Corte Constitucional y el Consejo 
de Estado colombiano. En el presente acápite se inicia una breve conceptualización de las medidas 
desarrolladas tanto por la jurisprudencia interamericana como nacional.  
 
Indemnización 
Antes de la formulación de la reparación integral, la indemnización era la única forma que la 
víctima tenía para reclamar su derecho vulnerado como consecuencia de un daño material o físico, 
esta indemnización debía ser proporcional al perjuicio ocasionado, es decir, el daño era la medida 
para la cuantificación del mismo y tales medidas atendían a un carácter monetario, respetando la 
prohibición de enriquecimiento sin justa causa (Henao Pérez, 1998), sin embargo, tales premisas 
han mutado hacia el reconocimiento de daños inmateriales como: el perjuicio moral, el daño a la 
salud y la afectación de bienes constitucionales y convencionales, según el reconocimiento del 
Consejo de Estado (Gil Botero, 2014).   
 
En ese orden de ideas, los derechos patrimoniales afectados por un daño requieren que el causante 
sea obligado a resarcirlos, por tal motivo, cuando los derechos del patrimonio son afectados “la 
indemnización restablece el equilibrio roto en detrimento de ellos” (Sentencia Reparación Directa 
26251, 2014).  
 
Sobre las premisas de la indemnización no hay mucho por reflexionar, ha sido por excelencia la 
forma como se emiten las reparaciones de los daños causados, cabe aclarar que los criterios de la 
indemnización están relacionados con la presencia de un bien apreciable en términos monetarios 
debido a su injerencia en el mercado.  
 
Por otro lado, cuando el monto destinado no conlleve el restablecimiento de un bien apreciable en 
el mercado, por ejemplo: los sentimientos de tristeza, amor, dolor, amistad, compañía o afectación 
sensible que puede sufrir la víctima, no se está haciendo referencia a la indemnización como 
medida resarcitoria sino como fundamento compensatorio64 (Tamayo Jaramillo, 2007).  
                                                 
64 Las medidas de compensación están destinadas a establecer un valor por el precio de un bien que no es 
apreciable en el mercado por su condición intangible, inmaterial o indicar un sentimiento, interés o derecho que esta 
por fuera de la actividad económica, por indicar un objeto ilícito, ejemplo de tales medidas son: la tristeza, el amor o 
el dolor. Dentro de tales postulados pueden consultar las siguientes fuentes: Sarmiento Cristancho D. R., Medina 




Teniendo presente tal panorama, es posible identificar las otras medidas de reparación integral, 
algunas verdaderamente novedosas y que también conducen a la transformación de las 
circunstancias de los afectados, sumado a que logran un plano totalizador de las dimensiones 
quebradas, en especial, las posiciones axiológicas desconocidas por largo tiempo.  
 
Restitución  
Por lo general el daño es establecido como un agravio sobre el cual a una persona le han quitado 
ciertos derechos o garantías de las cuales goza (Guerra Moreno & Clavijo Cáceres, 2015), por 
ejemplo, la anulación del derecho de propiedad cuando un grupo de actores de un conflicto armado 
obliga a las personas a desplazarse forzadamente y a abandonar el lugar del cual gozaban, afectando 
la dignidad humana que deben mantenerse.  
 
Por ello, siempre que sea posible la restitución, esta será la primera etapa para establecer una 
reparación efectiva en términos de integralidad, con la finalidad de cumplir con el postulado central 
de la reparación que es devolver a la víctima al estado anterior o al más cercano posible (Henao 
Pérez, 1998).   
 
Por consiguiente, la regla general ante casos de desplazamiento forzado es garantizar que las 
víctimas retomen el lugar del cual fueron despojados siempre y cuando esto sea acorde con los 
principios internacionales65 que se tienen al momento de reparar con esta medida (Yáñez Meza, 
2015) buscando no revictimizar a las personas que han sufrido dicho perjuicio. En ese sentido, es 
importante aclarar que en algunos casos las medidas de restitución son imposibles, por lo tanto, se 
debe efectuar otro mecanismo que permita constituir una reparación integral66. 
 
Dentro de la jurisprudencia de la Corte Interamericana67, las medidas de restitución han sido 
decretadas bajo la finalidad de que las víctimas puedan disfrutar de los horizontes que fueron 
privados, pero no sólo tiene que ver con la devolución de un bien mueble o inmueble, sino, también, 
se ha entendido que es objeto de restitución cualquier derecho de los cuales las situaciones fácticas 
puedan retrotraerse para lograr su plenitud (Tamayo Jaramillo, 2019). Por ejemplo, el caso de la 
puesta en libertad de una persona que ha sido privada por medios ilegales o afectando derechos 
                                                 
Revista Via Inveniendi et Iudicandi, 12 (2), 101-115 y Yáñez Meza, D. A. (2015). El juez constitucional en la 
reparación de daños. Y en particular del daño sufrido por desplazamiento forzado (Primera ed.). Bogotá D.C., 
Colombia: Universidad Externado de Colombia. Actualmente en proceso editorial. 
 
65 Los principios Pinheiro (Naciones Unidas, 2005) y los principios Deng (Naciones Unidas, 1998) directrices que 
deben adoptar los Estados en torno a la restitución y reparación de víctimas de desplazamiento forzado.  
66 Frente a tal problemática, los jueces han adoptado postulados de la teoría de acción sin daño, buscando que la 
restitución sea modificada por acciones de indemnización, satisfacción y/o garantías de no repetición.  




constitucionales y fundamentales —debido proceso — como también las acciones tendientes a 
restituir el goce de los derechos del buen nombre como la honra, es decir, que permitan que las 
acciones desplegadas garanticen que las afectaciones de ellos pueden ser superadas con los 
postulados de la reparación integral. De esta manera la Corte Constitucional de expresado:  
 
(i) La restitución debe entenderse como el medio preferente y principal para la reparación de las 
víctimas al ser un elemento esencial de la justicia restitutiva. || (ii) La restitución es un derecho en sí 
mismo y es independiente de que las víctimas despojadas, usurpadas o que hayan abandonado 
forzadamente sus territorios, retornen o no de manera efectiva || (…) || (v) La restitución debe 
propender por el restablecimiento pleno de la víctima y la devolución a su situación anterior a la 
violación en términos de garantía de derechos; pero también por la garantía de no repetición en cuanto 
se trasformen las causas estructurales que dieron origen al despojo, usurpación o abandono de los 
bienes. || (vi) En caso de no ser posible la restitución plena, se deben adoptar medidas compensatorias, 
que tengan en cuenta no solo los bienes muebles que no se pudieron restituir, sino también todos los 
demás bienes para efectos de indemnización como compensación por los daños ocasionados. || (vii) 
El derecho a la restitución de los bienes demanda del Estado un manejo integral en el marco del 
respecto y garantía de los derechos humanos, constituyendo un elemento fundamental de la justicia 
retributiva, siendo claramente un mecanismo de reparación y un derecho en sí mismo, autónomo e 
independiente. (Sentencia SU 648, 2017, pág. 35).  
 
Satisfacción  
Del mismo modo como se ha venido asumiendo con las medidas analizadas, frente a su 
conceptualización se puede deducir que la finalidad de la satisfacción es atender los llamados de 
las víctimas de hacer valer sus diferentes derechos y dimensiones sociales como la memoria 
histórica, por eso es posible encontrar situaciones que con la satisfacción del daño ordenen: la 
aplicación efectiva de sanciones y órdenes judiciales, la revelación pública de la verdad como las 
declaraciones de aceptación de responsabilidad y excusas simbólicas bajo el espíritu de 
reconciliación, también se trabaja en actos conmemorativos como pueden ser la construcción de 
monumentos, becas, estatuas, arte o acciones tendientes a la investigación de los hechos, búsqueda 
de personas desaparecidas o restos de las personas ejecutadas (Guerra Moreno & Clavijo Cáceres, 
2015).  
 
Es por ello, que las medidas de satisfacción buscan un restablecimiento en el plano interno de las 
víctimas que van establecidas por las dimensiones ética y axiológica, de las que desprende el 
reconocimiento o declaratoria de responsabilidad,  además, es un punto de relevancia al momento 
de postularse como una idea central, la necesidad no solo de revisar el plano patrimonial o 
económico sino la esencia misma de la persona lesionada a la que se le ha desconocido diversas 
obligaciones morales que los Estados deben cumplir efectivamente (Guerra Moreno & Clavijo 
Cáceres, 2015) .  La importancia radica entonces en buscar que las reparaciones tengan presente 
que también existen derechos que no pueden satisfacerse desde lo económico sino de diferentes 




Dentro de la doctrina del SIDH68 es posible encontrar diversas órdenes que puede como propias de 
esta categoría, dejando acentuado que el impacto del daño como también de la dirección que tiene 
la reparación integral de tener presente la misma naturaleza del plano espiritual, un poco subjetivo, 
pero que, sin lugar a duda, es importante en el sentido de lograr que la persona afectada pueda 
restaurar todos sus derechos.    
 
En efecto, se tiene que los derechos que se protegen en las medidas de satisfacción buscan lograr 
que las esferas externas sean revitalizadas por ello se trabaja en función de justicia o respeto a la 
memoria individual o colectiva propia de las víctimas de los casos, como también bajo el concepto 
de verdad indispensable para lograr una reparación integral, sin lugar a dudas en estos criterios las 
victimas pueden poner en paz la espiritualidad propia del plano axiológico como moral que busca 
entregar posiciones encontradas —bajo los conceptos de reparación restaurativa, justicia 
distributiva y verdad— que satisfacen en dicho plano los derechos en abstracto, por lo tanto su 
estandarización es imposible y solo queda a criterios de la petición de las partes como del arbitrio 
judicial.   
 
Rehabilitación  
Las afectaciones a los derechos convencionales como constitucionalmente protegidos tienen 
diversas dimensiones, por ello, la rehabilitación está basada en el ámbito de lograr un conjunto de 
estrategias, planes, programas y acciones de carácter jurídico, médico, psicológico y social, 
dirigidos al restablecimiento de las condiciones físicas y psicosociales de las víctimas, entendido 
que las dimensiones que fueron afectadas deben lograr mecanismos para entender la forma de 
desarrollo de las condiciones psíquicas como físicas que fueron disminuidas por el daño causado. 
Es por ello, que surge una obligación de acompañamiento en cada una de las dimensiones 
lesionadas (Guerra Moreno & Clavijo Cáceres, 2015).  
 
Dentro de la jurisprudencia internacional69 como nacional70 es posible establecer los fallos que han 
trabajado las medidas de rehabilitación para las víctimas directas o indirectas del perjuicio, siendo 
menester indicar que esta medida ha sido ampliamente implementada en los programas de atención 
a víctimas del conflicto armado que los gobiernos, como el colombiano han desarrollado bajo el 
principio de solidaridad y el deber de construcción de la paz. Por tal motivo, las abogadas Cárdenas 
Poveda y Suarez Osma indican:  
                                                 
68 Al respecto consultar: (Caso Barrios Altos vs Perú, 2011), (Caso 19 Comerciantes vs Colombia, 2004) y (Caso 
Radilla Pacheco vs México, 2009).  
69 Al respecto consultar: (Caso Pacheco Teruel y Otros vs Honduras, 2012), (Caso Manual José Cepeda vs Colombia, 
2010) y (Caso Masacre Plan de Sánchez vs Guatemala, 2004) 
70 Al respecto es posible consultar jurisprudencia del Consejo de Estado: (Sentencia Reparación Directa 30385, 2015), 





Estas medidas tienen como finalidad ofrecer a las víctimas de violaciones de derechos humanos una 
atención integral que les permita borrar, en el máximo grado posible, las secuelas de los hechos que 
vivieron. De allí que este tipo de reparaciones comprendan la obligación de los Estados de prestar 
gratuitamente a las víctimas servicios psicológicos, psiquiátricos y médicos.  Al momento de 
suministrar los tratamientos ordenados en las medidas de rehabilitación se deben considerar, además, 
las circunstancias y necesidades particulares de cada víctima, de manera que se les brinden 
tratamientos colectivos, familiares e individuales, según lo que se acuerde con cada una de ellas y 
después de una evaluación individual. (Cárdenas Poveda & Suarez Osma, 2014, pág. 39-40).  
 
Garantías de no repetición  
Sin duda la justicia restaurativa logró posicionarse con fuerza, dotando de importancia los 
principios de reconciliación, por ello, esta dimensión busca que autor del daño cese definitivamente 
la violación tanto de forma directa como indirecta (Guerra Moreno, & Clavijo Cáceres, 2015). Por 
ello algunos autores71 la encasillan dentro de las medidas de prevención y no tanto como un factor 
correctivo o reparativo propiamente dicho, puesto que trabaja bajo el ámbito de cambios 
estructurales tales como la adopción de medidas que permiten el pleno desarrollo de la víctima, 
para complementar las disposiciones propias de la reparación integral.    
Por consiguiente, las garantías de no repetición son entendidas como una serie de conductas 
destinadas a que se tomen las acciones necesarias que eviten otra vulneración similar o mucho 
mayor a la que se tuvo, siendo importante un cambio en las estructuras públicas, formulación de 
nuevas leyes enfocadas a la protección de los derechos de los sujetos lesionados o la 
reglamentación administrativa destinada a la defensa de derechos e intereses de población  
vulnerable o acciones pedagógicas como cursos de formación, capacitaciones o charlas de 
concientización para que los agentes estatales no infrinjan ni lesionen el patrimonio de los 
ciudadanos (Uprimny Yepes, 2006).   
 
En ese orden de ideas, sin esta medida no tendríamos una reparación integral puesto que de nada 
serviría restituirla a su estado anterior, indemnizarlas o realizar acciones distintas para satisfacerlas 
si bien esas mismas personas aún están en un ambiente expuesto a nuevas vulneraciones, de esta 
forma el Consejo de Estado, integrando las disposiciones de Naciones Unidas sobre la temática 
abordada, en reciente jurisprudencia ha declarado:  
 
Así, en la Resolución 60/147 de 16 de diciembre de 2005 de la Asamblea General se dijo lo siguiente 
sobre las medidas de no repetición: Las garantías de no repetición han de incluir, según proceda, la 
totalidad o parte de las medidas siguientes, que también contribuirán a la prevención: 
“a) El ejercicio de un control efectivo por las autoridades civiles sobre las fuerzas armadas y de 
seguridad; 
                                                 
71 Al respecto consultar el documento: Duque Morales, C. R., & Torres Restrepo, L. M. (2015). Las garantías de no 
repetición como mecanismo permanente para la obtención de paz. Revista Universitas Estudiantes. 12 (1). 269-290.  
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b) La garantía de que todos los procedimientos civiles y militares se ajustan a las normas 
internacionales relativas a las garantías procesales, la equidad y la imparcialidad; 
c) El fortalecimiento de la independencia del poder judicial; 
d) La protección de los profesionales del derecho, la salud y la asistencia sanitaria, la información y 
otros sectores conexos, así como de los defensores de los derechos humanos; 
e) La educación, de modo prioritario y permanente, de todos los sectores de la sociedad respecto de 
los derechos humanos y del derecho internacional humanitario y la capacitación en esta materia de 
los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así como de las fuerzas armadas y de seguridad; 
f) La promoción de la observancia de los códigos de conducta y de las normas éticas, en particular 
las normas internacionales, por los funcionarios públicos, inclusive el personal de las fuerzas de 
seguridad, los establecimientos penitenciarios, los medios de información, el personal de servicios 
médicos, psicológicos, sociales y de las fuerzas armadas, además del personal de empresas 
comerciales; 
g) La promoción de mecanismos destinados a prevenir, vigilar y resolver los conflictos sociales; 
h) La revisión y reforma de las leyes que contribuyan a las violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y a las violaciones graves del derecho humanitario o las 
permitan.” (Sentencia Reparación Directa 33948, 2018).  
 
Reparación colectiva.  
  
Dentro de las tesis clásicas de la responsabilidad solo se acepta la posibilidad de que sea la víctima 
directa o un círculo limitado de personas que comparten los agravios, generalmente la familia, 
también conocidas como víctimas indirectas que son las encargadas de convertirse en los 
acreedores de la reparación anunciada, puesto son ellos los que han sufrido el dolor y el menoscabo 
de los derechos siendo los titulares de la acción reparadora. Sin embargo, las nuevas tendencias del 
derecho procesal trasformador (Yáñez Meza & Jiménez Escalante, 2019)  como la reparación a la 
luz del Sistema Interamericano y admitidas tanto por la Corte Constitucional y el Consejo de 
Estado, bajo el entendimiento que hay casos en los que los bienes jurídicos tutelados son 
indivisibles a la comunidad que le fue adjudicada, emitir una sentencia reparadora para una sola 
persona sería desconocer la participación y el principio de democracia que enmarcan las relaciones 
con el medio ambiente, los consumidores o un grupo social establecido, como pueden ser las 
víctimas generalizadas de una guerra o afectadas constantemente por una dictadura, por lo tanto, 
es vital que dicho reconocimiento se plasme en las medidas adoptadas en las decisiones judiciales 
para lograr la trasformación social de los afectados (Henao Pérez, 2015).  
 
De este modo, la reparación colectiva también se sostiene como una nueva forma de reparación 
integral direccionada a reconocer todas las dimensiones humanas afectadas incluso, las que 
comparten rasgos característicos con la comunidad a la que se pertenece, en especial por la 
identidad cultural que se profesa, siendo estos factores de importancia para la construcción de las 
sociedades contemporáneas, la intención de los tribunales actuales ha sido favorable por ejemplo, 
a grupos de víctimas de masacres perpetradas por los actores del conflicto colombiano o lesiones 




Las reparaciones colectivas tienen como finalidad responder no solamente con indemnizaciones, 
sino con la posibilidad de que el grupo afectado pueda compartir las soluciones aportadas para el 
mejoramiento del caso establecido (López Cárdenas & Nieto Rodríguez, 2015), siendo el más 
conocido la defensa del medio ambiente que ha evolucionado a lo largo de la jurisprudencia tanto 
interna como internacional, pero que requiere de unos criterios establecidos por el mismo debate 
que genera al momento de determinar la tasación o medidas aprobadas para la mitigación de la 
afectación.  Por ello, la importancia de consolidar la idea de las futuras reparaciones que han 
servido como guía en la doctrina viviente para las acciones constitucionales de grupo o popular 
que tienen como objeto la protección de bienes compartidos.  
 
Medidas de reparación identificadas en la línea jurisprudencial ¿son transformadoras? 
 
Dentro de este grupo tenemos las medidas propias de la reparación integral como: (i) restituir; (ii) 
indemnizar; (iii) rehabilitar; (iv) satisfacer y (v) adoptar garantías de no repetición. Esta amplia 
gama de decisiones por las que puede optar el juez, permite que la víctima sea reparada en un 
mayor sentido, en últimas, esta es la gran pretensión a la que se enfrenta el derecho de daños a lo 
largo de su historia. Siguiendo esta línea jurisprudencial se observan las medidas de reparación por 
la afectación de bienes constitucionales y convencionales: 
 
Cuadro 10. Línea jurisprudencial en medidas de reparación por vulneración a bienes 
constitucionales y convencionales.  
¿Qué medidas ha decretado el Consejo de Estado en su sentencia para reparar a afectación de 
bienes constitucionales y convencionales? 









































































































































































































2014).   
 Fuente: Hernández Pedrozo, P. & Reyes Granados, J.D. Octubre, 2020.  
 
Por último, es importante argumentar, el reconocimiento de la vulneración debe ser motivada por 
la parte solicitante o por el juez cuando la reconoce de oficio, debido a que es una de las subreglas 
consagradas en la jurisprudencia contenciosa administrativa (Sentencia Reparación Directa 45207, 
2017), la cual no reconoció los perjuicios por la afectación a derechos como la libertad, intimidad, 
honra y buen nombre, debido a que no argumentó en qué sentido se afectaba el núcleo esencial de 
estos derechos. En otras palabras, es necesario para el reconocimiento de las medidas de reparación 
integral con vocación transformadora sobre un derecho vulnerado, la argumentación del perjuicio 
causado y soportar tal posición en elementos materiales probatorios que acrediten estos 
lineamientos.  
 
Del mismo modo, como sostiene el Tribunal Contencioso Administrativo (Sentencia Reparación 
Directa 49416, 2017) y (Sentencia Reparación Directa 47362, 2019) es importante tener en cuenta 
una serie de criterios o premisas que guíen al juzgado sobre la imposición de órdenes de reparación 
conducentes a la trasformación de las condiciones de vulnerabilidad en pro del respeto y 
materialización de los derechos fundamentales de los cuales son titulares las víctimas. Con esa 
óptica es que se habilita el reconocimiento de afectaciones a los bienes constitucionales y 




Sin embargo, la Sala pone de presente que, pese a que la jurisprudencia contenciosa administrativa 
ha decretado este tipo de medidas, no es posible aplicarlas a la totalidad de casos, pues estas deberán 
emplearse en aquellos en los que esté debidamente acreditado que con la actuación estatal se hubieran 
vulnerado los derechos constitucionales o convencionales. (Sentencia Reparación Directa, 48110, 
pág. 36). 
 
Por otro lado, la tendencia de la reparación integral ha sido englobar las dimensiones afectadas a 
las víctimas, pasando de una mercantilización del sufrimiento a establecer una serie de respuestas 
que aboguen por la restauración de su dimensión social, psicológica, educativa, política y moral 
alcanzando un nivel donde los principios de verdad, reparación, garantías de no repetición como 
también los criterios de justicia son vitales para devolver la armonía y la convivencia pacífica a la 
sociedad (Gil Botero, 2014), esto ha generado un bloque de pensamiento ético-jurídico con 
cambios significativos, como el paso del normativismo a la teoría de los principios y los derechos 
fundamentales, así como la relevancia dada a los valores constitucionales como parámetros de 
interpretación que tienen como sustento la aplicación y promoción de los derechos humanos 
(Martínez Carrillo, 2019).  
 
También es cierto que en Colombia existen unos grupos sociales fuertemente discriminados y a los 
cuales sus derechos no han sido respetados por la institucionalidad — entre ellos se puede 
identificar a las víctimas del conflicto armado interno, las mujeres, las comunidades indígenas y 
afrocolombianas, y colombianos migrantes retornados —, generando una incapacidad para cumplir 
los fines del Estado de Derecho. Lo anterior supone una visión de revictimización, primero por la 
indiferencia a cargo del aparato jurídico y político al no garantizar los derechos e intereses básicos 
a los que todo individuo colombiano tiene derecho y segundo, al momento de convertirse en 
víctimas de un daño antijurídico propiamente dicho, ya sea bajo el título de imputación de falla en 
el servicio, daño especial o riesgo excepcional. De ahí surge la necesidad de un tratamiento 
diferencial con una serie de medidas que aboguen por la transformación de su calidad de vida 
orientadas a la eliminación de los factores que generaron su vulnerabilidad.  
 
Las razones analizadas hasta ahora son el soporte para lograr tales medidas transformadoras, ya 
que si bien no siempre logran tal cometido, sí tienen una visión de cambio social en busca de 
restablecer la dignidad humana de los afectados, por ello, elaborar planes o proyectos de 
restitución, medidas de discriminación positiva o inversa, integración del arte, la música como la 
memoria histórica y programas de reparación colectiva, abogan a tendencias de un juez capaz de 
ser orientador en la consecución de la convivencia armoniosa y en calidad de los asociados, en el 
marco de sus competencias y exhortando al ejecutivo como al legislativo para alcanzar las metas 
trazadas tanto en la Constitución Política como las nuevas demandas sociales, bien lo han planteado 
(Uprimny & Saffon, 2012), la vocación transformadora debe ir acompañada de políticas públicas 
integrales para que todos los poderes estatales estén en consonancia con la eliminación de 




Aunado a lo anterior, las diferentes dimensiones de las víctimas que se pueden identificar sirven 
para reconocer que no todas ellas se encuentran ni parten de la misma situación frente a un hecho 
dañino, el enfoque interseccional permite apreciarlo, señala (Viveros Vigoya, 2016) que el 
“Manifiesto de la Colectiva del Río Combahee” reunió postulados políticos, sociológicos y éticos 
que dieron bases para el paradigma interseccional, el cual posibilita abordar las diversas secciones 
o dimensiones de una misma persona o grupo social, sin excluir ninguna, más bien reconociendo 
que las opresiones no se dan de forma aislada ni son jerarquizadas, sino que constituyen un todo, 
concluyendo que, existen factores que predisponen a determinados grupos a ser más vulnerables y 
por ello, presentan mayor potencial de revictimización. Este enfoque teórico, político y 
metodológico lleva a afirmar hoy y día y frente a la situación de las víctimas en Colombia que dejar 
a la persona en la situación anterior al daño, no basta para asegurar la reparación integral y mucho 
menos con enfoque transformador.  
 
Incluso, este enfoque brinda las herramientas para aseverar que, aun tratándose del mismo grupo, 
las opresiones y situaciones de vulnerabilidad no son iguales, ejemplo de ello son las víctimas del 
conflicto armado; en este marco se determinó que la violencia sexual contra las mujeres (Méndez, 
2006) se ejerce de manera sistemática, como arma de guerra, por ejemplo, en Guatemala la 
violencia sexual contra mujeres, sobre todo indígenas, fue una práctica generalizada, masiva y 
sistemática, que además tenía como fin la degradación de la mujer y usar esto como vehículo para 
el sometimiento de las comunidades indígenas, que además sufrían los estragos de los prejuicios 
pues el Estado las relacionaba con grupos al margen de la ley.  
 
En Colombia, por su parte, si se analiza el conflicto armado con la lupa del enfoque interseccional, 
se puede observar que, las mujeres además de ser mucho más propensas a sufrir violencia sexual, 
(Cadavid Rico, 2014) la cuestión de género se ha manifestado en aspectos como el difícil acceso a 
tierras en razón a que los marcados roles de género en el hogar las apartó de la propiedad de la 
tierra, de la escolarización y del trabajo. Al respecto señala la misma autora:  
 
Además de esta violencia estructural,72 el conflicto armado hace más vulnerable a las mujeres a la 
agresión sexual, ya que el uso de las armas genera en el hombre una mayor sensación de autoridad. 
Desde su imaginario, el paramilitar, guerrillero, policía o soldado se cree dueño no sólo del cuerpo 
femenino -al que considera débil-, sino de las conductas, sentimientos y pensamientos de las 
mujeres. Así pues, además de ser violentadas físicamente a través del acceso carnal violento o la 
esclavitud sexual, se ven obligadas a seguir un código de comportamiento impuesto por el actor 
armado con mayor poder en su territorio para evitar ser víctimas de futuros ataques. (Cadavid Rico, 
2014) 
 
                                                 
72 “Una estructura socioeconómica y política patriarcal en la que existe una relación de poder del hombre sobre la 
mujer. Tal contexto en el que se evidencian los estereotipos del dominio, la fuerza y el poder masculino sobre el 




Lo anteriormente expuesto hace parte de los postulados sociológicos y éticos que le dan soporte a 
la reparación con función transformadora, como el reconocimiento de las multi dimensiones de las 
víctimas, el asumir como compromiso estatal el reconocimiento de las situaciones de 
vulnerabilidad a las que se encuentran expuestos determinados grupos sociales, la necesidad de 
aplicar un enfoque interseccional y lo imprescindible desde lo social y político de que se genere 




PREMISAS PARA LA APLICACIÓN DE LA REPARACIÓN TRANSFORMADORA 
POR VULNERACIÓN A BIENES CONSTITUCIONALES Y CONVENCIONALES 
 
Las grandes discusiones en el ámbito jurisprudencial están destinadas a los límites, competencias 
y funciones asignadas a los jueces, en especial cuando inciden en la ejecución de políticas públicas 
o interceden en materias específicas de otra rama del Estado – como cuando emiten órdenes de 
reparación con afectaciones presupuestales -  en ese sentido, la teoría de la argumentación jurídica 
ha destinado sus esfuerzos a establecer motivaciones claras y precisas que fundamenten las reglas 
o subreglas aplicables en cada caso concreto, limitando al máximo posible la subjetividad -que 
podría convertirse en arbitrariedad- presente en la humanidad de los aplicadores del derecho, por 
ello la creación de herramientas o  instrumentos para consolidar un Estado democrático y social de 
derecho, está destinada a la reflexión del derecho de los jueces.  
 
En ese orden de ideas, es vital para la administración de justicia consolidar un pensamiento 
uniforme que esté relacionado con las disposiciones actuales de los derechos humanos y la dignidad 
en materia de derechos de daños, por tal motivo, establecer una serie de premisas que aboguen por 
la identificación de casos donde es procedente reparar con enfoque trasformador es la esencia del 
trabajo presentado. Servir como parámetro en materia de responsabilidad patrimonial del Estado y 
configurar de manera teórica la posibilidad de una reparación que va más allá del daño causado, 
pero teniendo presente que los derechos fundamentales les asisten a todos los habitantes del 
territorio colombiano, por lo tanto, deben materializarse, siendo esta la tesis central que habilita la 
posibilidad de la función trasformadora en la normativa relacionada con la responsabilidad civil.  
 
En efecto, los criterios morales, axiológicos y éticos son los que modifican la forma en que debe 
ser reparada la víctima del daño, relacionados con las demandas y la construcción social actual, tal 
recorrido se ha puesto en consideración desde la venganza como herramienta de reparación de 
antaño (Tamayo Jaramillo, 2007) hasta los conceptos de justicia restaurativa (Arévalo Perdomo & 
Sotomayor Espitia, 2016), reparación integral y el innovador concepto de reparación 
transformadora, esta tendencia ha sido desarrollada por la Corte Constitucional y el Consejo de 
Estado con miras a estructurar categorías propias de los postulados de responsabilidad civil y 
estatal.  
 
Por ejemplo, en múltiples sentencias la doctrina constitucional exhorta a la eliminación de 
condiciones de vulnerabilidad que hacen más gravosa la situación que la víctima debe soportar por 
la indiferencia estatal, así como acarrear con las consecuencias del daño antijurídico padecido, por 
lo tanto, el enfoque diferenciado con medidas encaminadas a la no repetición, satisfacción y 
rehabilitación son alternativas viables al fortalecimiento para la reparación contemporánea de los 
agraviados, en torno a esa óptica es posible identificar:  
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Sobre el derecho a la reparación prescribe que las víctimas deben ser reparadas de manera adecuada, 
diferenciada, transformadora y efectiva por el daño que han sufrido. Establece entonces que la 
reparación comprende medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías 
de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica (art 25). A su 
vez, prevé la creación de la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas atribuyéndole, entre otras funciones, las relativas (i) a la administración del Registro Único 
de Víctimas, (ii) a la administración de los recursos necesarios y para la indemnización por vía 
administrativa de que trata dicha ley así como del Fondo para la Reparación de las Víctimas, pagando 
las indemnizaciones judiciales ordenadas en el marco de la Ley 975 de 2005 (arts. 166 al 168) y (iii) 
la implementación de un Programa de Reparación Colectiva  (arts. 151 y 152). (Sentencia C-588, 
2019, pág. 41).  
De igual forma se pronuncia la máxima institución de la jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo colombiano que al realizar una integración con las medidas adaptadas hasta el 
momento le imprime una mirada re-organizativa institucional, social, y transformadora: 
Del mismo modo, se expondrán los razonamientos que se estiman pertinentes para ordenar la 
realización de unas medidas de satisfacción, rehabilitación y no repetición encaminadas a una 
transformación de las condiciones estructurales que, según lo probado en el proceso, dieron lugar a 
la victimización del occiso y de sus familiares que persiguen la indemnización de perjuicios en el 
proceso de la referencia. (Sentencia Reparación Directa 49416, 2017, pág. 55) 
Cabe anotar que, si bien estas reparaciones diferenciadas y respetan cada una de las construcciones 
sociales que tienen estos grupos poblacionales, sin olvidar que la finalidad concreta son medidas 
orientadas a la eliminación de condiciones de vulnerabilidad, muchas de ellas  generalmente re 
victimizan, por tal razón, el Consejo de Estado  fundamenta la aplicación de criterios diferenciales 
que tengan como base epistémica la realidad social del grupo o individuo afectado y acude a los 
controles constitucional y convencional.  
En relación con estas ideas, la reparación integral está ligada a las acciones en las que los bienes 
afectados son restablecidos, pero atendiendo a las necesidades, criterios e imaginarios de los 
lesionados, el consejo de estado ha manifestado que la reparación integral tiene por finalidad el 
restablecimiento del derecho, bien o interés jurídicamente tutelado que fue afectado por el hecho 
dañoso (Sentencia Reparación Directa 26251, 2014), es decir, un primer paso para la reparación 
transformadora es reconocer, restablecer y reparar los derechos negados.  
Desde esa perspectiva, la vocación trasformadora es una realidad evidenciada en disposiciones de 
talla internacional como las emitidas por la Organización de las Naciones Unidas, en especial las 
orientaciones sobre reparación por la violencia sexual relacionada con los conflictos armados, de 
la cual se infiere la obligación de las administraciones gubernamentales para lograr que la 
condición de la mujer sea valorada y trasformada contribuyendo al empoderamiento y 
restablecimiento de rol en la sociedad y la reparación de las víctimas de violencia sexual (Sentencia 
T-718, 2017).  
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En ese orden de ideas, en el plano del ordenamiento jurídico nacional de forma progresiva se han 
fortalecido las dinámicas de la reparación integral, por ejemplo con la introducción de la vocación 
trasformadora como herramienta propia de los Estados para la eliminación de circunstancias que 
afectan los derechos fundamentales de los asociados, a los cuales la institucionalidad debe 
responderles por la prevención y protección de las garantías nacionales e internacionales suscritas, 
de ello depende la fortaleza del aparato estatal. Es válido mencionar (Hobbes, 2003) que al 
momento en que no se cumplen o se es indiferente a los fines pactados en el texto constitucional 
existe una seria amenaza al orden establecido, siendo labor de todas las instituciones del poder 
público y, a manera de seguimiento de la comunidad internacional, abogar por la preservación de 
este.  
 
Aunado a lo anterior, uno de los casos paradigmáticos y analizados por la CIDH donde se acogen 
estas directrices y recomendaciones destinadas a los gobiernos para implementar medidas de 
reparación transformadora, es el fallo regional conocido como Campo Algodonero contra México, 
en el cual se expone: 
 
 “La Corte recuerda que el concepto de “reparación integral” (restitutio in integrum) implica el 
restablecimiento de la situación anterior y la eliminación de los efectos que la violación produjo, así 
como una indemnización como compensación por los daños causados. Sin embargo, teniendo en 
cuenta la situación de discriminación estructural en la que se enmarcan los hechos ocurridos en el 
presente caso y que fue reconocida por el Estado (supra párrs. 129 y 152), las reparaciones deben 
tener una vocación transformadora de dicha situación, de tal forma que las mismas tengan un efecto 
no solo restitutivo sino también correctivo” (Caso Campo Algodonero vs. México, 2009, pág. 114). 
 
En síntesis, la perspectiva transformadora adquiere viabilidad jurídica al nacer de las dinámicas de 
la reparación integral como también de la justicia restaurativa, estableciendo un norte para casos 
donde es necesario superar las barreras abismales de goce de derechos, dicho panorama ha sido 
concluido tanto por la jurisprudencia interamericana como nacional evidenciada en la doctrina 
constitucional y contenciosa administrativa, recorrido que a lo largo del presente escrito se ha 
expuesto. De tal modo, el respeto por los derechos humanos se ha convertido en una finalidad 
primordial de los Estados modernos, que no solo debe propenderse mediante políticas públicas o 
programas de promoción y prevención, que si bien son importantes para lograr una comunidad 
próspera, además deben permearse con contenidos de  justicia desde la mirada aristotélica73 de la 
                                                 
73 La mirada axiológica y ética aristotélica postula la denominada justicia distributiva, la cual desarrolla postulados 
para lograr que todos los ciudadanos puedan obtener la justa medida el acceso a los bienes, derechos y servicios 
esenciales para garantizar una calidad de vida digna, sin embargo, es necesario indicar que otras posturas como la ética 
kantiana, ética deliberativa, ética de la vulnerabilidad y la teoría de justicia de Rawls fortalecen la premisa reflexionada, 
en el sentido de indicar premisas de dignidad humana, ejercicio de derechos fundamentales, sociales, económicos y 
culturales. Consultar: Betancur, G.E. (2016). La ética y la moral: paradojas del ser humano. Revista CES Psicología, 
9(1),109-121 y Muñoz López, C. A. (2015). Aplicación de la teoría de la desobediencia civil y la objeción de conciencia 
de Rawls. Revista Academia & Derecho, 6(10), 273-314.  
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distribución de recursos y, la administración de justicia no puede ser ajena a tal finalidad, siendo 
importante que sus decisiones logren la tan anhelada justicia social en la comunidad colombiana.   
 
Por consiguiente, la responsabilidad patrimonial del Estado es el fundamento de justicia que las 
administraciones deben respetar y así, cuando existan agravios, restablecer las condiciones 
sociales, económicas y culturales sufridas por los lesionados. Sin embargo, el derecho evoluciona 
a la par con las demandas antropológicas, por lo tanto, no puede tener un conjunto de normas y 
operadores judiciales conservadores, alejados de la realidad y dejando a un lado el interés social 
que adquiere su profesión, es por ello que a lo largo de la historia los instrumentos e instituciones 
jurídicas van transformándose para adecuarse a las exigencias de la comunidad. Esta postura ha 
sido ampliamente explicada en los capítulos anteriores, en los cuales se realizó un recorrido 
histórico sobre el derecho de daños, por tal razón la modernización de sus postulados, funciones, 
directrices y preceptos es una labor identificada, máxime cuando la teoría jurídica aboga por 
entender el derecho como un medio para la realización de los compromisos estatales y no como un 
fin en sí mismo desconociendo la realidad social que lo rodea74 (López Medina, 2006).    
 
De acuerdo con lo anterior, se han configurado nuevas tipologías de perjuicios que deben ser 
reparados con una mirada humanista, dejando de lado la visión económica y mercantilista para 
optar por reparaciones con componentes integrales, de esa postura nació el reconocimiento de los 
daños a bienes constitucionales y convencionales protegidos por parte del Consejo de Estado y el 
reconocimiento de los daños a los bienes de especial protección constitucional por parte de la Sala 
Civil de la Corte Suprema de Justica como una apuesta de tal modernización.  
  
Las nuevas tendencias de los estudios sociales abogan por proteger la riqueza étnica y cultural que 
tienen ciertos grupos sociales, por lo tanto, una de las medidas establecidas en la ley de víctimas 
(Ley 1448, 2011) apunta a las consideraciones que deben tener los jueces y magistrados al 
momento de fallar y emitir las acciones de reparación pues deben optar por un enfoque diferencial 
estableciendo herramientas para garantizar los pretensiones de los demandantes sin afectar su 
cosmovisión o su sistema de valores, creencias y normas, siempre dentro de los límites de la 
legalidad. 
 
Por tal motivo, es posible en Colombia condenar al Estado por la vulneración a bienes 
constitucionales y convencionales y que los jueces emitan órdenes de reparación con vocación 
transformadora, es decir, garantizando la dignidad humana y los derechos fundamentales de la 
población afectada con la finalidad de eliminar las razones y obstáculos que impedían el disfrute 
de los derechos básicos que deben garantizarse a todo habitante del territorio colombiano. De esta 
forma, el presente trabajo se esfuerza por identificar y argumentar las siguientes tesis que sirven 
como hoja de ruta para la administración de justicia y los profesionales del derecho frente a casos 
particulares donde esta función del derecho de daños amerita su aplicabilidad.  
                                                 




Romper con el principio rector de la responsabilidad civil y estatal donde el daño es la medida de 
la reparación, para optar por unas medidas que van más allá de la cuantificación del perjuicio 
ocasionado no es una oferta caprichosa de los autores, sino que es una propuesta fundamentada en 
el razonamiento jurídico y soportada en las consideraciones relevantes tanto del Sistema americano 
de derechos humanos como la jurisprudencia nacional a cargo de la Corte Constitucional y el 
Consejo de Estado en busca de reformular la reparación integral, fortaleciendo la institucionalidad 
pública y concertando nuevamente la relación de grupos sociales olvidados por el aparato estatal, 
para iniciar un proceso de restablecimiento de derechos fundamentales.  
 
De esta forma, la vocación de transformar las condiciones de los lesionados para la ejecución de 
su proyecto de vida no puede encausarse en una óptica de enriquecimiento sin justa causa, porque 
a razón lógica el Estado debe garantizar a todos los habitantes la carta de derechos fundamentales, 
acción incumplida con tales grupos sociales discriminados histórica, sistemática y estructuralmente 
como es el caso de las víctimas del conflicto o las mujeres, entre algunas poblaciones mencionadas.  
 
En resumen, el Estado como primer infractor al no materializar los bienes jurídicos tutelados, donde 
en ocasiones ni siquiera hay presencia institucional en el territorio donde sucedieron los hechos y 
posteriormente afectados duramente por una acción perpetuada por un grupo al margen de la ley o 
por el aparato institucional, demuestran la necesidad de transformar las condiciones de vida de los 
lesionados. En ese sentido, a continuación, se argumentarán cada una de las tesis identificadas que 
serán trasladadas para la creación del test de reparación transformadora que les sirva a los 
administradores de justicia como herramienta tanto hermenéutica como motivadora para en 
determinados casos aplicar las medidas de reparación propias para eliminar las condiciones de 
vulnerabilidad que presenta un grupo social o una persona afectada por la indiferencia estatal.   
 
TESIS 1. La función transformadora de la reparación por el reconocimiento de vulneraciones 
a bienes constitucionales y convencionalmente protegidos por parte de la responsabilidad del 
Estado:   Sólo es aplicable a grandes violaciones de derechos humanos o de derechos 
fundamentales.  
La responsabilidad del Estado está emanada por cualquier acción, hecho, operación o cualquier 
otra afectación al patrimonio tanto físico como inmaterial de una persona, por lo tanto, al momento 
de estar demandado en un juicio de responsabilidad, se deben tasar cada uno de los bienes jurídicos 
tutelados que fueron afectados, por tal motivo, el conjunto de derechos que ha sido reconocido por 
los ordenamientos jurídicos internos, ya sea gracias a establecer pactos o protocolos 
internacionales, conocido como bloque de constitucionalidad, como los materializados por normas 




En ese sentido, cuando se está en presencia de un caso donde existe una gran afectación por el 
desconocimiento de los derechos humanos o derechos fundamentales se habilita la posibilidad de 
establecer una reparación con efectos de transformación, por lo tanto, el juez tiene la tarea de 
ordenar reparaciones integrales que logren que la comunidad o el lesionado adquiera un estatus en 
el que sean respetadas las libertades fundamentales, a través de los medios idóneos para conseguir 
la finalidad propuesta, tal premisa ha sido entendida por el Consejo de Estado con los siguientes 
términos:   
Ahora bien, estima la Sala que las medidas de satisfacción, rehabilitación y no repetición que se 
adopten frente a casos como el presente, deben ir más allá de buscar una reivindicación volcada hacia 
la pretérita época en la que ocurrieron las lesiones a los derechos de las víctimas, y deben propender, 
antes bien y además, por una modificación de las condiciones estructurales que dieron lugar a la 
victimización, de tal forma que se trate de una reparación verdaderamente transformadora que tienda 
a impedir el surgimiento de hechos similares en el futuro. En los términos expuestos por la autora 
Yolanda Sierra, a propósito de la realización de obras de arte como mecanismo sensibilizador y 
transformador de reparación integral de las víctimas (Sentencia Reparación Directa 49416, 2017, pág. 
57).  
 
De la misma forma, la vulneración masiva de derechos humanos o derechos fundamentales es la 
primera premisa o criterio que debe estar presente al momento de establecer una reparación con 
vocación transformadora en el sentido que al no tener garantizadas estas facultades que por el 
principio de la dignidad humana toda persona goza, se concluye en un juicio desfavorable para el 
Estado moderno que no puede desconocer sus obligaciones con las personas de garantizar un orden 
jurídico acorde a las necesidades. Por lo tanto, las medidas de satisfacción, rehabilitación y no 
repetición van orientadas a subsanar tales agravios en el patrimonio intangible afectado.  
 
Por lo tanto, resultan interesantes las nuevas tendencias de reparación que van ligadas a la 
construcción de la memoria histórica, reparaciones a través del arte como la música, literatura o 
cualquier otro medio de representación artística o la consolidación de programas de justicia 
restaurativa mediadas por la verdad, todas dentro de un enfoque de derechos humanos, soportadas 
en el discurso de los derechos fundamentales y el neoconstitucionalismo como criterios de 
interpretación que han adoptado las escuelas jurídicas actuales.  
 
Esta primera premisa está ligada a un estudio contextual del caso, donde el operador judicial debe 
observar afectaciones tanto a los bienes protegidos en la Convención Interamericana de Derechos 
Humanos bajo una mirada de control de convencionalidad, como a los derechos fundamentales 
soportados en la fundamentación constitucional que la acción de tutela ha permeado en todas las 
ramas y actuaciones en derecho.  En ese sentido, la funcionalidad debe estar sustentada en la 
revisión de los textos legales emitiendo un juicio razonable al observar una afectación considerable 




Tal punto le otorga al juez un papel relevante como determinador de la sociedad y actor del Estado 
para el respeto por los postulados normativos, posición muy criticada en los sistemas de corte 
europeo de la tradición germánica-romana donde los operadores judiciales deben estar apegados 
de forma mecánica al texto de la ley (Naranjo Mesa, 2014), sin embargo, esta nueva era ha 
mostrado la importancia del derecho de los jueces como intérpretes normativos que integran el 
texto abstracto de un articulado a una visión práctica producto de la cotidianidad, en ese orden de 
ideas, la determinación de criterios o subreglas permiten tener jueces activos en diversos temas 
capaces de lograr las metas establecidas.   
 
Para terminar, la reparación transformadora se habilita en los casos donde las violaciones a los 
bienes constitucionales y convencionales reconocidos son graves, amplias o reiteradas en el tiempo, 
tal es el caso de las víctimas por desplazamiento forzado o desaparición forzada dentro del conflicto 
armado colombiano, donde los criterios de dignidad humana son borrados completamente del 
escenario y en los que el papel del Estado es indiferente por no adoptar las medidas o herramientas 
necesarias para garantizar el respeto de los bienes básicos que deben disfrutar los seres humanos, 
es por ello, que al encontrarse con un desconocimiento de tales obligaciones es posible iniciar un 
análisis de aplicación sobre la reparación transformadora e integral.   
 
TESIS 2. La función transformadora de la reparación por el reconocimiento de vulneraciones 
a bienes constitucionales y convencionalmente protegidos por parte de la responsabilidad del 
Estado:  Sólo es predicable para determinados grupos que han sido discriminados abierta y 
reiteradamente por el aparato estatal.  
La esencia del derecho de daños es el restablecimiento de los derechos afectados por la acción 
causante de las lesiones padecidas por la víctima, es por ello, que los medios de control han puesto 
todo su esfuerzo para que cualquier persona pueda acudir a la defensa de su patrimonio obteniendo 
una tutela judicial efectiva, durante toda la historia de la responsabilidad civil y estatal los 
principios generales del derecho establecían como criterio clave la posibilidad de una tasación 
acertada que tuviera como cuantía cada uno de los daños causados (Gil Botero, 2012) , incluso, 
cuando el daño moral abrió la puerta a la consolidación de los perjuicios materiales, rápidamente 
se establecieron criterios destinados a minimizar la subjetividad del operador judicial al momento 
de ordenar la reparación, ejemplo de tal razonamiento son las tablas o subreglas dedicadas a la 
cuantificación de los perjuicios (Ruiz Orejuela, 2007).   
No obstante, en la práctica judicial colombiana se conocieron casos donde las víctimas fueron 
discriminadas constante, abierta y prolongadamente por el aparato institucional, por ello se 
establecieron medidas conducentes a la garantía de los derechos fundamentales, que por simple 
lógica ciudadana es responsabilidad del Estado como producto del pacto social, como lo es 
materializar acciones para que factores de discriminación sean eliminados en el territorio nacional. 
En ese orden de ideas, tales medidas de garantía adquieren fuerza cuando la era de la globalización, 
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intercomunicación y tecnología sin precedentes ha hecho posible la eliminación de barreras y 
fronteras permitiendo que la oferta institucional llegue a todo el territorio.   
Sin embargo, en países como Colombia el panorama es distinto, existen comunidades que no 
conocen la presencia del Estado75, grupos sociales que solo han obtenido la indiferencia de las 
autoridades administrativas, donde es posible inferir que la causación de una serie de perjuicios se 
da en la medida que el aparato institucional desconoció sus deberes. Tales criterios hacen posible 
que la medida, es decir, la cuantificación del daño no solo sea el hecho que origina la acción judicial 
como el desplazamiento forzado, el acceso carnal violento o cualquier otro daño causado por un 
actor determinado, sino que sea menester acudir a una reparación más allá de tal rubro para que el 
Estado pueda ponerse al día en las condiciones de tal grupo social con acciones de oferta 
institucional o medidas de discriminación positiva realizadas en el marco de la transformación y 
reparación.  
Aunado a lo anterior, en los últimos años desde los estudios socio jurídicos se ha aportado la 
garantía de tratar de forma diversa a los grupos o comunidades afectadas a lo largo del tiempo, para 
mejorar sus condiciones y eliminar las razones de su discriminación, en ese sentido, la doctrina 
constitucional ha expresado:  
Así las cosas, el principio de enfoque diferencial exige que el Gobierno Nacional durante la adopción 
y ejecución de planes de reparación tome en serio criterios diferenciales que respondan a las 
particularidades y grado de vulnerabilidad de cada uno de estos grupos poblacionales. Esto exige que 
la reparación colectiva se encamine a la transformación progresiva de las condiciones de desigualdad 
que pudieron permitir y mantener la situación de vulnerabilidad y los hechos victimizante de violencia 
sexual. Para ello, se debe tener en cuenta las solicitudes y la participación directa de las víctimas y de 
sus organizaciones a fin de hacer parte del diseño de las medidas de reparación según sus necesidades 
evitando su exclusión, estigmatización y discriminación. (Sentencia T-718, 2017, pág.46).  
Tales argumentos muestran que existen comunidades a las cuales la apreciación de su realidad 
social requiere de una serie de acciones que estimulen garantizar su dignidad humana, por ello se 
habilita la reparación transformadora cuando la vulneración de los derechos contenidos tanto en la 
Carta Política nacional como en la Convención interamericana, son afectados por el 
desconocimiento de la vulneración de estos, como es posible inferir en la anterior cita textual, el 
enfoque diferencial es el pilar para una justicia propia del siglo XXI que no atiende a criterios 
mercantilistas sino que busca conservar las dinámicas integrales del humanismo. 
                                                 
75 En Colombia existen grupos poblaciones que históricamente han sido excluidos por parte de la administración 
pública, desconociendo la materialización de los derechos fundamentales, ejemplo de tales poblaciones serían: las 
víctimas del conflicto armado interno y desplazados, mujeres víctimas de violencia sexual, migrantes, pueblos 
indígenas y afrodescendientes. Se sugiere consulta: Martínez Carrillo, H. (2019). Los segundos ocupantes en el proceso 
de restitución de tierras: reto a la reparación con vocación trasformadora (1 ed.). Bogotá D.C., Dejusticia y Agudelo 
Hernández, L; Jiménez García, Y, & Morales Gallego, E. D. (2017). Estado de oferta institucional para satisfacción de 
necesidades de protección social a la población víctima del conflicto armado del municipio de Barbosa (tesis de 
postgrado). Medellín: Corporación Universitaria Minutos de Dios.   
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El control de convencionalidad en la jurisprudencia de la Honorable Corte Constitucional es 
enfática en establecer que dentro de las obligaciones en el ámbito internacional se encuentra el 
reconocimiento de las garantizas establecidas en el documento base del Sistema Interamericano y 
por otro lado, las democracias modernas consagran una serie de obligaciones que las instituciones 
del poder constituido deben ejecutar por orden expresa del poder constituyente, indicando que 
cuando se desconocen, queda en peligro la fundamentación estatal y por ende, sin fuerza política y 
normativa como condicionantes de un orden jurídico encaminado a un panorama propio de la 
anarquía (Quinche Ramírez, 2014).   
Efectivamente, los conflictos territoriales donde la presencia del Estado es nula configuran un 
panorama anárquico en el que resulta como gran víctima la población que está a la deriva en el 
juego de poder de los grupos armados e ilegales, o la situación es tan normalizada que la 
discriminación vivida por los integrantes de la comunidad determinada es desdibujada e 
invisibilidad, por tal razón, desatender los mínimos requerimientos a la ciudadanía es causar un 
daño atroz, por no hacerlo partidario de los beneficios que trae la sociedad firmante del contrato 
social. Tal apreciación es soportada por las motivaciones emitidas las providencias de la Corte 
Constitucional.   
Los compromisos internacionales del Estado colombiano en materia de Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, también obligan a las autoridades a adoptar 
un enfoque de prevención del desplazamiento forzado que sea lo suficientemente diferenciado como 
para incidir sobre las causas de fondo de este fenómeno y su impacto desproporcionado sobre las 
mujeres, ello implica “que las autoridades colombianas están en la obligación constitucional e 
internacional, imperativa e inmediata, de identificar y valorar los riesgos específicos a los que están 
expuestas las mujeres en el marco del conflicto armado, por ser éstos causa directa del impacto 
desproporcionado que tiene sobre ellas el desplazamiento, para así poder actuar de la manera más 
enérgica posible para prevenirlos y proteger a sus víctimas. (Auto 092, 2008, págs.17-18).  
 
Por consiguiente, las acciones estatales destinadas a eliminar las condiciones deplorables de 
comunidades como las víctimas del conflicto armado, colocando mayor énfasis en la población 
desplazada, los grupos indígenas o comunidades afrocolombianas, comunidades de orientación 
sexual diversa —LGTBI—, la población carcelaria en la que existe un estado de cosas 
inconstitucional por la constante violación de derechos fundamentales o cómo es posible 
identificarlo del anterior apartado citado, las mujeres. Estas son poblaciones en las que la 
reparación con un enfoque diferencial y transformador tiene las garantías para su aplicación con el 
fin de conseguir la realización de los fines estatales y responder a los compromisos internacionales 
en materia de derechos humanos.  
 
Por ende, las pautas en la interpretación judicial requieren de un análisis que incluyan los criterios 
analizados hasta ahora como una exigencia hermenéutica obtenida por el reconocimiento de la 
doctrina viviente y la orientación de los postulados neoconstitucionales, en otras palabras, la lectura 
del caso que hace el operador judicial sobre la reparación tanto integral como transformadora 
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empleando enfoques diferenciales para emitir reparaciones que busquen insertar a la víctima a una 
sociedad garante de los derechos, debe ser una premisa argumentativa y hermenéutica por parte de 
la administración de justicia, relacionada con el discurso de los derechos fundamentales, entre ellos, 
la cláusula pro homine.  
 
Así, la fundamentación jurisprudencial sobre la eliminación de criterios que desestabilizan el orden 
social pactado ha sido enfática de reconocer el papel de los jueces en la consolidación los fines 
estatales y la defensa de los derechos reconocidos en las cartas políticas, indicando la necesidad de 
exponer como medidas de reparación garantías para la eliminación de los obstáculos o 
condicionantes de su estatus de riesgo, para ser verdaderos garantes de la ejecución de las medidas 
consagradas por el constituyente primario o derivado, por ejemplo:    
  
Antes de la Ley 1448 de 2011, la Ley 1257 de 2008 cuyo objeto era garantizar a las mujeres una 
vida libre de violencia, consagró en el numeral 8 de su artículo 6 el principio de atención diferencial, 
como pauta hermenéutica y de aplicación de los derechos contenidos en dicha norma, dentro de los 
cuales se encontraba el derecho a la “verdad, la justicia, la reparación y garantías de no repetición 
frente a los hechos constitutivos de violencia. (Sentencia T 718, 2017, pág. 47). 
 
En atención a los postulados expuestos hasta el momento, puede concluirse sobre la importancia 
de un enfoque diferencial llevado a cabo por los integrantes de la Rama judicial en la medida que 
la facultad reconocida dentro del organigrama del Estado, establece garantizar una tutela judicial 
efectiva que vaya destinada a la convivencia pacífica y en condiciones donde los derechos 
fundamentales de cada persona sean cabalmente respetados, por ello las comunidades que tengan 
una considerable afectación en su calidad de vida, además siendo imputable al Estado las 
indiferencia y desatención con estudios, medidas o herramientas para eliminar las condiciones de 
lesión de derecho, se hablita la posibilidad de solicitar por vía judicial el reconocimiento de tales 
daños junto con la reparación de los probados dentro del proceso.   
 
En consideración de la naturaleza de la reparación que debe atender a medidas de cambio social 
para la población lesionada, generando la posibilidad de reconocer una reparación que tengan una 
cuantificación más allá del daño, es menester citar:  
 
En estrecha relación con la naturaleza integral de la reparación y su calificación como transformadora, 
la ley también le atribuye efecto reparador y complementario a algunas medidas de asistencia 
consagradas en la ley, que se encaminan a la reparación integral de las víctimas al aumentar su 
impacto en la población beneficiaria. Ello se encuentra condicionado a que se trate de acciones 
añadidas a las desarrolladas en el marco de la política social del Gobierno Nacional para la población 
vulnerable, que incluyan criterios de priorización y elementos particulares atendiendo las necesidades 
específicas de las víctimas. No sustituyen ni compensan las medidas de reparación ni la 
indemnización administrativa o judicial (Sentencia C-588, 2019, pág.42).  
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Del mismo modo, se ha admitido que para las comunidades víctimas del conflicto armado como 
desplazados o víctimas de violencia sexual no basta con una reparación pecuniaria que atienda al 
daño moral, daño a la salud, sino que reconozca la vulneración de sus bienes constitucionales y 
convencionales y no solo busquen dejarla en la misma condición en la que se encontraba antes del 
daño, porque haciendo un análisis lógico sería dejar a la persona en el contexto de una guerra, o 
insertada a las filas como recluta forzada de un grupo alzado en armas o en un territorio sin oferta 
institucional de seguridad, lo que a todas luces contradice los principios fundamentales de la 
dignidad humana, por ello:  
Cabe resaltar que el derecho a la reparación por delitos de violencia sexual dentro del conflicto 
armado no se limita a restaurar la situación en la que se encontraba la víctima, sino en transformar la 
situación preexistente para reaccionar ante aquellas circunstancias que hicieron posible el hecho 
delictivo (Sentencia T-718, 2017, pág. 55).  
Bajo tales consideraciones, es necesario dilucidar que la reparación transformadora es un hecho 
dentro de la legislación y la jurisprudencia colombiana, siendo destinarios de tales medidas los 
grupos o comunidades sociales que se requieren de un enfoque diferencial por las condiciones de 
exclusión o indiferencia por parte de la organización estatal.  
No obstante, la vocación transformadora está ligada a los criterios de vulneración de los bienes 
constitucionales y convencionales como una apuesta innovadora, emitida en primera medida por 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos y seguida con plenos criterios argumentativos y 
hermenéuticos por la jurisprudencia del Consejo de Estado, en especial de su Sección Tercera, los 
cuales cumplen un criterio teórico para establecer nuevas formas, medidas y reconocimientos al 
momento de establecer las medidas de reparación por parte de los jueces y los magistrados 
colombianos, destinadas a la reparación integral de la persona en busca de restablecer los derechos 
fundamentales lastimados, reiterando el paso de una mirada simplemente mercantilista a una visión 
ética.  
Tal debate sobre el reconocimiento de los perjuicios a los bienes jurídicos consagrados tanto por el 
texto constitucional como convencional se resuelve a favor de la afirmación que todo derecho a 
cargo del Estado en su materialización hace parte del patrimonio de la persona, por lo tanto, su 
vulneración produce un perjuicio autónomo que debe ser reparado de igual forma, emitiendo 
medidas especiales y autónomas, puesto que si un mismo hecho dañino genera una serie de 
perjuicios reconocidos a diferentes bienes jurídicos, todos estos deben ser resarcidos, en palabras 
de Tamayo Jaramillo:  
Por ejemplo, en caso de una tortura que deja incapacidad a la víctima, esta se afecta en su dignidad, 
es claro que ese mismo hecho da lugar a lucro cesante, a daño moral y a daño a la dignidad, y no hay 
razón para no indemnizar los tres, pues se trata de daños diferentes. (Tamayo Jaramillo, 2019, pág. 
23).  
Por consiguiente, las nuevas dinámicas tanto sustanciales como procesales de los sistemas jurídicos 
han orbitado en torno al discurso de los derechos humanos y el respeto del principio de la dignidad 
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humana, lo que ha significado un cambio de paradigma que respecto al derecho de daños ha 
significado lograr una mirada profunda y sistemática (Guerra Moreno, 2015), optando por 
conceptualizar megacategorías, como el daño a la vida de relación o la grave afectación de 
condiciones de existencia, para estar enmarcadas en las facultades desarrolladas por la Carta de 
derechos, por tal motivo, el daño a la salud como categoría autónoma y la vulneración a bienes 
constitucionales y/o convencionales moldean una responsabilidad patrimonial del Estado 
encaminada al respeto por las obligaciones y fines pactados en sociedad, en otras palabras, el 
criterio de culpabilidad se sustituye por un análisis de responsabilidad orientado a observar el 
cumplimiento de los deberes institucionales consagrados en textos jurídicos vinculantes.  
Ahora, esto no significa que todo acometido contra la tranquilidad de las personas deba catalogarse 
como un daño que requiera de una reparación, apoyar tal tesis es considerar una comunidad 
indeseable donde toda acción pueda sancionarse, frente a tal apreciación es posible identificar la 
siguiente crítica:  
Si concluimos que cualquier incomodidad, miedo, frustración, riesgo o molestia a los derechos o 
intereses ajenos es sinónimo de daño, estamos abriendo las puertas a la petrificación de la libertad (o 
de la acción del Estado si queremos que la noción de daño que propongamos sea universal y sea 
aplicable también a la órbita del derecho público) y, con ello, a una parálisis social por el temor que 
desencadena tener que pagar una indemnización o cualquier otra consecuencia jurídica relevante. 
(Tamayo Jaramillo, 2019, pág. 106).     
De tal razonamiento, es posible concluir la tarea tan relevante que le asiste a los jueces y 
magistrados para determinar los criterios establecidos para el reconocimiento de la vulneración a 
bienes constitucionales como convencionales, y máxime cuando se encuentre frente a un grupo que 
ha sido golpeado históricamente por estructuras y simbolismos empeñados en la negación de sus 
derechos habilitando la posibilidad de ordenar un conjunto de medidas que logren la 
transformación de su condición de vulnerabilidad.  
La postura de la responsabilidad en Colombia en los últimos años ha cambiado gracias al 
reconocimiento de la vulneración a bienes constitucionales y convencionales emitida por la 
jurisprudencia contenciosa administrativa para la responsabilidad patrimonial estatal, por otro lado, 
el reconocimiento de perjuicios de bienes constitucionalmente relevantes por parte de la 
jurisprudencia civil de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia orientador de las 
premisas para el reconocimiento de la responsabilidad civil, por tal razón cuando un particular o 
un agente del Estado o en general, la institucionalidad misma lesiona, desconoce o es indiferente 
frente al reconocimiento de una garantía o libertad fundamental es causante de un perjuicio, tesis 
ampliamente defendida en el presente texto investigativo.   
Finalmente, los preceptos claves de esta rama del derecho indican que la evolución de la sociedad, 
la adquisición de nuevos paradigmas y las conquistas humanas en el campo del reconocimiento 
jurídico, político y social son indicadores o moldeadores del reconocimiento de nuevos daños como 
la emisión de nuevas formas de reparación conectadas a las vivencias o prácticas sociales de la 
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comunidad en general, si para los antiguos romanos la reparación estaba destinada a un castigo 
severo para el causante de la misma, sin importar las expectativas de la víctima por esta bajo los 
criterios de una justicia correctiva.  
Actualmente, gracias al trabajo realizado en los campos ético y jurídico sobre la justicia 
restaurativa, distributiva y la ética social donde el papel de las víctimas es clave para lograr una 
sociedad armoniosa, pacífica y equilibrada, sin olvidar la relevancia de la condición humana 
presente en los sistemas legales y el papel del Estado siendo un prestador de servicios son las 
dimensiones propias para admitir que el reconocimiento de reparación sobre derechos 
fundamentales es una realidad.  
Es por ello posible indicar la importancia de la premisa que se está desarrollando, cuando se está 
en presencia de una colectividad o de un individuo a quienes les han desconocido abiertamente 
tales garantías por un sistema discriminatorio, siendo el caso de las víctimas del conflicto armado, 
en especial las que han padecido el horror del desplazamiento, las mujeres, en especial las víctimas 
de violencia sexual o las condiciones sociales a las que se ven expuestos por el desconocimiento 
de su dignidad humana comunidades indígenas, afros, homosexuales o con orientación sexual 
diversas.  
Gracias a tal evolución y trabajos realizados por pensadores para lograr la inclusión de estos 
sectores y la importante tarea de la prevención de los derechos humanos, se garantiza un sistema 
de justicia integral, cercana al ciudadano, reconociendo el papel social que juega en la comunidad 
y respondiendo efectivamente a los retos que esta nueva era le impone, para estas personas que han 
vivido bajo la sombra de un Estado, la reparación integral significa la puerta para integrarse 
dignamente a la sociedad, al mejoramiento de las condiciones de vida y sobre todo, una apuesta 
correcta para establecer los fines esenciales del Estado como la prosperidad general, la aplicación 
inmediata de los derechos y  el reconocimiento de la igualdad características de un país que camina 
hacia la reconciliación con justicia social.  
TESIS 3. La función transformadora de la reparación por el reconocimiento de vulneraciones 
a bienes constitucionales y convencionalmente protegidos por parte de la responsabilidad del 
Estado: Por regla general es aplicable a reparaciones colectivas, pero excepcionalmente es 
predicable en reparaciones con contenido individual. 
El conflicto armado interno padecido en Colombia por más de medio siglo es el escenario para una 
larga y lamentable lista de masacres llevadas a cabo en diferentes municipios, corregimientos y 
veredas donde los grupos armados realizaron incursiones y desconocieron ampliamente los 
derechos humanos bajo episodios de múltiples homicidios, graves crímenes de violencia sexual a 
niñas y mujeres, desapariciones forzadas y sobre todo, generación de un éxodo masivo de 




Sumando a lo anterior, la violencia estructural y simbólica también ha sido fuertemente ejecutada 
en el territorio colombiano desconociendo la dignidad humana de diversos sectores o minorías, 
donde la vulneración de sus derechos es una realidad constante, que aleja de la construcción de un 
Estado social de derecho como lo establece los primeros artículos de la Constitución Política 
colombiana. De esta forma, el Estado, al cual le asiste una posición de garante se le imputa como 
el principal responsable al no garantizar los mínimos de supervivencia que todo habitante del 
territorio colombiano se le debe respetar.  
Por tal razón, en la última década el poder público ha establecido una serie de normas que van 
encaminadas a la asistencia de las víctimas, la ley 1448 del 2011 es un claro ejemplo de un cuerpo 
normativo destinado a lograr una reparación efectiva a las personas que han padecido el horror de 
la guerra interna, de igual forma el Gobierno nacional ha emitido rutas de acción, planes y 
programas que integran una política pública de reparación integral, incluso ha destinado a una 
Unidad Administrativa Especial tal trabajo como lo es la UARIV, de esta forma el Estado bajo el 
principio de la solidaridad busca garantizar el acceso de derechos de un grupo social al cual por 
años le ha sido indiferente.  
Del mismo modo, la rama judicial ha emitido una serie de providencias que han exhortado el 
cumplimiento de medidas acordes para el mejoramiento de las condiciones de vida de los grupos 
socialmente marginados, en especial la Corte Constitucional ha generado conciencia para que las 
autoridades administrativas pongan en sus agendas públicas el tema de las múltiples víctimas que 
están el territorio nacional como un asunto prioritario para lograr la tan anhelada reconciliación y 
era de paz en la República colombiana.  
No obstante, las medidas decretadas tanto por el ejecutivo como el legislativo han sido endebles, 
parciales y alejadas de la realidad, lo que ha generado que varios juristas y otros científicos sociales 
dediquen espacios de reflexión para lograr consolidar los objetivos planteado. En el tema jurídico, 
la reparación transformadora analizada desde la jurisprudencia del Sistema Interamericana de 
Derechos Humanos y con criterios definidos por los órganos de cierre de la jurisdicción 
constitucional y contenciosa administrativa, son considerados como pilares para el fortalecimiento 
del Estado Social de Derecho con presencia institucional en todo el territorio y donde todo 
colombiano pueda acceder a sus derechos fundamentales sin limitación alguna.  
El reto planteado es gigante, un país constantemente dividido y polarizado, con una amplia gama 
de actores del conflicto que no solo poseen intereses políticos sino económicos fruto de operaciones 
ilegales y la indiferencia de sectores gubernamentales para consolidar una verdadera política 
pública de atención a las víctimas no solo del conflicto armado, sino para cada sector social 
excluido, estos son los argumentos que animan y convierten a los jueces como los orientadores de 
las medidas para una verdadera reparación que mejore el tejido social, la presencia institucional y 
sana las heridas causadas por la violencia para lograr la tan necesaria reconciliación.   
Por consiguiente, la jurisprudencia de forma reiterada ha traído a colación la normativa establecida 
para lograr una reparación integral con todos los componentes a los cuales se hacen acreedores los 
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lesionados de sus derechos. En ese orden de ideas, el Estado colombiano ha establecido el concepto 
de reparaciones colectivas para los agraviados que comparten un mismo hecho dañino, sumado a 
que la orientación de la justicia restaurativa conlleva escuchar las necesidades, intereses y 
expectativas del sector lesionado con la intención de lograr medidas acordes para constituir una 
verdadera rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición como componentes claves de la 
reparación grupal, es decir, genera reflexión las medidas adoptadas por la administración pública 
nacional a través de sus decretos reglamentarios de dicha política pública: 
El artículo 222 del Decreto 4800 de 2011 define el alcance de la reparación colectiva en los 
siguientes términos: 
  
El conjunto de medidas a que tienen derecho los sujetos colectivos que hayan sufrido alguno de los 
eventos definidos en el artículo 151 de la Ley 1448 de 2011, las cuales comprenderán medidas de 
restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en los 
componentes político, material y simbólico. 
  
La reparación colectiva estará dirigida al reconocimiento y dignificación de los sujetos de 
reparación colectiva, la recuperación psicosocial, a la inclusión ciudadana como sujetos plenos de 
derecho, a la reconstrucción del tejido social, a la reconstrucción de confianza de la sociedad en el 
Estado en las zonas y territorios afectados por el conflicto armado, a la recuperación y/o 
fortalecimiento de la institucionalidad del Estado Social de Derecho para la consecución de la 
reconciliación nacional y la convivencia pacífica. 
  
Parágrafo. La reparación colectiva tendrá un enfoque transformador y diferencial en tanto propenda 
por eliminar los esquemas de discriminación y marginación de los sujetos colectivos, que pudieron 
contribuir a la ocurrencia de los hechos victimizantes. (Decreto 4800, 2011).  
 
En efecto, se reconoce que la reparación colectiva tiene un enfoque propiamente transformador por 
la complejidad e integralidad que abarca al lograr que los mismos lesionados emitan acciones de 
reparación no solo en el campo patrimonial, sino la potestad de lograr planes que estén destinados 
a un componente psicosocial o a lograr una oferta institucional de calidad en el territorio, de esta 
forma, existe un apremiante consolidado en las tesis legales como administrativas dados por los 
decretos reglamentarios que postulan a la reparación transformadora como una realidad que debe 
ejecutarse en las medidas destinadas a poner a los agraviados en condiciones de vida digna, como 
un derecho que le asiste a toda persona gracias al reconocimiento dado en el texto constitucional. 
De igual forma, postula:  
  
De acuerdo con la definición de reparación colectiva citada, junto con lo establecido en el artículo 
225 del Decreto 4800 de 2011, la reparación tiene como fines el reconocimiento y dignificación de 
los sujetos colectivos, la reconstrucción del proyecto de vida, la recuperación psicofísica de los 
grupos afectados, a la inclusión ciudadana y a la reconstrucción del tejido social. En adición a estos 
propósitos, la reparación colectiva debe estar orientada siempre con un enfoque 
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transformador y diferencial que excluya cualquier forma de discriminación, como aquel que, 
por ejemplo, surge de la violencia sexual. (Sentencia T-718, 2017, pág. 45).  
 
Sumado a lo anteriormente expuesto, la teleología de este mecanismo de reparación es la 
eliminación de las condiciones que conllevan a la vulneración de los derechos fundamentales fruto 
de la discriminación social, política y estatal a la que se ven sumergidas las personas de la 
colectividad.    
 
En ese orden de ideas, el reconocimiento de los perjuicios a bienes constitucionales y 
convencionales basados en un enfoque transformador es posible en el escenario jurídico 
colombiano en primera medida cuando se está en presencia de un grupo o colectividad que han 
padecido el mismo hecho dañino, por eso la inclusión de medidas que busquen superar su condición 
de abandono institucional se erige como un deber estatal al cual debe responderse con prontitud en 
la medida que se identifiquen las necesidades sociales, esto es, entender las prácticas sociales que 
dignifican a la comunidad. Tales argumentos, son los que han incluido medidas o herramientas 
teóricas como la acción sin daño o postulados de la escuela del realismo jurídico en decisiones 
transcendentales de responsabilidad estatal, también se ha evidenciado en los fallos emitidos por 
los jueces de restitución de tierras.   
 
Sin embargo, ¿qué sucede cuando se están en presencia de un caso donde existe una amplia 
vulneración de derechos humanos de una persona que pertenece a un grupo social discriminado 
abiertamente y reiterativamente, pero la lesión solo recae en aquella persona?, es decir, no existe 
un colectivo al cual reparar sino solo un individuo plenamente identificado y genera un interrogante 
¿es posible repararlo con una vocación o función transformadora por el desconocimiento de sus 
derechos fundamentales o convencionales?  
 
La respuesta debe ser contestada afirmativamente, si bien como regla general se establece que este 
enfoque está presente en reparaciones de carácter colectivo, lo cierto es que cuando una persona es 
lesionada bajo los criterios descritos anteriormente, siguiendo los principios rectores de la ciencia 
jurídica se hace acreedora de una reparación con enfoque transformador que motive a la 
eliminación de los obstáculos que le permiten gozar sin limitaciones sus libertades fundamentales, 
eje central de la óptica del modelo estatal social de derecho. Siguiendo tal razonamiento es posible 
referenciar que los casos analizados anteriormente donde se reconoce el daño a bienes 
constitucionales y convencionales, la mayoría de los accionantes lo hacían a través del medio de 
control de reparación directa el cual solo tenía a una víctima identificada.   
 
De esta forma, la responsabilidad del Estado destinada al cumplimiento de sus deberes consagrados 
tanto en la Constitución como en el Bloque de constitucionalidad no puede excusarse en la medida 
que solo es predicable a reparaciones colectivas, si bien dicha tesis es considerada la regla general, 
la rigurosidad generaría el desconocimiento de casos donde tan solo un lesionado posee argumentos 
para constituir mejores condiciones de vida, en especial las órdenes judiciales o legales — si se 
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trata de medidas normativas legislativas o programas de políticas públicas — que conllevaría a una 
inserción transversal de la comunidad, sobre todo en el respeto de los derechos que integran su 
patrimonio jurídico.  
 
Por eso, las tendencias reflexionadas desde diferentes disciplinas y adaptadas por el mundo jurídico 
abogan por la defensa de los derechos de las poblaciones que han sido excluidas de los beneficios 
de un mundo globalizado y de tendencia liberal, por eso, surge con importancia que postulados 
como la acción sin daño o el enfoque diferencial, tenga como destinario a un individuo o a una 
comunidad en general. 
 
Para terminar, las medidas de reparación razonadas dentro del concepto de reparación integral son 
la base para la ejecución de herramientas destinadas a lograr una reparación colectiva, que busca 
no solo un mejoramiento en las condiciones económicas o mercantiles como por mucho tiempo se 
le asignó al derecho de daños, sino que trata de consolidar una mirada ética con los postulados de 
la dignidad humana que arrope todos las dimensiones antropológicas, haciendo énfasis en las 
condiciones psicosociales y requiriendo la presencia institucional del Estado como ente político y 
metafísico en el reconocimiento de derechos fundamentales, pero bajo una mirada flexible no solo 
dichas consideraciones son destinadas a comunidades maltratadas por la indiferencia política de 
las administración pública, sino también son aplicables a casos en los que un individuo que ha 
padecido de igual forma un daño antijurídico por la vulneración grave de los derechos humanos o 
DIH e integrar un colectivo discriminado por la estructura del sistema abierta e históricamente. 
 
TESIS 4. La función transformadora de la reparación por el reconocimiento de vulneraciones 
a bienes constitucionales y convencionalmente protegidos por parte de la responsabilidad del 
Estado: debe optar por medidas no pecuniaria, destinadas a garantizar en toda la población la 
igualdad de derechos reconocidos.  
 
Los lineamientos dados por la historia de la responsabilidad patrimonial indica la necesidad de 
cuantificar el daño y lograr que una suma de dinero dada como reparación consiga poner a la 
víctima en la situación que se encontraba antes de recibir el daño o la más cercana posible, es decir, 
la prioridad económica era el eje central del derecho de daños, sin embargo, las reflexiones éticas 
por largo tiempo fueron un obstáculo para el reconocimiento de perjuicios inmateriales, puesto 
lograr una reparación por el dolor o el sentimiento era ingresarlo al mercado como un objeto y 
desde la visión ética y social no era permitido.   
No obstante, las nuevas tendencias de la justicia han expresado la importancia de la compensación 
y el reconocimiento de perjuicios inmateriales para lograr una reparación en todas las dimensiones 
del lesionado, aun existiendo un grupo doctrinario que se opone a tales consideraciones. De tal 
razonamiento, los jueces han esgrimido medidas de reparación que no están encaminadas al 
reconocimiento de una suma de dinero o de un rubro que deba satisfacer los perjuicios causados, 
para ampliar la gama o herramientas destinadas a lograr dicha reparación integral.  
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En ese sentido, la jurisprudencia colombiana e internacional, en especial la de la Corte 
Interamericana ha definido las medidas de reparación no pecuniarias, -las cuales anteriormente 
fueron ampliamente conceptualizadas-, para intentar reparar las dimensiones afectadas por el hecho 
dañino, siendo importante no solo el reconocimiento de dinero por las lesiones sufridas en el 
patrimonio, lo que es llamado como perjuicio material,  sino también tratar de encontrar acciones 
destinadas al reconocimiento de otros campos que son vitales para consolidar una reparación 
completa como es la verdad, la construcción de la memoria histórica, las garantías de no repetición 
o los planes de acción para la eliminación de condiciones de vulnerabilidad para grupos 
categorizados de esta manera, dichas premisas han sido construidas por las nuevas reflexiones 
morales, éticas y jurídicas, entendidas por la doctrina constitucional en sus sentencias:  
Al limitarse así el alcance de la indemnización por este tipo de daño, se busca además que este no se 
extienda hasta confines que pueden conducir a la banalización de las conquistas de la responsabilidad 
civil y a la desaparición de los linderos entre lo que es jurídicamente relevante y lo que para el derecho 
resulta insignificante. Tal moderación llama a la especial protección que merecen los derechos 
fundamentales que se encuentran en especial relación con la dignidad humana, tales como la libertad, 
la intimidad personal y familiar, la honra y el buen nombre. (Sentencia Reparación Directa 47362, 
2019, pág. 2). 
Limitar un reconocimiento económico frente a la vulneración de daños constitucionales y 
convencionales no significa restarles importancia a los perjuicios acontecidos, sino encontrar otras 
vías integrales que propugnen el restablecimiento de la dignidad humana conculcados por el 
desconocimiento, omisión o acción tardía del régimen estatal. De esta forma, la doctrina 
constitucional colombiana también ha señalado acciones no pecuniarias que revitalizan a la 
colectividad o persona lesionada considerando que la rehabilitación, restitución, satisfacción y 
medidas de no repetición en el fondo son el complemento de las acciones del derecho de daños. En 
una de sus sentencias sobre el tema analizado emitió las siguientes acciones categorizadas como 
no pecuniarias para reparar integralmente y con vocación transformadora:    
Las medidas de reparación identificadas para reparar este daño son: (i) el reconocimiento público de 
la condición de población civil de los habitantes de El Salado; (ii) las acciones conducentes para 
identificar a los victimarios y para que éstos pidan perdón, especialmente, “a las víctimas mujeres y 
a líderes sociales de El Salado”, lo que deberá ser narrado y difundido por los medios de 
comunicación del municipio; (iii) las acciones conducentes para que los victimarios confiesen 
públicamente las razones y motivos de su actuar y se rinda un informé público a las víctimas de El 
Salado; (iv) el acompañamiento de la CNRR (hoy UARIV) para la reconstrucción de relatos 
biográficos de las víctimas a fin de superar la estigmatización; (v) que se difundan públicamente en 
las emisoras radiales las decisiones de los procesos asociados la violación de derechos humanos y de 
derecho internacional humanitario de los saladeños; (vi) la presentación de informes periódicos de la 
Fiscalía General de la Nación, la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo; (vii) 
incluir en la cátedra de derechos humanos de los colegios, contenidos de memoria histórica y que se 
tenga en sus estudios el caso de El Salado para garantizar la memoria de lo ocurrido a las siguientes 
generaciones y (viii) que se rinda un informe público sobre la situación de personas detenidas 
arbitrariamente por el Estado colombiano (Sentencia T-718, 2017, pág. 52-53).  
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En ese sentido, tanto la jurisprudencia del Consejo de Estado como de la Corte Constitucional 
reconoce la relevancia de las medidas no pecuniarias que apuestan por mejorar las condiciones del 
grupo social agraviado por medio de herramientas de reparación que escapan del reconocimiento 
de una suma económicas y que más bien van encaminadas a constituir un criterio ético donde la 
víctima toma el protagonismo que por años los ordenamientos judiciales le han negado, por darle 
prioridad al castigo severo del causante del malestar social, el responsable. 
Siguiendo los argumentos desarrollados, resulta apropiado incluir las siguientes consideraciones 
sobre las medidas no pecuniarias en torno a la consolidación de un enfoque transformador en las 
reparaciones actuales, reconociendo que las políticas públicas son limitadas y por tanto, el papel 
de la magistratura es darle fortaleza a tales metas en pro de consolidar una comunidad reconciliada 
y capaz de iniciar una era de paz, debido a la correcta administración de sus reparaciones para el 
saneamiento de las heridas dejadas por el abandono o ineficiencia estatal. En la presente 
jurisprudencia citada es posible identificar la importancia de medidas con contenido social y ético 
que contribuye a la eliminación de factores que condicionan la vulnerabilidad de sectores sociales.  
En este género de medidas de reparación integral, es clave la transformación de las condiciones 
estructurales que dieron lugar a la victimización, además las políticas generales que puedan 
implementarse en el marco de la relación vertical que existe entre el Estado y las víctimas, a 
propósito de la legislación vigente sobre la reparación de estos sujetos. También debe tenerse como 
insumo el componente simbólico que pueda ser aportado por los sujetos pasivos de las acciones 
vulneradoras, elemento este que sólo puede ser aprehendido por el obligado a llevar a cabo la 
reparación cuando a los afectados se los empodera para liderar los procesos de redefinición de 
imaginarios que se lleven a cabo en el marco de la rehabilitación. Tal como se expone en el artículo 
que sobre el tema fue elaborado por los autores Rodrigo Uprimny Yepes y Diana Esther Guzmán 
Rodríguez: 
Por consiguiente, aunque las políticas de reparación deben tener un contenido material significativo 
para enfrentar los efectos materiales de la violencia, también deben poseer una inevitable dimensión 
simbólica, ya que los daños ocasionados suelen ser irreparables. La reparación debe estar ligada 
obligatoriamente a procesos de recuperación de la verdad y la memoria, pues se trata de hacer visibles 
y reconocer unas violaciones a los derechos humanos que solían estar ocultas en el pasado. Esa 
dimensión simbólica es una forma de reconocimiento del sufrimiento específico ocasionado a las 
víctimas, reconocimiento que debería rehabilitarlas en su condición de ciudadanos activos, de la cual 
fueron excluidas por los procesos de victimización. Igualmente, la dimensión simbólica de la 
reparación hace visibles las violaciones de derechos humanos que han permanecido invisibles. De 
esa manera, la reparación marca un proceso de reconciliación del Estado con sus ciudadanos que 
reintegra a las víctimas y a sus familiares a la comunidad política.  
Las consideraciones previas explican una cierta dimensión temporal diversa entre los programas de 
reparación y la política social; la reparación, cuando asume esencialmente la visión restitutiva, tiene 
una mirada hacia el pasado, pues debe evaluar el daño y su propósito esencial es restaurar a la víctima 
a la situación previa a la victimización. Por su parte, la política social mira el presente y el futuro pues 
busca asegurar en forma inmediata o, al menos, muy rápida el contenido mínimo de los derechos 
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económicos, sociales y culturales, pero igualmente aspira a la satisfacción progresiva del contenido 
total de esos derechos. 
(…) 
 
Es esencial enfatizar las diferencias entre las reparaciones y la política social, si queremos preservar 
el derecho específico de las víctimas a ser reparadas; sin embargo, es igualmente importante 
establecer vínculos entre los esfuerzos de reparación y la política social, sin disolver sus diferencias, 
si queremos enfrentar las paradojas de la reparación de violaciones masivas de derechos humanos 
que explicamos anteriormente. Por ello, hemos desarrollado el concepto de “reparaciones 
transformadoras”, o reparaciones dirigidas a promover la transformación democrática, como un 
esfuerzo por articular la justicia correctiva y la justicia distributiva en el diseño e implementación de 
los programas de reparación. (Uprimny & Guzmán, 2010, págs. 249-252) 
 
Verdaderamente, las medidas destinadas por la justicia restaurativa que también buscan consolidar 
un enfoque de justicia distributiva hacen hincapié en la necesidad de reconocer todas las 
dimensiones sociales de las personas como dignas de reparación, incluso, sectores de la doctrina 
y algunos jueces han destinado medidas para reparación a través de la música o el arte, también 
que logren consolidar una memoria histórica para el reconocimiento de los daños causados con el 
objetivo de no se vuelvan a cometer los errores del pasado, como lo sostiene la jurisprudencia del 
Consejo de Estado: algunas medidas van orientadas a la conservación de la memoria como una 
acción guiada por los derechos humanos, al emitir que generaciones venideras comprendan las 
afectaciones dadas y sean partícipes de la reparación del daño, lo que significa una apuesta gigante 
al contenido transformador de las reparaciones  (Sentencia Reparación Directa 49416, 2017). 
 
Sobre tales figuras, algunos sectores, por ejemplo (Henao Pérez, 2015), manifiestan que para la 
puesta en marcha de tales acciones se requiere de un contenido económico, pues afectan 
directamente el presupuesto de las entidades territoriales, siendo claro que para lograr reparaciones 
a través del arte, la literatura o la música se deben garantizar los instrumentos, escenarios y 
herramientas necesarias para la obtención de la finalidad trazada, siendo una apreciación correcta, 
pero que al momento de ejecutar tal reparación de esta dimensión mucho más humana y menos 
mercantilista,  la víctima se verá reparada no por una cifra económica, sino por la participación en 
la reconstrucción de un tejido social, la inclusión a una comunidad o por el simple hecho de ver 
como son eliminadas las condiciones que la sujetaban a una condición de vulnerabilidad (Martín 
Peré, 2018).  
 
Del mismo modo, es necesario indicar que el reconocimiento de medidas destinadas a la 
rehabilitación, restitución, satisfacción y no repetición corresponden a una garantía del derecho 
público para no ver afectada drásticamente el erario, en la medida la transformación   no se logra 
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destinando un rubro a cada víctima, sino ordenando medidas integrales y sistemáticas que vayan 
destinadas a la transformación de las condiciones de vida76   
 
Aunque la regla general se ha abordado hasta aquí, lo cierto es que dentro de la jurisprudencia de 
la Sección Tercera del Consejo de Estado emerge una excepción para destinar una medida para la 
reparación de bienes constitucionales y convencionales concerniente en dinero, pero solo cuando 
las medidas pecuniarias sean imposibles de desarrollarse o donde el juez establezca su ineficacia, 
en ese orden de ideas:   
 
Sobre la forma de reparación que ha de darse al daño a bienes o derechos convencional y 
constitucionalmente amparados, la jurisprudencia unificada de esta Corporación ha dicho, que tal 
reparación debe hacerse “de acuerdo con hechos probados, la oportunidad y pertinencia de los 
mismos”, mediante la ordenación de medidas reparatorias no pecuniarias, y solo excepcionalmente, 
si estas medidas vienen insuficientes, impertinentes, inoportunas o imposibles, mediante  el 
otorgamiento de una indemnización, única y exclusivamente a la víctima directa, de hasta 100 
SMLMV, siempre y cuando la indemnización no hubiere sido reconocida con fundamento en el daño 
a la salud. (Sentencia Reparación Directa 47362, 2019, pág. 12). 
 
Así las cosas, la función transformadora por la vulneración a bienes constitucionales y 
convencionales les exige a los jueces reconocer las aspiraciones de los lesionados al momento de 
condenar patrimonialmente al Estado.  
 
En desarrollo de uno de los objetivos específicos del presente trabajo de grado, se construyó la 
línea jurisprudencial en donde los criterios sobre las afectaciones a los bienes jurídicos tutelados 
daban paso al reconocimiento de diferentes medidas, que si bien nacieron con una visión de 
reparación integral, han sido la base para reconocer la importancia del enfoque transformador en 
el sentido de la imposibilidad de colocar al lesionado en el mismo contexto de desconocimiento 
de derechos que se encontraban al momento de sufrir el daño alegado.     
 
El llamado a la modernización del sistema jurídico y al poder público en Colombia es inminente, 
no es posible que una Nación siga solucionando problemas que la mayor parte del mundo ha dejado 
atrás para destinar sus esfuerzos en nuevas tendencias presentadas por los nuevos escenarios 
descritos por la ciencia y la tecnología, donde el saber jurídico es sumamente necesario. Por lo 
tanto, dichas medidas analizadas sirven para fortalecer la institucionalidad y permitir que todo el 
territorio nacional goce de la presencia estatal de la que por años se ha visto privada, es necesario 
indicar que esta tarea no solo es propia de los jueces, tampoco del derecho que trata sobre la 
responsabilidad estatal, al contrario, es un contenido complementario y de cooperación para lograr 
tales objetivos, y como resultado de la presente investigación, es claro que las políticas públicas y 
                                                 
76 En ese sentido, es relevante indicar las medidas de restitución, satisfacción, rehabilitación y garantías de no repetición 
como medidas integrales que no solo buscan una reparación con contenido económico, sino lograr reparaciones con 
efecto integral, es decir, permeando las diversas dimensiones de la víctima y con carácter transformador.   
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la jurisprudencia sobre la reparación transformadora no son excluyentes, sino que poseen la fuerza 
necesaria para complementarse logrando la materialización de los fines estatales.  
 
Las medidas no pecuniarias como regla general, son consideradas la columna vertebral de la 
función transformadora que busca la reparación por el desconocimiento de derechos 
fundamentales, es por ello que la mejor destinación para la eliminación de las condiciones de 
vulnerabilidad sea emitiendo acciones que busquen replantear dicho escenario, por ejemplo, si se 
desconoce el derecho de acceso a la justicia porque las denuncias impetradas por las mujeres 
víctimas de violencia sexual son irrelevantes para las instituciones encargadas de la investigación 
y acusación penal de tales actos tipificados, para lograr el cambio de dicha situación lo viable sería 
capacitar, reconocer y dotar de relevancia a estas denuncias con personal que no caigan en los 
errores de revictimizar o no impulsar la institucionalidad a tiempo para prevenir el daño, además 
no solo se restablece el derecho de los denunciantes, sino que se inicia un fortalecimiento 
institucional generalizado.  
 
Para finalizar, analizadas las consideraciones argumentadas hasta el momento, es decir, la 
importancia de las medidas no pecuniarias solo resta indicar que la reparación con vocación 
transformadora por el desconocimiento de bienes jurídicos tutelados tanto en el texto convencional 
como constitucional en Colombia es una realidad, y aunque, sectores conservadores del derecho 
sigan siendo contradictores de esta tendencia apegados a las premisas del derecho administrativos 
y alegando el daño presupuestal por la injerencia del juez en políticas públicas, nada de eso puede 
detener las condiciones que dan vía libre a tales tesis, máxime cuando el derecho de daños debe 
adaptarse constantemente a la realidad social, solo basta con hacer un pequeño ejercicio 
retrospectivo para observar como dice el maestro Josserand (2009), los postulados de la 
responsabilidad debe adaptarse al son que sea tocado por las demandas sociales y las 
consideraciones éticas como axiológicas de la justicia.   
 
TEST PARA LA APLICACIÓN DE LA REPARACIÓN TRANSFORMADORA POR 
VULNERACIÓN A BIENES CONSTITUCIONALES Y CONVENCIONALES 
 
En los últimos años los criterios hermenéuticos han sido vitales para poner en funcionamiento el 
discurso de los derechos fundamentales y garantizar que las medidas adoptadas por los jueces no 
sean abiertamente arbitrarias77, por tal motivo, el test de igualdad o el test proporcionalidad ha sido 
tan relevante al momento de fallar casos en lo que entran en pugna derechos fundamentales o 
consideraciones conflictivas como es el caso del derecho a la igualdad. Dichas herramientas son 
                                                 
77 Tal postura es tema central de reflexión en el campo de la hermenéutica y la teoría jurídica sobre la motivación de 
las decisiones judiciales que se han moldado con las posturas de corrientes como el conflictivismo jurídico y los 
criterios de ponderación de derechos fundamentales como alternativas para configurar el derecho como un verdadero 
sistema de normas que se integran a las demandas de todos los sectores de la ciudadanía, en especial, actores que han 
sido excluidos, marginados y no han hecho parte de la construcción del pacto social, como lo sostiene el realismo 
jurídico y el neocontractualismo.  
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una hoja de ruta y un compromiso didáctico para establecer correctores del derecho de fácil 
razonamiento y, sobre todo, que buscan implementar subreglas permeadas por la objetivación del 
derecho, como un compromiso adquirido desde la filosofía del derecho (Polanco Polanco, 2015).  
 
Es por tal motivo, que la identificación de argumentos sea traspasada a una serie de criterios 
sintéticos que permiten de mejor manera su aplicación en la práctica, llevados a través de estudios 
de casos donde el intérprete solo debe chequear que las condiciones establecidas en dicho test o 
criterios indicados, estén presentes para ordenar las medidas acordes con  la resolución del caso 
en específico, razones las cuales llevan a presentar esta propuesta en el material didáctico y 
practico referenciado.  
 
La reparación transformadora ha sido criticada por un sector de la doctrina por considerar que 
lesiona abiertamente los criterios claves de la responsabilidad patrimonial del estado, sobre todo, 
por considerar que la cuantía del daño va más allá de lo que realmente causó el hecho determinante 
del sufrimiento, sin embargo, del ejercicio lógico planteado, es claro que dejar a la víctima en las 
condiciones antes del daño alegado, en algunos casos consiste en una simple manifestación por 
algunos rubros económicos, por lo que se olvidan las condiciones de indiferencia social que 
padece.  
 
En ese sentido, el Estado desatiende sus obligaciones como la materialización de los derechos 
mínimos o fundamentales que como garante de los mismos debe tutelar, generando un ambiente 
de debilidad estatal desde la perspectiva de las cargas públicas y por otro lado, negligencia en sus 
funciones desde la óptica del derecho de daños, es por tal razón que el desconocimiento de 
derechos a grupos poblaciones vulnerables establece la necesidad de que por medio de 
herramientas como el derecho y la administración de justicia se busque la consolidación de la 
dignidad humana así como la paz, como presupuesto básicos de las sociedades del siglo XXI, 
marcado por el modelo de Estado social de derecho.  
 
En ese orden de ideas, cuando los jueces encargados de los juicios de responsabilidad patrimonial 
del estado observen que existe una vulneración a los bienes constitucionales y convencionales, 
deben acudir a medidas especiales de reparación que conduzcan a una garantías integrales, y en 
especial, conduzcan a una eliminación de las condiciones de discriminación o indiferencia 
institucional con la intención de transformar tales situaciones, fortaleciendo, entre otras 
competencias, la presencia del aparato estatal en las regiones o escenarios de vulneración de bienes 
jurídicos que hacen parte del patrimonio de las personas.  
 
Las anteriores, son funciones propias del estado social de derecho y corresponden al claro ejercicio 
del deber de las autoridades públicas, por consiguiente, la toma de medidas teniendo en 
consideración dichos aspectos no es y no puede ser una extralimitación de funciones, ni puede 
considerarse como un detrimento patrimonial para el estado o un enriquecimiento sin justa causa 
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para quienes, con este tipo de medidas, pudieran acceder a los derechos y principios a los que 
originalmente tienen derecho pero por sus condiciones sociales, económicas o culturales no han 
tenido acceso o se vieron privados de ellos.  
 
Por consiguiente, el test que se enunciará, como un aporte significativos del presente trabajo de 
grado, es una herramienta para que los jueces y magistrados en aquellos casos donde consideren 
que la reparación con vocación transformadora sea aplicable, realicen un ejercicio hermenéutico 
que de fuerza y fundamentación a sus motivaciones, conservando las directrices claras, 
fundamentadas en los criterios del test propuesto, buscando consolidar los parámetros del Estado 
social de derecho a grupos sociales que desconocen que es gozar de las garantías mínimas a las 
cuales tienen derecho pero que por diversas circunstancias como los juegos de poder, la corrupción 
o la construcción social de la realidad se los ha impedido.     
 
Así las cosas, de las cuatro tesis analizadas anteriormente se consolidó un criterio para la aplicación 
de la herramienta descrita, 1) enfoque de derechos humanos, 2) enfoque diferencial, 3) 
reconocimiento de lesionado y 4) aplicabilidad de medida, son las categorías que los profesionales 
del derecho y los operadores judiciales deben estudiar al momento de alegar o definir una 
reparación integral y transformadora por la afectación de bienes constitucionales y convencionales.  
 
En primer lugar, el escalón número uno refiere a identificar si se está en presencia de un caso 
donde existe una amplia, reiterada o constante vulneración de derechos humanos y del DIH, en 
busca de reconocer cuáles son los bienes jurídicos tanto en el plano constitucional como 
convencional afectados, siendo relevante indicar que la reparación con enfoque transformador 
tiene dentro de sus premisas lograr el goce efectivo de todo ser humano de sus garantías y 
libertades fundamentales. Por esta razón, este criterio es la primera tesis de reflexión donde el 
discurso de los derechos humanos y las sentencia de los órganos competentes han definido las 
vulneraciones graves al núcleo de derechos humanos y fundamentales, por lo que se infiere que 
cuando el Estado desconoce su papel de garante o no genera las acciones de respeto o realización 
de los derechos a cargo del mismo por propuesta del constituyente, es posible estar en presencia 
de un escenario de indiferencia social, que requiere de acciones para revertir tales situaciones.  
 
Una segunda etapa, es indicar la aplicabilidad de un enfoque diferencial, es decir, la relevancia de 
este punto es indicar la procedencia de acciones de transformación porque las víctimas hacen parte 
de un grupo de especial protección, si está definida por esta categoría por parte de la jurisprudencia 
constitucional o si las condiciones sociales logran determinar que la colectividad sufre de una 
reiterativa como abierta discriminación. Conforme a los grupos identificados en la presente 
investigación, se propugna un enfoque diferencial a la población desplazada, las mujeres, la 
comunidad LGTBI, las comunidades raizales, indígenas, afros y palanqueras, pero es claro que 
dicha lista no es un criterio rígido, sino todo lo contrario es una cláusula abierta que deberá ser 




Continuando, los dos criterios explicados anteriormente son fundamentos teóricos y jurídicos para 
la aplicación de la reparación con enfoque transformador, sin embargo, es vital observar si dicha 
reparación va destina a ser colectiva o individual, por lo tanto, se debe reconocer si dichas 
vulneraciones o afectaciones perpetradas están relacionados con su condición de indiferencia o 
desconocimiento por parte del estado, un criterio necesario para medir la incidencia del 
desconocimiento del Estado en la materialización de los derechos fundamentales. 
 
Por último, el interrogante resuelto por el operador judicial va destinado a establecer si las medidas 
no pecuniarias reconocidas por la jurisprudencia son conducentes para lograr un enfoque integral 
y transformador en las víctimas, en ese sentido, se erige la importancia que tienen los jueces en el 
reconocimiento de medidas de rehabilitación, restitución, satisfacción y garantías de no repetición 
en sus fallos, sobre todo cuando acuden al arte, la música u otro medio que logre una reparación 
mucho más completa que atienda a criterios de verdad, memoria histórica o justicia social.  
 
En síntesis, como resultado de los criterios analizados son condensados en la siguiente tabla como 
una herramienta didáctica para la integración de los criterios señalados por parte de la rama 
judicial. Esta propuesta como resultado del trabajo de investigación realizado exhorta a la 
comunidad de profesionales del derecho a trabajar en la dimensión de trasformación que posee las 
reflexiones jurídicas, estableciendo herramientas, postulados, criterios o instituciones conectadas 
a la realidad de una comunidad determinada, sin desconocer los principios generales de la actividad 
jurídica.  
 





Enfoque de derechos humanos 
 
 ¿Se está en presencia de un caso donde existe 
una grave, alarmante o retirada vulneración de 
derechos humanos o de derecho internacional 
humanitario?  
 ¿Se evidencian casos de desconocimiento 
reiterado de derechos fundamentales o 
convencionales?  
 ¿Es posible inferir el desconocimiento del 
Estado en su posición de garante de derechos 
humanos y fundamentales?  
 
Enfoque diferencial  
187 
 
 En el caso en concreto ¿es posible identificar 
la lesión de derechos a un grupo social amplia 
e históricamente discriminado?  
 ¿Se identifica integrantes de grupos 
categorizados por la jurisprudencia 
internacional o nacional, en especial la de la 
Corte Constitucional como “grupos de 
especial protección”?  
 ¿Los perjuicios causados tiene relación directa 
con la participación o inclusión de las víctimas 
con el colectivo discriminado socialmente?  
Reconocimiento del lesionado 
Si el caso es de una colectividad:  
 ¿Las condiciones de desconocimiento estatal 
fueron móvil para el acontecimiento del daño 
padecido por cada uno de los integrantes del 
grupo de víctimas?  
 
Si el caso refiere a una persona en especifica:  
 ¿el hecho dañino padecido tiene relación 
directa con el desconocimiento de sus 
derechos por parte del Estado por pertenecer a 
un grupo discriminado reiterativamente?  
Aplicabilidad de medidas 
 ¿Las medidas no pecuniarias son eficaces para 
transformar las condiciones y eliminar las 
situaciones de discriminación como 
indiferencia estatal?  
Fuente: Hernández Pedrozo, P. & Reyes Granados, J.D. Octubre, 2021.  
 
Pues bien, el presente test de identificación de criterios no desconoce las necesarias instituciones 
dadas por la teoría de la responsabilidad estatal, es decir, el primer ejercicio que deben realizar los 
operadores de la justicia es establecer la existencia de un daño antijurídico y la imputación del 
mismo a una autoridad administrativa, sumado a que dichas teorías y postulados han sido 
ampliamente desarrollados por la jurisprudencia como la doctrina, por lo que es válido afirmar que 
no existe ninguna motivación para la corrección o eliminación de tales elementos que guían la 
declaratoria de responsabilidad patrimonial del Estado.  
 
Siendo así, cuando es superado dicho análisis y es condenado el Estado por su responsabilidad, se 
habilita en ese momento el debate sobre si es posible la emisión de una serie de medidas orientadas 
a la obtención de una reparación con función transformadora, claro está que también es necesario 
tener probadas las afectaciones a los bienes constitucionales y convencionales para que el ejercicio 
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hermenéutico del juez se limite a establecer si los criterios abordados en el test de reparación 
transformadora estén presentes.  
 
Finalmente, la responsabilidad del Estado debe evolucionar conforme a los requerimientos y 
necesidades sociales, por lo tanto, la reparación con enfoque transformador por el desconocimiento 
de los bienes jurídicos tutelados por la Constitución o la Convención interamericana supone una 
aproximación real a la defensa y materialización de los derechos humanos en todo el territorio 
nacional, el test analizado anteriormente entonces, se constituye como un precepto claro para 
lograr un fin estatal consagrado hace más de 25 años en la Constitución Política, fortalecer la 
institucionalidad, responder por los daños causados por el Estado, trabajar bajo los principios de 
solidaridad y dignidad humana garantizando la prosperidad y los derechos de toda la población.    
 
RECOMENDACIÓN FINAL. La función transformadora de la reparación por el 
reconocimiento de vulneraciones a bienes constitucionales y convencionalmente protegidos por 
parte de la responsabilidad del Estado: debe complementarse con políticas públicas y programas 
sociales. 
Las críticas alegadas en contra de implementar las medidas de reparación transformadora refieren 
que dichas orientaciones dadas por el juez no son competencia de la rama judicial, y que, por lo 
tanto, interfieren en competencias propias del ejecutivo y el legislativo que tienen la tarea de 
desarrollar políticas públicas que atiendan determinada crisis, además unos postulan que las 
medidas para lograr una reparación con enfoque transformador afectan seriamente los presupuestos 
públicos, exhortando a los jueces a no entrar en el terreno de las políticas públicas.  
Sin embargo, lo cierto es que los jueces están habilitados para emitir órdenes de reparación integral 
con enfoque transformador como lo reconoce algunos apartados de leyes y la jurisprudencia 
regional fruto del Sistema Interamericano, así como los fallos de los jueces internos que atendiendo 
a la modernización, necesaria para atender a los problemas estructurales de larga data presentes en 
estados como el colombiano, han reconocido los perjuicios a bienes constitucionales y 
convencionales, sumados a medidas no pecuniarias para lograr una reparación completa en todas 
las dimensiones del ser humano.     
En ese sentido, es válido afirmar que las actuaciones judiciales y la construcción de políticas y 
programas sociales no son excluyentes, sino que se complementan en busca de lograr que todos los 
individuos mejoren sus condiciones de vida digna, pero en especial aquellos que hacen parte de un 
grupo de especial protección a los cuales medidas de discriminación positiva o inversa y la 
prioridad que tienen en las agendas públicas motivan su realización, de esta forma la Corte 
Constitucional ha indicado, respecto a la aplicación de  la ley de víctimas:   
La Corte ha constatado que, de producirse la desaparición de la Ley 1448 de 2011 sin fórmula de 
reemplazo, graves consecuencias podrían sobrevenir para los derechos de las víctimas. Entre ellas se 
encuentran (i) la afectación de las condiciones de reparación de las víctimas del conflicto y, en 
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particular, aquellas cuyos victimarios fueron objeto de amnistía, indulto o de renuncia a la persecución 
penal según lo establecido en los artículo 18 y 26 transitorios del Acto legislativo 01 de 2017; (ii) la 
inexistencia de un régimen jurídico para el desarrollo de las actividades de restitución de tierras como 
forma de reparación; (iii) la eliminación de un régimen institucional, administrativo y judicial, que 
ha venido gestionado la atención de las víctimas y acumulando una experiencia significativa con ese 
propósito; (iv) una negativa incidencia en la búsqueda de la verdad debido a la desaparición del Centro 
de Memoria Histórica; (v) un impacto grave en las medidas que integran la reparación integral y 
aquellas que se relacionan con la denominada reparación transformadora; y (vi) la afectación de las 
instancias y procedimientos de participación de las víctimas, así como el sistema de  coordinación 
entre la nación y las entidades territoriales para la ejecución de la política de atención. (Sentencia C-
588, 2019, pág.51) 
Entonces, guiados por la doctrina constitucional es posible inferir que las políticas públicas, por 
ejemplo, la Ley de víctimas 1448 de 2011, son el sustento de aplicación por parte tanto de las 
autoridades administrativas como de los jueces de las medidas a realizar para la atención de estos 
grupos sociales y, por lo tanto, es de vital importancia para el establecimiento de planes de acción 
por parte de la rama ejecutiva y legislativa, sumando a las acciones destinadas por las entidades 
territoriales. Además, significan un control de aplicación de estas por parte de la rama judicial 
como también un parámetro para el reconocimiento de medidas de las cuales es posible referenciar 
por los jueces cuando se está en presencia del desconocimiento de la norma referenciada.   
Es por ello, que el complemento es necesario y busca la integración del poder público a través del 
control a cargado de cada rama, sin inducir a que se está en presencia de usurpación de 
competencias, sino todo lo contrario, es un claro ejemplo de colaboración armónica en busca de 
consolidar los objetivos planteados por el constituyente primario.  
De hecho, dentro de la exposición de motivos del Gobierno en el Proyecto de ley que se deparó en 
la Ley de víctimas, se indicó la importancia que posee el carácter transformador de la reparación, 
dejando como conclusión que este enfoque debe ser habilitado tanto por los jueces como por las 
demás ramas del poder público, en ese sentido en su momento se manifestó en la exposición de 
motivos del proyecto, el Gobierno Nacional se refirió al carácter transformador de la reparación 
indicando:  
Los servicios sociales ofrecidos de manera prioritaria a las víctimas tienen un potencial transformador 
de las condiciones de vida de las víctimas que en la mayoría de los casos son personas marginadas, 
pues no solo son útiles para asistir ante la inmediatez del perjuicio sufrido, sino que además 
trascienden esa inmediatez reconociéndoles su estatus de ciudadanos al otorgarles asistencia en salud, 
en educación, en vivienda, en crédito, entre otros, que seguramente no tenían antes de su condición 
de víctimas. (…) 
Se reitera, las medidas de reparación son una oportunidad no solo para devolver a las víctimas su 
dignidad, sino también para otorgarles su condición de ciudadanos con iguales derechos; las 
reparaciones tienen un potencial transformador de carácter social, económico, político y cultural. 




Del mismo modo, se establece en un reciente artículo de investigación la importancia de conectar 
medidas adaptadas por los jueces con programas sociales bien referenciados que logren eliminar 
las condiciones de discriminación o abandono estatal, en ese sentido es posible citar:  
 
En cuarto lugar y último lugar, se constata que la pobreza y exclusión en el campo es persistente. 
En su mayoría eran pobres antes de desplazarse y lo siguen siendo. La adopción de medidas 
individuales de reparación puede ser limitadora en cuanto a su finalidad, puesto que la falta de 
servicios públicos es generalizada en el campo santandereano en la zona del Magdalena Medio. Por 
ello es necesario apelar al enfoque de la coherencia externa de la política de reparación, pues para 
que esta sea efectiva el Estado debe impulsar políticas sociales y agrarias que mejoren las 
condiciones de vida en el campo y potenciar un modelo de desarrollo inclusivo que respete los 
reclamos de colectivos campesinos en torno a la capacidad de decidir sobre las políticas agrarias y 
alimentarias del país. (Martín Peré, 2018, pág. 229).  
 
Por consiguiente, como resultado desde la ciencia política y los lineamientos de la administración 
del Estado para optar por una función transformadora bien definida y hasta temporal, porque solo 
sería aplicable mientras existen condiciones que vulneren a un colectivo definido, SE requiere de 
un trabajo conjunto donde los programas sociales complementen las acciones judiciales, sumado a 
que las personas que no hacen parte del grupo lesionado sean también titulares de las medidas 
adaptadas, como mecanismos de prosperidad social.  
 
Finalmente, el derecho tiene un componente de transformación social por excelencia, siendo 
entonces una vía necesaria para consolidar una comunidad reconciliada y pacífica, por lo que llevan 
a que las presentes reflexiones tengan un componente social especial en la medida que la 
estructuración desde el poder debe estar guiada por un diagnóstico completo e inclusivo que lleve 
a la formulación de políticas públicas estructuradas, sumado a que la participación de actores en 
términos de democracia deliberativa son presupuestos claves para consolidar las transformaciones 
socio jurídicas necesarias, de modo que las ramas del poder público cumplan con cada una de sus 
obligaciones, pero desde una óptica de colaboración armónica para que los asociados tengan pleno 














El derecho es una herramienta que logra mantener el orden y la justicia en las comunidades, por 
ello, el ejercicio de su reflexión de es de vital importancia para que dichos objetivos no sean 
mutados, de esta forma, el ejercicio de los profesionales del derecho exige una rigurosa lectura de 
la realidad social haciendo una integración ética, política, filosófica y cultural de forma acertada 
para cumplir los parámetros sociales exigidos constantemente por los cambios generacionales.  
 
Por tal motivo, el derecho que estudia los perjuicios y la forma de repararlos debe estar sumamente 
conectado con las propuestas sociales alegadas para mantener la equidad y la armonía de una 
sociedad, puesto que la crisis que genera un daño sufrido se traduce en la eliminación o afectación 
del equilibrio logrado por los individuos de una comunidad, en eso consiste la grandeza de la 
responsabilidad patrimonial.  
 
En ese sentido, adquiere importancia la reflexión sobre las vulneraciones causadas por el aparato 
estatal, es decir, los daños causados ya sea por la acción o por la omisión en sus funciones y fines 
reconocidos en la Constitución Política, referente a la materialización de los derechos 
fundamentales que poblaciones vulnerables no han sido garantizadas,  alejando los postulados 
propios de los modelos estatales del siglo XXI determinados por los procesos democráticos y el 
respeto por la cláusula de dignidad humana.   
 
La responsabilidad patrimonial del Estado se levanta como un mecanismo esencial para que las 
relaciones de los asociados de tal organización jurídico – política puedan tener salvaguardados el 
patrimonio y cuando por una acción u omisión del aparato institucional se les confiera la facultad 
de activar un medio de control para verse reparado por los daños ocasionados. En ese sentido, las 
meditaciones abordadas dejan observar la constante modificación del derecho de daños en el sector 
público pasando desde la unión entre el derecho penal con el derecho de la reparación, hasta lograr 
consolidar un enfoque integral que apunta a la eliminación de componentes meramente 
mercantiles.  
 
De tal consideración, es que se desprende la necesidad de incluir en las nuevas dinámicas los 
conceptos de reparación integral con enfoque transformador como una herramienta que le permite 
al aparato estatal cumplir sus deberes frente a la realización de los derechos fundamentales que 
toda persona debe gozar en territorio nacional, sumado a que las orientaciones novedosas en el 
mundo del derecho incluyen notoriamente que las acciones administrativas deben estar soportadas 
por un enfoque de derechos humanos que permita la ejecución de los principios de la dignidad 
humana, como meta trascendental de las democracias contemporáneas.  
 
Así las cosas, la revolución dentro de la responsabilidad patrimonial del Estado es constante 
exigiendo a los abogados, abogadas y a administradores de justicia encontrar las fórmulas acertadas 
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para la correcta aplicación del derecho, que esté unida a las exigencias y prácticas sociales y la 
formación como científico social a la cual deben responder los encargados de mantener el orden 
en las relaciones culturales y sociopolíticas entre las personas de un territorio. De esta forma, es 
vital reconocer el momento histórico que estamos viviendo en el que una Nación trata de insertarse 
a las dinámicas del siglo XXI, solucionando sus problemas de antaño fruto de una guerra de más 
de medio siglo, escándalos enormes de corrupción y una desconexión total entre los que ostentan 
el poder y las necesidades humanas exigidas por el grupo de gobernados.  
 
En ese orden de ideas, es necesario comprender cómo las nuevas visiones apuestan por la 
construcción de comunidades bajo el esquema de la justicia restaurativa y distributiva sintonizando 
la necesidad de comprender que los derechos fundamentales no son simples privilegios a los que 
algunas personas pueden acceder y los cuales otro grupo población se ve rezagado mendingando 
su cumplimiento. Por ese motivo, se constituye como un punto primordial en las agendas de las 
entidades que integran el poder público acercar la oferta institucional a cada uno de los territorios 
donde la soberanía territorial es atribuible a la Nación colombiana, tales premisas han sido 
materializadas por los jueces que han asumido con seriedad el papel trascendental que cumplen en 
la organización del Estado.  
 
De tal modo, la jurisprudencia del Consejo de Estado, inequívocamente ha respondido a la 
reparación que la sociedad espera, dando criterios acorde al planteamiento axiológicos del Estado 
tan fraccionado por distintas causas, además las inconformidades cotidianas, que el derecho, en 
especial el que tiene más relación con los ciudadanos, calidad intrínseca de la rama denominada 
como ciencia administrativa o relativa a la administración pública, debe ir al ritmo de la evolución 
social, política y económica de la comunidad, en función de los principios, metas y fines propuestos 
por el constituyente primario, plasmados en el pacto político, como norma superior que organiza 
los lineamientos del ordenamiento social y de derecho, de ahí se fundamenta el reconocimiento de 
bienes constitucionales y convencionales bajo un enfoque de reparación transformadora.  
 
Además, la constitucionalización y convencionalización del derecho de daños, permite que se 
configure un respeto mayor por todos los bienes tutelados tales documentos normativos, sumado a 
la evidente necesidad de propender una sociedad de competentes ciudadanos que opten por una 
conciencia marcada por la democracia y el constitucionalismo, característica de los nuevos 
sistemas jurídicos. Por ello, se puede hablar de una visión abierta del derecho, de la mano con la 
ética y el humanismo, determinada por el enfoque de los derechos humanos, que bajo su principio 
de la dignidad humana condiciona toda práctica de poder, siendo posible identificar tales 
postulados en las sentencias donde existe un mayor compromiso con las anteriores premisas, 
generando una fuerte tendencia de una comunidad competente y evolucionada en términos 




Por consiguiente, la forma de actualizar las medidas de reparación destinadas como la formación 
de escenarios de construcción de memoria histórica, arte como forma de reparación o acudir a la 
narrativa para la restauración de derechos permite entender que existe una serie de dimensiones 
que también requieren ser reparadas y no solo emitir una mirada mercantilista que busca tasar en 
términos de derecho todo derecho conculcado, esa es la nueva tendencia ética-humanista en el 
campo del derecho de perjuicios.  
 
Por tal motivo, las ventajas inminentes presentadas por categorizar a los bienes constitucionales y 
convencionales como un nueva tipología en la reparación de bienes inmateriales, así como el 
reconocimiento de la reparación bajo amplio catálogo de derechos, no solo en el ámbito del 
conflicto armado, sino en toda actuación administrativa que lesione bienes de estricta relevancia 
con la calidad de vida de las personas, también apoya la tesis de la seguridad jurídica e 
internacionalización del derecho, como se observa en casos donde se reconoce las medidas de 
reparación por vulneración a la Convención internacional de los derechos de los niños o los 
Convenios de Ginebra, aspecto novedoso, el cual blinda la eficacia de las normas de carácter 
internacional y fortalece el bloque de constitucionalidad con las distintas fuentes jurídicas allí 
concebidas.  
 
En otros términos, reconocer el papel trascendental del Estado respecto del cumplimiento de las 
garantías ordenadas por el constituyente se entiende como su naturaleza y objetivo en lograr 
satisfacer las necesidad humanas, de ahí radica la posibilidad de reparar con una serie de medidas 
que van más allá de un daño demostrado en un proceso judicial, sino con plena certeza del juez 
como director del proceso, sumado a la representación que tiene como regulador de las actuaciones 
del poder público, tenga la facultad para ordenar reparar con novedosas medidas que tiendan a 
eliminar las condiciones de vulnerabilidad sufridas por los lesionados, una mirada desde la justicia 
distributiva pero soportada por las concepciones jurisprudenciales producto del control de 
convencionalidad como de constitucionalidad.  
 
En gracia de discusión, se evidencia la fundamentación elaborada por las sentencia de casos 
resueltos por la Corte Interamericana donde exhorta a implementar reparaciones no solo con el 
ánimo de restituir o garantizar una justa indemnización, sino aplicar enfoques diferenciales en la 
medida que se presenten víctimas de una violencia estructural condenas a la indiferencia, exclusión 
y vulnerabilidad por parte del aparato institucional, generando que la reparación con enfoque 
transformador sea una camino viable y fructífero para garantizar el pleno disfrute de los bienes 
jurídicos consagrados en los textos fundamentales como son a nivel de continental, la Convención 
Interamericana y a nivel nacional, la Carta Política de 1991.  
 
De igual forma, queda demostrado el compromiso de la Corte Constitucional frente al deber de 
postular medidas de reparación integral que tengan la finalidad de eliminar los obstáculos que les 
impiden gozar de los bienes jurídicos tutelados a ciertas poblaciones en condiciones de 
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vulnerabilidad, como es el caso de la población víctima del conflicto armado interno, las mujeres 
que padecen alguna manifestación de violencia sexual o comunidades que han sufrido una 
constante limitación en el disfrute de sus derechos mínimos, como personas con orientaciones 
sexuales diversas, en ese sentido la reparación con vocación de transformar se inserta en un 
paradigma de compromiso social, reconciliación y justicia restitutivo con fines a lograr 
comunidades que convivían de forma reconciliada, armoniosa y pacíficamente.   
 
Al comprender las dinámicas estatales, también es necesario indicar que la obligación de lograr 
sociedades acorde con los postulados tanto éticos como humanistas actuales, tiene como 
presupuesto clave la presencia estatal en el sentido de asegurar el cumplimiento de los fines del 
Estado, insumo trabajado por la jurisprudencia contenciosa administrativa al exhortar 
continuamente a la administración pública a cumplir con los diversos mandatos emitidos por el 
constituyente primario, por esa razón, las medidas de restitución, rehabilitación, satisfacción y 
garantías de no repetición guiadas por la equidad y la justicia social determinan los pasos para 
reparar cada dimensión antropológica afectada por el mal actuar del Estado.    
 
Entonces la reparación integral orientada a buscar la consolidación de los derechos de acceso la 
verdad y las garantías de no repetición sustentando las miradas dirigidas a las víctimas desde su 
posición social construye una sociedad incluyente que no es más que la victoria del humanismo del 
siglo XXI, tal panorama debe ser el punto final de todos los ordenamientos jurídicos, por ello, las 
tesis de la Corte Constitucional ha estado enhorabuena conectadas con la ética y la moral como 
determinadores de la norma jurídica. Tales visiones sobre erige la visión de la justicia como 
corrector del derecho, objetivo trazado por la filosofía del derecho entender el sistema legal como 
una posición para que las personas sientan que el respeto y la legitimidad de las normas están 
encaminadas al respete sus concepciones.  
 
Sin embargo, no solo la justicia es determinadora de la reparación transformadora frente al 
reconocimiento patrimonial de los daños causados por el régimen estatal, esta tiene una comunión 
estrecha con el discurso de los derechos humanos que han culminado en test o herramientas 
interpretativas y hermenéuticas para garantizar el cumplimiento de la dignidad humana en toda 
actuación o práctica social. Pero tales consideraciones reposan en los lineamientos de la ética, el 
derecho y demás disciplinas que luego de hechos tan desastrosos como la forma en que la 
humanidad fue mancillada por ideologías totalitarias en el periodo de tensión global producto de 
las guerras mundiales, han destinados esfuerzos por rescatar el reconocimiento y respeto por toda 
forma de vida humana.  
 
Sumado a lo anterior, la teoría del discurso supone que colocar el dialogo en términos de memoria 
histórica, como medida tendiente a la reparación integral, ayuda a una compresión tanto del daño 
como las alternativas de solución desde la mirada de la víctimas, en otras palabras, cuando se apela 
a la memoria se apuesta a la posibilidad de que el interlocutor con sus comentarios, ideas y 
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cosmovisiones pueda integrarse desde su subjetividad al dolor de la persona agraviada, en busca 
de sistemas que no condenen a la eliminación de la concepción humana, es decir de régimen 
totalitarios, tanto de forma general como especial, es decir, eliminando las condiciones de 
vulnerabilidad que padecen grupos poblaciones condenados a la exclusión social, por eso las 
medidas con enfoque transformador abordadas en el presente texto, se presentan como alternativas 
para el fortalecimiento del aparato institucional.  
 
En ese sentido, solo encontrando las posiciones que puedan demarcar el derrotero del respeto y la 
reparación Y teniendo presente los aportes dados por los directamente lesionados, puede hablarse 
de un derecho que es consecuente con los principios fundantes consagrados en el texto 
constitucional. Colombia tiene una gran deuda con la mayoría de las personas que han tenido que 
sufrir los estragos de una guerra ajena y los que han sido sometidos y condenados a un olvido sin 
precedentes, pero ahora será desde las cosmovisiones de estos grupos lo que permita construir una 
era de reconciliación. Como se puede notar en las direcciones en que se enmarca la reparación 
integral con medidas como la satisfacción, rehabilitación o las simples medidas que garantizan la 
no repetición como la verdad, por lo tanto, el derecho tiene dicho papel transformador de las 
realidades; pero siempre dejando puntos de identificación a errores que no pueden volver a ser 
cometidos, de esta forma:  
 
Los participantes coinciden en la necesidad de guardar el terror y la violencia en la memoria - a pesar 
de la inclinación tan humana a “olvidar” o, mejor dicho, suprimir recuerdos dolorosos. Esto no 
excluye que haya personas que en el debate muestran su escepticismo frente a los planteamientos 
teóricos de Mate acerca del perdón. Según éstos, el objetivo, cierto que más modesto, solamente 
puede ser contrarrestar la violencia y ponerla bajo control. (Mate Rupérez, 2008, pág. 874). 
 
En ese orden, el aspecto general es el cambio de paradigma brindado por las sentencias del 14 de 
septiembre del 2011 por la sección tercera del Consejo de Estado, reconocidas por los sectores 
jurisprudencial y doctrinal como “las gemelas de unificación”, que pusieron de presente la 
necesidad de configurar dos nuevas tipologías de perjuicios: el daño a la salud y el reconocimiento 
a la vulneración a los bienes constitucionales y convencionales, cambiando el reconocimiento de 
las tan criticadas megacategorías de perjuicios llamadas “perjuicio a vida relación” o “alteración 
grave de las condiciones de existencia”. Por consiguiente, se genera no solo una nueva visión en 
este campo del derecho, sino una tecnificación, heurística y ordenación en la tasación de los daños 
causados, generando en la víctima satisfacción y garantías de no repetición en la reparación por el 
hecho dañino, y en ocasiones con la posibilidad de transformar sus condiciones de vulnerabilidad 
determinado en el marco de la responsabilidad del Estado. 
 
La reparación integral como derecho fundamental, adquiere aquí esta dimensión, la cual se 
concretiza debido a que el juez administrativo no puede desconocer que la medida de 
restablecimiento de derecho debe estar acorde con la situación fáctica que viene a reparar. No 
obstante, es necesario seguir avanzando en la calificación y los niveles de resarcimiento que 
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produce estas, pues aunque existe efectividad de las medidas destinadas a  restituir, rehabilitar, 
satisfacer, indemnizar y garantizar la no repetición, logrando una verdadera reparación integral en 
el implicado, también es cierto, que el enfoque transformador tiene una serie de críticos que 
fundamentan impedimentos para su aplicación, por lo tanto, es necesario que se dirija la mirada a 
este nuevo punto de análisis, en busca de tierras firmes que logren una evaluación completa, 
cumpliendo lo ordenado en la reparación con las expectativas y la proporción de los bienes 
lesionados.    
 
Así las cosas, el reconocimiento de la reparación del perjuicio inmaterial, como vulneración de los 
derechos reconocidos en la Constitución política o en la Convención americana de derechos 
humanos ha dado giros copernicanos en la amplia esfera de reconocimiento de daños, 
materializando una verdadera reparación integral en todos los niveles sociales, culturales y 
políticos, acercando las sentencias del juez administrativo a la realidad, estructurando las fuentes 
de obligaciones en la responsabilidad, creando medidas no pecuniarias en busca del 
restablecimiento de la dignidad de la persona que sufre el daño. Empero, aún queda varias aristas 
para lograr que la víctima se sienta satisfecha en la proporción de su afectación jurídica, que 
encamina la necesidad de figuras de control y supervisión a la ejecución total de los fallos, pero 
que, sin lugar a duda, estos giros hermenéuticos dejan reflexiones positivas en el derecho 
administrativo.    
 
De igual forma, el test propuesto se constituye como herramienta novedosa para que los 
administradores de justicia puedan estudiar los casos desde el enfoque de derechos humanos como 
desde el enfoque diferencial, de este modo se fundamenta la necesidad de trabajar fuertemente en 
la eliminación de estructuras o simbolismos que afectan los bienes jurídicos tutelados colocando 
en posiciones desfavorables a ciertos sectores, por lo que es menester apostar para que la 
comunidad académica trabaje en torno a nuevas herramientas para el ejercicio del derecho.    
 
El objetivo de la reparación integral con enfoque transformador es tomar asiento con fuerza en las 
consideraciones jurisprudenciales y doctrinales, de esta forma, es vital la tarea de seguir 
reflexionando en la compresión del derecho de daños y buscar su modernización con el objetivo 
que al momento de ordenar las reparaciones estén acordes con los presupuestos y exigencias de las 
comunidades como fueron abordas con las tesis identificadas como premisas para poder acceder al 
reconocimiento de los perjuicios a bienes constitucionales y convencionales en busca de la 
transformación social.  
 
Axioma fuertemente reiterado por la doctrina jurídica es entender el cambio social y buscar formas 
acordes de reparación, por lo que entablar una visión del futuro de la responsabilidad patrimonial 
tanto en el ámbito civil como estatal adquiere importancia en la medida en que surgen nuevas 
formas de interacción que generan riesgos y la consolidación de nuevos daños gracias al avance 
tecnológico, comunicativo o de nuevas concepciones culturales, como puede ser el reconocimiento 
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de daños padecidos por animales, que sin duda hace un llamado a la constante reflexión de esta 
rama del derecho.   
 
Finalmente, el recorrido trazado en la presente reflexión es la fundamentación de nuevas miradas 
jurídicas bajo el panorama del derecho de daños, por lo tanto, se ha encontrado cómo las nuevas 
orientaciones de la jurisprudencia del Consejo de Estado han aportado para la transformación y 
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Anexo Modelo de Guía de Análisis Normativo Constitucional 
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GUÍA DE ANALISIS NORMATIVO CONSTITUCIONAL 
 
GUÍA N°: ____ de __ /__/2020 
 
 
PROYECTO: Premisas para la reparación transformadora en el reconocimiento de vulneración a 
bienes constitucionales y convencionales en el marco de la responsabilidad del Estado en 
Colombia.   
 
OBJETIVO: Establecer los presupuestos de la reparación transformadora en el reconocimiento de 
los perjuicios causados por la vulneración de los bienes constitucional y convencionalmente 
tutelados, derivados de la declaración de responsabilidad del Estado en Colombia.  
 
DILIGENCIA: Paula Valentina Hernández Pedrozo & Jesús David Reyes Granados.  
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Anexo Modelo de Guía de Análisis Normativo.  
 
 
FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAS POLITICAS Y SOCIALES 
 
FICHA DE ANALISIS NORMATIVO  
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OBJETIVO: Establecer los presupuestos de la reparación transformadora en el reconocimiento de 
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Anexo Modelo de Ficha de Análisis Jurisprudencial 
 
 
FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAS POLITICAS Y SOCIALES.  
 
FICHA DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL   
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INSTRUCCIONES: Leer cuidadosamente la sentencia y Diligencie cada uno de los aspectos 
solicitados en la presente guía 
Utilice las siguientes referencias:  
 
C.C.C: sentencia de la Corte Constitucional de constitucionalidad. 
C.C.T: sentencia de la Corte Constitucional de tutela.   
C.E: sentencia del Consejo de Estado.  
C.S.J: sentencia de la Corte Suprema de Justicia.  
T.E: sentencias de tribunal extranjero.  
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Ficha N°: ___ 
Fecha: ___/___/____ 
Sentencia emitida por: 
Radicado:  
Magistrado Ponente:  
Tema:  
 
Resumen fáctico:  
 
Síntesis de argumento de la parte actora:  
 
 
Síntesis de argumentos de la parte accionada:  
 
 
Funciones evidencias de control interno estatal:  
 
 










Medidas de reparación:  
___ indemnización  
___ restitución  
___ satisfacción 
___ rehabilitación  
___ garantías de no repetición  
Enfoque:  
___ integral  
___ transformadora.  



















































Anexo Modelo de Ficha de Análisis Jurisprudencial – sentencias T.  
 
 
FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAS POLITICAS Y SOCIALES.  
 
FICHA DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL SENTENCIAS T  
 
 
PROYECTO: Premisas para la reparación transformadora en el reconocimiento de vulneración a 
bienes constitucionales y convencionales en el marco de la responsabilidad del Estado en 
Colombia.   
 
OBJETIVO: Establecer los presupuestos de la reparación transformadora en el reconocimiento de 
los perjuicios causados por la vulneración de los bienes constitucional y convencionalmente 
tutelados, derivados de la declaración de responsabilidad del Estado en Colombia. 
 
DILIGENCIA: Paula Valentina Hernández Pedrozo & Jesús David Reyes Granados 
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Juez  Sala  Sentencia  Expediente  
M.P.  Caso  
Fecha 1  Derechos parte demandante Derechos tutelados explícita/ Derechos tutelados implícita/ 
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Fecha 4  
Fecha 5  
Fecha 6  
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Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 




















Anexo Modelo de Ficha de Análisis de Doctrina.  
 
FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAS POLITICAS Y SOCIALES.  
 
FICHA DE ANÁLISIS DE DOCTRINA  
 
PROYECTO: Premisas para la reparación transformadora en el reconocimiento de vulneración a 
bienes constitucionales y convencionales en el marco de la responsabilidad del Estado en 
Colombia.   
OBJETIVO: Establecer los presupuestos de la reparación transformadora en el reconocimiento de 
los perjuicios causados por la vulneración de los bienes constitucional y convencionalmente 
tutelados, derivados de la declaración de responsabilidad del Estado en Colombia. 
DILIGENCIA: Paula Valentina Hernández Pedrozo & Jesús David Reyes Granados 
 
FICHA N°: ___                                                                                    FECHA: ___/___/______ 
REFERENCIA BIBLIOGRÁFICA TEMA 
  





CLASIFICACION DE DATOS 
 
___ Responsabilidad del Estado.  
___ Reparación  
___ Vulneración de bienes constitucionales y 
convencionales.  
___ Reparación transformadora.  
 
Fuente: Hernández, Paula & Reyes, Jesús. Febrero, 2020. 
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